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Memorando Nro. AN-CTSS-2022-0083-M

Quito, D.M., 12 de marzo de 2022

PARA: Sra. Abg. Esperanza Guadalupe Llori Abarca
Presidenta de la Asamblea Nacional 

ASUNTO: Ref. INFORME para PRIMER DEBATE: PROYECTO DE LEY ORGÁNICA DE
RÉGIMEN JURÍDICO DEL DERECHO AL CUIDADO HUMANO (Art. 58 LOFL) 

 
De mi consideración: 
 
No sin antes dirigir a Usted un cordial saludo, por disposición de la As. Rina Campain Brambilla, Mgs.
Presidenta de la Comisión Especializada Permanente del Derecho al Trabajo y a la Seguridad Social
-CEPDTSS- y en mi calidad de Secretario Relator, me permito adjuntar el INFORME para PRIMER
DEBATE  correspondiente al "PROYECTO DE LEY ORÁNICA DE RÉGIMEN JURÍDICO DEL
DERECHO AL CUIDADO HUMANO" (UNIFICADO) y sus anexos, aprobado en la
CONTINUACIÓN de la Sesión No. 044-CEPDTSS-2021-2023 (PRESENCIAL) de jueves 10 de marzo
de 2022, conforme se desprende del registro de votación que obra del informe, así como del 
Memorando Nro. AN-CTSS-2022-0081-M que adjunto. Lo anterior en cumplimiento de lo previsto en
el artículo 58 de la Ley Orgánica de la Función Legislativa. 
 
Adicionalmente, en mi calidad de Secretario Relator, de conformidad con el artiIÌculo 11 numerales 7, 8 y
14 del Reglamento de las Comisiones Especializadas Permanentes y Ocasionales de la Asamblea
Nacional, por este medio siento RAZÓN de la imposibilidad de recabar la firma electrónica del
Asambleísta Gustavo Loor Echeverría, alterno del Asambleísta Luis Almeida Morán, por lo cual de ser el
caso, se estará a los registros de votación que hacen parte del Informe no vinculante remitido, así como a
lo previsto en los artículos 141 de la Ley Orgánica de la Función Legislativa y artículo 37 del Reglamento
de las Comisiones Especializadas Permanentes y Ocasionales de la Asamblea Nacional. 
 
Con sentimientos de distinguida consideración. 
 
Atentamente, 
 
 

Documento firmado electrónicamente

Abg. Jairo Augusto Jarrín Farías
SECRETARIO RELATOR  

Anexos: 
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- informe.1erdebate.proyectoregimencuidado(v).120322-signed.pdf
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CUIDADO HUMANO” 
(UNIFICADO) 

 
INTEGRANTES DE LA COMISIÓN: 
 

✓ Rina Campain Brambilla 
PRESIDENTA 

 
✓ Luis Aníbal Marcillo Ruiz 

VICEPRESIDENTE 
 

✓ Pamela Alejandra Aguirre Zambonino 
✓ Gustavo Loor Echeverría 

(Alterno Luis Fernando Almeida Morán) 
✓ Omar Vicente Cevallos Peña 
✓ Marcela Priscila Holguín Naranjo 
✓ Johanna Cecibel Ortiz Villavicencio 
✓ Salvador Quishpe Lozano 
✓ Eckenner Reader Recalde Álava 

 
Quito, 10 de marzo de 2022 

 
  



 

 
 

2 

ÍNDICE 
 

CONTENIDO PÁGINA 

1. OBJETO DEL INFORME.- 4 

2. ANTECEDENTES DEL PROYECTO DE LEY.- 4 

3. COMPARECENCIAS E INTERVENCIONES REFERIDAS A LA SOCIALIZACIÓN 

Y TRATAMIENTO LEGISLATIVO DEL PROYECTO DE LEY DENOMINADO: 
“PROYECTO DE LEY ORGÁNICA DE RÉGIMEN JURÍDICO DEL 
DERECHO AL CUIDADO HUMANO”.- 

5 

3.1. DETALLE DE LAS COMPARECENCIAS E INTERVENCIONES RECIBIDAS 

EN EL PROCESO DE TRATAMIENTO Y CONSTRUCCIÓN DEL INFORME 

DE PRIMER DEBATE PARA EL PLENO DE LA ASAMBLEA NACIONAL Y 

RECIBIDAS EN LA COMISIÓN ESPECIALIZADA PERMANENTE DEL 

DERECHO AL TRABAJO Y A LA SEGURIDAD SOCIAL A PARTIR DEL 

INFORME DE PRIMER DEBATE EN EL PLENO DE LA ASAMBLEA 

NACIONAL.- 

5 

4. BASE LEGAL.- 9 

5. PLAZO PARA EL TRATAMIENTO.- 12 

6. ANÁLISIS DEL PROYECTO DE LEY DENOMINADO “LEY 
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1. OBJETO DEL INFORME.- 
 
El informe recoge el análisis y observaciones presentadas dentro del trámite legislativo 
del PROYECTO DE LEY ORGÁNICA DE RÉGIMEN JURÍDICO DEL DERECHO AL 

CUIDADO HUMANO, así como los argumentos expuestos y las resoluciones adoptadas 
por la Comisión Especializada Permanente del Derecho al Trabajo y la Seguridad 
Social1, para ponerlos a consideración del Pleno de la Asamblea Nacional para su 
discusión en Primer Debate. 
 
2. ANTECEDENTES DEL PROYECTO DE LEY.- 
 
En Sesión No. 009-CEPDTSS-2021-2023 de miércoles 21 de julio de 2021, se presenta 
por parte de la Defensoría del Pueblo, en la persona de la Dra. Zaida Rovira como 
Defensora del Pueblo (s), el Proyecto de Ley Orgánica sobre el Derecho al Cuidado en 
el Ámbito Laboral para Mujeres o Personas con Capacidad Reproductiva que se 
Encuentren en Período de Embarazo, Parto y Puerperio, y Lactancia o Cuidado 
(Resolución del CAL No. 2019-2021-469), y teniendo como antecedente la Sentencia 
No. 3-19-JP/20 y acumulados dictada por la Corte Constitucional, así como el Oficio Nro. 
AN-CTSS-2021-0027-O. 
 
En las continuaciones de la Sesión No. 009-CEPDTSS-2021-2023 de miércoles 04 de 
agosto de 2021 y jueves 12 de agosto de 2021 se resolvió por parte del Pleno de la 
Comisión la UNIFICACIÓN de las iniciativas legislativas siguientes: 1) Proyecto de Ley 
Orgánica sobre el Derecho al Cuidado en el Ámbito Laboral para Mujeres o Personas 
con Capacidad Reproductiva que se Encuentren en Período de Embarazo, Parto y 
Puerperio, y Lactancia o Cuidado Defensoría del Pueblo (Dra. Zaida Rovira – Defensora 
del Pueblo, Subrogante) calificado a través de Resolución del CAL No. 2019-2021-469 
y notificada mediante Memorando Nro. AN-SG-2021-1065-M; y, Proyecto de Ley 
Orgánica del Sistema Nacional Integrado de Cuidados As. Palacios Muñoz Pablo 
Sebastián calificado en Resolución del CAL No. 2019-2021-454, notificada mediante 
Memorando Nro. AN-SG-2021-0739-M. 
 
En Sesión No. 025-CEPDTSS-2021-2023 de 29 de septiembre de 2021 se toma 
conocimiento por parte del Pleno de la Comisión del Memorando Nro. AN-SG-2021-
3125-M de 27 de septiembre de 2021 y por tanto del proyecto de Ley denominado 
"PROYECTO DE LEY ORGÁNICA REFORMATORIA DE LA LEY ORGÁNICA DE 
SERVICIO PÚBLICO”, presentado por la asambleísta Jessica Castillo Cárdenas, 
calificado por el Consejo de Administración Legislativa mediante RESOLUCIÓN CAL-
2021-2023-109 de 21 de septiembre de 2021, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 57 de la Ley Orgánica de la Función Legislativa. El precitado Proyecto de Ley 
se UNIFICÓ con las iniciativas legislativas descritas en los párrafos precedentes, en 

 
1 Comisión Especializada Permanente del Derecho al Trabajo y la Seguridad Social No. 2, según lo prescrito en el 

numeral 2, artículo 21, Ley Orgánica de la Función Legislativa. 
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cumplimiento de lo prescrito en el artículo 3 de la Resolución de calificación emitida por 
el Consejo de Administración Legislativa. 
 
Como parte del proceso de depuración de la base de datos de trámites legislativos 
pendientes, rezagados de periodos legislativos anteriores, se UNIFICÓ también el 
denominado Proyecto de Ley Orgánica de Licencias y Permisos para Trabajadoras y 
Trabajadores Públicos y Privados y Servidoras y Servidores Públicos para el Cuidado 
Corresponsable (Ley de Conciliación del Trabajo y la Vida Familiar), presentado por la 
entonces Asambleísta Ximena Ponce León, calificado por el Consejo de Administración 
Legislativa mediante Resolución CAL-2015-2017-300. 
 
Al respecto del tratamiento de las leyes que se han unificado en el presente trámite 
parlamentario, mismas que tienen que ver con el régimen jurídico del Derecho al 
Cuidado Humano, es importante mencionar que se han llevado mesas técnicas de 
trabajo con delegados de diferentes entes y organismos del sector público, así como de 
los equipos de asesoría de los diferentes miembros que componen la Comisión 
Especializada Permanente del Derecho al Trabajo y la Seguridad Social. Estas mesas 
técnicas se llevaron a cabo por un lapso de al menos tres (3) meses a finales del año 
2021 e inicios del año 2022 en la sede de la Comisión en un número no menor a 5 
mesas técnicas. 
 
Con fecha 16 de febrero de 2022, dentro de la Sesión No. 044-CEPDTSS-2021-2023, 
se inicia el tratamiento, análisis, debate, conocimiento y resolución del INFORME para 
PRIMER DEBATE del Proyecto de Ley denominado PROYECTO DE LEY DE RÉGIMEN 
JURÍDICO DEL DERECHO AL CUIDADO HUMANO (Resoluciones CAL- 2015-2017-
300, CAL-2019-2021-454, CAL-2019-2021-469 y CAL-2021-2023-109) de conformidad 
con lo previsto en el artículo 58 de la Ley Orgánica de la Función Legislativa. La indicada 
Sesión tuvo sus continuaciones el 25 de febrero de 2022 y 10 de marzo de 2022. 
 
En la CONTINUACIÓN/REINSTALACIÓN de la precitada Sesión No. 044-CEPDTSS-
2021-2023 de 10 de marzo de 2022, en modalidad presencial, se puso en conocimiento 
y debate de los miembros de Comisión Especializada Permanente del Derecho al 
Trabajo y la Seguridad Social el borrador del articulado correspondiente al Informe para 
Primer Debate del “PROYECTO DE LEY ORGÁNICA DE RÉGIMEN JURÍDICO DEL 

DERECHO AL CUIDADO HUMANO”. 
 
3. COMPARECENCIAS E INTERVENCIONES REFERIDAS A LA SO-

CIALIZACIÓN Y TRATAMIENTO LEGISLATIVO DEL PROYECTO DE LEY 
DENOMINADO: “LEY ORGÁNICA DE RÉGIMEN JURÍDICO DEL DERECHO 
AL CUIDADO HUMANO”.- 

 
3.1. Detalle de las comparecencias e intervenciones recibidas en el 

proceso de tratamiento y construcción del Informe de Primer Debate 
para el Pleno de la Asamblea Nacional y recibidas en la Comisión 
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Especializada Permanente de los Derechos de los Trabajadores y la 
Seguridad Social.- 

 
En referencia a la información recibida para la elaboración del presente Informe de 
Primer Debate, el mismo ha tomado diferentes fuentes de información, entre ellas, las 
actas de las sesiones donde se ha dado tratamiento al “LEY ORGÁNICA DE RÉGIMEN 
JURÍDICO DEL DERECHO AL CUIDADO HUMANO”, mismas que han sido remitidas 
por la Secretaría Relatora de la Comisión Especializada Permanente del Derecho al 
Trabajo y la Seguridad Social, además de las comunicaciones oficiales que contienen 
observaciones, criterios, sugerencias, entre otros, que se han expuesto y recogido sobre 
el contenido del presente proyecto de Ley. 
 
A continuación, se remite un detalle de los requerimientos de información que dieron 
inicio al tratamiento del Informe de Primer Debate y que se ha llevado a cabo en el seno 
de la Comisión Especializada Permanente del Derecho al Trabajo y la Seguridad Social: 
 

COMISIÓN ESPECIALIZADA PERMANENTE DEL DERECHO AL TRABAJO Y A 
ALA SEGURIDAD SOCIAL 

PERIODO LEGISLATIVO 2021-2023 
 

- Detalle del proceso de socialización y oficios enviados 
 

Oficio / 
Memorando 

Fecha Remitente Dirigido a Descripción 

AN-CTSS-2022-
0034-M 

10 de Febrero de 
2022 

As. Rina Campain 
- Presidenta 

CDTSS 

Dr. César Marcel 
Córdova Valverde 
– Defensor del 

Pueblo 

Requerimiento de 
información y 
datos técnicos 
relativo: 
 
Cuáles son las 
necesidades 
insatisfechas que 
deben tratarse 
respecto  al 
derecho de 
protección de 
grupos vulnerables 
y respecto del 
régimen de 
cuidado en 
Ecuador. 
 
Cuáles son las 
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normativas que 
promueven el 
derecho de 
protección de 
grupos vulnerables 
y el derecho al 
cuidado en 
Ecuador. 

AN-CTSS-2022-
0035-M 

10 de Febrero de 
2022 

As. Rina Campain 
- Presidenta 

CDTSS 

Dra. Ximena 
Patricia Garzón 

Villalba – Ministra 
de Salud 

Requerimiento de 
información  y 
datos técnicos 
relativo: 
 
Cuáles son las 
necesidades 
insatisfechas que 
deben tratarse 
respecto  al 
derecho de 
protección de 
grupos vulnerables 
y respecto del 
régimen de 
cuidado en 
Ecuador. 
 
Cuáles son las 
normativas que 
promueven el 
derecho de 
protección de 
grupos vulnerables 
y el derecho al 
cuidado en 
Ecuador. 

AN-CTSS-2022-
0036-M 

10 de Febrero de 
2022 

As. Rina Campain 
- Presidenta 

CDTSS 

Mgs. Esteban 
Remigio Bernal 

Bernal  – Ministro 
de Inclusión 
Económica y 

Social 

Requerimiento de 
información 
relativo: 
 
Cuáles son las 
necesidades 
insatisfechas que 
deben tratarse 
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respecto  al 
derecho de 
protección de 
grupos vulnerables 
y respecto del 
régimen de 
cuidado en 
Ecuador. 
 
Cuáles son las 
normativas que 
promueven el 
derecho de 
protección de 
grupos vulnerables 
y el derecho al 
cuidado en 
Ecuador. 

AN-CTSS-2022-
0038-M 

10 de Febrero de 
2022 

As. Rina Campain 
- Presidenta 

CDTSS 

Sr. Patricio 
Donoso Chiriboga  

– Ministro de 
Trabajo 

Requerimiento de 
información 
relativo: 
 
Cuáles son las 
necesidades 
insatisfechas que 
deben tratarse 
respecto  al 
derecho de 
protección de 
grupos vulnerables 
y respecto del 
régimen de 
cuidado en 
Ecuador. 
 
Cuáles son las 
normativas que 
promueven el 
derecho de 
protección de 
grupos vulnerables 
y el derecho al 
cuidado en 
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Ecuador. 

Oficio No. 0092-
RACB-ANE-2022 

10 de Febrero de 
2022 

As. Rina Campain 
- Presidenta 
CDTSS 

Sr. Daniel 
Sánchez 
Bustamante – 
Representante 
Ecuador USAID 

Requerimiento de 
información 
relativo: 
 
Cuáles son las 
necesidades 
insatisfechas que 
deben tratarse 
respecto  al 
derecho de 
protección de 
grupos vulnerables 
y respecto del 
régimen de 
cuidado en 
Ecuador. 
 
Cuáles son las 
normativas que 
promueven el 
derecho de 
protección de 
grupos vulnerables 
y el derecho al 
cuidado en 
Ecuador. 

 

• DETALLE DE LAS COMPARECENCIAS E INTERVENCIONES RECIBIDAS 
EN LA COMISIÓN ESPECIALIZADA PERMANENTE DE LOS DERECHOS DE 
LOS TRABAJADORES Y LA SEGURIDAD SOCIAL PARA EL TRATAMIENTO 
LEGISLATIVO DEL PROYECTO DE LEY ORGÁNICA DE RÉGIMEN 
JURÍDICO DEL DERECHO AL CUIDADO HUMANO 

 

FECHA NOMBRE 
INSTITUCIÓN/ 

ORGANIZACIÓN 
INTERVENCIÓN 

21 de julio 
de 2021 

Dra. Zaida 
Rovira 

Defensora 
del Pueblo 

(s) 

Defensoría del 
Pueblo 

Exposición del Proyecto de Ley Orgánica 
sobre el Derecho al Cuidado en el Ámbito 
Laboral para Mujeres o Personas con 
Capacidad Reproductiva que se Encuentren 
en Período de Embarazo, Parto y Puerperio, 
y Lactancia o Cuidado. 
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10 de Marzo 
de 2022 

Tecnóloga 
Cecilia 

Vivanco 
Llumiquinga 

Agencia 
Metropolitana de 

Tránsito 

Exposición sobre la realidad del desempeño 
profesional de las mujeres en espacios 
laborales no tradicionales 

10 de Marzo 
de 2022 

Ing. Letty 
Andrade 
Espinosa 

Agencia 
Metropolitana de 

Tránsito 

Exposición sobre la realidad del desempeño 
profesional de las mujeres en espacios 
laborales no tradicionales 

10 de Marzo 
de 2022 

Subteniente 
Nicole Ríos 

Grupo de Rescate 
Aéreo de Bomberos 

de Quito 

Exposición sobre la realidad del desempeño 
profesional de las mujeres en espacios 
laborales no tradicionales 

 
- DETALLE DE LOS APORTES RECIBIDOS POR ESCRITO EN LA COMISIÓN 

ESPECIALIZADA PERMANENTE DE LOS DERECHOS DE LOS 
TRABAJADORES Y LA SEGURIDAD SOCIAL PARA EL TRATAMIENTO 
LEGISLATIVO DEL PROYECTO DE LEY ORGÁNICA REFORMATORIA DE 
LA LEY ORGÁNICA DE SERVICIO PÚBLICO  

 

Oficio / 
Memorando 

Fecha Remitente Dirigido a Respuesta/Descripción 

MDT-MDT-2022-
0114-O 

24 de febrero 
de 2022 

Arq. Patricio 
Donoso 

Chiriboga  – 
Ministro de 

Trabajo 

As. Rina 
Campain – 
Presidenta 

CDTSS 

¿Cuáles son las 
necesidades insatisfechas 
que deben tratarse respecto 
al derecho de protección de 
grupos vulnerables y 
respecto del régimen de 
cuidado en Ecuador? 
 
Para contar con diagnóstico 
de cuidado y su 
problemática es necesario 
contar con data del INEC. 
 
Reconceptualizar el 
Cuidado, separando el 
trabajo doméstico de las 
tareas de cuidado, es decir 
el trabajo remunerado del 
no remunerado. 
 
Incorporar en normativa 
laboral condiciones de 
cuidado humano, y en estos 
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conceptos, beneficios y 
particularidades entre ellas 
la formación en habilidades 
de cuidado, certificación de 
competencias en tareas de 
cuidado. 
 
Para el MDT el generar más 
cuerpos normativos dificulta 
la aplicación de normas y 
garantias establecidas. 
 
Por la dinámica del trabajo 
en torno al cuidado humano 
se evidencia la necesidad 
de establecer mecanismos 
con jornadas dinámicas 
mediante horarios 
diferenciados que permita 
adaptarse a permisos de 
cuidado por ejemplo para 
familiares directos con 
enfermedades 
catastróficas, cuyo 
cumplimiento sea verificable 
con las actividades del 
trabajador o servidor público 
por los resultados 
entregados a su empleador. 
 
Plantear las labores de 
cuidado, esto es a cuidar, a 
ser cuidado y a cuidarnos 
como un derecho universal. 
 
Cuáles son las normativas 
que promueven el derecho 
de protección de grupos 
vulnerables y el derecho al 
cuidado en Ecuador. 
 
El MDT ha emitido 
normativa secundaria 
relativa al régimen de 
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cuidado. 
 
El MDT concluye que el 
derecho al cuidado se 
encuentra ya establecido en 
el ordenamiento juridico 
ecuatoriano a través de 
diferentes normativas, por lo 
que se debe evitar la 
dualidad o antinomia, y 
recomienda articular lo 
relacionado al cuidado, 
permisos y demás 
beneficios para los 
trabajadores y servidores 
públicos a través de la 
potencialización de la 
normativa ya vigente. 

MIES-MIES-2022-
0281-O 

03 de marzo 
de 2022 

Msg. Esteban 
Remigio Bernal 

Bernal  – 
Ministro de 
Inclusión 

Económica y 
Social 

As. Rina 
Campain - 
Presidenta 

CDTSS 

“Todo ser humano es 
esencialmente vulnerable, 
condiciones que podrán 
variar en gran medida de 
conformidad a su 
supervivencia 
(especialmente durante la 
infancia, enfermedad, y 
vejez) quienes dependen de 
los cuidados de otros. Esa 
condición innata de 
vulnerabilidad admite 
numerosos matices que, 
respondiendo a una infinita 
variedad de situaciones 
(pertenencia a 
determinados grupos 
sociales o politicos, raza, 
habitat, pueden 
profundizarla o permitir una 
plena inclusión de estos 
actores sociales. 
 
El MIES garantiza la 
provisión de servicios de 
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atención y cuidado a 
personas adultas mayores 
en condiciones de pobreza, 
pobreza extrema,  y 
vulnerabilidad a nivel 
nacional conforme lo 
establecido en la normativa 
legal, es asi que se ejecutan 
acciones para garantizar el 
cumplimiento de los ejes del 
Gobierno del Encuentro, a 
través de la atención y 
protección  de derechos de 
los grupos de atención 
prioritaria, en este caso la 
prestación de servicios a la 
población adulta mayor en 
condiciones de pobreza, 
pobreza extrema y 
vulnerabilidad se encuentra 
a cargo de programas de 
Servicios de Atención..” 

DPE-DPE-2022-
0087 

10 de marzo 
de 2022 

Dr. César 
Marcel Córdova 
-  Defensor del 

Pueblo 
Encargado 

As. Rina 
Campain - 
Presidenta 

CDTSS 

El proyecto debe promover 
la creación de política para 
la generación de datos y 
evidencia sobre el cuidado, 
así como generar acciones 
que permitan fortalecer la 
infraestructura del cuidado 
fomentando campañas de 
sensibilización.  
 
Es necesario realizar un 
desarrollo normativo 
importante con un enfoque 
de derechos humanos, 
género e interseccional en 
cumplimiento de la 
Sentencia No. 3- 19-JP/20 y 
acumulados del 05 de 
agosto de 2020 de la Corte 
Constitucional que dispuso 
incorporar el derecho al 
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cuidado en el ámbito laboral 
para que se adecúe el 
sistema jurídico a los 
parámetros de la sentencia 
y de los estándares 
internacionales de derechos 
humanos que regulan la 
materia.  
 
Resaltamos la inclusión de 
un Sistema Nacional de 
Cuidado, y consideramos 
que el desarrollo de este 
Sistema configura la parte 
central del proyecto, mismo 
que debe ser 
complementado por las 
temáticas abordadas en los 
proyectos de Ley 
presentados por la 
Defensoría del Pueblo como 
por la As. Ponce. 
 
Respecto a las licencias de 
maternidad y paternidad 
recogidos en dos proyectos 
de Ley, se sugiere 
considerar los plazos 
recogidos establecidos por 
el proyecto de Ley de la 
DPE ya que toman en 
cuenta lo señalado por la 
OMS, UNICEF y, varios 
instrumentos 
internacionales de derechos 
humanos como el Convenio 
No. 183 sobre la protección 
de la maternidad (2000) de 
la Organización 
Internacional del Trabajo; la 
Recomendación No. 191 
sobre la protección de la 
maternidad (2000) de la 
Organización Internacional 
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del Trabajo; la Declaración 
de Innocenti de 2005; el 
Convenio No. 190 de la 
Organización Internacional 
del Trabajo, sobre la 
Eliminación de la Violencia y 
Acoso en el mundo del 
Trabajo; el Convenio sobre 
la Eliminación de la 
Violencia y Acoso en el 
mundo del Trabajo; la 
Recomendación No. 387 
sobre ampliar el periodo de 
maternidad en los Estados 
Miembro del Parlamento 
Andino. 

AN-HNMP-2022-
0051-M 

09 de marzo 
de 2022 

As. Marcela 
Holguín 

As. Rina 
Campain - 
Presidenta 

CDTSS 

Se acompaña documento 

AN-AZPA-2022-
0022-M 

10 de marzo 
de 2022 

As. Pamela 
Aguirre 

As. Rina 
Campain - 
Presidenta 

CDTSS 

“Sobre la organicidad 
del Sistema Nacional 
de Cuidado. En el 
trabajo de síntesis de la 
Comisión se ha hecho un 
valioso trabajo unificando 
los aspectos declarativos 
y doctrinarios de los 
proyectos de ley; entre 
estos, los principios de la 
norma, sus aspectos 
interpretativos y demás. 
Sin embargo, se ha 
dejado por fuera un 
aporte fundamental, que 
es la institucionalidad 
destinada a la aplicación 
de la Ley.  
 
En este aspecto vale 
recalcar que una norma que 
no tenga especificadas las 
instituciones encargadas de 
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aplicarla se vuelve en 
meramente declarativa, una 
norma que no contemple un 
plan de política pública para 
su aplicación, instituciones 
que evalúen y den 
seguimiento a su 
cumplimiento, quedará 
relegada, en el mejor de los 
casos, para su exclusivo 
uso en proceso judiciales.” 
 
“Sobre la duración de 
los distintos tipos de 
licencias 
contempladas: Como 
hemos aclarado 
anteriormente, si bien la 
LOSEP es la norma 
rectora en materia de 
empleo en el sector 
público, la presente Ley 
será la norma 
especializada en materia 
de cuidado, razón por la 
cual es necesario 
considerar que las 
presentes disposiciones 
pueden aplicarse por 
sobre, y reformar, 
aquellas disposiciones 
de la materia contenidas 
en la LOSEP. 
 
Es en este sentido que 
considero fundamental 
procurar una garantía del 
derecho a la licencia en 
todas sus formas, 
suficientemente amplia, 
adaptada a estándares 
internacionales y 
progresiva en materia de 
derechos. En este 
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sentido vale recalcar que 
ampliar o modificar los 
plazos o condiciones de 
las licencias originadas 
en el cuidado no implica 
crear gasto público, en 
razón de que las partidas 
presupuestarias 
asignadas a las 
funcionarias públicas, ni 
se suspenden, ni se 
eliminan, ni se 
reemplazan en razón de 
que la funcionaria a la 
que están asignadas 
acceda a una licencia de 
cuidado”. 

 
4. BASE LEGAL.- 
 
La Ley Orgánica de la Función Legislativa2, establece un procedimiento para el 
tratamiento del Primer Debate, como la señalada en párrafos anteriores de este 
Instrumento, y al respecto dice: 
 

“Art. 58.- Informes para primer debate.- Las comisiones especializadas, dentro 
del plazo máximo de noventa días contados a partir de la fecha de inicio del 
tratamiento del proyecto de ley, presentarán a la Presidenta o al Presidente de 
la Asamblea Nacional su informe con las observaciones que juzguen necesarias 
introducir. Dentro del referido plazo, se considerará un tiempo no menor a los 
quince primeros días, para que las ciudadanas y los ciudadanos que tengan 
interés en la aprobación del proyecto de ley, o que consideren que sus derechos 
puedan ser afectados por su expedición, acudan ante la comisión especializada 
y expongan sus argumentos. En ningún caso, la comisión especializada emitirá 
su informe en un plazo menor a veinte días. 
 
La comisión especializada atendiendo a la naturaleza y complejidad del proyecto 
de ley podrá solicitar justificadamente a la Presidenta o al Presidente de la 
Asamblea Nacional, una prórroga de entre veinte y máximo noventa días para 
presentar el informe detallado en este artículo. 
Si el proyecto de ley requiere una consulta prelegislativa, el trámite no se sujetará 
a los plazos previstos en el presente artículo 

 
2 Reforma a la Ley Orgánica Reformatoria de la Ley Orgánica de la Función Legislativa, publicado en el Suplemento 

del Registro Oficial número 326 de martes 10 de noviembre de 2020. 
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En todos los casos, una, uno o varios asambleístas podrán presentar informes 
de minoría, los mismos que serán remitidos por la Presidenta o el Presidente, de 
la comisión a la o el Presidente de la Asamblea Nacional conjuntamente y de 
manera obligatoria con el informe aprobado por la comisión. Los informes 
aprobados y los informes de minoría serán distribuidos a las y los asambleístas 
por la Secretaría General.”. 

 
El Reglamento de las Comisiones Especializadas Permanentes y Ocasionales de la 
Asamblea Nacional, al respecto del primer debate de los proyectos de Ley tramitados 
en la Asamblea Nacional, así como de los requisitos de los Informes aprobados por la 
Comisión, en lo pertinente establecen: 
 

“Artículo 8.- Funciones del pleno de la comisión especializada permanente y 
ocasional. Sin perjuicio de las funciones previstas en el artículo 26 de la Ley 
Orgánica de la Función Legislativa, el pleno de la comisión especializada 
permanente y ocasional deberá́: 
 
(…) 
4. Debatir, reformar, ampliar, simplificar o cambiar la categoría de las leyes de 
los proyectos de ley, en el trámite ordinario (…), calificados por el Consejo de 
Administración Legislativa de la Asamblea Nacional; 
5. Cumplir con los procedimientos y plazos previstos en la Ley Orgánica de la 
Función Legislativa y este Reglamento, establecidos para los proyectos de ley; 
6. Recibir, analizar y sistematizar las observaciones o propuestas de sus 
miembros, de otras u otros asambleístas, de la ciudadanía, de organizaciones 
sociales y de todas aquellas personas naturales o jurídicas detalladas en la Ley 
Orgánica de la Función Legislativa; 
7. Socializar los proyectos de ley calificados por el Consejo de Administración 
Legislativa y difundirlos al interior de la Asamblea Nacional y a la ciudadanía en 
general, a través de los medios disponibles, tal como lo establece la Ley 
Orgánica de la Función Legislativa; 
8. Discutir, elaborar y aprobar con el voto favorable de la mayoría absoluta, los 
informes de los proyectos de ley, previo a ser sometidos a conocimiento y 
aprobación del Pleno de la Asamblea Nacional. Para la aprobación del informe, 
en caso de empate, la presidenta o el presidente de la comisión especializada 
tendrá́ voto dirimente; 
(…).” 
 
“Artículo 30.- Informes aprobados por la Comisión. Los informes que sean 
aprobados por las comisiones especializadas permanentes y ocasionales sobre 
los proyectos de ley, los acuerdos, resoluciones y más actos legislativos, según 
lo establecido en la Ley Orgánica de la Función Legislativa, contendrán como 



 

 
 

18 

mínimo los siguientes parámetros, según el formato de Informe anexo al 
presente Reglamento: 
 
1. Nombre y número de la comisión especializada permanente u ocasional;  
2. Fecha del informe;  
3. Miembros de la Comisión; 
4. Objeto;  
5. Antecedentes: 

5.1. Información sobre la presentación del proyecto, calificación, notificación 
y avocación de conocimiento por parte de la Comisión;  
5.2. Referencia general de las principales observaciones realizadas por las 

y los asambleístas y las y los ciudadanos que participaron en el 
tratamiento;  

5.3. Detalle de la socialización realizada por la comisión especializada 
permanente y ocasional; y,  

5.4. Otra información relevante que sirva de soporte para la estructuración 
y redacción del informe conforme al trámite especial que se realice.  

6. Base legal para el tratamiento;  
7. Plazo para el tratamiento;  
8. Análisis y razonamiento realizado por los miembros de la Comisión;  
9. Conclusiones del informe;  
10. Recomendaciones del informe; 
11. Resolución y detalle de la votación del informe; 
12. Asambleísta ponente; 
13. Nombre y firma de las y los asambleístas que suscriben el informe; 
14. El proyecto de ley debatido y aprobado, con su correspondiente exposición 

de motivos, considerandos y articulado; acuerdos, resolución o demás actos 
legislativos, según corresponda; siguiendo lo establecido en el Reglamento 
de Técnica Legislativa. 

15. Certificación de la secretaria o secretario relator de los días en que fue 
debatido el proyecto de ley, acuerdo, resolución o demás actos legislativos, 
según corresponda;  

16. Nombre y firma de la secretaria o secretario relator; y, 
17. Detalle de anexos, en caso de existir.  

 
Se podrán incluir como anexos al informe: el detalle de las posiciones de las y 
los asambleístas, las matrices del tratamiento del proyecto de ley y otros 
documentos o información que las y los asambleístas consideren necesarios. 
 
Los informes borradores serán elaborados por el equipo asesor de las 
comisiones especializadas permanentes y ocasionales, el que lo remitirá́ 
mediante memorando con su firma de responsabilidad, para la revisión de las 
formalidades por parte de la secretaria o secretario relator de la Comisión, previo 
a ser puesto a consideración de las y los asambleístas. 
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En caso de realizarse la consulta prelegislativa, en el informe para segundo 
debate del proyecto de ley, se incorporarán los consensos y disensos producto 
de la consulta prelegislativa.”. 

 
Con este sustento legal, cabe señalar que es responsabilidad de la Comisión 
Especializada Permanente del Derecho al Trabajo y la Seguridad Social remitir un 
informe no vinculante que permita el análisis del Primer Debate del LEY ORGÁNICA 
DE RÉGIMEN JURÍDICO DEL DERECHO AL CUIDADO HUMANO para conocimiento 
del Pleno de la Asamblea Nacional del Ecuador en el presente período legislativo. 
 
5. PLAZO PARA EL TRATAMIENTO.- 
 
Teniendo como antecedente lo previsto en el artículo 58 de la Ley Orgánica de la 
Función Legislativa en armonía con lo dispuesto por la Corte Constitucional de la 
Sentencia No. 335-13-JP/20: CASO No. 3-19-JP y acumulados, el plazo para el 
tratamiento y remisión del presente Informe para Primer Debate vence el sábado 12 de 
marzo de 2022, esto a partir de que los proyectos de ley que se han unificado, se 
encuentran dentro del plazo de ley para su respectivo trámite parlamentario con lo cual 
existe oportunidad para la aprobación y remisión del presente Informe. 
 
6. ANÁLISIS DEL PROYECTO DE LEY DENOMINADO “LEY ORGÁNICA DE 

RÉGIMEN JURÍDICO DEL DERECHO AL CUIDADO HUMANO”.- 
 
A partir de la emisión por parte de la Corte Constitucional de la Sentencia No. 335-13-
JP/20: CASO No. 3-19-JP y acumulados, sobre los derechos de las mujeres 
embarazadas y en periodo de lactancia; se dispuso: 
 

1. A la Defensoría del Pueblo, como Institución Nacional de Derechos Humanos 
con iniciativa legislativa, presente en un plazo de seis meses, a la Asamblea 
Nacional un proyecto de reforma de ley, para incorporar el derecho al cuidado 
en el ámbito laboral y para que se adecúe el sistema jurídico a los parámetros 
de esta sentencia y de los estándares internacionales que regulan la materia. 
 

2. La Asamblea Nacional deberá legislar, en el plazo de un año contados a 
partir de la entrega del proyecto de ley, sobre el derecho al cuidado, la 
terminación del derecho al cuidado hasta que concluya el periodo de 
lactancia; ampliar el periodo de lactancia y período de cuidado; ampliar y 
regular el permiso de los hombres para el cuidado; regular el derecho al 
cuidado de madres adoptivas, y ampliar el periodo de cuidado de licencia, 
sin perjuicio de que, transcurrido este plazo, la Corte Constitucional aplique 
lo dispuesto en la ley para el control constitucional de las omisiones 
normativas, y declare la inconstitucionalidad por omisión. Una vez conocida 
la disposición de la Corte Constitucional a través de las Direcciones 
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Nacionales de los Mecanismos de Protección de los Derechos de las 
Personas Trabajadoras y Jubiladas y para la Prevención de la Violencia 
contra la Mujer y Basada en Género, así como la Dirección de Análisis 
Normativo e Incidencia en Política Pública, iniciaron un trabajo conjunto y 
coordinado que tomo alrededor de cuatro meses, reuniones semanales en 
las cuales, se discutieron entre otros aspectos: 
 

• La necesidad de reconocer como sujetos de derechos a las mujeres 
trabajadoras, personas con capacidad de reproducción, padres que 
ejercen el cuidado, madres y padres adoptivos y las familias en sus 
diversos tipos; 

• El cuidado es reconocido como un derecho, 

• Que el derecho al cuidado no solamente debe ser reconocido en el ámbito 
laboral del sector público, sino que también debe ampliarse al sector 
privado; 

• La necesidad de ampliar el periodo de licencia de maternidad; y, 

• La inclusión de la necesidad de promover el derecho al cuidado. 
 
El Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales reconoce que  
“con  arreglo  a  la  Declaración  Universal  de  Derechos  Humanos,  no  puede realizarse 
el ideal del ser humano libre a menos que se creen las condiciones que permitan a cada 
persona gozar de sus derechos económicos, sociales y culturales,  tanto  como  sus  
derechos  civiles  y  políticos”.  Éste fue el punto de partida para resaltar la necesidad 
de reconocer unos derechos que comenzaban a ser considerados esenciales para una 
vida digna. Las constituciones democráticas fueron incorporándolos en sus textos, 
aunque con un valor diferente a los llama-dos derechos fundamentales, atribuyendo sólo 
a éstos la categoría de universales; sin embargo, los derechos sociales son también 
universales por su condición de derechos humanos. 
 
Nuestra Constitución de la República propugna como valores superiores la libertad, la 
justicia y la igualdad en el marco de un Estado social y democrático de Derecho, 
 

6.1. Análisis de las cuestiones relevantes que resuelve esta iniciativa 
legislativa: 

 
En el presente análisis se reconoce la importancia de los proyectos de Ley mencionados 
en la parte de antecedentes, de este Informe, que son: 
 

1. Proyecto de Ley Orgánica sobre el Derecho al Cuidado en el Ámbito Laboral 
para Mujeres o Personas con Capacidad Reproductiva que se Encuentren en 
Período de Embarazo, Parto y Puerperio, y Lactancia o Cuidado, presentado por 
la Defensoría del Pueblo (Dra. Zaida Rovira – Defensora del Pueblo, 
Subrogante). 
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2. Proyecto de Ley Orgánica del Sistema Nacional Integrado de Cuidados, 
presentado por el As. Palacios Muñoz Pablo. 

3. PROYECTO DE LEY ORGÁNICA REFORMATORIA DE LA LEY ORGÁNICA 
DE SERVICIO PÚBLICO, presentado por la asambleísta Jessica Castillo 
Cárdenas. 

4. Proyecto de Ley Orgánica de Licencias y Permisos para Trabajadoras y 
Trabajadores Públicos y Privados y Servidoras y Servidores Públicos para el 
Cuidado Corresponsable (Ley de Conciliación del Trabajo y la Vida Familiar), 
presentado por la entonces Asambleísta Ximena Ponce León. 

 
Todos ellos relacionados en gran medida al derecho al cuidado humano así como al 
régimen de licencias y permisos remunerados y no remunerados que permiten concretar 
el pleno goce de dicho permiso, ya en sus aspectos motivacionales como en las partes 
considerativas, cada una de estas iniciativas ha promovido argumentos vigentes y 
válidos para incorporar el Régimen Jurídico del Derecho al Cuidado Humano como parte 
de la legislación ecuatoriana, procurando no solo responder a una necesidad social sino 
desarrollar el Derecho nacional e internacional con una legislación progresista pero 
atenta a la realidad nacional que requiere medidas adecuadas en el proceso de 
reactivación económica luego del azote provocado por la pandemia del covid-19. 
 
El debate legislativo ha sido intenso, sobre todo porque los asambleístas miembros han 
generado una serie de propuestas que partiendo de los proyectos de Ley que se han 
unificado, han generado temas de trascendencia, sobre todo lo relacionado a las 
licencias para garantizar el derecho al cuidado con una revisión y en muchos casos una 
progresión del régimen de licencias y permisos remunerados y no remunerados de las 
personas trabajadoras tanto del sector público como privado. 
 
Con este antecedente, con el afán de no restarle importancia a la parte conclusiva y 
sobre todo al texto del articulado de esta Ley que unifica otras iniciativas de Ley que 
versan sobre el Régimen Jurídico del Cuidado Humano, nos remitimos a los elementos 
que afectan de manera importante a la legislación nacional en actual vigencia. 
 

• Definición y desarrollo del Derecho al Cuidado Humano 
 
En los primeros artículos de la Ley propuesta se considera una serie de definiciones y 
desarrollo del catálogo de los derechos que componen el Régimen Jurídico del Cuidado 
Humano, incluso con la determinación de los principios y enfoques de dicho Régimen. 
 

• De la licencia del derecho al cuidado 
 
La licencia del derecho al cuidado para madres, hijos e hijas, es un derecho que se 
garantiza y operativiza con el compendio de licencias o permisos remunerados y no 
remunerados en el sector público como el privado. 
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• De la licencia o permiso no remunerado de maternidad 
 
La licencia o permiso no remunerado de maternidad evoluciona de nueve meses (9) y 
pasa a doce (12). 
 

• De la licencia de paternidad 
 
La licencia de paternidad avanza de los diez (10) días a los quince (15) días, esto como 
un avance progresivo a la equiparación de los roles y los permisos para que de manera 
equilibrada e igualitaria se fortalezca la corresponsabilidad de padre y madre en el 
cuidado de los hijos. 
 

• De la licencia o permiso remunerado de lactancia 
 
La licencia o permiso remunerado de dos horas diarias de lactancia avanza de doce (12) 
meses contados desde la fecha de retorno de la madre de su permiso o licencia 
remunerada de maternidad a los quince (15) meses, considerando un aumento de tres 
meses, tomando como medida de tiempo el aumento que la Corte Constitucional en el 
año 2021 hiciera al homologar el régimen del permiso o licencia remunerada de la 
lactancia entre los trabajadores del sector público y privado. 
 
En esta parte, se establece con claridad que la licencia o permiso remunerado de dos 
horas diarias de lactancia se extiende para madres y padres, en aquellos casos donde 
la madre no estuviere presente para el cuidado directo del menor, esto en caso de 
padres biológicos. En el caso de pares adoptivos también se garantiza este derecho 
siempre y cuando se cumplan los criterios de edad (recién nacido) de los hijos 
adoptados. 
 
Además de estos importantes avances se desarrolla de manera transversal a toda la 
legislación ecuatoriana la garantía de licencias y permisos remunerados y no 
remunerados destinados al pleno goce de la maternidad y paternidad de madres y 
padres biológicos y adoptivos, entendidos estos como la lactancia, la paternidad, la 
maternidad, la adoptabilidad y el cuidado humano en general. 
 

6.1.1. CAMBIOS PROPUESTOS AL TEXTO ORIGINAL EN REFERENCIA AL 
OBJETIVO DE ESTA INICIATIVA DE LEY.- 

 
Los cambios propuestos al texto original de la iniciativa legislativa materia de análisis, 
orientadas a lograr el cumplimiento de objetivos planteados por el LEY ORGÁNICA DE 
RÉGIMEN JURÍDICO DEL DERECHO AL CUIDADO HUMANO son producto de la 
unificación de cuatro iniciativas legislativas y se encuentran justificados y argumentados 
en el contenido integral de este Informe No Vinculante para Primer Debate. 
 

6.2. CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES.- 
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En referencia a los antecedentes que se mencionan en la presente, en el marco de los 
análisis legales, que se citan y se desarrollan en el mismo, así como la consideración 
de los valiosos aportes como resultado de la socialización y en base a lo cual se 
expusieron  observaciones orales y escritas en el debate realizado en las diferentes 
sesiones de la Comisión, de los aportes de los especialistas de diferentes instituciones 
; y, de los aportes técnicos y jurídicos que han realizado el equipo de asesoría de la 
Comisión Especializada Permanente del Derecho al Trabajo y la Seguridad Social, se 
recomienda un texto de articulado del “LEY ORGÁNICA DE RÉGIMEN JURÍDICO DEL 
DERECHO AL CUIDADO HUMANO”, así como la aprobación del correspondiente 
Informe de Primer Debate. 
 
7. RESOLUCIÓN SOBRE LA FAVORABILIDAD EN EL TRATAMIENTO DEL 

PROYECTO DE LEY.- 
 
Con base a los argumentos expuestos, la Comisión Especializada Permanente de los 
Derechos de los Trabajadores y la Seguridad Social de la Asamblea Nacional, en uso 
de sus atribuciones constitucionales y legales, pone en consideración del Pleno de la 
Asamblea Nacional el Informe para Primer Debate del “LEY ORGÁNICA DE RÉGIMEN 
JURÍDICO DEL DERECHO AL CUIDADO HUMANO”, en el que se recomienda la 
aprobación del referido Proyecto de Ley. 
 
El presente Informe, así como el articulado propuesto, procura el uso de un lenguaje 
que  no discrimine ni marque diferencias entre hombres y mujeres, siendo esta una de 
las  preocupaciones de los miembros de la Comisión Especializada Permanente del 
Derecho al Trabajo y la Seguridad Social, a partir de la falta de  acuerdo entre los 
lingüistas sobre la manera de hacerlo en nuestro idioma y con el fin de  evitar la 
sobrecarga gráfica que supondría utilizar en español “o/a” para marcar la diferencia  de 
ambos sexos, se recoge la misma técnica de redacción utilizada por la Organización 
Internacional del Trabajo en emplear el masculino genérico clásico, en el entendido de 
que  todas las menciones en tal género representan siempre a hombres y mujeres. 
 
8. DETALLE DE VOTACIÓN.- 
 
El presente informe es aprobado mediante la moción presentada por el asambleísta Luis 
Marcillo, vicepresidente de la Comisión (Memorando Nro. AN-CTSS-2022-0080-M de 
10 de marzo de 2022), que en lo pertinente dice: 
 

“(…) Conforme lo establecido en el artículo 135 de la Ley Orgánica de la Función 
Legislativa y en razón del punto del orden del día de la Sesión No. 044-
CEPDTSS-2021-2023 (PRESENCIAL), del día de hoy jueves 10 de marzo del 
2022, por medio de la presente me permito formalizar la siguiente moción: Que 
el Pleno de la Comisión Apruebe el INFORME para PRIMER DEBATE del 
“PROYECTO DE LEY DE RÉGIMEN JURÍDICO DEL DERECHO AL CUIDADO 
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HUMANO”, con las observaciones realizadas en esta sesión. Así también solicito 
se autorice al equipo asesor realizar las justificaciones sobre la base del texto 
aprobado en esta sesión de Comisión y a la Secretaría Relatora de la Comisión 
realizar las correcciones de forma y estilo que correspondan.” 

 
En dicha moción se certifica la siguiente votación: 
 

ASAMBLEÍSTA P FAVOR CONTRA ABSTENCIÒN BLANCO 

AGUIRRE Zambonino Pamela X X - - - 

LOOR Echeverría Gustavo X X - - - 

CAMPAIN Brambilla Rina  X X - - - 

CEVALLOS Peña Omar  X X - - - 

HOLGUÍN Naranjo Marcela  X X - - - 

MARCILLO Ruiz Luis Aníbal X X - - - 

ORTIZ Villavicencio Johanna  X X - - - 

QUISHPE Lozano Salvador - - - - - 

RECALDE Álava Eckenner  X X - - - 

TOTAL 8 8 0 0 0 

 
9. DESIGNACIÓN DEL ASAMBLEÍSTA PONENTE.- 
 
Se designa como Ponente del presente INFORME NO VINCULANTE PARA PRIMER 
DEBATE a la MSc. Rina Campain Brambilla, Presidenta de la Comisión Especializada 
Permanente del Derecho al Trabajo y la Seguridad Social. 
 
10. NOMBRE Y FIRMA DE LOS ASAMBLEÍSTAS QUE INTEGRAN LA COMISIÓN 

ESPECIALIZADA PERMANENTE DEL DERECHO AL TRABAJO Y LA 
SEGURIDAD SOCIAL QUE SUSCRIBEN EL INFORME.- 

 
Para constancia y en plena comprensión del contenido integral del presente Informe 
para Primer Debate, suscriben a continuación los miembros de la Comisión 
Especializada Permanente del Derecho al Trabajo y la Seguridad Social. 
 
 
 
 

As. Rina Campain Brambilla 
PRESIDENTA 

COMISIÓN ESPECIALIZADA PERMANENTE DEL DERECHO AL TRABAJO Y LA 
SEGURIDAD SOCIAL 

ASAMBLEA NACIONAL 
 
 
 

RINA ASUNCION 
CAMPAIN 
BRAMBILLA

Firmado digitalmente 
por RINA ASUNCION 
CAMPAIN BRAMBILLA 
Fecha: 2022.03.12 
10:11:44 -05'00'
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As. Luis Aníbal Marcillo Ruiz 

Vicepresidente de la Comisión 
 
 
 
 

As. Gustavo Loor Echeverría 
(Alterno As. Luis Fernando Almeida Morán) 

Miembro de la Comisión 
 
 
 
 
 

As. Marcela Priscila Holguín Naranjo 
Miembro de la Comisión 

 
 
 
 
 

As. Salvador Quishpe Lozano 
Miembro de la Comisión 

As. Pamela Alejandra Aguirre Zambonino 
Miembro de la Comisión 

 
 
 
 

As. Omar Vicente Cevallos Peña 
Miembro de la Comisión 

 
 
 
 
 
 

As. Johanna Cecibel Ortiz Villavicencio 
Miembro de la Comisión 

 
 
 
 
 

As. Eckenner Reader Recalde Álava 
Miembro de la Comisión 

 
Lo que certifico para los fines legales pertinentes.- 
 
 
 
 

Abg. Jairo A. Jarrín Farías, Mgs. 
SECRETARIO RELATOR 

COMISIÓN ESPECIALIZADA PERMANENTE DEL DERECHO AL TRABAJO Y A LA 
SEGURIDAD SOCIAL 

ASAMBLEA NACIONAL 
 

Firmado electrónicamente por:

LUIS ANIBAL
MARCILLO

Firmado electrónicamente por:

ECKENNER
READER RECALDE
ALAVA

Firmado electrónicamente por:

OMAR VICENTE
CEVALLOS PENA

Firmado electrónicamente por:

PAMELA ALEJANDRA
AGUIRRE ZAMBONINO

MARCELA 
PRISCILA HOLGUIN 
NARANJO

Digitally signed by 
MARCELA PRISCILA 
HOLGUIN NARANJO 
Date: 2022.03.12 13:55:12 
-05'00'

Firmado electrónicamente por:

JOHANNA CECIBEL
ORTIZ
VILLAVICENCIO

Firmado electrónicamente por:

JAIRO AUGUSTO
JARRIN FARIAS
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11. TEXTO DEL ARTICULADO DEL “PROYECTO DE LEY DE RÉGIMEN 
JURÍDICO DEL DERECHO AL CUIDADO HUMANO”.- 

 
ASAMBLEA NACIONAL 

 
EL PLENO 

 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 
En el Ecuador el principio del Sumak Kawsay, reconocido constitucionalmente desde el 
año 2008 está determinado por el acceso a los recursos necesarios para la vida, el 
respeto a la naturaleza, la democracia y sobre todo vivir una vida digna, para que la 
dignidad sea un hecho, debe estar situada siempre a las necesidades de las personas, 
a sus contextos de género, clase, edad, etnia, edad y el respeto a sus derechos 
humanos. 
 
Vivir bien no responde solamente al acceso a recursos materiales, los cuales son 
necesarios para gestionar la vida, no obstante, para que la vida sea posible de manera 
holística e integral, se requieren de cuidados, los cuales parten de la dimensión de las 
vulnerabilidades, de las necesidades de las personas, que forman parte de la esfera 
reproductiva, en oposición a la esfera productiva, económica, en la que prevalece la 
generación de valor. Se vuelve de esta manera imprescindible reconocer que los 
cuidados sostienen la vida y son también la base de la fuerza de trabajo y el crecimiento 
económico del país. 
 
Admitir así las vulnerabilidades, las fragilidades humanas, significa visibilizar la 
existencia de cuidados. Ante una necesidad imperante humana, los cuidados resultan 
ser una respuesta ética.  Por lo que los requerimientos de la vida de una persona suelen 
ser diversos y son el resultado del tipo de vulnerabilidad que se esté experimentado, 
relacionado al contexto social, económico, étnico, de género, y al contexto etario 
ineludible: la primera etapa de fragilidad es el nacimiento y quizás una de las últimas es 
la vejez. 
 
Así mismo, los cuidados son otorgados cuando una persona se convierte en 
dependiente de los mismos por diversas causas como descompensaciones en la salud, 
accidentes, enfermedades catastróficas u otras necesidades de diversa índole. Además, 
hay que recalcar que varios cuidados son otorgados no por necesidades sino por roles 
de género aprendidos o no asumidos de las personas. Hay que señalar, además, que 
todas las personas están enlazadas a los cuidados, a su interdependencia: cuidar, ser 
cuidados y autocuidar, por lo que es menester confirmar en este sentido, que el sexo de 
una persona no determina su agencia de cuidar. 
 
En este contexto en el Ecuador, según la Encuesta del Uso del Tiempo (INEC, 2012), 
señala que las mujeres realizan más trabajo no remunerado, en comparación al trabajo 
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que realizan los hombres, las mujeres realizan trabajos domésticos y de cuidados no 
remunerados cuatro veces más que los hombres, representando en el crecimiento 
económico del país el 15. 41% del Producto Interno Bruto. 
 
La concentración de los trabajos de cuidado en las mujeres, recae sobre todo cuando 
éstas se encuentran en condición de embarazo o cuando ya son madres, socialmente 
se considera de manera sexista que la experiencia de la maternidad hace a las mujeres 
mejores cuidadoras en comparación a cualquier otra persona, Io que genera una sobre 
carga moral de los cuidados y por lo tanto una sobre carga de labores de cuidados y, a 
pesar de que en la etapa materna de los primeros meses de nacido el niño o niña, la 
madre debe dedicarse en exclusividad a la lactancia, ésta no deja de realizar 
actividades de cuidado. 
En Ecuador, a inicios de 2020, los indicadores de desigualdad entre hombres y mujeres 
evidencian una realidad poco cambiante: 
 
Las mujeres son 1.15 veces más pobres que los hombres, el 35% de las mujeres en 
edad de trabajar carece de ingresos propios, y se encuentra por tanto en una relación 
de dependencia frente a otros miembros del hogar, y Io que puede derivar en violencia 
patrimonial. 
 
Las mujeres pobres tienen una mayor carga de cuidados. La relación de carga de trabajo 
de cuidados mujeres/hombres es de 3 a 1 a nivel nacional, mientras que en hogares en 
pobreza es de 4 a I. En las áreas urbanas más mujeres que hombres se ubican en 
hogares pobres que hace IO años; 1.25 frente a 1.1 en 2010. 
 
 La pobreza de tiempo es causa de pobreza en la calidad de vida de las mujeres, y 
reduce el potencial de productividad del trabajo, impacta en la salud y bienestar de las 
mujeres y las niñas. A 2018 70% de las mujeres era pobre de tiempo frente a 30% de 
los hombres. 
 
Las mujeres están menos cubiertas por la protección social regular porque están 
apartadas de los mercados laborales, pero una proporción de ellas ha accedido a 
servicios de salud a partir de la disposición de afiliación a los miembros "dependientes" 
de la familia que el afiliado quiera cubrir. 
 
El 68% de las mujeres en edad de trabajar no están afiliadas a la seguridad social 
contributiva, y el 80% no realiza aportaciones. De entre las mujeres que están en el 
mercado laboral, el 39% se encuentra cubierto por la seguridad social. De forma similar, 
el 42% de las mujeres de la población económica activa (PEA) ocupada se encuentran 
en el sector formal, frente al 48% de hombres. 
 
Las mujeres tienen en general menor acceso a seguridad social y sus beneficios. Entre 
enero y mayo del presente años, se han registrado 97,500 salidas de mujeres del 
sistema de seguridad social, que representa una reducción del 7% en afiliación. El 
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impacto es mayor en el caso de mujeres de entre 18 y 28 años, con una reducción de 
11%. 
 
La tasa de participación de las mujeres en el mercado de trabajo es de 50%, 
ampliándose la brecha para las mujeres en situación de pobreza y entre 30 y 45 años. 
Las mayores tasas de empleo están en el comercio, los servicios y la agricultura. Menos 
del 10% de directivos/as principales de empresas son mujeres. Las mujeres están sobre 
representadas entre las y los patronos de empresas pequeñas y microempresas. El 60% 
son cuentapropistas, y las brechas de género en acceso a crédito y bancarización son 
de 20% y 16% respectivamente. 
 
En cuanto a la lactancia se refiere, asumir a la lactancia como un hecho meramente 
materno, coadyuva a generar sobrecarga de trabajo de cuidado femenino, la lactancia 
es definitivamente un hecho exclusivo de la relación de la madre y de la persona recién 
nacida, sin embargo, la díada es esa conexión emocional, de apego y de desarrollo 
integral psíquico y físico entre padres, hijos e hijas, por tanto, el contexto, el 
acompañamiento, corresponsabilidad paterna, familiar y social debe generarse un 
ambiente saludable. 
 
Las recomendaciones de la Organización Mundial de la Salud así como, Io estipulado 
en la Constitución de la República del Ecuador, aseguran que la madre y el padre son 
los responsables de velar por los derechos de sus hijos e hijas desde el nacimiento en 
igual proporción y respeto, por cuanto es ineludible que la corresponsabilidad paterna 
se vuelve imprescindible para que el derecho al cuidado se garantice, así como es 
fundamental que los padres puedan asumir su derecho y deber de cuidar, el Estado 
ecuatoriano debe otorgar las garantías necesarias para que padres y madres puedan 
cumplir con los cuidados de manera ética y responsable. 
 
Así y en conformidad con lo dispuesto en el numeral 6 artículo 436 de la Constitución 
de la República, en concordancia con el numeral 3 del artículo 2 y artículo 25 de la Ley 
Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, la Corte Constitucional 
es competente para expedir sentencias que constituyen jurisprudencia vinculante 
(precedente de carácter erga omnes), en todos los procesos constitucionales que llegan 
a su conocimiento a través del proceso de selección. 
En este sentido, la Corte Constitucional el 21 de octubre de 2019, a través de la Sala de 
Selección integrada por la jueza constitucional Carmen Corral Ponce y los jueces 
constitucionales Alí Lozada Prado y Hernán Salgado Pesantes, seleccionaron y 
avocaron conocimiento de las causas 3-19-JP, 5-19-JP, 9-19-JP, 15-19-JP, 21-19-JP, 
23-19-JP, 42-19-JP, 65-19-JP, 138-19-JP, 145-19-JP, 215-19-JP, 229-19-JP, 294-19-
JP, 304-19-JP, 307-19-JP, 322-19-JP, 372-19-JP y 390-19-JP. Los casos conocidos por 
la Corte tienen en común accionantes que son mujeres, quienes al momento de los 
hechos se encontraban embarazadas, en licencia de maternidad o en periodo de 
lactancia, y trabajaban bajo distintas modalidades laborales en el sector público, 
regulados por la Ley Orgánica del Servicio Público. 
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Posteriormente el 04 de diciembre de 2019 sortearon las causas acumuladas y 
correspondió la revisión de estas, al juez Ramiro Ávila Santamaría, quien el 23 de enero 
de 2020, avocó conocimiento y convocó a una audiencia pública que se desarrolló el 
pasado 31 de enero de 2020. 
 
En cuanto al análisis de los casos seleccionados, la Corte Constitucional identificó que 
varias mujeres tuvieron limitaciones al goce de su derecho a la salud, tanto sexual como 
reproductiva, en el contexto la boral; situaciones recurrentes y generalizadas de 
violaciones a los derechos de las mujeres embarazadas, en periodo de lactancia o en 
licencia de maternidad en el contexto laboral público; obstáculos para obtener permisos 
para controles médicos en embarazos de riesgo; despido o cesación a las mujeres por 
encontrarse embarazadas, mientras gozaban de su licencia de maternidad o en periodo 
de lactancia; estigmatización por parte de los empleadores, compañeros de trabajo y 
operadores de justicia; inexistencia de espacios adecuados para que las mujeres 
puedan extraer su leche o dar de lactar y para el cuidado infantil; reintegración de las 
mujeres a un cargo de menor rango o en peores condiciones, tramitación no inmediata 
del pago de remuneraciones no percibidas o liquidación; disculpas públicas o medidas 
de satisfacción no efectuadas. En los casos seleccionados y analizados, la Corte 
identifica que existen situaciones de discriminación y afectación a los derechos de 
grupos de atención prioritaria. 
 
Así mismo y de manera paralela, la Corte reflexiona sobre qué derechos son afectados 
por estas conductas por parte de las y los empleadores y, los hechos demuestran que 
las actuaciones de éstos han afectado otros derechos más allá de los derechos 
laborales de las mujeres trabajadoras. 
 
Adicionalmente, la Corte Constitucional reconoció el derecho al cuidado, como un 
derecho que comprende y se desprende de los demás derechos, estableció algunas de 
las formas en las que se pueden violar los derechos de las mujeres que se encuentren 
en periodo de embarazo, parto y puerperio y, lactancia, así como identificó ciertas 
especificidades del derecho a la tutela judicial efectiva en relación a los derechos 
analizados en los casos en los que a la mujer se le discrimina por su condición de 
embarazo o porque está en periodo de lactancia. Posteriormente, desarrolla la 
reparación integral en relación a la violación de los derechos analizados. 
 
Finalmente, la Corte Constitucional del Ecuador mediante Sentencia No. 3-19-JP/20 el 
05 de agosto de 2020, dispuso a la Defensoría del Pueblo, como Institución Nacional de 
Derechos Humanos con iniciativa legislativa, presente en un plazo de seis meses, a la 
Asamblea Nacional un proyecto de reforma de ley, para incorporar el derecho al cuidado 
en el ámbito laboral y para que se adecúe el sistema jurídico a los parámetros de esta 
sentencia y de los estándares internacionales que regulan la materia. 
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La pandemia del COVID-19 ha visibilizado la relevancia de los cuidados, y la 
imposibilidad de mantener la actual organización del trabajo basado en la división sexual 
del trabajo, y la delegación de las responsabilidades del cuidado, por parte del Estado 
en el ámbito doméstico. 
 

"En América Latina y el Caribe, desde antes de la pandemia, las mujeres 
dedicaban el triple de tiempo que los hombres al trabajo de cuidados no 
remunerado, esta situación se ha visto agravada por la creciente demanda de 
cuidados y la reducción de la oferta de servicios causada por las medidas de 
confinamiento y distanciamiento social adoptadas para frenar la crisis sanitaria. 
Más aún, la llamada "nueva normalidad" implicará cambios importantes en la 
forma de escolarización y trabajo, dado que la infraestructura social no es acorde 
a las recientes necesidades de distanciamiento, generando nuevos desafíos de 
reorganización del trabajo productivo y reproductivo de mediano plazo, y 
mayores presiones sobre los sistemas nacionales de educación pública, salud y 
protección social más allá de la crisis". 

 
Las medidas de confinamiento y aislamiento social, adoptadas para la contención de la 
propagación del virus, han provocado la reducción y/o la modificación de los arreglos 
formales e informales de cuidado (centros educativos y de cuidados, centros de cuidado 
de personas en situación de dependencia, trabajo doméstico remunerado, apoyo de 
familiares y vecinas/os, entre otros), y han aumentado las actividades que se realizan 
en y desde los hogares, provocando un incremento exponencial del trabajo de cuidados, 
"mientras se mantiene la desigual distribución de la carga que recae principalmente 
sobre las mujeres. 
 
En este contexto, es fundamental la revalorización del trabajo de cuidados y la 
generación de políticas de cuidados y políticas efectivas de conciliación de la vida 
familiar y laboral. La CEPAL recomienda: 
 

• Crear sistemas de cuidado robustos, resilientes diseñados e implementados 
desde un enfoque de género. 

• Integrar la variable de los cuidados en la planificación, diseño e implementación 
de las políticas macroeconómicas. 

• Invertir en infraestructura urbana, infraestructura de cuidados, en tecnología y 
sistemas de transporte que ahorren tiempo. 

• Asegurar que los servicios de cuidados sean considerados prioritarios, 
garantizando a quienes se emplean en los mismos que puedan hacer su trabajo 
de manera segura.   

• Expandir la protección de las personas que desempeñan tareas de cuidado tanto 
de forma remunerada como no remunerada. 

• Transformar mercados laborales para permitir la reconciliación de trabajo 
remunerado y cuidados no remunerados, fomentando la corresponsabilidad 
social entre familias, Estado, mercado y comunidad. 
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• Promover medidas para facilitar que los trabajadores y trabajadoras con 
responsabilidades de cuidado, puedan compatibilizarlas con el trabajo 
remunerado. 

• Fomentar una mejor distribución de las responsabilidades de cuidado entre 
hombres y mujeres. 

 
Por lo antes expuesto, se vuelve prioritario a los niveles sociales y jurídicos, para 
incorporar el derecho al cuidado en el ámbito laboral y para que se adecúe el sistema 
jurídico a los parámetros de la sentencia mencionada en párrafos anteriores, pero 
además por las connotaciones que implica su adecuación en beneficio de la sociedad 
ecuatoriana. 
 

CONSIDERANDO: 
 
Que, el artículo 1 de la Constitución de la República del Ecuador, define al Estado 

ecuatoriano como un Estado constitucional de derechos y justicia; 
 
Que, el artículo 3 en su número 1 de la Constitución, establece que entre los deberes 

primordiales del Estado está, el de garantizar sin discriminación alguna el efectivo 
goce de los derechos establecidos en la Constitución y en los instrumentos 
internacionales; 

 
Que, el artículo 11 de la Constitución determina los principios que rigen el ejercicio de 

los derechos, entre los que se encuentran la igualdad de todas las personas 
quienes gozarán de los  mismos derechos, deberes y oportunidades; por lo que 
nadie podrá ser discriminado por razones de etnia, lugar de nacimiento, edad, 
sexo, identidad de género, identidad cultural, estado civil, idioma, religión, 
ideología, filiación política, pasado judicial, condición socioeconómica, condición 
migratoria, orientación sexual, estado de salud, portar VIH, discapacidad, 
diferencia física; ni por cualquier otra distinción, personal o colectiva, temporal o 
permanente,  que tenga por objeto o resultado menoscabar o anular el 
reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos;  

 
Que, el mismo artículo 11 establece la directa e inmediata aplicación de la Constitución 

y los instrumentos internacionales de derechos humanos, el desarrollo progresivo 
de los derechos a través de las normas, la jurisprudencia y las políticas públicas, 
siendo el más alto deber del Estado respetar y hacer respetar los derechos 
garantizados en la Constitución; 

 
Que, el artículo 32 de la Constitución de la República del Ecuador, garantiza de forma 

integral el derecho a la salud, mediante políticas económicas, sociales, 
culturales; educativas y ambientales; el acceso permanente oportuno, sin 
exclusión a programas, acciones, servicios de promoción y atención integral de 
salud, salud sexual y salud reproductiva. Añade que la prestación de los servicios 
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de salud se regirá por los principios de equidad, universalidad, solidaridad, 
interculturalidad, calidad, eficiencia, precaución y bioética, con enfoque de 
género y generacional; 

 
Que, el artículo 33 de la Constitución señala que el trabajo es un derecho y un deber 

social, y un derecho económico, fuente de realización personal y base de la 
economía. El Estado garantizará a las personas trabajadoras el pleno respeto a 
su dignidad, una vida decorosa, remuneraciones y retribuciones justas y el 
desempeño de un trabajo saludable y libremente escogido o aceptado; 

 
Que, el artículo 35 de la norma ibídem reconoce entre otros que las mujeres 

embarazadas forman parte de uno de los grupos de atención prioritaria, quienes 
recibirán atención prioritaria y especializada en ámbito público y privado; 

 
Que, el artículo 43 de la norma constitucional, garantiza a las mujeres embarazas y en 

periodo de lactancia, a no ser discriminadas por su embarazo en los ámbitos 
educativo, social y laboral; a la gratuidad de los servicios de salud materna; a la 
protección prioritaria y cuidado de su salud integral y de su vida durante el 
embarazo, parto y posparto; y, disponer de las facilidades necesarias para su 
recuperación después del embarazo y durante el periodo de lactancia; 

 
Que, el artículo 332 de la Constitución de la República del Ecuador establece que el 

Estado garantizará el respeto a los derechos reproductivos de las personas 
trabajadoras, lo que incluye la eliminación de riesgos laborales que afectan la 
salud reproductiva, el acceso a la estabilidad en el empleo sin limitaciones por 
embarazo o número de hijas e hijos, derechos de maternidad, lactancia, y el 
derecho a la licencia por paternidad. Se prohíbe el despido de la mujer 
trabajadora asociado a su condición de gestación y maternidad, así como la 
discriminación vinculada con los roles reproductivos; 

 
Que, el artículo 333 de la norma ibídem, reconoce como una labor productiva de 

trabajo no remunerado de autosustento y cuidado humano que se realiza en los 
hogares; así como, establece que el Estado debe promover un régimen laboral 
que funcione en armonía con las necesidades del cuidado humano; 

 
Que, el artículo 363 de la Constitución señala que el Estado es responsable entre 

otras, de asegurar acciones y servicios de salud sexual y salud reproductiva, y 
garantizar la salud integral y la vida de las mujeres, en especial durante el 
embarazo, parto y posparto; 

 
Que, la Declaración y Plataforma de Acción de Beijing, solicita a los Estados garantizar 

un permiso parental y prestaciones parentales protegidas en el trabajo y 
promuevan el reparto equitativo de las responsabilidades familiares entre 
hombres y mujeres; 
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Que, el Convenio No. 11 sobre la discriminación (empleo y ocupación) de la 

Organización Internacional del Trabajo, señala que los Estados miembrosse 
obligan a formular y llevar a cabo una política nacional que promueva, por 
métodos adecuados a las condiciones y a la práctica nacionales, la igualdad de 
oportunidades y de trato en materia de empleo y ocupación, con objeto de 
eliminar cualquier discriminación a este respecto; 

 
Que, el Convenio No. 183 sobre la protección de la maternidad (2000) de la 

Organización Internacional del Trabajo, en el numeral I del artículo 4, señala que: 
"Toda mujer a la que se aplique el presente Convenio tendrá derecho, mediante 
presentación de un certificado médico o de cualquier otro certificado apropiado, 
según lo determinen la legislación y la práctica nacionales, en el que se indique 
la fecha presunta del parto, a una licencia de maternidad de una duración de al 
menos catorce semanas"; 

 
Que, la Recomendación No. 191 sobre la protección de la maternidad (2000) de la 

Organización Internacional del Trabajo, recomienda a los Estados, ente otras 
cosas las de extender la duración de la licencia de maternidad a dieciocho 
semanas, por Io menos; 

 
Que, la Declaración de Innocenti de 2005, sobre la alimentación de lactantes y niños 

pequeños resalta, el objetivo escrear un entorno en todo el mundo que permita a 
las mujeres amamantar a sus hijos durante los primeros seis meses y a continuar 
la lactancia materna por dos años o más. Ésta es la alimentación óptima para los 
lactantes y los niños de corta edad, el mejor comienzo en la vida; 

 
Que, la Convención sobre la Eliminación de todas formas de Discriminación contra la 

Mujer (CEDAW) en su artículo 2, determina el compromiso de los Estados Partes 
para respetar, proteger y hacer cumplir el derecho de las mujeres a la no 
discriminación y al goce de la igualdad; 

 
Que, la Convención sobre la Eliminación de todas formas de Discriminación contra la 

Mujer (CEDAW) en su artículo II numeral 2, reconoce el derecho a una protección 
especial, cuando prohíbe el despido por embarazo, y dispone que los Estados 
otorguen la licencia con sueldo o con prestaciones comparables, el suministro de 
servicios y la protección en caso de trabajos perjudiciales; 

 
Que, la Declaración de los Derechos del Niño en su artículo 3 numeral 2, compromete 

a los Estados Partes asegurar al niño la protección y el cuidado que sean 
necesarios para su bienestar, teniendo en cuenta los derechos y deberes de sus 
padres, tutores u otras personas responsables de él ante la ley y, con ese fin, 
tomarán todas las medidas legislativas y administrativas adecuadas; 
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Que, en la XIII Conferencia Regional sobre la Mujer de América Latina y el Caribe 
(2016) se adoptó el Consenso de Montevideo, en el cual los Estados se 
comprometieron a desarrollar "políticas y servicios universales de cuidado que 
estén basados en los estándares más altos de los derechos humanos, con 
perspectiva de igualdad de género y generacional, que promuevan la prestación 
compartida entre el Estado, el sector privado, la sociedad civil, las familias y los 
hogares, así como entre hombres y mujeres, y que faciliten el diálogo y la 
coordinación entre todas las partes involucradas"; y, a integrar el "cuidado en los 
sistemas de protección social, mediante prestaciones, servicios y beneficios que 
maximicen la autonomía y garanticen los derechos, la dignidad, el bienestar y el 
disfrute del tiempo libre para las mujeres"; 

 
Que, la Conferencia Regional de la Mujer de América Latina y el Caribe 2007 expreso 

el compromiso de formular y aplicar políticas de Estado que favorezcan la 
responsabilidad compartida equitativamente entre mujeres y hombres en el 
ámbito familiar, superando los estereotipos de género, reconociendo la 
importancia del cuidado y del trabajo doméstico para la reproducción económica 
y el bienestar de la sociedad como una de las formas de superar la división sexual 
del trabajo; 

 
Que, el Pleno de la Asamblea Nacional del Ecuador el 17 de enero de 2021, ratificó 

por unanimidad el Convenio No. 190 de la Organización Internacional del 
Trabajo, sobre la Eliminación de la Violencia y Acoso en el mundo del Trabajo; 

 
Que, el Convenio sobre la Eliminación de la Violencia y Acoso en el mundo del Trabajo 

establece que los gobiernos deben adoptar una legislación que garantice el 
derecho a la igualdad y no discriminación en el ámbito laboral para todas y todos, 
mujeres, personas en situación de movilidad humana, personas con 
discapacidad, personas de las diversidades sexo genéricas, entre otras; 

 
Que, la Recomendación No. 387 para ampliar el periodo de maternidad en los Estados 

Miembro del Parlamento Andino, del 29 de agosto de 2019, recomienda entre 
otros, al gobierno de Ecuador, ampliar el periodo de licencia de maternidad a 24 
semanas, incluyendo el pre y el post natal; 

 
Que, la Corte Constitucional de acuerdo al artículos436 (6) de la Constitución de la 

República en concordancia con los artículos 2 (3) y 25 de la Ley Orgánica de 
Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, es competente para expedir 
sentencias que constituyen jurisprudencia vinculante, en todos los procesos 
constitucionales que llegan a su conocimiento a través del proceso de selección; 
y, 

 
Que, la Corte Constitucional mediante Sentencia No. 3-19-JP/20 y acumulados, 

desarrolla el contenido de derechos, establece parámetros y directrices 
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generales a tomar en cuenta en cuanto al adecuado ejercicio y garantía de los 
derechos de las mujeres embarazadas y en período de lactancia; 

 
En ejercicio de las atribuciones y facultades contenidas en el numeral 6 del Art. 120 de 
la Constitución de la República del Ecuador, y, del numeral 6 del Art. 9 de la Ley 
Orgánica de la Función Legislativa expide la siguiente: 
 
LEY ORGÁNICA DE RÉGIMEN JURÍDICO DEL DERECHO AL CUIDADO HUMANO 
 

Título Primero 
Disposiciones Generales 

Capítulo I 
Objeto, finalidad y ámbito de aplicación de la ley 

 
Artículo 1.- Objeto.- Esta Ley tiene por objeto tutelar, proteger y regular el derecho al 
cuidado de madres y padres trabajadores respecto a sus hijos e hijas y dependientes 
directos así como otros familiares que componen los diferentes modos de familia, a fin 
de garantizar su ejercicio pleno, en cumplimiento a la Constitución de la República y los 
Instrumentos Internacionales de Derechos Humanos en la materia. 
 
Artículo 2.- Ámbito.- La presente Ley tiene aplicación obligatoria para todas las 
personas en el territorio ecuatoriano; así como las obligaciones que correspondan a las 
instituciones públicas y privadas en el ámbito laboral, en especial para el otorgamiento 
de licencias y permisos remunerados y no remunerados relacionados al derecho al 
cuidado humano. 
 
Artículo 3.- Fines.- La presente ley tiene los siguientes fines: 
 
1. Establecer las condiciones necesarias para el ejercicio del derecho al cuidado, así 

como el otorgamiento de licencias y permisos remunerados y no remunerados, así 
como el diseño e implementación de políticas para el goce de dicho derecho. 

2. Garantizar la estabilidad laboral de las mujeres que se encuentran en período de 
embarazo, parto, puerperio, lactancia. 

3. Garantizar y promover la corresponsabilidad paterna para el cumplimiento de las 
obligaciones del derecho al cuidado de hijas e hijos recién nacidos, en período de 
lactancia y desarrollo y con discapacidad debidamente certificada por el órgano 
rector de la política nacional de salud. 

4. Erradicar todo tipo de discriminación a las personas trabajadoras en el ejercicio del 
derecho al cuidado en cualquier espacio laboral; y, 

5. Implementar programas de formación, sensibilización y difusión en derechos 
humanos con énfasis en el derecho al cuidado. 

 
Artículo 4.- Titulares del derecho al cuidado.- Son titulares de los derechos 
establecidos en esta ley, individual o colectivamente: 
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1. Las mujeres trabajadoras en período de embarazo, parto, puerperio, lactancia 

atención en el cuidado de enfermedades o discapacidades, en el contexto laboral. 
2. Los padres que ejercen el cuidado de sus parientes en que se encuentra en período 

de embarazo, parto y puerperio y lactancia o cuidado, así como el derecho al 
cuidado de las personas trabajadoras para la atención de sus hijos y de sus 
familiares hasta el primer grado de consanguinidad y segundo de afinidad en el 
sector público y privado. 

3. Las madres, y padres adoptivos con relación a sus hijos; y,  
4. Los miembros que componen los diferentes tipos de familias existentes. 
 
Artículo 5.- Obligaciones estatales.- El Estado, a través de todos los niveles de 
gobierno, tiene la obligación de promover, proteger, garantizar y respetar el derecho al 
cuidado de las personas que lo ejercen, a través de la adopción de políticas públicas, 
legislativas, judiciales, administrativas, de control y de cualquier otra índole que sean 
necesarias, oportunas y adecuadas para asegurar el cumplimiento de la presente Ley. 
 
Artículo 6.- Instituciones rectoras.- La rectoría en cuanto a la implementación de la 
presente ley en el ámbito laboral la ejercerá el Ministerio de Trabajo. 
 
La rectoría en cuanto a la implementación de la presente ley en lo que se refiere a los 
lactarios, centros de cuidado diario infantil y de atención prioritaria a grupos vulnerables 
serán el Ministerio de Salud Pública y el Ministerio de Inclusión Económica y Social, en 
el ámbito de sus competencias. 
 
Artículo 7.- Articulación y coordinación institucional.- Las distintas entidades 
públicas y niveles de gobierno, tienen la obligación de articular y coordinar entre sí y con 
las y los actores vinculados, la implementación de políticas públicas y su gestión con el 
objetivo de garantizar el derecho al cuidado. 
 
Las nomas y políticas públicas que se emitan a partir de la presente ley deberán ser 
aplicadas por las y los empleadores en los sectores público y privado. 
 

Capítulo II 
De los Principios, enfoques y definiciones 

 
Artículo 8.- Principios.- Para la aplicación de la presente ley se regirán por los 
siguientes principios, sin prejuicio de otros establecidos en la Constitución de la 
República y los instrumentos internacionales de derechos humanos ratificados por el 
Estado: 
 
a. Igualdad y no discriminación.- Todas las personas que ejerzan el derecho al 

cuidado en el ámbito laboral son iguales ante la ley y gozarán de su protección y no 
podrán ser discriminadas por cualquier distinción, personal o colectiva, temporal o 
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permanente. Se garantizará las condiciones de acceso necesarias para alcanzar su 
bienestar. 

b. Principio pro homine.- En caso de duda sobre el alcance de las disposiciones 
legales o reglamentarias, se aplicará el sentido más favorable a la protección de las 
personas que ejercen el derecho al cuidado, en el ámbito laboral. En caso de 
existencia de dos normas de la misma jerarquía, aplicables a un determinado caso, 
se optará por la más favorable a la persona que ejerce el derecho al cuidado.  

c. Progresividad y no regresividad.- Es la obligación que tiene el Estado para 
satisfacer y proteger de manera progresiva la plena efectividad de los derechos 
humanos de las personas que ejercen el derecho al cuidado y evitar políticas o 
medidas regresivas que tengan por objeto o como efecto la disminución o el 
retroceso del estado actual del goce de los derechos previamente reconocidos.  

d. Principio de reciprocidad.- Se reconoce la reciprocidad que tienen las personas 
que ejercen el derecho al cuidado, basado en una relación de respeto mutuo. Las 
personas que ejercen el derecho al cuidado tienen una correspondencia mutua con 
otra y debe dar o recibir según sea la situación que permita la adecuada garantía y 
ejercicio de los derechos humanos vinculados al derecho al cuidado.  

e. Principio de relacionalidad.- Se reconoce la relacionalidad que tienen las 
personas que ejercen al derecho al cuidado, basado en el mantenimiento de las 
relaciones y del equilibro que genera la vida en cuanto a la adecuada garantía y 
ejercicio de los derechos humanos.  

f. Principio de corresponsabilidad.- Se reconoce la corresponsabilidad como la 
facultad que tiene toda persona para cuidar independiente de su sexo, género u 
orientación sexual. La corresponsabilidad tiene como fundamento superar la 
feminización histórica del trabajo de cuidados, a través de la construcción de 
relaciones sociales basadas en el respeto a la diversidad y la responsabilidad de 
los hombres en cuanto a los roles reproductivos. El Estado es responsable de 
garantizar las condiciones para el ejercicio del cuidado como un derecho y un deber 
ético, a una vida libre de violencia en el ámbito público y privado. La sociedad, la 
familia y la comunidad, son responsables de participar de las acciones, planes y 
programas para la erradicación de la violencia contra las mujeres, hombres y 
personas con capacidad reproductiva que ejercen cuidados, emprendidos por el 
Estado en todos sus niveles y de intervenir en la formulación, evaluación, y control 
social de las políticas públicas que se creen para el efecto. 

g. Principio de efectividad.- El Estado tiene la obligación de adoptar todas las 
medidas administrativas, legislativas, sociales, políticas y económicas necesarias 
para garantizar el adecuado ejercicio del derecho a cuidar de las mujeres y hombres 
en el ámbito laboral. 

 
Artículo 9.- Enfoques.- A efectos de la aplicación de esta norma, y a fin de asegurar el 
cumplimiento de su objeto, ámbito y fines, los organismos y entidades responsables de 
la formulación de las políticas públicas sobre el derecho al cuidado, deben aplicar los 
siguientes enfoques, además de los que se determine en el reglamento a esta ley: 
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a. Enfoque en derechos humanos.- Reconoce a las personas individual o 
colectivamente como sujetos de derechos con dignidad. Determina como objetivo y 
resultado, el reconocimiento, el respeto irrestricto y la realización plena del derecho 
al cuidado de todas las personas. Se orienta a asegurar el respeto, protección, 
garantía y promoción irrestricta de los derechos humanos de todas las personas en 
sus diversidades para su goce, acceso y ejercicio. En aplicación de este enfoque, 
las autoridades y responsables deberán evaluar la forma en la que las decisiones 
que adoptan favorecen el ejercicio y disfrute de los derechos humanos de todas las 
personas, en particular del derecho universal al cuidado humano y los derechos de 
las personas trabajadoras del cuidado. 

b. Enfoque intergeneracional.- Reconoce la existencia de las necesidades y 
derechos específicos en cada etapa del ciclo de vida; y, establece la prioridad de 
identificar y tratar las vulnerabilidades en dichas etapas vinculadas al derecho al 
cuidado. 

c. Enfoque de género.- Permite comprender la construcción social y cultural de roles 
sociales y familiares entre hombres y mujeres, fuente de inequidad, violencia y 
vulneración de derechos, el enfoque de género posibilita deconstruir el canon 
tradicional de la feminización de los cuidados, por tanto avanzar en reconocer al 
cuidado como un derecho y un deber ético de todas las personas independiente de 
su sexo-género, promoviendo igualdad de condiciones, igualdad de repartos, 
igualdad en los arreglos familiares, igualdad en la conciliación familia-trabajo, 
igualdad en las actividades de cuidado. En la aplicación de este enfoque es 
necesario valorar tales construcciones sociales y las relaciones de poder que 
subordinan lo femenino frente a lo masculino, generando discriminación, exclusión 
y violencia. 

d. Enfoque de movilidad humana.- Reconoce que las personas en situación de 
movilidad humana que ejercen el derecho al cuidado, lo pueden hacer 
independientemente de su origen nacional y condición migratoria.  

e. Enfoque de discapacidades.- Reconoce la importancia de que las personas con 
discapacidad que ejercen el derecho al cuidado tengan autonomía e independencia 
individual, incluida la libertad para tomar sus propias decisiones. 

f. Enfoque de interculturalidad.- Reconoce y respeta las diferentes comunidades, 
pueblos y nacionalidades que integran en el Estado. Bajo este enfoque no se 
aceptan prácticas discriminatorias que favorezcan la violencia en relación al 
derecho al cuidado. 

g. Enfoque de interseccionalidad.- Identifica y evalúa las categorías de género, 
etnia, clase u orientación sexual, como otras categorías sociales, económicas, 
culturales, políticas, religiosas, étnicas, geográficas y físicas que están 
interrelacionadas y son parte simultánea de la identidad individual y colectiva de las 
personas, en particular se deberá considerar la situación de las mujeres y la libertad 
de orientación sexual de las personas. 
En la aplicación de este enfoque, se deberá valorar la forma cómo las diferentes 
categorías mencionadas interactúan entre sí, generando o profundizando 
situaciones de discriminación y exclusión, lo que permitirá corregirlas a partir de 
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acciones específicas, para asegurar la garantía de los derechos humanos en caso 
de identificar situaciones de vulnerabilidad que impiden o limitan su ejercicio. 

 
Artículo 10.- Definiciones.- Para los efectos de esta Ley, se entenderá por: 
 
a. Acciones afirmativas.- Son un conjunto de acciones destinadas a mejorar las 

condiciones para el acceso y ejercicio del derecho al cuidado de mujeres con 
discapacidad, así como pertenecientes a nacionalidades, pueblos y comunidades 
indígenas, afrodescendientes y montubias que se encuentren en situación de 
desigualdad real, y además constituye una para cerrar brechas históricas de 
discriminación y desigualdad a mujeres y personas de las diversidades sexo-
genéricas. 

b. Autocuidado y autonomía.- El autocuidado es la facultad y posibilidad que tiene 
una persona de cuidar de sí misma en determinadas situaciones de vulnerabilidad 
o fragilidad, el autocuidado es posible siempre que se respete el derecho a la 
autonomía de decir libre e informadamente sobre la salud integral física y emocional 
de sus cuerpos, por lo tanto el respeto de este derecho es fundamental en la 
garantía del derecho al cuidado propio cuando una mujer o persona con capacidad 
reproductiva se encuentre en período de gestación, lactancia y maternidad.  

c. Corresponsabilidad paterna.- Es la responsabilidad que poseen los padres o 
personas de las diversidades sexo genéricas que asumen paternidad, con plenas 
facultades y capacidades, de realizar las actividades de cuidado y actividades 
domésticas al mismo nivel en número, en gasto de energías, en la misma dimensión 
de complejidad o abyección con respecto a las mujeres o madres. La 
corresponsabilidad paterna es un deber que todos los padres deben cumplir para 
que la garantía del derecho al cuidado de sus hijos e hijas sea efectiva. El cuidado 
que realicen los hombres debe ser ejercida sin ningún tipo de violencia.  

d. Cuidados.- Son una serie de actividades que vinculan todo lo que hacemos para 
mantener, continuar y reparar nuestro mundo, de manera que podamos vivir en él 
como sea posible, una respuesta ética a las necesidades de la fragilidad y la 
vulnerabilidad humana, incluye nuestro cuerpo, los cuerpos de otras personas, 
nuestro ser, el medio ambiente. El cuidado genera inevitablemente una red de 
sostenimiento de la vida, y debe ser entendida además como un trabajo. 

e. Derecho universal al cuidado.- El derecho al cuidado es la facultad y la 
responsabilidad ética que tiene toda persona de cuidar independientemente de su 
sexo, género y orientación sexual y la necesidad de toda persona de ser cuidada, 
en algún momento de la trayectoria de la vida. El Estado es el principal encargado 
de garantizar el derecho al cuidado. De ser el caso, este deber del cuidado será 
tutelado por otra persona, a fin de salvaguardar la salud y desarrollo integrales de 
quien recibe el cuidado. El derecho al cuidado debe regirse por los tiempos que la 
ley determine.  

f. Economía del cuidado.- Es el conjunto de actividades realizadas para el 
sostenimiento de la vida, sean remuneradas o no que se desarrolla dentro y fuera 
del hogar. El trabajo de cuidados está enfocado en el bienestar de las personas; es 
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el que reproduce las energías humanas, el bienestar humano, la fuerza de trabajo, 
utilizadas en el proceso de producción de mercancías. Así, la producción de 
mercancías es el medio y reproducción de la humanidad es el fin . Todos los 
trabajos de cuidado generan valor económico, por ello es posible medirlo dentro las 
herramientas de la valoración del Producto Interno Bruto. 

g. Interdependencia de los cuidados.- Cuidar, ser cuidado/a y auto cuidarse son las 
dimensiones interdependientes en el trayecto de la vida de las personas, más aún 
en las mujeres y personas con capacidad de reproducción que se encuentren en 
período de maternidad y lactancia. Las personas y las entidades públicas no deben 
obstaculizar el ejercicio de esta interdependencia de cuidados. Cuando las mujeres 
o personas con capacidad de reproducción requieran ser cuidadas, de acuerdo con 
sus circunstancias, deberá respetarse su autonomía en las decisiones de cuidado.  

h. Estabilidad laboral reforzada.- Las mujeres trabajadoras en período de lactancia, 
parto y puerperio, y lactancia, tienen estabilidad laboral reforzada. La estabilidad 
laboral reforzada comienza el momento mismo del inicio del embarazo. Para efectos 
de esta ley, las obligaciones de cuidado comienzan desde la notificación del 
embarazo, para que los obligados ejerzan su rol de cuidado cuando las mujeres lo 
requieran o sus circunstancias de salud así lo ameriten. El conocimiento del 
embarazo de las mujeres trabajadoras no es requisito para establecer si existe o no 
protección especial, sino para determinar la obligación de los deberes de cuidado. 
La falta de conocimiento imposibilita el ejercicio del rol de cuidado al empleador o 
empleadora.  

i. Familias diversas.- Las familias diversas son aquellas familias ampliadas, con 
jefatura femenina, integradas por personas del mismo o distinto sexo o transgénero, 
personas solas que tienen los mismos derechos y obligaciones que las familias 
heterosexuales, cisgénero o tradicionales. 

j. Difusión del derecho al cuidado.- El trabajo de cuidados no le es exclusivo al 
género femenino y su garantía de pleno goce reconoce el rol preponderante de la 
mujer pero incluye en igualdad de condiciones a hombres y mujeres permitiéndoles 
acceder al mercado del trabajo remunerado en igualdad de condiciones y con las 
facilidades que permitan el cumplimiento de las tareas de cuidado.  

k. Lactancia materna.- La lactancia de madres y personas con capacidad de 
reproducción, es el proceso de alimentación y díada al hijo o hija recién nacida a 
través de sus senos, que segregan leche inmediatamente después del parto, es un 
hecho exclusivamente de la madre o persona que da de lactar, no obstante, se 
convierte también en un hecho paterno y familiar, la lactancia es saludable siempre 
y cuando exista corresponsabilidad paterna y familiar en los cuidados, el padre 
también es parte fundante de la relación de la diada con el hijo/a. La madre o 
persona con capacidad de reproducción, es quien toma la decisión de alimentar o 
no a su hijo/a principalmente con leche materna hasta los dos años de edad del 
niño/a.  

l. Periodo de adaptación.- El período de adaptación es el proceso mediante el cual 
se va elaborando y fortaleciendo los lazos afectivos del niño, niña o adolescente 
adoptado con su familia actual y su entorno ampliado que implican recibimiento, 
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abrigo, cuidado y adaptación desde el reconocimiento de sus características y 
necesidades particulares. El periodo de adaptación dependerá del grado de 
madurez y desarrollo evolutivo de la persona adoptada. 

m. Protección especial.- Las mujeres y las personas con capacidad de reproductiva 
gozarán de especial asistencia y protección del Estado durante el embarazo y 
después del parto sobre todo en la etapa de lactancia. La o el lactante gozará de 
especial atención durante su periodo exclusivo de lactancia. El periodo exclusivo de 
lactancia es de veinticuatro meses.  

n. Políticas de cuidado.- La política de cuidado es toda prestación de apoyo, 
remunerada o no, en la cual intervienen trabajo material y afectivo, realizada 
principalmente por mujeres, a todas las personas con necesidades de cuidado, en 
la esfera pública y privada. La política de cuidado desde un enfoque de género 
analiza la división del trabajo, el sistema reproductivo y el trabajo doméstico. El 
Estado es responsable de realizar un acompañamiento a la política de cuidado para 
que las personas lo puedan desempeñar en igualdad de condiciones. 

i. Uso del tiempo.- El uso del tiempo es una medida importante de las actividades de 
las mujeres y los hombres en sus roles productivos, reproductivos y comunitarios. 
El uso del tiempo se puede medir utilizando encuestas sobre las actividades que 
las personas desempeñan durante determinado período de tiempo (generalmente 
un día o una semana). Aunque las encuestas sobre el uso del tiempo pueden y han 
sido usadas para una variedad de fines, el motivo más común para realizar tal 
encuesta en los países en desarrollo es proporcionar mejor información sobre el 
trabajo que desempeñan los hombres y las mujeres, y para destacar el tiempo que 
dedican a actividades no remuneradas, que suelen ser invisibles en los datos de los 
censos regulares. Este trabajo no remunerado, que incluye el trabajo para otras 
personas, se considera un factor que contribuye considerablemente a la 
desigualdad de género y a la pobreza de las mujeres. 

o. Salud Sexual y Salud Reproductiva.- La salud sexual y la salud reproductiva 
forman parte del derecho a la salud. Las personas tomarán decisiones libres, 
informadas, voluntarias y responsables, sin coerción o violencia, ni discriminación, 
sobre su género, sexualidad, su vida y orientación sexual; así como sobre su salud 
sexual y salud reproductiva y disponer de información sobre sus derechos. 

p. Trabajo de cuidados no remunerado en el hogar.- Abarca todas las actividades 
diarias para mantener nuestra vida y salud, tales como las tareas del hogar y 
cuidados personales de los niños y niñas, personas mayores, enfermas o que tienen 
alguna discapacidad. 

 
Título Segundo 

De los Derechos y Deberes 
Capítulo I 

De los derechos 
 
Artículo 11.- El cuidado como un derecho.- Cuidar y ser cuidadas y cuidados son la 
base fundamental de la experiencia de vida independiente del sexo o el género, son 
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interdependientes y provienen de una necesidad humana a ser satisfecha. Se ha de 
asumir el principio ético de la vida, permitir la gestión y la agencia de cuidar y respetar 
la vulnerabilidad de las personas que determina de manera inmediata la necesidad de 
ser cuidado o cuidada. El cuidado como un derecho requiere de la corresponsabilidad 
paterna, familiar, social, laboral y estatal, creando con ello nuevos significados en las 
relaciones de género que estén basados en el derecho a la igualdad formal y material. 
 
Las mujeres o personas con capacidad reproductiva en período de embarazo, parto y 
puerperio y lactancia, tienen derecho a cuidarse y ser cuidadas, hasta veinticuatro (24) 
meses, con la finalidad de garantizar la recuperación de su salud de manera integral, 
así como el adecuado cuidado y desarrollo de sus hijos e hijas recién nacidos, en 
período de lactancia y desarrollo.  
 
Los padres ejercerán el derecho al cuidado de la mujer que se encuentra en período de 
embarazo, parto y puerperio y lactancia; así como de sus hijas e hijos recién nacidos, 
en período de lactancia y desarrollo. 
 
El Estado garantizará la prestación de servicios públicos, accesibles, pertinentes, 
suficientes y de calidad. Para las personas que ejercen el derecho al cuidado. 
 
El derecho es universal y sus derechos son irrenunciables e intransferibles. 
 
Artículo 12.- De los derechos de las mujeres o personas con capacidad 
reproductiva que ejercen el derecho al cuidado.- El Estado garantizará a las mujeres 
o personas con capacidad reproductiva en período de embarazo, parto y puerperio y 
lactancia o cuidado en el ámbito laboral, los derechos a: 
 
1. La igualdad formal, igualdad material y no discriminación. 
2. A la integridad personal que incluye la integridad física, psíquica y sexual; y, a una 

vida libre de violencia de cualquier tipo, que favorezca su desarrollo y recuperación 
después del embarazo, parto y puerperio y lactancia y durante el período de 
lactancia. 

3. Al respeto a su dignidad, autonomía, privacidad e intimidad, cultura, edad, etnia, 
religión, género y orientación sexual sin discriminación alguna. 

4. A guardar reserva sobre sus planes de vida, su situación de embarazo, sobre su 
salud y sobre cualquier condición que crean importante reservarse comunicar. 

5. A tomar decisiones propias, libres, sin coacción, ni violencia de ningún tipo sobre 
su salud sexual y salud reproductiva. La relación laboral no será un obstáculo de 
ningún tipo para el ejercicio del derecho a tomar decisiones libres, informadas, 
voluntarias y responsables sobre la salud sexual y salud reproductiva. 

6. Al resguardo de la confidencialidad de la información que sea de conocimiento de 
las y los jefes inmediatos; así como de las personas que forman parte de las 
unidades de talento humano, salvo las excepciones previstas en esta ley. 
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7. A la protección prioritaria y cuidado de su salud integral y de su vida durante el 
período de embarazo, parto y puerperio, y lactancia. 

8. Se prohíbe el despido de la mujer y la persona con capacidad reproductiva 
trabajadora asociada a su condición de embarazo, parto y puerperio, y lactancia, 
así como la discriminación vinculada con los roles reproductivos, así como la 
sanción por incurrir en este tipo de conductas. 

9. Ser atendidas en función de sus necesidades específicas, sin que este hecho 
signifique que las mujeres o personas con capacidad reproductiva no tengan 
capacidad para ejercer sus derechos con autonomía. Las mujeres y las personas 
con capacidad reproductiva trabajadoras autónomas gozarán de todos los derechos 
de protección especial a fin de garantizar de manera óptima su cuidado y el cuidado 
de sus hijas e hijos.  

10. Al acceso a servicios de salud integral y la protección en caso de trabajos 
perjudiciales que pongan en riesgo la integridad personal de la mujer, de la persona 
con capacidad reproductiva; y, de su hijo o hija. 

11. A acceder a todas las facilidades necesarias para su recuperación integral después 
del período de embarazo, parto y puerperio; y, durante el periodo de lactancia; y;  

12. Recibir acciones de promoción y protección del derecho al cuidado; y a que sean 
dadas oportunamente y sin discriminación, en las formas y condiciones que 
determina esta ley. 

 
Artículo 13.- De los derechos de los padres y personas que ejercen el deber de 
cuidar.- El Estado garantizará a los padres y personas que ejercen el deber de cuidar 
a la mujer o la persona con capacidad reproductiva que se encuentra en período de 
embarazo, parto y puerperio y lactancia, así como de sus hijas e hijos recién nacidos, 
en período de lactancia y desarrollo, el derecho a: 
 
1. No ser discriminados. 
2. Al respeto a su dignidad, autonomía, privacidad e intimidad, cultura, edad, etnia, 

religión, género y orientación sexual sin discriminación alguna. 
3. A disponer de condiciones sociales y laborales progresivas para que puedan estar 

presentes en los controles prenatales y de salud integral de la madres o personas 
con capacidad reproductiva; y, de sus hijos e hijas. 

4. Participar de manera activa y corresponsable en el cuidado y la crianza de sus hijos 
e hijas. 

5. Recibir acciones de promoción y protección del derecho al cuidado; y a que sean 
dadas oportunamente y sin discriminación, en las formas y condiciones que 
determina esta ley; y, 

6. Ser partícipes de procesos de formación, sensibilización y difusión sobre la 
corresponsabilidad paterna en los cuidados. 

 
Capítulo II 

Del derecho al cuidado en el ámbito laboral 
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Artículo 14.- El derecho al cuidado en el ámbito laboral.- Las madres y los padres 
tienen derecho a que se garantice y respete su derecho al cuidado en el ámbito laboral.  
 
Las y los empleadores deben facilitar los permisos periódicos y necesarios para que la 
madre y el padre acudan a los controles prenatales durante el período de embarazo; así 
como para que cuiden de la persona recién nacida especialmente en el periodo de parto 
y puerperio, y lactancia; así como durante el periodo de adaptación del niño, niña o 
adolescente adoptado. 
 
Las instituciones públicas y privadas deben contar con un espacio físico adecuado, 
seguro, digno y de fácil acceso para cuidar de las mujeres o personas con capacidad 
reproductiva, que se encuentren en período de embarazo y lactancia.  
 
Las personas trabajadoras sin relación de dependencia laboral o que realicen sus 
actividades productivas por cuenta propia tienen derecho a que el Estado garantice su 
derecho al cuidado, en igualdad de condiciones que las personas que poseen un trabajo 
formal.  
 
Artículo 15.- El derecho al cuidado de las mujeres y personas con capacidad 
reproductiva embarazadas y en período de lactancia en el contexto laboral.- Las 
mujeres y personas con capacidad reproductiva que se encuentren en período de 
embarazo, parto y puerperio, y lactancia tienen el derecho a: 
 
1. A la estabilidad laboral reforzada mientras dure el periodo de protección especial 

vinculada al derecho al cuidado;  
2. Realizar al menos ocho (8) visitas a un/a profesional de la salud de su confianza; 
3. Acceder a la atención emergente, que incluye traslados a hospitales o centros de 

salud cercanos al lugar de trabajo, si fuere necesario; 
4. A una alimentación adecuada que garantice su integridad personal y el pleno 

desarrollo de su hijo o hija durante el período de embarazo y de lactancia. Las y los 
recién nacidos tienen derecho a un cuidado especial atendiendo sus necesidades 
alimentarias, de salud y todo aquello que permita un desarrollo adecuado;  

5. A tener un período de hasta quince (15) meses para ejercer la licencia de 
maternidad no remunerada; 

6. A tener un período de hasta veinte y cuatro (24) meses para ejercer el derecho al 
cuidado bajo las previsiones expuestas en esta ley;  

7. A disponer de las facilidades necesarias para que durante el periodo de lactancia 
pueda ejercer su autocuidado y cuidado de la persona recién nacida, tanto de 
tiempo como de espacio;  

8. A proveer la lactancia materna a la persona recién nacida si fuere posible y las 
mujeres así lo decidan; 

9. A decidir si optan por la lactancia materna o interrumpen la misma sin que esto 
interfiera en el tiempo que tienen para alimentar de otra forma a su hijo o hija;  

10. A tener un especio u oficina adecuada, segura y de fácil acceso; y, 
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11. A dar de lactar a su hijo o hija en condiciones dignas y seguras en el lugar de trabajo. 
 
Artículo 16.- Derechos de madres y padres adoptivos.- Las madres y padres 
adoptivos tendrán el derecho a las licencias remuneradas y no remuneradas a fin de 
garantizar que el periodo de adaptación de las hijas e hijos sea el más adecuado posible, 
en los términos que prescriban la presente Ley y en lo pertinente a las disposiciones 
prescritas en el Código de Trabajo, la Ley Orgánica del Servicio Público, y demás leyes 
pertinentes, según corresponda. 
 
Artículo 17.- Derechos de las familias diversas.- Se reconoce el derecho de todas las 
personas a fundar una familia independiente de su orientación sexual, identidad de 
género, expresión de género y características sexuales. 
 
Se garantizan los diferentes modos de familia en función del principio de igualdad y no 
discriminación. Los diferentes modos de familia tienen los mismos derechos y 
obligaciones que las familias heterosexuales, cisgénero o tradicionales; y, el Estado 
debe garantizar la forma del autocuidado de las personas sin discriminación alguna, que 
puede incluir la discriminación relacionada a su género y orientación sexual. 
 
Artículo 18.- El derecho a la tutela efectiva.- Toda persona con capacidad de 
gestación que se encuentre en período de embarazo, parto, puerperio, lactancia o 
cuidado, que considere que sus derechos humanos han sido vulnerados tiene derecho 
a la tutela judicial efectiva, conforme lo dispone la Constitución de la República y los 
Instrumentos Internacionales de Derechos Humanos. 
 
El Estado a través de las entidades rectoras de las políticas laborales, de salud y de 
inclusión económica y social, establecerán mecanismos procesales céleres, adecuado 
y eficaces para la prevalencia del derecho al cuidado. 
 

Capítulo III 
De los Deberes 

 
Artículo 19.- De los deberes de las personas que ejercen el derecho al cuidado.- 
Las personas que ejercen el derecho al cuidado, deben: 
 
1. La mujer o persona con capacidad reproductiva deben decidir autónomamente las 

estrategias de autocuidado;  
2. Usar el tiempo que le otorga la ley y, destinarlo de manera adecuada a cuidar de sí 

misma, de sus hijos e hijas recién nacidas, así como las y los que se encuentren en 
período de desarrollo y adaptación; 

3. La madre y padre están obligados a velar por la salud integral, el desarrollo y el 
cuidado de su hijo o hija en el período de lactancia y período de adaptación en 
igualdad de condiciones;  
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4. Cumplir con el tiempo de cuidado que requiere la o el lactante; así como, solicitar el 
permiso o licencia, en sus respectivos espacios de trabajo a fin de cumplir con el 
derecho al cuidado; 

5. Brindar las condiciones y promover la nutrición de las personas recién nacidas sea 
mediante lactancia materna durante los seis (6) primeros meses; y, si fuera posible 
alimentar a su hijo o hija con alimentos complementarios nutricionalmente 
adecuados para su edad que garanticen su vida digna; y, 

6. Permitir la introducción de alimentos complementarios, seguros y nutricionalmente 
adecuados a partir de los seis (6) meses, continuando la lactancia materna hasta 
los dos años o más, en caso de ser posible y siempre que las mujeres así lo decidan. 

 
Título Tercero 

De las obligaciones del Estado 
Capítulo I 

De las obligaciones 
 
Artículo 20.- Obligaciones del Estado.- El Estado garantizará a las mujeres y 
personas con capacidad de gestación, en período de embarazo, parto y puerperio y 
lactancia; así como a los padres o personas que ejercen el derecho a cuidar de la mujer 
o persona con capacidad de reproducir que se encuentra en período de embarazo, parto 
y puerperio y lactancia; así como de sus hijas e hijos recién nacidos en el período de 
lactancia y desarrollo; a las madres y padres adoptivos; y, a las familias en sus diversos 
tipos, lo siguiente: 
 
1. Garantizar que las personas que ejercen el derecho a cuidar sean tratadas en 

igualdad de condiciones. Se prohíbe cualquier clase de discriminación; 
2. Garantizar la universalidad del ejercicio del derecho a cuidar tanto de hombres 

como las mujeres. Es responsabilidad del Estado impulsar de manera equitativa y 
sin discriminación de género la participación de la sociedad en el cuidado individual 
y colectivo; 

3. Garantizar la estabilidad laboral reforzada de las mujeres trabajadoras y personas 
con capacidad de reproducir en período de embarazo, parto y puerperio y lactancia;  

4. Garantizar que las mujeres y personas con capacidad reproductiva trabajadoras 
que se encuentren en período de embarazo accedan a todo servicio de salud 
integral; 

5. Respetar el ejercicio del derecho a la salud sexual y salud reproductiva en el trabajo, 
así como abstenerse de interferir en las decisiones relacionadas con la salud sexual 
y salud reproductiva de las mujeres y personas con capacidad de reproducir; y, 
promover leyes y políticas públicas que garanticen su acceso; 

6. Adoptar todas las medidas necesarias para evitar que terceros limiten, restrinjan o 
anulen el derecho a cuidar y ser cuidadas en el contexto laboral; 

7. Respetar el tiempo para cuidar que requiere la o el lactante por parte de las madres 
y padres trabajadores en los parámetros establecidos en las leyes que reglan las 
relaciones laborales;  
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8. Adaptar el espacio físico de manera permanente o temporal cuando la salud integral 
de la mujer o persona con capacidad reproductiva que se encuentre en periodo de 
embarazo esté en riesgo a fin de que sea un ambiente seguro, adecuado y de fácil 
acceso; 

9. Procurar una atención priorizada a la mujer o persona con capacidad reproductiva 
se encuentre en período de embarazo o lactancia si esta tuviere algún tipo de dolor 
o malestar; 

10. Privilegiar el teletrabajo de las mujeres embarazadas, personas con capacidad de 
reproducir y en período de lactancia; 

11. Garantizar de manera progresiva y corresponsable la participación de los padres en 
el ejercicio del derecho y deber de cuidar de su hijo o hija; 

12. Promover que el padre pueda alimentar a la persona recién nacida sea a través de 
la leche materna u otro suplemento alimenticio recomendado por la o el médico de 
su confianza; 

13. Garantizar a la mujer trabajadora o personas con capacidad reproductiva la licencia 
de maternidad en los plazos que establezcan las leyes vigentes que reglan el talento 
humano; 

14. Garantizar a la mujer o persona con capacidad reproductiva la licencia o permiso 
remunerado para la lactancia en los plazos que establezcan las leyes vigentes que 
reglan el talento humano;  

15. Respetar los horarios de alimentación y promover la hidratación adecuada de las 
mujeres o personas con capacidad reproductiva trabajadora que se encuentren en 
período de embarazo o de lactancia; 

16. Garantizar a los padres la licencia de paternidad en los plazos que establezcan las 
leyes vigentes que reglan el talento humano. 

17. Garantizar a los padres y a las madres adoptivas la licencia de maternidad en los 
plazos que establezcan las leyes vigentes que reglan el talento humano; 

18. Garantizar a los padres y a las madres adoptivas la licencia de cuidado en los plazos 
que establezcan las leyes vigentes que reglan el talento humano. 

19. Investigar y sancionar a las personas que obstaculicen, restrinjan o impidan la 
lactancia materna o el ejercicio del derecho a cuidar en los espacios laborales; y, 

20. En aquellos casos donde no exista norma expresa en las leyes pertinentes que 
reglen el talento humano tanto del sector público como privado, el Empleador al 
menos garantizará un régimen de licencias y permisos no remunerados para su 
pleno goce. 

 
Título Cuarto 

Del Derecho al Cuidado en el sector público y privado 
Capítulo I 

De las licencias para garantizar el derecho al cuidado 
 
Artículo 21.- De la licencia o permiso del derecho al cuidado.- Se reconoce y 
garantiza la licencia del derecho al cuidado, es decir a cuidar, ser cuidada y al 
autocuidado. La licencia del derecho al cuidado es aquel periodo de tiempo al cual se 
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acogen tanto madres y padres sin discriminación alguna para desarrollar vínculos con 
otra persona que necesita cuidado, participar en la formación como parte de la 
comunidad educativa de los menores de edad, entre otros aspectos. 
 
A su vez, esta licencia o permiso se justifica por el goce del derecho a ser cuidado, por 
tener su autonomía disminuida, por no contar con las condiciones para ejercer el 
autocuidado o existir situaciones de salud física o psicológica en las que se requiere 
ejercer el derecho a ser cuidado. 
 
La licencia de derecho al cuidado lo deben ejercer de manera progresiva los padres de 
conformidad a lo establecido en esta ley y en materia laboral, al amparo de las 
disposiciones legales vigentes.  
 
La licencia del derecho al cuidado para madres, hijos e hijas se aplicará conforme los 
plazos vigentes prescritos en esta Ley, así como a lo dispuesto en las leyes que reglan 
las relaciones con el talento humano según corresponda. 
 
Artículo 22.- De la licencia de maternidad remunerada.- La licencia de maternidad 
remunerada se entenderá aquel periodo de tiempo desde el nacimiento hasta el tiempo 
máximo que establezcan las leyes vigentes que reglan las relaciones con el talento 
humano según corresponda. 
 
En caso de no existir ley expresa se utilizarán de manera subsidiaria las disposiciones 
de la Ley Orgánica del Servicio Público para el caso de los dependientes de las 
entidades y organismos del sector público y el Código del Trabajo para las demás 
personas trabajadoras. 
 
En cualquier caso, la licencia o permiso no remunerada de maternidad podrá solicitarse 
hasta por quince (15) meses desde la fecha del parto en beneficio de la madre 
trabajadora sin que se afecte su estabilidad laboral o continuidad en la seguridad social, 
conforme las disposiciones legales vigentes. 
 
Artículo 23.- De la licencia de paternidad remunerada.- La licencia de paternidad 
remunerada se entenderá aquel periodo de tiempo desde el nacimiento hasta el tiempo 
máximo que establezcan las leyes vigentes que reglan las relaciones con el talento 
humano según corresponda. 
 
En caso de no existir ley expresa se utilizarán de manera subsidiaria las disposiciones 
de la Ley Orgánica del Servicio Público para el caso de los dependientes de las 
entidades y organismos del sector público y el Código del Trabajo para las demás 
personas trabajadoras. 
 
En ningún caso la licencias o permiso remunerado por paternidad será de quince (15) 
días contados desde la fecha del parto en beneficio del padre trabajador sin que se 
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afecte su estabilidad laboral o continuidad en la seguridad social, conforme las 
disposiciones legales vigentes. 
 
Artículo 24.- De la licencia remunerada de lactancia.- La licencia remunerada de 
lactancia es aquella que garantiza una licencia o permiso remunerado de dos (2) horas 
diarias para que la madre ejerza el derecho al cuidado de su recién nacido y garantice 
la lactancia materna, siendo su goce determinado por las leyes vigentes que reglan las 
relaciones con el talento humano según corresponda. 
 
La licencia remunerada de lactancia se gozará por quince (15) meses contados desde 
el regreso de la mujer o persona con capacidad de gestación de su permiso o licencia 
remunerada de maternidad. 
 
La licencia remunerada de lactancia podrá ser solicitada por el padre del recién nacido 
y opera desde el día que el padre se reintegra a sus labores luego del goce de su 
permiso remunerado de paternidad. Se gozará en las mismas condiciones que se 
hubiere asignado a la madre trabajadora y tendrá la condición de ser remunerada en el 
caso de justificarse la imposibilidad de ejercer la lactancia por parte de la titular directa 
de la misma. 
 
Artículo 25.- Licencia de cuidado sin sueldo por un año calendario (permiso o 
licencia no remunerada de maternidad).- Las mujeres trabajadoras que decidan 
ejercer su derecho a la licencia de cuidado no remunerado por un (1) año calendario, 
tiene derecho a disponer de sus fondos de cesantía si es que estos se encuentran 
disponibles, además se garantiza el derecho a la estabilidad laboral y no podrán ser 
terminadas sus relaciones laborales hasta el último día de su permiso o licencia no 
remunerada por maternidad, para lo cual se deberá observar obligatoriamente las 
disposiciones que establezcan esta Ley y las leyes vigentes que reglan las relaciones 
con el talento humano según corresponda. Adicionalmente, en caso de cese o 
terminación de las relaciones laborales sin la debida justificación, las madres en goce 
de su licencia remunerada por maternidad o del permiso diario de la lactancia, serán 
indemnizadas con el agravamiento en sus indemnizaciones que prescriben las leyes 
vigentes. 
 
Artículo 26.- Licencia de maternidad y paternidad de madres y padres adoptivos.- 
Las madres y padres adoptivos tienen derecho a la licencia de maternidad y paternidad 
de madres y padres adoptivos a partir de la declaratoria de adopción. La madre y padre 
adoptivos tiene derecho a las licencias o permisos remunerados y no remunerados de 
maternidad y paternidad en los plazos vigentes en esta Ley y en las leyes que reglan 
las relaciones con el talento humano según corresponda. 
 
En caso de no existir ley expresa se utilizarán de manera subsidiaria las disposiciones 
de la Ley Orgánica del Servicio Público para el caso de los dependientes de las 
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entidades y organismos del sector público y el Código del Trabajo para las demás 
personas trabajadoras. 
 
En el caso de hijos recién nacidos las licencias y permisos remunerados y no 
remunerados serán iguales a las que se otorgan a los padres biológicos considerando 
la edad de los hijos recién adoptados hasta el límite máximo según su edad. En otros 
casos donde los hijos tengan más de un (1) año de edad, las licencias o permisos de 
maternidad y paternidad no serán de quince (15) días desde la fecha de la declaratoria 
de adopción o lo que correspondiere. 
 
Artículo 27.- Licencia o permiso remunerado de lactancia de madres y padres 
adoptivos.- Las madres y padres adoptivos tienen derecho a ejercer la licencia de 
lactancia o cuidado de sus hijos e hijas en los mismos plazos que se establezcan para 
las y los padres biológicos de conformidad con la edad de su hijo o hijos recién 
adoptados. 
 
La licencia remunerada de lactancia o cuidado de madres y padres adoptivos se gozará 
por quince (15) meses contados después de las doce semanas siguientes a la fecha 
presunta del nacimiento del menor de edad hasta cuando el menor cumpla dieciocho 
(18) meses de edad. 
 

Capítulo II 
De los centros de cuidado 

 
Artículo 28.- De los lactarios.- Las instituciones públicas a nivel nacional y 
desconcentrado, y las entidades privadas deben disponer de lactarios dignos, 
específicos, de fácil acceso y acondicionados para las mujeres servidoras públicas o 
trabajadoras, bajo su dependencia. 
 
Los lactarios deberán garantizar las condiciones adecuadas para la extracción y 
conservación de la leche materna, bajo normas técnicas de seguridad, para luego 
transportarla al hogar y disponer de ella, para alimentar a la persona recién nacida en 
ausencia temporal de la madre. 
 
Los lactarios en las instituciones públicas y privadas se implementarán de manera 
progresiva, donde trabajen mujeres en edad fértil. Los lactarios deben cumplir las 
normas para la implementación y funcionamiento de lactarios expedidas por el ente 
rector en salud. 
 
Artículo 29.- Los centros de cuidado diario o guarderías.- Las instituciones públicas 
y privadas deben ofrecer servicios de cuidado infantil propios. Si no fuere posible, la 
entidad podrá realizar acuerdos con centros de cuidado infantil privado que se 
encuentren cerca del lugar de trabajo. 
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En caso de las instituciones públicas que no cuente con los servicios necesarios, 
descritos en este se deberán priorizar en sus planes operativos y presupuesto anuales 
la entrega de compensaciones económicas o la celebración de convenios 
interinstitucionales que viabilicen este derecho. 
 
Los centros de cuidado infantil o guarderías se implementarán confirme las 
disposiciones expresas de las leyes vigentes que reglen las relaciones con el talento 
humano, según corresponda. 
 
El Empleador tanto del sector público como del privado recibirá las solicitudes de las 
personas trabajadoras para acceder a este beneficio y lo concederán de acuerdo a su 
disponibilidad presupuestaria y organización interna y planes pedagógicos del centro de 
cuidado infantil. 
 
Artículo 30.- Del seguimiento y monitoreo.- Las autoridades nacionales de salud, 
bienestar social y de trabajo, realizarán el seguimiento y monitoreo de la implementación 
de los lactarios y centros de cuidado diario infantil, de acuerdo al ámbito de sus 
competencias 
 
Las autoridades nacionales indicadas en el párrafo anterior deberán presentar un 
informe anual el mismo que será presentado ante la Asamblea Nacional juntamente con 
el informe de rendición de cuentas. El mismo informe debe ser entregado anualmente a 
la Corte Constitucional. 
 
En caso de que las instituciones públicas, no cumplan con esta disposición se aplicará 
el procedimiento disciplinario que corresponda según la normativa correspondiente. 
 

Título Quinto 
De las medidas de reparación en el caso de violaciones a los derechos de las 

mujeres o personas con capacidad reproductiva que se encuentren en periodo 
de embarazo, parto y puerperio, y lactancia o cuidado 

Capítulo I 
De la desvinculación 

 
Artículo 31.- De la protección especial de relación laboral en el sector público y 
privado.- En todo tipo de contrato o nombramiento del sector público; y, contratos en el 
sector privado, las mujeres o personas con capacidad reproductiva en periodo de 
embarazo, parto y puerperio tendrán protección especial hasta que termine la licencia 
remunerada o no remunera de lactancia o cuidado. 
 
Durante la protección especial de las mujeres o personas con capacidad de gestación 
en el ámbito laboral, se les garantizará la estabilidad reforzada en el ámbito laboral, la 
misma remuneración a la percibida antes del embarazo o una mejor, el respeto a la 
licencia de maternidad y de lactancia o cuidado, un ambiente laboral adecuado, acorde 
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a sus necesidades específicas que permitan el desarrollo de sus actividades sin 
violencia ni discriminación de ningún tipo, así como el pago de indemnizaciones y 
bonificaciones agravadas como establecen las leyes pertinentes. 
 

Capítulo II 
De las medidas de reparación integral 

 
Artículo 32.- La compensación económica o patrimonial.- En los casos de mujeres 
o personas con capacidad reproductiva que se encuentren en periodo de embarazo, 
parto y puerperio, y lactancia o cuidado en el sector público, la compensación económica 
será calculada por el mismo juez o jueza que conoció el caso, tomando en consideración 
las veinte y cuatro (24) semanas de licencia maternidad y los veinte y cuatro (24) meses 
de licencia de lactancia o cuidado establecido en esta Ley. Para el efecto se tomará en 
cuenta lo siguiente: 
 
a. La misma remuneración que venía percibiendo la persona por el resto de meses de 

embarazo. 
b. La misma remuneración que venía percibiendo por veinte y cuatro (24) semanas de 

licencia de maternidad.  
c. La misma remuneración que venía percibiendo por el tiempo que reste para cumplir 

el periodo de lactancia o cuidado establecido en la Ley. 
 
Dentro del sector público, cuando termine la relación laboral con una persona que tiene 
protección especial de embarazo y lactancia para ejercer el derecho al cuidado, tendrá 
derecho a una remuneración completa por cada mes desde que dejó de trabajar hasta 
que termine el periodo de lactancia a más de las que pudiere disponer la autoridad 
judicial o constitucional competente. 
 
Artículo 33.- La reparación integral.- Cuando el juez o jueza, en conocimiento de una 
acción de garantías jurisdiccionales declare que se violaron los derechos de la mujer y 
personas con capacidad reproductiva que se encuentren en periodo de embarazo, parto 
y puerperio, y lactancia o cuidado, dispondrá las medidas de reparación integral por el 
daño material e inmaterial a que hubiere lugar. Estas medias de reparación serán 
pertinentes para cada persona, en función de cada una de las violaciones a sus 
derechos humanos. 
 
Los jueces y juezas deberán tener en cuenta la reparación solicitada en la demanda, 
debiendo preguntar en la audiencia cómo las mujeres se sentirían reparadas. Las 
medidas de reparación integral deben ser posibles, determinadas, proporcionadas a la 
violación y a los hechos, tomando en cuenta las circunstancias de la entidad o persona 
responsable, tal como lo establece la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y 
Control Constitucional. 
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Artículo 34.- La restitución.- Consiste en restablecer la situación laboral de las mujeres 
y personas con capacidad reproductiva a su empleo cuando han sido despedidas 
estando embarazadas o en periodo de lactancia, en las mismas condiciones, similares, 
o mejores. Cuando se trate de terminación del contrato por razón del embarazo o 
lactancia, la terminación de la relación laboral será ineficaz. En los cargos de libre 
remoción, no procederá la compensación por el derecho al cuidado cuando se trate de 
una nueva administración. La restitución nunca empeorará la situación de las mujeres 
antes de producirse la violación, en términos de ambiente laboral y de remuneración. 
 
Artículo 35.- La rehabilitación.- Procede en los casos en los que por no haberse 
propiciado un ambiente laboral de cuidado a las mujeres o personas con capacidad 
reproductiva que se encuentren en periodo de embarazo y licencia de lactancia o 
cuidado y su salud física o psicológica resulte afectada. La rehabilitación podrá incluir 
tratamientos médicos y acompañamiento psicosocial de acuerdo a las necesidades y 
requerimientos de las mujeres o personas con capacidad reproductiva. 
 
Artículo 36.- La satisfacción.- Procede en función de lo demandado por las mujeres y 
personas con capacidad reproductiva, como disculpas públicas en el lugar del trabajo y 
por parte de quien no cumplió con sus obligaciones de cuidado. El juez o jueza no podrá 
ordenar disculpas públicas si las mujeres no están de acuerdo con esta medida. 
 
Artículo 37.- La obligación de no repetición.- El juez o jueza tomará medidas 
encaminadas para que el lugar donde se produjo la violación se constituya en un 
ambiente laboral de cuidado físico y mental y, de ser el caso dispondrá medidas tales 
como la reforma o la expedición de reglamentos que incluyan sanciones disciplinarias, 
sin perjuicio de la acción civil u otras acciones a que hubiere lugar por discriminar a las 
mujeres o personas con capacidad reproductiva que se encuentren en periodo de 
embarazo, parto y puerperio, y lactancia cuidado. 
 
Artículo 38.- Obligación de investigar los hechos, determinar los responsables y 
sancionar.- Cuando del caso se desprenda que existieron infracciones administrativas, 
civiles o penales, el juez o jueza dispondrá que autoridades competentes investiguen y, 
de ser el caso, sancionen a quienes provocaron la violación de derechos. 
 

Título Sexto 
De la promoción del derecho al cuidado 

Capítulo I 
Generalidades 

 
Artículo 39.- De la promoción del derecho al cuidado.- La promoción a través de 
mecanismos de formación, capacitación, sensibilización y difusión está dirigida a 
eliminar progresivamente los patrones socioculturales y estereotipos patriarcales 
alrededor de los trabajos de cuidado que actualmente se encuentren feminizados. 
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El Estado debe promover y desarrollar actividades para prevenir y erradicar la violencia 
contra las mujeres y hombres que ejerzan el derecho a cuidar. 
 
Artículo 40.- Medidas para la promoción.- El Estado, a través de las instituciones 
rectoras en el ámbito laboral, de inclusión social y de salud, en el ámbito de sus 
competencias, aplicarán las siguientes políticas, planes, programas, proyectos, 
lineamientos y acciones, sin perjuicio de las funciones establecidas para cada 
institución: 
 
a. Diseñar modelos, protocolos y demás normativa interna para la prevención de 

violencia contra las mujeres y hombres que ejerzan el derecho al cuidado;  

b. Elaborar e implementar planes, programas y proyectos para la formación en 

derechos humanos con énfasis en género y el derecho y deber a cuidar;  

c. Promover un cambio cultural estructural, modificando y transformando 

integralmente la regulación de las políticas de cuidado, ampliando la oferta de 

servicios disponibles y desarrollando un amplio conjunto de medidas que tiendan 

hacia un sistema integral de cuidados en igualdad de condiciones; 

d. Promover a las nuevas madres y padres con una actitud positiva y reconocer que 

los primeros meses de maternidad y paternidad son especiales y requieren de 

mutuo cuidado y corresponsabilidad; 

e. Promover la creación e implementación de bancos de leche materna; 

f. Eliminar la discriminación de las personas que ejercen el derecho al cuidado a fin 

de asegurar, en condiciones de igualdad entre hombres y mujeres, los mismos 

derechos y deberes; 

g. Diseñar e implementar una estrategia comunicacional que promueva el derecho al 

cuidado desde un enfoque de género; 

h. Prevenir el deterioro de la salud mental de las mujeres que ejercen el derecho al 

cuidado;  

i. Reforzar las redes comunitarias que protegen, promueven y apoyen la lactancia 

materna; 

j. Crear una estrategia integral y específica para la prevención de la violencia 

relacionada al derecho al cuidado en comunidades, pueblos y nacionalidades; y 

k. Crear sistemas de vigilancia para hacer un seguimiento del progreso de las políticas 

públicas de cuidado, los programas y el financiamiento. 

 
Título Séptimo 

Del Sistema Nacional Integrado para el Cuidado 
Generalidades 

 
Art. 41.- Definición del Sistema Nacional Integrado de Cuidados.- El Sistema 
Nacional Integrado de Cuidados es el conjunto articulado y coordinado de organismos, 
instituciones, entidades y servicios públicos y privados, que definen, ejecutan, evalúan 
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y controlan políticas públicas, planes, programas y servicios, con el propósito de 
garantizar el ejercicio del derecho al cuidado en los términos previstos en la presente 
Ley. La rectoría del Sistema Nacional Integrado de Cuidados la tendrá el Consejo 
Sectorial de lo Social, quien será el encargado de desarrollar política pública para 
asegurar el desarrollo del derecho al cuidado. 
 
El Sistema Nacional Integrado de Cuidados será parte del Sistema Nacional de Inclusión 
y Equidad Social. 
 
Art. 42.- Objetivos del Sistema Nacional Integrado de Cuidados.- Son objetivos del 
Sistema Nacional Integrado de Cuidados: 
 
a. Generar e implementar las políticas públicas, planes programas y acciones para 

asegurar el desarrollo del derecho al cuidado en los términos previstos en la 
presente Ley. 

b. Garantizar a todas las personas en situación de cuidado, así como a las personas 
cuidadoras, remuneradas o no, el cumplimiento de los derechos establecidos en la 
Constitución del Ecuador, los instrumentos internacionales de derechos humanos y 
la presente Ley. 

c. Definir e implementar planes, programas y proyectos en materia de cuidados, 
asegurando la incorporación del enfoque de género y la pertinencia cultural; 

d. Generar indicadores demográficos territorializados, que permitan orientar la toma 
de decisiones para la formulación de la política pública, planificación, servicios y 
recursos e inversión; 

e. Diseñar mecanismos de articulación entre los diferentes organismos del Sistema, a 
fin de asegurar su funcionamiento, planificación e inversión integrada y eficiente; 

f. Establecer mecanismos para garantizar los derechos de las personas trabajadoras 
del cuidado; 

g. Definir mecanismos para garantizar la articulación de los servicios de cuidados que 
presta tanto el sector público como privado; 

h. Generar y establecer mecanismos de coordinación con las entidades 
especializadas del Estado que manejan el Sistema de Cuentas Nacionales y las 
Estadísticas Nacionales para garantizar la generación de información que permita 
cuantificar y valorar económicamente la contribución del trabajo no remunerado de 
los hogares y asegurar el acceso a información demográfica y estadística 
actualizada y oportuna; 

i. Garantizar mecanismos de coordinación con la administración de justicia a fin de 
establecer mecanismos oportunos, eficientes y ágiles para el acceso a la justicia de 
las personas que requieren cuidado, así como de las personas trabajadoras del 
cuidado; y, 

j. Adoptar todas las medidas necesarias para garantizar el ejercicio universal del 
derecho al cuidado. 
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Art. 43.- Políticas públicas integrales de cuidados.- Son aquellas destinadas a 
garantizar el acceso a bienes, servicios, contribuciones, tiempo y recursos para cuidar 
y ser cuidado. El Sistema Nacional Integrado de Cuidados se estructura alrededor de 
cinco tipos de políticas: 
 
a. Políticas públicas sociales, básicas y universales, orientadas a la generación de las 

condiciones para el ejercicio de los derechos y la inclusión social y económica de 
todas las personas. Corresponden a los ámbitos de actuación del Sistema Nacional 
de Inclusión y Equidad social. 

b. El Sistema Nacional Integrado de Cuidados desarrollará sus planes, programas, 
proyectos y servicios en base a las políticas públicas sociales, básicas y 
universales, en razón de lo cual, en la formulación de éstas, las autoridades 
sectoriales competentes contemplarán medidas para asegurar la garantía del 
derecho al cuidado. 

c. Políticas de armonización del régimen laboral con las necesidades del cuidado 
humano, establecerán servicios, infraestructura y horarios laborales adecuados 
para la promoción de la autonomía de las personas trabajadoras del cuidado no 
remunerado en el hogar; y asegurarán el cumplimiento pleno de los derechos 
laborales de las personas trabajadoras del cuidado indirecto y remunerado en el 
hogar. 

d. En la formulación de estas políticas, las autoridades sectoriales competentes 
contemplarán medidas para promover la corresponsabilidad de los empleadores 
públicos y privados, y de la sociedad, con el trabajo de cuidado. 

e. Políticas de protección social de las personas trabajadoras del cuidado, asegurarán 
el reconocimiento económico del trabajo que realizan las personas trabajadoras del 
cuidado directo no remunerado, protección social y su inclusión en igualdad de 
condiciones en los beneficios de la seguridad social. 

f. En la formulación de estas políticas, las autoridades sectoriales competentes 
definirán mecanismos efectivos para el acceso progresivo de todas las personas 
cuidadoras a la totalidad de beneficios y servicios contemplados en la ley que regula 
la seguridad social; así como a transferencias monetarias no contributivas, 
independientes de la que se pudiere asignar a las personas que requieren cuidados, 
y al reconocimiento del trabajo de cuidado que realizan. 

g. Políticas de atención prioritaria y especializada, encaminadas a garantizar un 
modelo de servicios y contribuciones económicas, de cuidados integrales y 
acciones de promoción, protección, intervención oportuna de las personas 
dependientes. 

h. En la formulación de estas políticas, las autoridades sectoriales competentes 
establecerán los criterios para el acceso oportuno y eficiente a transferencias 
monetarias no contributivas por parte de las personas que requieren cuidados. 

i. Políticas de educación y sensibilización, orientadas a promover cambios culturales 
respecto de la división sexual del trabajo, la participación igualitaria de los hombres 
en el trabajo de auto sustento y cuidado, promoviendo la corresponsabilidad y 
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reciprocidad de hombres y mujeres en el trabajo doméstico y las obligaciones 
familiares y desnaturalizando la feminización del cuidado humano. 

j. En la formulación e implementación de las políticas públicas integrales del cuidado, 
el organismo rector del Sistema asegurará la inclusión del enfoque de género, y la 
pertinencia cultural. 

 
Art. 44.- Plan Nacional de Cuidados.- El Plan Nacional de Cuidados es el instrumento 
que articula las políticas públicas de cuidado, debiendo contemplar mecanismos para 
asegurar la acción coordinada y articulada de todos los organismos responsables en el 
ámbito nacional y local. Será formulado, de manera participativa, por el ente rector del 
Sistema, para un período de cuatro años, debiendo asegurarse la incorporación de las 
políticas, planes, programas y proyectos en los planes operativos de los organismos 
responsables. 
 
Art. 45.- Organismos del Sistema Nacional Integrado de Cuidados.- El Sistema 
Nacional Integrado de Cuidados está conformado por cuatro niveles de organismos: 
 
1. Organismo de definición, seguimiento y evaluación de las políticas integrales 

de cuidado: El Consejo Sectorial de lo Social o quien asuma dicha función. 
2. Organismos locales de formulación y articulación descentralizada, 

seguimiento y evaluación de las políticas integrales de cuidado: Los Gobiernos 
Autónomos Descentralizados Municipales y Metropolitanos. 

3. Organismos de ejecución de las políticas públicas, planes y programas: 
3.1. Entidades e instituciones públicas responsables de la prestación de 

servicios de cuidados; 
3.2. Organizaciones sociales, comunitarias y no gubernamentales, empresas y 

todo tipo de entidades privadas que tienen como objetivo la prestación de 
servicios de cuidados; y, 

3.3. Organizaciones sociales, comunitarias y no gubernamentales, empresas y 
todo tipo de entidades públicas y privadas que cuentan con servicios de 
cuidado para las personas que laboran en ellas. 

4. Organismos de observancia: 
4.1. A nivel central: los consejos nacionales para la igualdad. 
4.2. A nivel descentralizado: los consejos cantonales de protección de derechos. 

 
DISPOSICIONES REFORMATORIAS 

 
CAPITULO I 

LEY ORGANICA DE SERVICIO PUBLICO 
 
PRIMERA.- En el literal d) del Articulo 27 de la Ley Orgánica de Servicio Público LOSEP, 
sustitúyase las palabras “plazo de diez días” por las siguientes: “plazo de quince días”. 
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SEGUNDA.- En el literal f) del Articulo 28 de la Ley Orgánica de Servicio Público LOSEP, 
sustitúyase las palabras “nueve (9) meses” por las siguientes: “doce (12) meses”. Así 
mismo en este mismo literal f) del Articulo 28 de la Ley Orgánica de Servicio Público 
LOSEP, sustitúyase las palabras “primeros doce (12) meses de vida” por las siguientes: 
“primeros quince (15) meses de vida”. 
 
TERCERA.- En el cuarto párrafo del Artículo 33 de la Ley Orgánica de Servicio Público 
LOSEP, sustitúyase las palabras “durante doce meses” por las siguientes: “durante 
quince meses”. 
 

CAPITULO II 
CODIGO DE TRABAJO 

 
PRIMERA.- En el Artículo segundo párrafo del Artículo 152 del Código de Trabajo, 
sustitúyase las palabras “plazo de diez días” por las siguientes: “plazo quince días”. 
 
SEGUNDA.- En el Innumerado siguiente al Articulo 152 del Código de Trabajo, sustituya 
el articulo innumerado “Art. …..” y asígnese la numeración “Art. 152.1”. Adicionalmente, 
en el primer párrafo del prenombrado articulo sustitúyase las palabras “nueve (9) meses” 
por las siguientes: “doce (12) meses”. Así mismo en este mismo párrafo del Artículo 
antes referido, sustitúyase las palabras “primeros doce (12) meses de vida” por las 
siguientes: “primeros quince (15) meses de vida”. 
 
 literal f) del Articulo 28 de la Ley Orgánica de Servicio Público LOSEP, sustitúyase las 
palabras “nueve (9) meses” por las siguientes: “doce (12) meses”. Así mismo en este 
mismo literal f) del Articulo 28 de la Ley Orgánica de Servicio Público LOSEP, 
sustitúyase las palabras “primeros doce (12) meses de vida” por las siguientes: 
“primeros quince (15) meses de vida”. 
 
TERCERA.- En el tercer párrafo del Artículo 155 del Código de Trabajo, sustitúyase las 
palabras “Durante los doce (12) meses” por las siguientes: “Durante los quince (15) 
meses”. 
 

DISPOSICIONES GENERALES 
 
PRIMERA.- Para la aplicación de esta Ley se observará a la Ley Orgánica de Servicio 
Público, el Código del Trabajo y demás leyes pertinentes como normas subsidiarias y 
supletorias siempre que no se opongan a su espíritu y a la progresividad de los derechos 
laborales y sociales. 
 
SEGUNDA.- Las entidades del Estado desarrollarán campañas anuales de 
sensibilización para sus servidoras y servidores públicos en temas relacionados al 
ejercicio del derecho al cuidado. 
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TERCERA.- El Estado, a través del ente rector en materia de economía y finanzas, 
garantizará la provisión y erogación oportuna de los recursos necesarios para el 
cumplimiento de las obligaciones y responsabilidades derivadas de la presente Ley. 
 
CUARTA.- Los entes que integran el Consejo Sectorial de lo Social o el organismo o 
entidad pública que asuma sus funciones deberán garantizar la permanencia de los 
servicios públicos del cuidado que se encuentran a su cargo, y la prestación oportuna 
de tales servicios, siendo su obligación asegurar el cumplimiento de las disposiciones 
previstas en la presente Ley. 
 
QUINTA.- Los servicios públicos de cuidado que prestan los gobiernos autónomos 
descentralizados deberán mantenerse a fin de asegurar la protección de los derechos 
de las personas usuarias de los mismos, debiendo adaptarse y cumplir los 
requerimientos previstos en la presente Ley. 
 
SEXTA.- La encuesta de uso del tiempo libre se aplicará obligatoriamente cada tres 
años. Es responsabilidad del organismo rector de las estadísticas nacionales la 
ejecución en el tiempo previsto, debiendo al efecto coordinar con el rector del Sistema 
Nacional Integrado de Cuidados y con el Consejo Nacional para la Igualdad de Género. 
 
SÉPTIMA.- El ente rector del Sistema Nacional de Cuidados deberá informar 
anualmente a la Asamblea Nacional, sobre el cumplimiento de la presente ley, 
particularmente en relación con el funcionamiento del Sistema y la implementación de 
las políticas públicas. 
 
OCTAVA.- Las Unidades de Talento Humano o sus similares en cada institución pública 
o privada tendrán la responsabilidad de revisar permanentemente el cumplimiento de 
las disposiciones señaladas en la presente Ley a través de certificados médicos, 
declaraciones juramentadas, carnet de discapacidad o demás documentos emitidos por 
las entidades competentes. 
 
En caso de incumplimiento o mala aplicación de los presentes deberes y derechos per 
parte de las Unidades de Talento Humano o sus similares y/o de las trabajadoras y 
trabajadores del sector público y privado y las servidoras y servidores del sector público 
se podrán aplicar las sanciones contempladas en el Código del Trabajo y en la Ley 
Orgánica del Servicio Público. 
 
NOVENA.- El ente rector en materia de trabajo establecerá la reglamentación necesaria 
para la plena vigencia de esta Ley. 
 
DÉCIMA.- El contenido de la presente Ley será aplicable para todas las funciones del 
Estado. Las normas de igual jerarquía, en caso de ser especiales o específicas en una 
materia serán aplicables solamente si tuvieren un sentido más favorable que ir de la 
presente Ley. 
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DÉCIMA PRIMERA.- En caso de duda en la aplicación la presente norma se estará a la 
interpretación que mejor favorezca a los derechos del trabajador. La autoridad en 
materia laboral resolverá en consulta la mejor aplicación de la presente norma. 
 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 
 
PRIMERA.- El Estado en el plazo de doce (12) meses contados a partir de la publicación 
de la presente ley, deberá desarrollar la política pública de protección laboral reforzada 
para mujeres y personas con capacidad reproductiva que encuentren en período de 
embarazo, parto y puerperio y lactancia o cuidado. La política pública deberá 
implementarse en el plazo máximo de veinte y cuatro (24) meses a partir de la 
publicación de la presente Ley. 
 
SEGUNDA.- En el plazo de noventa (90) días, a partir de la publicación en el Registro 
Oficial de la presente Ley, el Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social y el ente rector 
de la política social emitirán, en el ámbito de sus competencias, la normativa que fuere 
necesaria para proveer de atención priorizada a las personas en necesidad de cuidado 
y cuyos cuidadores no se encontraren en relación de dependencia. 
 
TERCERA.- El ente rector en materia de relaciones laborales, deberá disponer a los 
sectores público y privado, que en el plazo de ciento ochenta días contados a partir de 
la publicación de la presente ley, adecué su normativa interna a los enfoques, principios, 
ámbitos y demás disposiciones contenidas en este cuerpo legal, para lo cual realizará 
un seguimiento y brindará asesoría a quienes lo requieran. 
 
CUARTA.- En el plazo de ciento ochenta (180) días el Ministerio de Inclusión 
Económica y Social deberá implementar las Unidades Técnicas de Adopción 
desconcentradas para el cumplimiento de los derechos de las niñas, niños, 
adolescentes y familias adoptivas. 
 

DISPOSICIONES DEROGATORIAS 
 
ÚNICA.- Quedan derogadas todas las disposiciones generales y especiales, incluidas 
los Reglamentos, resoluciones, acuerdos o cualquier tipo de norma de igual o inferior 
rango o jerarquía que se opongan a lo dispuesto en la presente Ley. 
 
DISPOSICIÓN FINAL 
 
ÚNICA.- La presente Ley entrará en vigencia desde su publicación en el Registro Oficial, 
siendo de obligatorio cumplimiento por parte de todas las autoridades, sin perjuicio de 
la expedición de los reglamentos y actos previstos en las disposiciones transitorias. 
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Dado y suscrito en la Sede de la Asamblea Nacional del Ecuador ubicada en el Distrito 
Metropolitano de Quito, provincia de Pichincha a los (...) días del mes de marzo de dos 
mil veinte y dos.”. 
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12. CERTIFICACIÓN DE LA RELATORÍA DE LA COMISIÓN ACERCA DE LOS 

DÍAS EN QUE FUE DEBATIDO EL PROYECTO.- 
 
En mi calidad de Secretario Relator de la Comisión Especializada Permanente del 
Derecho al Trabajo y a la Seguridad Social C E R T I F I C O: Que el presente INFORME 
NO VINCULANTE de PRIMER DEBATE del Proyecto de “PROYECTO DE LEY 
ORGÁNICA DE RÉGIMEN JURÍDICO DEL DERECHO AL CUIDADO HUMANO”, fue 
conocido, debatido y aprobado en Sesión No. 009-CEPDTSS-2021-2023 de 21 de julio 
de 2021 y sus continuaciones de 04 y 12 de agosto de 2021; Sesión No. 025-CEPDTSS-
2021-2023 de 29 de septiembre de 2021; y. Sesión No. 044-CEPDTSS-2021-2023 de 
16 de febrero de 2022 y sus continuaciones de 25 de febrero de 2022 y 10 de marzo de 
2022, en el Pleno de la Comisión Especializada Permanente del Derecho al Trabajo y a 
la Seguridad Social, con la votación de las y los siguientes Asambleístas: Rina Asunción 
Campain Brambilla, (Presidenta), Luis Aníbal Marcillo Ruiz (Vicepresidente), Pamela 
Alejandra Aguirre Zambonino, Gustavo Loor Echeverría (Alterno Luis Almeida Morán), 
Omar Vicente Cevallos Peña, Marcela Priscila Holguín Naranjo, Johanna Cecibel Ortiz 
Villavicencio y Eckenner Reader Recalde Álava; con la siguiente votación: OCHO (08) 
votos a favor, CERO (00) votos en contra, CERO (00) abstenciones, CERO (00) 
votos en blanco y UN (01) ausente. Lo que certifico para los fines legales pertinentes.- 
 
 
 
 
 

Abg. Jairo A. Jarrín Farías, Mgs. 
SECRETARIO RELATOR 

COMISIÓN ESPECIALIZADA PERMANENTE DEL DERECHO DEL TRABAJO Y LA 
SEGURIDAD SOCIAL 

ASAMBLEA NACIONAL 
 
  

Firmado electrónicamente por:

JAIRO AUGUSTO
JARRIN FARIAS



 

 
 

63 

 
13. DETALLE DE ANEXOS QUE HACEN PARTE DEL INFORME.- 
 

- MATRIZ-CEPDTSS.ProyectosUnificadosDerechoCuidado.100322.pdf 
- mies-mies-2022-0316-o 
- o_respuesta_oficio_no__an-ctss-2022-0036-m_-

_asambleísta_rina_campain0827327001646837784-signed.pdf 
- mies-dm-dgdac-2022-0729-ext.pdf 
- mies-cgaj-2022-0266-m.pdf 
- DPE-DPE-2022-0087 
- informe_de_análisis_normativo_ley_de_cuidado_vf.pdf 
- Memorando Nro. AN-HNMP-2022-0051-M 
- Archivo: observaciones_ley_del_cuidado_final.pdf 
- Memorando Nro. AN-AZPA-2022-0022-M 
- Memorando Nro. AN-CTSS-2022-0079-M 
- Memorando Nro. AN-CTSS-2022-0080-M 
- Memorando Nro. AN-CTSS-2022-0087-M 
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PROYECTO DE LEY ORGÁNICA SOBRE EL DERECHO AL CUIDADO EN EL ÁMBITO LABORAL PARA MUJERES O PERSONAS CON CAPACIDAD REPRODUCTIVA QUE SE 
ENCUENTREN EN PERÍODO DE EMBARAZO, PARTO Y PUERPERIO, Y LACTANCIA O CUIDADO 

LEY ORGÁNICA DEL SISTEMA NACIONAL DE CUIDADO 

MATRIZ DE TRABAJO 

TEXTO VIGENTE 
TEXTO PROPUESTO 

(1er. DEBATE) 
OBSERVACIONES 

TEXTO 

PROPUESTA EQUIPO TÉCNICO 

TEXTO 

(2do. DEBATE) 

CEPDTSS 

LEY ORGÁNICA SOBRE EL DERECHO AL CUIDADO EN EL ÁMBITO LABORAL PARA MUJERES O PERSONAS CON CAPACIDAD REPRODUCTIVA QUE SE ENCUENTREN EN PERÍODO DE EMBARAZO, 
PARTO Y PUERPERIO, Y LACTANCIA O CUIDADO 

 
Título Primero 

Disposiciones Generales 
 

Título Primero 

Disposiciones Generales 
 

 

Capítulo I 

Objeto, finalidad y ámbito de aplicación de la 
ley 

 

Capítulo I 

Objeto, finalidad y ámbito de aplicación de 
la ley 

 

 

Artículo 1.- Objeto.- Esta ley tiene por objeto 
tutelar, proteger y regular la obligación y el 
derecho al cuidado de madres y padres 
trabajadores respecto a sus hijos e hijas, a fin de 
garantizar su pleno ejercicio, conforme lo 
reconoce la Constitución de la República y los 
Instrumentos Internacionales de Derechos 
Humanos en la materia. 

 

Artículo 1.- Objeto.- Esta ley tiene por objeto 
tutelar, proteger y regular el derecho al 
cuidado de madres y padres trabajadores 
respecto a sus hijos e hijas y dependientes 
directos a fin de garantizar su ejercicio pleno, 
en cumplimiento a la Constitución de la 
República y los Instrumentos Internacionales 
de Derechos Humanos en la materia. 

 

 

Artículo 2.- Ámbito.- La presente ley tiene 
aplicación obligatoria para todas las personas en 
el territorio ecuatoriano; las instituciones públicas 
y privadas en el ámbito laboral que corresponda, 
en especial para la determinación y concesión de 

 

Artículo 2.- Ámbito.- La presente ley tiene 
aplicación obligatoria para todas las personas 
en el territorio ecuatoriano; así como las 
obligaciones que correspondan a las 
instituciones públicas y privadas en el ámbito 
laboral, en especial para el otorgamiento de 
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permisos relacionados al derecho al cuidado, 
como lo dispone la presente ley. 

licencias y permisos remunerados y no 
remunerados relacionados al derecho al 
cuidado. 

 

Artículo 3.- Fines.- La presente ley tiene los 
siguientes fines: 

1. Establecer las condiciones necesarias para 
el ejercicio del derecho al cuidado, como 
prestaciones monetarias, servicios, licencias 
y políticas de uso adecuado del tiempo, 
entre otras; 

2. Garantizar la estabilidad laboral de las 
mujeres que se encuentran en período de 
embarazo, parto y puerperio y lactancia en 
el sector público y privado;  

3. Garantizar y promover la corresponsabilidad 
paterna para el cumplimiento de las 
obligaciones del derecho al cuidado de hijas 
e hijos recién nacidos y en período de 
lactancia y desarrollo; 

4. Erradicar todo tipo de discriminación a las 
personas que ejerzan el derecho al cuidado 
en el ámbito laboral; e,  

5. Implementar programas de formación, 
sensibilización y difusión en derechos 
humanos con énfasis en enfoque de género 
sobre el derecho al cuidado en el ámbito 
laboral en el ámbito privado y público. 

 

Artículo 3.- Fines.- La presente ley tiene los 
siguientes fines: 

1. Establecer las condiciones necesarias 

para el ejercicio del derecho al cuidado, 

como licencias y permisos 

remunerados y no remunerados, así 

como el diseño e implementación de 

políticas para el goce de dicho derecho. 

2. Garantizar la estabilidad laboral de las 
mujeres que se encuentran en período 
de embarazo, parto, puerperio, 
lactancia y de todas las personas 
trabajadoras para la atención de sus 
hijos y de sus familiares hasta el primer 
grado de consanguinidad y segundo de 
afinidad en el sector público y privado. 

3. Garantizar y promover la 
corresponsabilidad paterna para el 
cumplimiento de las obligaciones del 
derecho al cuidado de hijas e hijos 
recién nacidos, en período de lactancia 
y desarrollo y con discapacidad 
debidamente certificada por el órgano 
rector de la política nacional de 
discapacidades. 

4. Erradicar todo tipo de discriminación a 
las personas trabajadoras en el 
ejercicio del derecho al cuidado en 
cualquier espacio laboral; e, 
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5. Implementar programas de formación, 
sensibilización y difusión en derechos 
humanos con énfasis en enfoque de 
género y no discriminación, sobre el 
derecho al cuidado. 

   

Art. 4.- Enfoques orientadores. A efectos 
de la aplicación de esta norma, y a fin de 
asegurar el cumplimiento del derecho a la 
igualdad y no discriminación, y garantizar el 
ejercicio pleno de los derechos humanos, los 
organismos y entidades responsables de la 
formulación de las políticas públicas de 
cuidado, deben aplicar los siguientes 
enfoques: 

a) Enfoque de derechos humanos: se 
orienta a asegurar el respeto, 
protección, garantía y promoción 
irrestricta de los derechos humanos 
de todas las personas en sus 
diversidades para su goce, acceso y 
ejercicio.  

En aplicación de este enfoque, las 
autoridades y responsables deberán 
evaluar la forma en la que las 
decisiones que adoptan favorecen el 
ejercicio y disfrute de los derechos 
humanos de todas las personas, en 
particular del derecho universal al 
cuidado humano y los derechos de las 
personas trabajadoras del cuidado. 

b) Enfoque de género: permite 
comprender la construcción social, 
cultural de roles y prácticas asociadas 
con lo masculino, femenino y no 

Se sugiere insertar este 
artículo que se incluye en 
uno de los textos unificados, 
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binario, discriminación, amenaza y 
vulneración de derechos y que 
convoca a modificar creencias, 
valores y principios y construir 
relaciones sociales diferentes para 
garantizar la plena igualdad de 
oportunidades entre personas 
diversas. 

En la aplicación de este enfoque es 
necesario valorar tales construcciones 
sociales y las relaciones de poder que 
subordinan lo femenino frente a lo 
masculino, generando discriminación, 
exclusión y violencia. 

c) Enfoque de interseccionalidad: 
identifica y evalúa las categorías de 
género, etnia, clase u orientación 
sexual, como otras categorías 
sociales, económicas, culturales, 
políticas, religiosas, étnicas, 
geográficas y físicas que están 
interrelacionadas y son parte 
simultánea de la identidad individual y 
colectiva de las personas, en 
particular se deberá considerar la 
situación de las mujeres y personas 
LGBTI. 

En la aplicación de este enfoque, se deberá 
valorar la forma cómo las diferentes 
categorías mencionadas interactúan entre sí, 
generando o profundizando situaciones de 
discriminación y exclusión, lo que permitirá 
corregirlas a partir de acciones específicas, 
para asegurar la garantía de los derechos 
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humanos en caso de identificar situaciones 
de vulnerabilidad que impiden o limitan su 
ejercicio. 

 

Artículo 4.- Titulares del derecho al cuidado.- Son 
titulares de los derechos establecidos en esta ley, 
individual o colectivamente: 

1. Las mujeres trabajadoras y personas con 
capacidades de reproducción, en período de 
embarazo, parto y puerperio y lactancia en 
el contexto laboral;  

2. Los padres que ejercen el cuidado de la 
mujer que se encuentra en período de 
embarazo, parto y puerperio y lactancia o 
cuidado; así como de sus hijas e hijos recién 
nacidos en período de lactancia y desarrollo;  

3. Las madres, y padres adoptivos; y,  
4. Las familias en sus diversos tipos. 

 

Artículo 5.- Titulares del derecho al 
cuidado.- Son titulares de los derechos 
establecidos en esta ley, individual o 
colectivamente: 

1. Las mujeres trabajadoras en período de 
embarazo, parto, puerperio, lactancia 
atención en el cuidado de 
enfermedades o discapacidades, en el 
contexto laboral. 

2. Los padres que ejercen el cuidado de 
sus parientes en que se encuentra en 
período de embarazo, parto y puerperio 
y lactancia o cuidado, así como el 
derecho al cuidado de las personas 
trabajadoras para la atención de sus 
hijos y de sus familiares hasta el primer 
grado de consanguinidad y segundo de 
afinidad en el sector público y privado. 

3. Las madres, y padres adoptivos con 
relación a sus hijos; y,  

4. Los miembros que componen los 
diferentes tipos de familias existentes.. 

 

 

Artículo 5.- Obligaciones estatales.- El Estado, a 
través de todos los niveles de gobierno, tiene la 
obligación de promover, proteger, garantizar y 
respetar el derecho al cuidado de las personas 
que lo ejercen, a través de la adopción de políticas 
públicas, legislativas, judiciales, administrativas, 
de control y de cualquier otra índole que sean 

 

Artículo 6.- Obligaciones estatales.- El 
Estado, a través de todos los niveles de 
gobierno, tiene la obligación de promover, 
proteger, garantizar y respetar el derecho al 
cuidado de las personas que lo ejercen, a 
través de la adopción de políticas públicas, 
legislativas, judiciales, administrativas, de 
control y de cualquier otra índole que sean 
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necesarias, oportunas y adecuadas para asegurar 
el cumplimiento de la presente ley. 

necesarias, oportunas y adecuadas para 
asegurar el cumplimiento de la presente Ley. 

 

Artículo 6.- Instituciones rectoras.- La rectoría en 
cuanto a la implementación de la presente ley en 
lo que se refiere a la contratación en el sector 
público y privado de mujeres trabajadoras en 
período de embarazo, parto y puerperio y lactancia 
será el ministerio encargado de las relaciones 
laborales.  

La rectoría en cuanto a la implementación de la 
presente ley en lo que se refiere a los lactarios y 
centros de cuidado diario infantil, serán los 
ministerios de salud y de relaciones laborales.  

 

Artículo 7.- Instituciones rectoras.- La 
rectoría en cuanto a la implementación de la 
presente ley en el ámbito laboral la ejercerá 
el Ministerio de Trabajo.  

 

La rectoría en cuanto a la implementación de 
la presente ley en lo que se refiere a los 
lactarios, centros de cuidado diario infantil y 
de atención prioritaria a grupos vulnerables 
serán el Ministerio de Salud Pública y el 
Ministerio de Inclusión Económica y Social, 
en el ámbito de sus competencias. 

 

 

Artículo 7.- Articulación y coordinación 
institucional.- Las distintas entidades públicas y 
niveles de gobierno, tienen la obligación de 
articular y coordinar entre sí y con las y los actores 
vinculados, la implementación de políticas 
públicas y su gestión con el objetivo de garantizar 
el derecho al cuidado. Las nomas y políticas 
públicas que se emitan a partir de la presente ley 
deberán ser aplicadas por las y los empleadores 
en el sector privado en lo que les corresponda. 

 

Artículo 8.- Articulación y coordinación 
institucional.- Las distintas entidades 
públicas y niveles de gobierno, tienen la 
obligación de articular y coordinar entre sí y 
con las y los actores vinculados, la 
implementación de políticas públicas y su 
gestión con el objetivo de garantizar el 
derecho al cuidado. 

 

Las nomas y políticas públicas que se emitan 
a partir de la presente ley deberán ser 
aplicadas por las y los empleadores en los 
sectores público y privado. 

 

 
Capítulo II 

De los Principios, enfoques y definiciones  
 

Capítulo II 

De los Principios, enfoques y definiciones  
 

 Artículo 8.- Principios.- Para la aplicación de la 
presente ley se regirán por los siguientes 

 Artículo 9.- Principios.- Para la aplicación 
de la presente ley se regirán por los 
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principios, sin prejuicio de otros establecidos en la 
Constitución de la República y los instrumentos 
internacionales de derechos humanos ratificados 
por el Estado: 

a. Igualdad y no discriminación.- Todas las 
personas que ejerzan el derecho al cuidado 
en el ámbito laboral son iguales ante la ley y 
gozarán de su protección y no podrán ser 
discriminadas por cualquier distinción, 
personal o colectiva, temporal o 
permanente. Se garantizará las condiciones 
de acceso necesarias para alcanzar su 
bienestar.  

b. Principio pro homine.- En caso de duda 
sobre el alcance de las disposiciones legales 
o reglamentarias, se aplicará el sentido más 
favorable a la protección de las personas 
que ejercen el derecho al cuidado, en el 
ámbito laboral. En caso de existencia de dos 
normas de la misma jerarquía, aplicables a 
un determinado caso, se optará por la más 
favorable a la persona que ejerce el derecho 
al cuidado.  

c. Progresividad y no regresividad.- Es la 
obligación que tiene el Estado para 
satisfacer y proteger de manera progresiva 
la plena efectividad de los derechos 
humanos de las personas que ejercen el 
derecho al cuidado y evitar políticas o 
medidas regresivas que tengan por objeto o 
como efecto la disminución o el retroceso del 
estado actual del goce de los derechos 
previamente reconocidos.  

siguientes principios, sin prejuicio de otros 
establecidos en la Constitución de la 
República y los instrumentos internacionales 
de derechos humanos ratificados por el 
Estado: 

a. Igualdad y no discriminación.- Todas 
las personas que ejerzan el derecho al 
cuidado en el ámbito laboral son iguales 
ante la ley y gozarán de su protección y 
no podrán ser discriminadas por 
cualquier distinción, personal o 
colectiva, temporal o permanente. Se 
garantizará las condiciones de acceso 
necesarias para alcanzar su bienestar.  

b. Principio pro homine.- En caso de 
duda sobre el alcance de las 
disposiciones legales o reglamentarias, 
se aplicará el sentido más favorable a 
la protección de las personas que 
ejercen el derecho al cuidado, en el 
ámbito laboral. En caso de existencia 
de dos normas de la misma jerarquía, 
aplicables a un determinado caso, se 
optará por la más favorable a la 
persona que ejerce el derecho al 
cuidado.  

c. Progresividad y no regresividad.- Es 
la obligación que tiene el Estado para 
satisfacer y proteger de manera 
progresiva la plena efectividad de los 
derechos humanos de las personas que 
ejercen el derecho al cuidado y evitar 
políticas o medidas regresivas que 
tengan por objeto o como efecto la 
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d. Principio de reciprocidad.- Se reconoce la 
reciprocidad que tienen las personas que 
ejercen el derecho al cuidado, basado en 
una relación de respeto mutuo. Las 
personas que ejercen el derecho al cuidado 
tienen una correspondencia mutua con otra 
y debe dar o recibir según sea la situación 
que permita la adecuada garantía y ejercicio 
de los derechos humanos vinculados al 
derecho al cuidado.  

e. Principio de relacionalidad.- Se reconoce la 
relacionalidad que tienen las personas que 
ejercen al derecho al cuidado, basado en el 
mantenimiento de las relaciones y del 
equilibro que genera la vida en cuanto a la 
adecuada garantía y ejercicio de los 
derechos humanos.  

f. Principio de corresponsabilidad.- Se 
reconoce la corresponsabilidad como la 
facultad que tiene toda persona para cuidar 
independiente de su sexo, género u 
orientación sexual. La corresponsabilidad 
tiene como fundamento superar la 
feminización histórica del trabajo de 
cuidados, a través de la  construcción de 
nuevas masculinidades basadas en el 
respeto a la diversidad y la responsabilidad 
de los hombres en cuanto a los roles 
reproductivos. El Estado es responsable de 
garantizar las condiciones para el ejercicio 
del cuidado como un derecho y un deber 
ético, a una vida libre de violencia en el 
ámbito público y privado. La sociedad, la 
familia y la comunidad, son responsables de 

disminución o el retroceso del estado 
actual del goce de los derechos 
previamente reconocidos.  

d. Principio de reciprocidad.- Se 
reconoce la reciprocidad que tienen las 
personas que ejercen el derecho al 
cuidado, basado en una relación de 
respeto mutuo. Las personas que 
ejercen el derecho al cuidado tienen 
una correspondencia mutua con otra y 
debe dar o recibir según sea la 
situación que permita la adecuada 
garantía y ejercicio de los derechos 
humanos vinculados al derecho al 
cuidado.  

e. Principio de relacionalidad.- Se 
reconoce la relacionalidad que tienen 
las personas que ejercen al derecho al 
cuidado, basado en el mantenimiento 
de las relaciones y del equilibro que 
genera la vida en cuanto a la adecuada 
garantía y ejercicio de los derechos 
humanos.  

f. Principio de corresponsabilidad.- Se 
reconoce la corresponsabilidad como la 
facultad que tiene toda persona para 
cuidar independiente de su sexo, 
género u orientación sexual. La 
corresponsabilidad tiene como 
fundamento superar la feminización 
histórica del trabajo de cuidados, a 
través de la  construcción de nuevas 
masculinidades basadas en el respeto 
a la diversidad y la responsabilidad de 
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participar de las acciones, planes y 
programas para la erradicación de la 
violencia contra las mujeres, hombres y 
personas con capacidad reproductiva que 
ejercen cuidados, emprendidos por el 
Estado en todos sus niveles y de intervenir 
en la formulación, evaluación, y control 
social de las políticas públicas que se creen 
para el efecto.  

g. Principio de efectividad.- El Estado tiene la 
obligación de adoptar todas las medidas 
administrativas, legislativas, sociales, 
políticas y económicas necesarias para 
garantizar el adecuado ejercicio del derecho 
a cuidar de las mujeres y hombres en el 
ámbito laboral. 

los hombres en cuanto a los roles 
reproductivos. El Estado es 
responsable de garantizar las 
condiciones para el ejercicio del 
cuidado como un derecho y un deber 
ético, a una vida libre de violencia en el 
ámbito público y privado. La sociedad, 
la familia y la comunidad, son 
responsables de participar de las 
acciones, planes y programas para la 
erradicación de la violencia contra las 
mujeres, hombres y personas con 
capacidad reproductiva que ejercen 
cuidados, emprendidos por el Estado 
en todos sus niveles y de intervenir en 
la formulación, evaluación, y control 
social de las políticas públicas que se 
creen para el efecto. 

g. Principio de efectividad.- El Estado 
tiene la obligación de adoptar todas las 
medidas administrativas, legislativas, 
sociales, políticas y económicas 
necesarias para garantizar el adecuado 
ejercicio del derecho a cuidar de las 
mujeres y hombres en el ámbito laboral. 

 

Artículo 9.- Enfoques.- En la aplicación de la 
presente ley, se observarán los siguientes 
enfoques, además de los que se determine en el 
reglamento a esta ley:  

a. Enfoque en derechos humanos.- Reconoce 
a las personas individual o colectivamente 
como sujetos de derechos con dignidad. 
Determina como objetivo y resultado, el 
reconocimiento, el respeto irrestricto y la 

 

Artículo 10.- Enfoques.- En la aplicación de 
la presente ley, se observarán los siguientes 
enfoques, además de los que se determine 
en el reglamento a esta ley: 

a. Enfoque en derechos humanos.- 
Reconoce a las personas individual o 
colectivamente como sujetos de 
derechos con dignidad. Determina 
como objetivo y resultado, el 
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realización plena del derecho al cuidado de 
todas las personas.  

b. Enfoque intergeneracional.- Reconoce la 
existencia de las necesidades y derechos 
específicos en cada etapa del ciclo de vida; 
y, establece la prioridad de identificar y tratar 
las vulnerabilidades en dichas etapas 
vinculadas al derecho al cuidado.  

c. Enfoque de género.- Permite comprender la 
construcción social y cultural de roles 
sociales y familiares entre hombres y 
mujeres, fuente de inequidad, violencia y 
vulneración de derechos, el enfoque de 
género posibilita deconstruir el canon 
tradicional de la feminización de los 
cuidados, por tanto avanzar en reconocer al 
cuidado como un derecho y un deber ético 
de todas las personas independiente de su 
sexo-género, promoviendo igualdad de 
condiciones, igualdad de repartos, igualdad 
en los arreglos familiares, igualdad en la 
conciliación familia-trabajo, igualdad en las 
actividades de cuidado.  

d. Enfoque de movilidad humana.- Reconoce 
que las personas en situación de movilidad 
humana que ejercen el derecho al cuidado, 
lo pueden hacer independientemente de su 
origen nacional y condición migratoria.  

e. Enfoque de discapacidades.- Reconoce la 
importancia de que las personas con 
discapacidad que ejercen el derecho al 
cuidado tengan autonomía e independencia 
individual, incluida la libertad para tomar sus 
propias decisiones. 

reconocimiento, el respeto irrestricto y 
la realización plena del derecho al 
cuidado de todas las personas. 

b. Enfoque intergeneracional.- 
Reconoce la existencia de las 
necesidades y derechos específicos en 
cada etapa del ciclo de vida; y, 
establece la prioridad de identificar y 
tratar las vulnerabilidades en dichas 
etapas vinculadas al derecho al 
cuidado. 

c. Enfoque de género.- Permite 
comprender la construcción social y 
cultural de roles sociales y familiares 
entre hombres y mujeres, fuente de 
inequidad, violencia y vulneración de 
derechos, el enfoque de género 
posibilita deconstruir el canon 
tradicional de la feminización de los 
cuidados, por tanto avanzar en 
reconocer al cuidado como un derecho 
y un deber ético de todas las personas 
independiente de su sexo-género, 
promoviendo igualdad de condiciones, 
igualdad de repartos, igualdad en los 
arreglos familiares, igualdad en la 
conciliación familia-trabajo, igualdad en 
las actividades de cuidado. 

d. Enfoque de movilidad humana.- 
Reconoce que las personas en 
situación de movilidad humana que 
ejercen el derecho al cuidado, lo 
pueden hacer independientemente de 
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f. Enfoque de interculturalidad.- Reconoce y 
respeta las diferentes comunidades, pueblos 
y nacionalidades que integran en el Estado. 
Bajo este enfoque no se aceptan prácticas 
discriminatorias que favorezcan la violencia 
en relación al derecho al cuidado. 

g. Enfoque de interseccionalidad.- Identifica los 
diferentes tipos de discriminación y 
desventaja que se dan como consecuencia 
de la combinación de diferentes identidades, 
tomando en consideración los contextos 
históricos, sociales, económicos, políticos y 
culturales, etarios, que son parte simultánea 
de la identidad individual y colectiva de las 
mujeres, hombres y personas de las 
diversidades sexo-genéricas que ejercen el 
derecho al cuidado.  

su origen nacional y condición 
migratoria. 

e. Enfoque de discapacidades.- 
Reconoce la importancia de que las 
personas con discapacidad que ejercen 
el derecho al cuidado tengan 
autonomía e independencia individual, 
incluida la libertad para tomar sus 
propias decisiones. 

f. Enfoque de interculturalidad.- 
Reconoce y respeta las diferentes 
comunidades, pueblos y 
nacionalidades que integran en el 
Estado. Bajo este enfoque no se 
aceptan prácticas discriminatorias que 
favorezcan la violencia en relación al 
derecho al cuidado. 

g. Enfoque de interseccionalidad.- 
Identifica los diferentes tipos de 
discriminación y desventaja que se dan 
como consecuencia de la combinación 
de diferentes identidades, tomando en 
consideración los contextos históricos, 
sociales, económicos, políticos y 
culturales, etarios, que son parte 
simultánea de la identidad individual y 
colectiva de las mujeres, hombres y 
personas de las diversidades sexo-
genéricas que ejercen el derecho al 
cuidado. 

 

Artículo 10.- Definiciones.- Para los efectos de 
esta Ley, se entenderá por: 

a. Acciones afirmativas.- Son un conjunto de 
acciones destinadas a mejorar las 

 

Artículo 11.- Definiciones.- Para los efectos 
de esta Ley, se entenderá por: 

a. Acciones afirmativas.- Son un 
conjunto de acciones destinadas a 
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condiciones para el acceso y ejercicio del 
derecho al cuidado de mujeres con 
discapacidad, así como pertenecientes a 
nacionalidades, pueblos y comunidades 
indígenas, afrodescendientes y montuvias 
que se encuentren en situación de 
desigualdad real, y además constituye una 
para cerrar brechas históricas de 
discriminación y desigualdad a mujeres y 
personas de las diversidades sexo-
genéricas. 

b. Autocuidado y autonomía.– El autocuidado 
es la facultad y posibilidad que tiene una 
persona de cuidar de sí misma en 
determinadas situaciones de vulnerabilidad 
o fragilidad, el autocuidado es posible 
siempre que se respete el derecho a la 
autonomía de decir libre e informadamente 
sobre la salud integral física y emocional de 
sus cuerpos, por lo tanto el respeto de este 
derecho es fundamental en la garantía del 
derecho al cuidado propio cuando una mujer 
o persona con capacidad reproductiva se 
encuentre en período de gestación, 
lactancia y maternidad.  

c. Corresponsabilidad paterna.- Es la 
responsabilidad que poseen los padres o 
personas de las diversidades sexo 
genéricas que asumen paternidad, con 
plenas facultades y capacidades, de realizar 
las actividades de cuidado y actividades 
domésticas al mismo nivel en número, en 
gasto de energías, en la misma dimensión 
de complejidad o abyección con respecto a 

mejorar las condiciones para el acceso 
y ejercicio del derecho al cuidado de 
mujeres con discapacidad, así como 
pertenecientes a nacionalidades, 
pueblos y comunidades indígenas, 
afrodescendientes y montuvias que se 
encuentren en situación de desigualdad 
real, y además constituye una para 
cerrar brechas históricas de 
discriminación y desigualdad a mujeres 
y personas de las diversidades sexo-
genéricas. 

b. Autocuidado y autonomía.- El 
autocuidado es la facultad y posibilidad 
que tiene una persona de cuidar de sí 
misma en determinadas situaciones de 
vulnerabilidad o fragilidad, el 
autocuidado es posible siempre que se 
respete el derecho a la autonomía de 
decir libre e informadamente sobre la 
salud integral física y emocional de sus 
cuerpos, por lo tanto el respeto de este 
derecho es fundamental en la garantía 
del derecho al cuidado propio cuando 
una mujer o persona con capacidad 
reproductiva se encuentre en período 
de gestación, lactancia y maternidad.  

c. Corresponsabilidad paterna.- Es la 
responsabilidad que poseen los padres 
o personas de las diversidades sexo 
genéricas que asumen paternidad, con 
plenas facultades y capacidades, de 
realizar las actividades de cuidado y 
actividades domésticas al mismo nivel 
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las mujeres o madres. La corresponsabilidad 
paterna es un deber que todos los padres 
deben cumplir para que la garantía del 
derecho al cuidado de sus hijos e hijas sea 
efectiva. El cuidado que realicen los 
hombres debe ser ejercida sin ningún tipo de 
violencia.  

d. Cuidados.- Son una serie de actividades que 
vinculan todo lo que hacemos para 
mantener, continuar y reparar nuestro 
mundo, de manera que podamos vivir en él 
como sea posible, una respuesta ética a las 
necesidades de la fragilidad y la 
vulnerabilidad humana, incluye nuestro 
cuerpo, los cuerpos de otras personas, 
nuestro ser, el medio ambiente. El cuidado 
genera inevitablemente una red de 
sostenimiento de la vida, y debe ser 
entendida además como un trabajo. 

e. Derecho universal al cuidado.- El derecho al 
cuidado es la facultad y la responsabilidad 
ética que tiene toda persona de cuidar 
independientemente de su sexo, género y 
orientación sexual y la necesidad de toda 
persona de ser cuidada, en algún momento 
de la trayectoria de la vida. El Estado es el 
principal encargado de garantizar el derecho 
al cuidado. De ser el caso, este deber del 
cuidado será tutelado por otra persona, a fin 
de salvaguardar la salud integral y el 
desarrollo integral de quien recibe el 
cuidado. El derecho al cuidado debe regirse 
por los tiempos que la ley determine.  

en número, en gasto de energías, en la 
misma dimensión de complejidad o 
abyección con respecto a las mujeres o 
madres. La corresponsabilidad paterna 
es un deber que todos los padres deben 
cumplir para que la garantía del 
derecho al cuidado de sus hijos e hijas 
sea efectiva. El cuidado que realicen los 
hombres debe ser ejercida sin ningún 
tipo de violencia.  

d. Cuidados.- Son una serie de 
actividades que vinculan todo lo que 
hacemos para mantener, continuar y 
reparar nuestro mundo, de manera que 
podamos vivir en él como sea posible, 
una respuesta ética a las necesidades 
de la fragilidad y la vulnerabilidad 
humana, incluye nuestro cuerpo, los 
cuerpos de otras personas, nuestro ser, 
el medio ambiente. El cuidado genera 
inevitablemente una red de 
sostenimiento de la vida, y debe ser 
entendida además como un trabajo. 

e. Derecho universal al cuidado.- El 
derecho al cuidado es la facultad y la 
responsabilidad ética que tiene toda 
persona de cuidar independientemente 
de su sexo, género y orientación sexual 
y la necesidad de toda persona de ser 
cuidada, en algún momento de la 
trayectoria de la vida. El Estado es el 
principal encargado de garantizar el 
derecho al cuidado. De ser el caso, este 
deber del cuidado será tutelado por otra 
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f. Economía del cuidado.- Es el conjunto de 
actividades realizadas para el sostenimiento 
de la vida, sean remuneradas o no que se 
desarrolla dentro y fuera del hogar. El trabajo 
de cuidados está enfocado en el bienestar 
de las personas; es el que reproduce las 
energías humanas, el bienestar humano, la 
fuerza de trabajo, utilizadas en el proceso de 
producción de mercancías. Así, la 
producción de mercancías es el medio y 
reproducción de la humanidad es el fin1. 
Todos los trabajos de cuidado generan valor 
económico, por ello es posible medirlo 
dentro las herramientas de la valoración del 
Producto Interno Bruto. 

g. Interdependencia de los cuidados.- Cuidar, 
ser cuidado/a y autocuidarse son las 
dimensiones interdependientes en el 
trayecto de la vida de las personas, más aún 
en las mujeres y personas con capacidad de 
reproducción que se encuentren en período 
de maternidad y lactancia. Las personas y 
las entidades públicas no deben obstaculizar 
el ejercicio de esta interdependencia de 
cuidados. Cuando las mujeres o personas 
con capacidad de reproducción requieran 
ser cuidadas, de acuerdo con sus 
circunstancias, deberá respetarse su 
autonomía en las decisiones de cuidado.  

h. Estabilidad laboral reforzada.- Las mujeres 
trabajadoras en período de lactancia, parto y 

persona, a fin de salvaguardar la salud 
integral y el desarrollo integral de quien 
recibe el cuidado. El derecho al cuidado 
debe regirse por los tiempos que la ley 
determine.  

f. Economía del cuidado.- Es el conjunto 
de actividades realizadas para el 
sostenimiento de la vida, sean 
remuneradas o no que se desarrolla 
dentro y fuera del hogar. El trabajo de 
cuidados está enfocado en el bienestar 
de las personas; es el que reproduce 
las energías humanas, el bienestar 
humano, la fuerza de trabajo, utilizadas 
en el proceso de producción de 
mercancías. Así, la producción de 
mercancías es el medio y reproducción 
de la humanidad es el fin5. Todos los 
trabajos de cuidado generan valor 
económico, por ello es posible medirlo 
dentro las herramientas de la valoración 
del Producto Interno Bruto. 

g. Interdependencia de los cuidados.- 
Cuidar, ser cuidado/a y auto cuidarse 
son las dimensiones interdependientes 
en el trayecto de la vida de las 
personas, más aún en las mujeres y 
personas con capacidad de 
reproducción que se encuentren en 
período de maternidad y lactancia. Las 
personas y las entidades públicas no 

 
1 Consejo Nacional para la Igualdad de Género. Glosario Feminista para la Igualdad de Género (2017), pág. 46.  
5 Consejo Nacional para la Igualdad de Género. Glosario Feminista para la Igualdad de Género (2017), pág. 46.  
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puerperio, y lactancia, tienen estabilidad 
laboral reforzada. La estabilidad laboral 
reforzada comienza el momento mismo del 
inicio del embarazo. Para efectos de esta 
ley, las obligaciones de cuidado comienzan 
desde la notificación del embarazo, para que 
los obligados ejerzan su rol de cuidado 
cuando las mujeres lo requieran o sus 
circunstancias de salud así lo ameriten. El 
conocimiento del embarazo de las mujeres 
trabajadoras no es requisito para establecer 
si existe o no protección especial, sino para 
determinar la obligación de los deberes de 
cuidado. La falta de conocimiento 
imposibilita el ejercicio del rol de cuidado al 
empleador o empleadora.  

i. Familias diversas: Las familias diversas son 
aquellas familias ampliadas, con jefatura 
femenina, integradas por personas del 
mismo o distinto sexo o transgénero, 
personas solas que tienen los mismos 
derechos y obligaciones que las familias 
heterosexaules, cisgénero o tradicionales.  

j. Feminización de los cuidados.- El cuidado 
ha sido históricamente y como consecuencia 
de estereotipos de género, una actividad 
femenina generalmente no remunerada, sin 
reconocimiento ni valoración social. El 
trabajo de cuidados al estar en la esfera de 
lo privado, de acuerdo a la construcción 
social de género se vincula a lo femenino. 
Aunque las mujeres logren acceder al 
mercado del trabajo remunerado igualmente 

deben obstaculizar el ejercicio de esta 
interdependencia de cuidados. Cuando 
las mujeres o personas con capacidad 
de reproducción requieran ser 
cuidadas, de acuerdo con sus 
circunstancias, deberá respetarse su 
autonomía en las decisiones de 
cuidado. 

h. Estabilidad laboral reforzada.- Las 
mujeres trabajadoras en período de 
lactancia, parto y puerperio, y lactancia, 
tienen estabilidad laboral reforzada. La 
estabilidad laboral reforzada comienza 
el momento mismo del inicio del 
embarazo. Para efectos de esta ley, las 
obligaciones de cuidado comienzan 
desde la notificación del embarazo, 
para que los obligados ejerzan su rol de 
cuidado cuando las mujeres lo 
requieran o sus circunstancias de salud 
así lo ameriten. El conocimiento del 
embarazo de las mujeres trabajadoras 
no es requisito para establecer si existe 
o no protección especial, sino para 
determinar la obligación de los deberes 
de cuidado. La falta de conocimiento 
imposibilita el ejercicio del rol de 
cuidado al empleador o empleadora.  

i. Familias diversas.- Las familias 
diversas son aquellas familias 
ampliadas, con jefatura femenina, 
integradas por personas del mismo o 
distinto sexo o transgénero, personas 
solas que tienen los mismos derechos y 
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continúan cumpliendo con tareas de cuidado 
y no remuneradas.  

k. Lactancia materna.- La lactancia de madres 
y personas con capacidad de reproducción, 
es el proceso de alimentación y díada al hijo 
o hija recién nacida a través de sus senos, 
que segregan leche inmediatamente 
después del parto, es un hecho 
exclusivamente de la madre o persona que 
da de lactar, no obstante, se convierte 
también en un hecho paterno y familiar, la 
lactancia es saludable siempre y cuando 
exista corresponsabilidad paterna y familiar 
en los cuidados, el padre también es parte 
fundante de la relación de la diada con el 
hijo/a. La madre o persona con capacidad de 
reproducción, es quien toma la decisión de 
alimentar o no a su hijo/a principalmente con 
leche materna hasta los dos años de edad 
del niño/a.  

l. Nuevas masculinidades.- Las nuevas 
masculinidades buscan desmontar los 
privilegios y la dominación social de los 
hombres sobre las mujeres y personas de la 
diversidad sexo-genérica. Las nuevas 
masculinidades contribuyen a entender 
como los hombres experimentan, reflejan, 
resisten o negocian las relaciones sociales 
que produce el patriarcado y la masculinidad 
hegemónica. Las nuevas masculinidades, 
abogan por que éstas se ejerzan sin 
machismo ni supremacía o violencia hacia 
las mujeres y personas de la diversidad 
sexo-genérica 

obligaciones que las familias 
heterosexuales, cisgénero o 
tradicionales. 

j. Difusión del derecho al cuidado.- El 
trabajo de cuidados no le es exclusivo 
al género femenino y su garantía de 
pleno goce reconoce el rol 
preponderante de la mujer pero incluye 
en igualdad de condiciones a hombres 
y mujeres permitiéndoles acceder al 
mercado del trabajo remunerado en 
igualdad de condiciones y con las 
facilidades que permitan el 
cumplimiento de las tareas de cuidado.  

k. Lactancia materna.- La lactancia de 
madres y personas con capacidad de 
reproducción, es el proceso de 
alimentación y díada al hijo o hija recién 
nacida a través de sus senos, que 
segregan leche inmediatamente 
después del parto, es un hecho 
exclusivamente de la madre o persona 
que da de lactar, no obstante, se 
convierte también en un hecho paterno 
y familiar, la lactancia es saludable 
siempre y cuando exista 
corresponsabilidad paterna y familiar 
en los cuidados, el padre también es 
parte fundante de la relación de la diada 
con el hijo/a. La madre o persona con 
capacidad de reproducción, es quien 
toma la decisión de alimentar o no a su 
hijo/a principalmente con leche materna 
hasta los dos años de edad del niño/a.  
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m. Periodo de adaptación. – El período de 
adaptación es el proceso mediante el cual se 
va elaborando y fortaleciendo los lazos 
afectivos del niño, niña o adolescente 
adoptado con su familia actual y su entorno 
ampliado que implican recibimiento, abrigo, 
cuidado y adaptación desde el 
reconocimiento de sus características y 
necesidades particulares. El periodo de 
adaptación dependerá del grado de 
madurez y desarrollo evolutivo de la persona 
adoptada. 

n. Persona con capacidad de reproducir2.- Las 
personas con capacidad de reproducir son 
aquellas personas de las diversidad sexo-
genérica con capacidad biológica de gestar 
y dar de lactar que no tienen 
correspondencia entre el sexo y el género, 
sus derechos son inalienables a cualquier 
persona independientemente de su 
orientación sexual o identidad de género. 

o. Protección especial.- Las mujeres y las 
personas con capacidad de reproductiva 
gozarán de especial asistencia y protección 
del Estado durante el embarazo y después 
del parto sobre todo en la etapa de lactancia. 
La o el lactante gozará de especial atención 
durante su periodo exclusivo de lactancia. El 
periodo exclusivo de lactancia es de 
veinticuatro meses.  

l. Periodo de adaptación.- El período de 
adaptación es el proceso mediante el 
cual se va elaborando y fortaleciendo 
los lazos afectivos del niño, niña o 
adolescente adoptado con su familia 
actual y su entorno ampliado que 
implican recibimiento, abrigo, cuidado y 
adaptación desde el reconocimiento de 
sus características y necesidades 
particulares. El periodo de adaptación 
dependerá del grado de madurez y 
desarrollo evolutivo de la persona 
adoptada. 

m. Protección especial.- Las mujeres y 
las personas con capacidad de 
reproductiva gozarán de especial 
asistencia y protección del Estado 
durante el embarazo y después del 
parto sobre todo en la etapa de 
lactancia. La o el lactante gozará de 
especial atención durante su periodo 
exclusivo de lactancia. El periodo 
exclusivo de lactancia es de 
veinticuatro meses.  

n. Políticas de cuidado.- La política de 
cuidado es toda prestación de apoyo, 
remunerada o no, en la cual intervienen 
trabajo material y afectivo, realizada 
principalmente por mujeres, a todas las 
personas con necesidades de cuidado, 
en la esfera pública y privada. La 

 
2 Término sugerido por Fernando Sancho especialista del Consejo Nacional para la Igualdad de Género. Profesor de la Universidad Andina sobre Diversidades Sexo 
Genéricas 
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p. Políticas de cuidado. La política de cuidado 
es toda prestación de apoyo, remunerada o 
no, en la cual intervienen trabajo material y 
afectivo, realizada principalmente por 
mujeres, a todas las personas con 
necesidades de cuidado, en la esfera 
pública y privada. La política de cuidado 
desde un enfoque de género analiza la 
división del trabajo, el sistema reproductivo 
y el trabajo doméstico. El Estado es 
responsable de realizar un acompañamiento 
a la política de cuidado para que las 
personas lo puedan desempeñar en 
igualdad de condiciones. 

q. Uso del tiempo: El uso del tiempo es una 
medida importante de las actividades de las 
mujeres y los hombres en sus roles 
productivos, reproductivos y comunitarios. El 
uso del tiempo se puede medir utilizando 
encuestas sobre las actividades que las 
personas desempeñan durante determinado 
período de tiempo (generalmente un día o 
una semana). Aunque las encuestas sobre 
el uso del tiempo pueden y han sido usadas 
para una variedad de fines, el motivo más 
común para realizar tal encuesta en los 
países en desarrollo es proporcionar mejor 
información sobre el trabajo que 
desempeñan los hombres y las mujeres, y 
para destacar el tiempo que dedican a 
actividades no remuneradas, que suelen ser 
invisibles en los datos de los censos 
regulares. Este trabajo no remunerado, que 
incluye el trabajo para otras personas, se 

política de cuidado desde un enfoque 
de género analiza la división del trabajo, 
el sistema reproductivo y el trabajo 
doméstico. El Estado es responsable 
de realizar un acompañamiento a la 
política de cuidado para que las 
personas lo puedan desempeñar en 
igualdad de condiciones. 

o. Uso del tiempo- El uso del tiempo es 
una medida importante de las 
actividades de las mujeres y los 
hombres en sus roles productivos, 
reproductivos y comunitarios. El uso del 
tiempo se puede medir utilizando 
encuestas sobre las actividades que las 
personas desempeñan durante 
determinado período de tiempo 
(generalmente un día o una semana). 
Aunque las encuestas sobre el uso del 
tiempo pueden y han sido usadas para 
una variedad de fines, el motivo más 
común para realizar tal encuesta en los 
países en desarrollo es proporcionar 
mejor información sobre el trabajo que 
desempeñan los hombres y las 
mujeres, y para destacar el tiempo que 
dedican a actividades no remuneradas, 
que suelen ser invisibles en los datos 
de los censos regulares. Este trabajo no 
remunerado, que incluye el trabajo para 
otras personas, se considera un factor 
que contribuye considerablemente a la 
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considera un factor que contribuye 
considerablemente a la desigualdad de 
género y a la pobreza de las mujeres3.  

r. Salud sexual y Salud Reproductiva: La salud 
sexual y la salud reproductiva forman parte 
del derecho a la salud. Las personas 
tomarán decisiones libres, informadas, 
voluntarias y responsables, sin coerción o 
violencia, ni discriminación, sobre su género, 
sexualidad, su vida y orientación sexual; así 
como sobre su salud sexual y salud 
reproductiva y disponer de información 
sobre sus derechos.  

s. Trabajo de cuidados no remunerado en el 
hogar.- Abarca todas las actividades diarias 
para mantener nuestra vida y salud, tales 
como las tareas del hogar (preparación de 
alimentos, limpieza, lavador de ropa) y 
cuidados personales (especialmente de los 
niños y niñas, personas mayores, enfermas 
o que tienen alguna discapacidad). Lo más 
común es que estas actividades sean 
desarrolladas por las mujeres en el hogar, de 
forma gratuita4. 

desigualdad de género y a la pobreza 
de las mujeres6.  

p. Salud sexual y Salud Reproductiva.- 
La salud sexual y la salud reproductiva 
forman parte del derecho a la salud. Las 
personas tomarán decisiones libres, 
informadas, voluntarias y responsables, 
sin coerción o violencia, ni 
discriminación, sobre su género, 
sexualidad, su vida y orientación 
sexual; así como sobre su salud sexual 
y salud reproductiva y disponer de 
información sobre sus derechos. 

q. Trabajo de cuidados no remunerado 
en el hogar.- Abarca todas las 
actividades diarias para mantener 
nuestra vida y salud, tales como las 
tareas del hogar y cuidados personales 
de los niños y niñas, personas mayores, 
enfermas o que tienen alguna 
discapacidad. 

 
Título Segundo 

De los Derechos y Deberes 
 

Título Segundo 

De los Derechos y Deberes 
 

 Capítulo I  Capítulo I  

 
3 Consejo Nacional para la Igualdad de Género. Glosario Feminista para la Igualdad de Género (2017), pág. 116 – 117.  
4 Consejo Nacional para la Igualdad de Género. Glosario Feminista para la Igualdad de Género (2017), pág. 108 – 109.  
 
6 Consejo Nacional para la Igualdad de Género. Glosario Feminista para la Igualdad de Género (2017), pág. 116 – 117.  
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De los derechos De los derechos 

 

Artículo 11.- El cuidado como un derecho.- Cuidar 
y ser cuidadas y cuidados son la base fundamental 
de la experiencia de vida independiente del sexo 
o el género, son interdependientes y provienen de 
una necesidad humana a ser satisfecha. Se ha de 
asumir el principio ético de la vida, permitir la 
gestión y la agencia de cuidar y respetar la 
vulnerabilidad de las personas que determina de 
manera inmediata la necesidad de ser cuidado o 
cuidada. El cuidado como un derecho requiere de 
la corresponsabilidad paterna, familiar, social, 
laboral y estatal, creando con ello nuevos 
significados en las relaciones de género que estén 
basados en el derecho a la igualdad formal y 
material. 

Las mujeres o personas con capacidad 
reproductiva trabajadoras en período de 
embarazo, parto y puerperio y lactancia, tienen 
derecho a cuidarse y ser cuidadas, hasta 
veinticuatro (24) meses, con la finalidad de 
garantizar la recuperación de su salud de manera 
integral, así como el adecuado cuidado y 
desarrollo de sus hijos e hijas recién nacidos, en 
período de lactancia y desarrollo.  

Los padres que ejercen el derecho al cuidado de 
la mujer que se encuentra en período de 
embarazo, parto y puerperio y lactancia; así como 
de sus hijas e hijos recién nacidos, en período de 
lactancia y desarrollo, lo hacen desde la 
corresponsabilidad de género. 

El Estado garantizará la prestación de servicios 
públicos, accesibles, pertinentes, suficientes y de 

 

Artículo 12.- El cuidado como un derecho.- 
Cuidar y ser cuidadas y cuidados son la base 
fundamental de la experiencia de vida 
independiente del sexo o el género, son 
interdependientes y provienen de una 
necesidad humana a ser satisfecha. Se ha de 
asumir el principio ético de la vida, permitir la 
gestión y la agencia de cuidar y respetar la 
vulnerabilidad de las personas que determina 
de manera inmediata la necesidad de ser 
cuidado o cuidada. El cuidado como un 
derecho requiere de la corresponsabilidad 
paterna, familiar, social, laboral y estatal, 
creando con ello nuevos significados en las 
relaciones de género que estén basados en 
el derecho a la igualdad formal y material. 

 

Las mujeres o personas con capacidad 
reproductiva en período de embarazo, parto y 
puerperio y lactancia, tienen derecho a 
cuidarse y ser cuidadas, hasta veinticuatro 
(24) meses, con la finalidad de garantizar la 
recuperación de su salud de manera integral, 
así como el adecuado cuidado y desarrollo de 
sus hijos e hijas recién nacidos, en período 
de lactancia y desarrollo.  

 

Los padres ejercerán el derecho al cuidado 
de la mujer que se encuentra en período de 
embarazo, parto y puerperio y lactancia; así 
como de sus hijas e hijos recién nacidos, en 
período de lactancia y desarrollo. 
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calidad. Para las personas que ejercen el derecho 
al cuidado, el derecho es universal y sus derechos 
son irrenunciables e intransferibles.  

 

El Estado garantizará la prestación de 
servicios públicos, accesibles, pertinentes, 
suficientes y de calidad. Para las personas 
que ejercen el derecho al cuidado. 

 

El derecho es universal y sus derechos son 
irrenunciables e intransferibles. 

 

Artículo 12.- De los derechos de las mujeres y 
personas con capacidad reproductiva que ejercen 
el derecho al cuidado.- El Estado garantizará a las 
mujeres y personas con capacidad reproductiva 
en período de embarazo, parto y puerperio y 
lactancia o cuidado en el ámbito laboral, los 
derechos a: 

1. La igualdad formal, igualdad material y no 
discriminación  

2. A la integridad personal que incluye la 
integridad física, psíquica y sexual; y, a una 
vida libre de violencia de cualquier tipo, que 
favorezca su desarrollo y recuperación 
después del embarazo, parto y puerperio y 
lactancia y durante el período de lactancia; 

3. Al respeto a su dignidad, autonomía, 
privacidad e intimidad, cultura, edad, etnia, 
religión, género y orientación sexual sin 
discriminación alguna;  

4. A guardar reserva sobre sus planes de 
vida, su situación de embarazo, sobre su 
salud y sobre cualquier condición que crean 
importante reservarse comunicar; 

5. A tomar decisiones propias, libres, sin 
coacción, ni violencia de ningún tipo sobre 

 

Artículo 13.- De los derechos de las 
mujeres o personas con capacidad 
reproductiva que ejercen el derecho al 
cuidado.- El Estado garantizará a las 
mujeres o personas con capacidad 
reproductiva en período de embarazo, parto y 
puerperio y lactancia o cuidado en el ámbito 
laboral, los derechos a: 

1. La igualdad formal, igualdad material y 
no discriminación. 

2. A la integridad personal que incluye la 
integridad física, psíquica y sexual; y, a 
una vida libre de violencia de cualquier 
tipo, que favorezca su desarrollo y 
recuperación después del embarazo, 
parto y puerperio y lactancia y durante 
el período de lactancia. 

3. Al respeto a su dignidad, autonomía, 
privacidad e intimidad, cultura, edad, 
etnia, religión, género y orientación 
sexual sin discriminación alguna. 

4. A guardar reserva sobre sus planes de 
vida, su situación de embarazo, sobre 
su salud y sobre cualquier condición 
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su salud sexual y salud reproductiva. La 
relación laboral no será un obstáculo de 
ningún tipo para el ejercicio del derecho a 
tomar decisiones libres, informadas, 
voluntarias y responsables sobre la salud 
sexual y salud reproductiva; 

6. Al resguardo de la confidencialidad de la 
información que sea de conocimiento de las 
y los jefes inmediatos; así como de las 
personas que forman parte de las unidades 
de talento humano, salvo las excepciones 
previstas en esta ley; 

7. A la protección prioritaria y cuidado de su 
salud integral y de su vida durante el período 
de embarazo, parto y puerperio, y lactancia;  

8. Se prohíbe el despido de la mujer y la 
persona con capacidad reproductiva 
trabajadora asociada a su condición de 
embarazo, parto y puerperio, y lactancia, así 
como la discriminación vinculada con los 
roles reproductivos; 

9.  Ser atendidas en función de sus 
necesidades específicas, sin que este hecho 
signifique que las mujeres o personas con 
capacidad reproductiva no tengan 
capacidad para ejercer sus derechos con 
autonomía. Las mujeres y las personas con 
capacidad reproductiva trabajadoras 
autónomas gozarán de todos los derechos 
de protección especial a fin de garantizar de 
manera óptima su cuidado y el cuidado de 
sus hijas e hijos;  

10. Al acceso a servicios de salud integral y la 
protección en caso de trabajos perjudiciales 

que crean importante reservarse 
comunicar. 

5. A tomar decisiones propias, libres, sin 
coacción, ni violencia de ningún tipo 
sobre su salud sexual y salud 
reproductiva. La relación laboral no 
será un obstáculo de ningún tipo para el 
ejercicio del derecho a tomar 
decisiones libres, informadas, 
voluntarias y responsables sobre la 
salud sexual y salud reproductiva. 

6. Al resguardo de la confidencialidad de 
la información que sea de conocimiento 
de las y los jefes inmediatos; así como 
de las personas que forman parte de las 
unidades de talento humano, salvo las 
excepciones previstas en esta ley. 

7. A la protección prioritaria y cuidado de 
su salud integral y de su vida durante el 
período de embarazo, parto y 
puerperio, y lactancia. 

8. Se prohíbe el despido de la mujer y la 
persona con capacidad reproductiva 
trabajadora asociada a su condición de 
embarazo, parto y puerperio, y 
lactancia, así como la discriminación 
vinculada con los roles reproductivos, 
así como la sanción por incurrir en este 
tipo de conductas. 

9. Ser atendidas en función de sus 
necesidades específicas, sin que este 
hecho signifique que las mujeres o 
personas con capacidad reproductiva 
no tengan capacidad para ejercer sus 
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que pongan en riesgo la integridad personal 
de la mujer, de la persona con capacidad 
reproductiva; y, de su hijo o hija; 

11. A acceder a todas las facilidades necesarias 
para su recuperación integral después del 
período de embarazo, parto y puerperio; y, 
durante el periodo de lactancia; y;  

12. Recibir acciones de promoción y protección 
del derecho al cuidado; y a que sean dadas 
oportunamente y sin discriminación, en las 
formas y condiciones que determina esta 
ley. 

derechos con autonomía. Las mujeres 
y las personas con capacidad 
reproductiva trabajadoras autónomas 
gozarán de todos los derechos de 
protección especial a fin de garantizar 
de manera óptima su cuidado y el 
cuidado de sus hijas e hijos.  

10. Al acceso a servicios de salud integral 
y la protección en caso de trabajos 
perjudiciales que pongan en riesgo la 
integridad personal de la mujer, de la 
persona con capacidad reproductiva; y, 
de su hijo o hija. 

11. A acceder a todas las facilidades 
necesarias para su recuperación 
integral después del período de 
embarazo, parto y puerperio; y, durante 
el periodo de lactancia; y;  

12. Recibir acciones de promoción y 
protección del derecho al cuidado; y a 
que sean dadas oportunamente y sin 
discriminación, en las formas y 
condiciones que determina esta ley. 

 

Artículo 13.- De los derechos de los padres y 
personas que ejercen el deber de cuidar.- El 
Estado garantizará a los padres y personas que 
ejercen el deber de cuidar a la mujer o la persona 
con capacidad reproductiva que se encuentra en 
período de embarazo, parto y puerperio y 
lactancia, así como de sus hijas e hijos recién 
nacidos, en período de lactancia y desarrollo, el 
derecho a:  

1. No ser discriminados;  

 

Artículo 14.- De los derechos de los 
padres y personas que ejercen el deber de 
cuidar.- El Estado garantizará a los padres y 
personas que ejercen el deber de cuidar a la 
mujer o la persona con capacidad 
reproductiva que se encuentra en período de 
embarazo, parto y puerperio y lactancia, así 
como de sus hijas e hijos recién nacidos, en 
período de lactancia y desarrollo, el derecho 
a:  

1. No ser discriminados. 
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2. Al respeto a su dignidad, autonomía, 
privacidad e intimidad, cultura, edad, etnia, 
religión, género y orientación sexual sin 
discriminación alguna; 

3. A disponer de condiciones sociales y 
laborales progresivas para que puedan estar 
presentes en los controles prenatales y de 
salud integral de la madres o personas con 
capacidad reproductiva; y, de sus hijos e 
hijas;  

4. Participar de manera activa y 
corresponsable en el cuidado y la crianza de 
sus hijos e hijas; y, 

5. Recibir acciones de promoción y protección 
del derecho al cuidado; y a que sean dadas 
oportunamente y sin discriminación, en las 
formas y condiciones que determina esta 
ley; y,  

6. Ser partícipes de procesos de formación, 
sensibilización y difusión sobre nuevas 
masculinidades y corresponsabilidad 
paterna en los cuidados.  

2. Al respeto a su dignidad, autonomía, 
privacidad e intimidad, cultura, edad, 
etnia, religión, género y orientación 
sexual sin discriminación alguna. 

3. A disponer de condiciones sociales y 
laborales progresivas para que puedan 
estar presentes en los controles 
prenatales y de salud integral de la 
madres o personas con capacidad 
reproductiva; y, de sus hijos e hijas. 

4. Participar de manera activa y 
corresponsable en el cuidado y la 
crianza de sus hijos e hijas. 

5. Recibir acciones de promoción y 
protección del derecho al cuidado; y a 
que sean dadas oportunamente y sin 
discriminación, en las formas y 
condiciones que determina esta ley; y, 

6. Ser partícipes de procesos de 
formación, sensibilización y difusión 
sobre nuevas masculinidades y 
corresponsabilidad paterna en los 
cuidados.  

 
Capítulo II 

Del derecho al cuidado en el ámbito laboral 
 

Capítulo II 

Del derecho al cuidado en el ámbito 
laboral 

 

 

Artículo 14.- El derecho al cuidado en el ámbito 
laboral.- Las madres y los padres tienen derecho 
a que se garantice y respete su derecho al cuidado 
en el ámbito laboral.  
Las y los empleadores deben facilitar los permisos 
periódicos y necesarios para que la madre y el 
padre acudan a los controles prenatales durante el 

 

Artículo 15.- El derecho al cuidado en el 
ámbito laboral.- Las madres y los padres 
tienen derecho a que se garantice y respete 
su derecho al cuidado en el ámbito laboral.  
 
Las y los empleadores deben facilitar los 
permisos periódicos y necesarios para que la 
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período de embarazo; así como para que cuiden 
de la persona recién nacida especialmente en el 
periodo de parto y puerperio, y lactancia; así como 
durante el periodo de adaptación del niño, niña o 
adolescente adoptado. 
Las instituciones públicas y privadas deben contar 
con un espacio físico adecuado, seguro, digno y 
de fácil acceso para cuidar de las mujeres o 
personas con capacidad reproductiva, que se 
encuentren en período de embarazo y lactancia.  

Las personas trabajadoras autónomas tienen 
derecho a que el Estado garantice su derecho al 
cuidado, en igualdad de condiciones que las 
personas que poseen un trabajo formal.  

madre y el padre acudan a los controles 
prenatales durante el período de embarazo; 
así como para que cuiden de la persona 
recién nacida especialmente en el periodo de 
parto y puerperio, y lactancia; así como 
durante el periodo de adaptación del niño, 
niña o adolescente adoptado. 
 

Las instituciones públicas y privadas deben 
contar con un espacio físico adecuado, 
seguro, digno y de fácil acceso para cuidar de 
las mujeres o personas con capacidad 
reproductiva, que se encuentren en período 
de embarazo y lactancia.  

 

Las personas trabajadoras sin relación de 
dependencia laboral o que realicen sus 
actividades productivas por cuenta propia 
tienen derecho a que el Estado garantice su 
derecho al cuidado, en igualdad de 
condiciones que las personas que poseen un 
trabajo formal.  

 

Artículo 15.- El derecho al cuidado de las mujeres 
y personas con capacidad reproductiva 
embarazadas y en período de lactancia en el 
contexto laboral.- Las mujeres y personas con 
capacidad reproductiva que se encuentren en 
período de embarazo, parto y puerperio, y 
lactancia tienen el derecho a:  

1. A la estabilidad laboral reforzada mientras 
dure el periodo de protección especial 
vinculada al derecho al cuidado;  

 

Artículo 16.- El derecho al cuidado de las 
mujeres y personas con capacidad 
reproductiva embarazadas y en período de 
lactancia en el contexto laboral.- Las 
mujeres y personas con capacidad 
reproductiva que se encuentren en período 
de embarazo, parto y puerperio, y lactancia 
tienen el derecho a:  

1. A la estabilidad laboral reforzada 
mientras dure el periodo de protección 
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2. Realizar al menos ocho (8) visitas a un/a 
profesional de la salud de su confianza; 

3. Acceder a la atención emergente, que 
incluye traslados a hospitales o centros de 
salud cercanos al lugar de trabajo, si fuere 
necesario; 

4. A una alimentación adecuada que garantice 
su integridad personal y el pleno desarrollo 
de su hijo o hija durante el período de 
embarazo y de lactancia. Las y los recién 
nacidos tienen derecho a un cuidado 
especial atendiendo sus necesidades 
alimentarias, de salud y todo aquello que 
permita un desarrollo adecuado;  

5.  A tener un período de veinte y cuatro (24) 
semanas (6 meses) para ejercer la licencia 
de maternidad; 

6. A tener un período de hasta veinte y cuatro 
(24) meses para ejercer el derecho al 
cuidado bajo las previsiones expuestas en 
esta ley;  

7. A disponer de las facilidades necesarias 
para que durante el periodo de lactancia 
pueda ejercer su autocuidado y cuidado de 
la persona recién nacida, tanto de tiempo 
como de espacio;  

8. A proveer la lactancia materna a la persona 
recién nacida si fuere posible y las mujeres 
así lo decidan; 

9. A decidir si optan por la lactancia materna o 
interrumpen la misma sin que esto interfiera 
en el tiempo que tienen para alimentar de 
otra forma a su hijo o hija;  

especial vinculada al derecho al 
cuidado;  

2. Realizar al menos ocho (8) visitas a 
un/a profesional de la salud de su 
confianza; 

3. Acceder a la atención emergente, que 
incluye traslados a hospitales o centros 
de salud cercanos al lugar de trabajo, si 
fuere necesario; 

4. A una alimentación adecuada que 
garantice su integridad personal y el 
pleno desarrollo de su hijo o hija 
durante el período de embarazo y de 
lactancia. Las y los recién nacidos 
tienen derecho a un cuidado especial 
atendiendo sus necesidades 
alimentarias, de salud y todo aquello 
que permita un desarrollo adecuado;  

5. A tener un período de hasta doce (12) 
meses para ejercer la licencia de 
maternidad; 

6. A tener un período de hasta veinte y 
cuatro (24) meses para ejercer el 
derecho al cuidado bajo las previsiones 
expuestas en esta ley;  

7. A disponer de las facilidades 
necesarias para que durante el periodo 
de lactancia pueda ejercer su 
autocuidado y cuidado de la persona 
recién nacida, tanto de tiempo como de 
espacio;  

8. A proveer la lactancia materna a la 
persona recién nacida si fuere posible y 
las mujeres así lo decidan; 
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10. A tener un especio u oficina adecuada, 
segura y de fácil acceso; y,  

11. A dar de lactar a su hijo o hija en condiciones 
dignas y seguras en el lugar de trabajo. 

9. A decidir si optan por la lactancia 
materna o interrumpen la misma sin 
que esto interfiera en el tiempo que 
tienen para alimentar de otra forma a su 
hijo o hija;  

10. A tener un especio u oficina adecuada, 
segura y de fácil acceso; y, 

11. A dar de lactar a su hijo o hija en 
condiciones dignas y seguras en el 
lugar de trabajo. 

 

Artículo 16.- Derechos de madres y padres 
adoptivos.- Las madres y padres adoptivos 
tendrán el derecho a la licencia de lactancia o 
cuidado, a fin de garantizar que el periodo de 
adaptación de las hijas e hijos sea el más 
adecuado posible. 

 

Artículo 17.- Derechos de madres y padres 
adoptivos.- Las madres y padres adoptivos 
tendrán el derecho a las licencias 
remuneradas y no remuneradas a fin de 
garantizar que el periodo de adaptación de 
las hijas e hijos sea el más adecuado posible, 
en los términos que prescriban el Código de 
Trabajo y la Ley Orgánica del Servicio 
Público, y demás leyes pertinentes, según 
corresponda. 

 

 

Artículo 17.- Derechos de las familias diversas.- 
Se reconoce el derecho de todas las personas a 
fundar una familia independiente de su orientación 
sexual, identidad de género, expresión de género 
y características sexuales. Las familias diversas o 
de la diversidad sexual en función del principio de 
igualdad y no discriminación, tienen los mismos 
derechos y obligaciones que las familias 
heterosexuales, cisgénero o tradicionales. Por lo 
tanto, las familias diversas conformadas, por 
personas con capacidad reproductiva o no, tienen 
el derecho a cuidar; y, el Estado debe garantizar 
la forma del autocuidado de la mujer o persona 
con capacidad reproductiva, sin discriminación por 

 

Artículo 18.- Derechos de las familias 
diversas.- Se reconoce el derecho de todas 
las personas a fundar una familia 
independiente de su orientación sexual, 
identidad de género, expresión de género y 
características sexuales. 

 

Las familias diversas o de la diversidad 
sexual en función del principio de igualdad y 
no discriminación, tienen los mismos 
derechos y obligaciones que las familias 
heterosexuales, cisgénero o tradicionales; y, 
el Estado debe garantizar la forma del 
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su género, orientación sexual o proceso de 
transición sexo-género.  

autocuidado de las personas sin 
discriminación alguna, que puede incluir la 
discriminación relacionada a su género y 
orientación sexual. 

 

Artículo 18.- El derecho a la tutela efectiva.- Toda 
mujer o persona con capacidad reproductiva que 
se encuentre en período de embarazo, parto y 
puerperio y de lactancia o cuidado, que considere 
que sus derechos humanos han sido vulnerados 
tiene derecho a la tutela judicial efectiva, conforme 
lo dispone la Constitución de la República y los 
Instrumentos Internacionales de Derechos 
Humanos. 

El mecanismo procesal adecuado y eficaz para 
hacer valer los derechos de las mujeres y 
personas con capacidad reproductiva, en periodo 
de parto y puerperio y de lactancia o cuidado, es 
la acción de protección, de acuerdo al trámite 
estipulado en la Constitución de la República y Ley 
Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 
Constitucional. 

 

Artículo 19.- El derecho a la tutela 
efectiva.- Toda persona con capacidad 
reproductiva que se encuentre en período de 
embarazo, parto, puerperio, lactancia o 
cuidado, que considere que sus derechos 
humanos han sido vulnerados tiene derecho 
a la tutela judicial efectiva, conforme lo 
dispone la Constitución de la República y los 
Instrumentos Internacionales de Derechos 
Humanos. 

 

El Estado a través de las entidades rectoras 
de las políticas laborales, de salud y de 
inclusión económica y social, establecerán 
mecanismos procesales céleres, adecuado y 
eficaces para la prevalencia del derecho al 
cuidado. 

 

 
Capítulo III 

De los Deberes 
 

Capítulo III 

De los Deberes 
 

 

Artículo 19.- De los deberes de las personas que 
ejercen el derecho al cuidado.- Las personas que 
ejercen el derecho al cuidado, deben: 

1. La mujer o persona con capacidad 
reproductiva tienen el derecho a decidir 
autónomamente las estrategias de 
autocuidado;  

2. Usar el tiempo que le otorga la ley y, 
destinarlo de manera adecuada a cuidar de 

 

Artículo 20.- De los deberes de las 
personas que ejercen el derecho al 
cuidado.- Las personas que ejercen el 
derecho al cuidado, deben: 

1. La mujer o persona con capacidad 
reproductiva deben decidir 
autónomamente las estrategias 
de autocuidado;  
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sí misma, de sus hijos e hijas recién nacidas, 
así como las y los que se encuentren en 
período de desarrollo y adaptación; 

3. La madre y padre están obligados a velar por 
la salud integral, el desarrollo y el cuidado de 
su hijo o hija en el período de lactancia y 
período de adaptación en igualdad de 
condiciones;  

4. Cumplir con el tiempo de cuidado que 
requiere la o el lactante; así como, solicitar 
el permiso o licencia, en sus respectivos 
espacios de trabajo a fin de cumplir con el 
derecho al cuidado; 

5. Brindar las condiciones y promover la 
nutrición de las personas recién nacidas sea 
mediante lactancia materna durante los seis 
(6) primeros meses; y, si fuera posible y las 
mujeres así lo decidan o de alimentar a su 
hijo o hija con alimentos complementarios 
nutricionalmente adecuados para su edad 
que garanticen su vida digna; ; y,  

6. Permitir la introducción de alimentos 
complementarios, seguros y 
nutricionalmente adecuados a partir de los 
seis (6) meses, continuando la lactancia 
materna hasta los dos años o más, en caso 
de ser posible y siempre que las mujeres así 
lo decidan. 

2. Usar el tiempo que le otorga la ley y, 
destinarlo de manera adecuada a 
cuidar de sí misma, de sus hijos e hijas 
recién nacidas, así como las y los que 
se encuentren en período de desarrollo 
y adaptación; 

3. La madre y padre están obligados a 
velar por la salud integral, el desarrollo 
y el cuidado de su hijo o hija en el 
período de lactancia y período de 
adaptación en igualdad de condiciones;  

4. Cumplir con el tiempo de cuidado que 
requiere la o el lactante; así como, 
solicitar el permiso o licencia, en sus 
respectivos espacios de trabajo a fin de 
cumplir con el derecho al cuidado; 

5. Brindar las condiciones y promover la 
nutrición de las personas recién 
nacidas sea mediante lactancia 
materna durante los seis (6) primeros 
meses; y, si fuera posible alimentar a su 
hijo o hija con alimentos 
complementarios nutricionalmente 
adecuados para su edad que 
garanticen su vida digna; y, 

6. Permitir la introducción de alimentos 
complementarios, seguros y 
nutricionalmente adecuados a partir de 
los seis (6) meses, continuando la 
lactancia materna hasta los dos años o 
más, en caso de ser posible y siempre 
que las mujeres así lo decidan. 

 
Título Tercero 

De las obligaciones del Estado 
 Título Tercero  
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De las obligaciones del Estado 

 
Capítulo I 

De las obligaciones 
 

Capítulo I 

De las obligaciones 
 

 

Artículo 20.- Obligaciones del Estado.- El Estado 
garantizará a las mujeres y personas con 
capacidad de reproductiva, en período de 
embarazo, parto y puerperio y lactancia; así como 
a los padres o personas que ejercen el derecho a 
cuidar de la mujer o persona con capacidad de 
reproducir que se encuentra en período de 
embarazo, parto y puerperio y lactancia; así como 
de sus hijas e hijos recién nacidos en el período 
de lactancia y desarrollo; a las madres y padres 
adoptivos; y, a las familias en sus diversos tipos, 
lo siguiente: 

1. Garantizar que las personas que ejercen el 
derecho a cuidar sean tratadas en igualdad 
de condiciones. Se prohíbe cualquier clase 
de discriminación;  

2. Garantizar la universalidad del ejercicio del 
derecho a cuidar tanto de hombres como las 
mujeres. Es responsabilidad del Estado 
impulsar de manera equitativa y sin 
discriminación de género la participación de 
la sociedad en el cuidado individual y 
colectivo; 

3. Garantizar la estabilidad laboral reforzada 
de las mujeres trabajadoras y personas con 
capacidad de reproducir en período de 
embarazo, parto y puerperio y lactancia;  

4. Garantizar que las mujeres y personas con 
capacidad reproductiva trabajadoras que se 
encuentren en período de embarazo 

 

Artículo 21.- Obligaciones del Estado.- El 
Estado garantizará a las mujeres y personas 
con capacidad de reproductiva, en período de 
embarazo, parto y puerperio y lactancia; así 
como a los padres o personas que ejercen el 
derecho a cuidar de la mujer o persona con 
capacidad de reproducir que se encuentra en 
período de embarazo, parto y puerperio y 
lactancia; así como de sus hijas e hijos recién 
nacidos en el período de lactancia y 
desarrollo; a las madres y padres adoptivos; 
y, a las familias en sus diversos tipos, lo 
siguiente: 

1. Garantizar que las personas que 
ejercen el derecho a cuidar sean 
tratadas en igualdad de 
condiciones. Se prohíbe cualquier 
clase de discriminación;  

2. Garantizar la universalidad del ejercicio 
del derecho a cuidar tanto de hombres 
como las mujeres. Es responsabilidad 
del Estado impulsar de manera 
equitativa y sin discriminación de 
género la participación de la sociedad 
en el cuidado individual y colectivo; 

3. Garantizar la estabilidad laboral 
reforzada de las mujeres trabajadoras y 
personas con capacidad de reproducir 
en período de embarazo, parto y 
puerperio y lactancia;  

 



 

 
 
 

31 

comision.derechos-trabajadores@asambleanacional.gob.ec 

accedan a todo servicio de salud integral, en 
al menos ocho (8) visitas a un o una 
profesional de la salud de su confianza; 

5. Brindar la atención emergente, que incluye 
traslados a hospitales o centros de salud, si 
fuere necesario; 

6. Respetar el ejercicio del derecho a la salud 
sexual y salud reproductiva en el trabajo, así 
como abstenerse de interferir en las 
decisiones relacionadas con la salud sexual 
y salid reproductiva de las mujeres y 
personas con capacidad de reproducir; y, 
promover leyes y políticas públicas que 
garanticen su acceso; 

7. Adoptar todas las medidas necesarias para 
evitar que terceros limiten, restrinjan o 
anulen el derecho a cuidar y ser cuidadas en 
el contexto laboral; 

8. Respetar el tiempo para cuidar que requiere 
la o el lactante por parte de las madres y 
padres trabajadores;  

9. Adaptar el espacio físico de manera 
permanente o temporal cuando la salud 
integral de la mujer o persona con capacidad 
reproductiva que se encuentre en periodo de 
embarazo esté en riesgo a fin de que sea un 
ambiente seguro, adecuado y de fácil 
acceso; 

10. Atender de manera inmediata cuando la 
mujer o persona con capacidad reproductiva 
se encuentre en período de embarazo o 
lactancia tenga algún tipo de dolor o 
malestar, en el caso que lo solicite; 

4. Garantizar que las mujeres y personas 
con capacidad reproductiva 
trabajadoras que se encuentren en 
período de embarazo accedan a todo 
servicio de salud integral; 

5. Respetar el ejercicio del derecho a la 
salud sexual y salud reproductiva en el 
trabajo, así como abstenerse de 
interferir en las decisiones relacionadas 
con la salud sexual y salud reproductiva 
de las mujeres y personas con 
capacidad de reproducir; y, promover 
leyes y políticas públicas que 
garanticen su acceso; 

6. Adoptar todas las medidas necesarias 
para evitar que terceros limiten, 
restrinjan o anulen el derecho a cuidar 
y ser cuidadas en el contexto laboral; 

7. Respetar el tiempo para cuidar que 
requiere la o el lactante por parte de las 
madres y padres trabajadores en los 
parámetros establecidos en las leyes 
que reglan las relaciones laborales;  

8. Adaptar el espacio físico de manera 
permanente o temporal cuando la salud 
integral de la mujer o persona con 
capacidad reproductiva que se 
encuentre en periodo de embarazo esté 
en riesgo a fin de que sea un ambiente 
seguro, adecuado y de fácil acceso; 

9. Procurar una atención priorizada a la 
mujer o persona con capacidad 
reproductiva se encuentre en período 
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11. Privilegiar el teletrabajo de las mujeres 
embarazadas, personas con capacidad de 
reproducir y en período de lactancia; 

12. Garantizar de manera progresiva y 
corresponsable la participación activa de los 
padres en el ejercicio del derecho y deber de 
cuidar de su hijo o hija; 

13. Garantizar progresivamente que el padre 
pueda alimentar a la persona recién nacida 
sea a través de la leche materna u otro 
suplemento alimenticio recomendado por la 
o el médico de su confianza; 

14. Garantizar a la mujer trabajadora y personas 
con capacidad reproductiva la licencia de 
maternidad durante veinte y cuatro (24) 
semanas (6 meses); 

15. Garantizar a la mujer y persona con 
capacidad reproductiva trabajadora la 
licencia para el derecho al cuidado de la 
persona recién nacida por dos horas diarias 
durante veinte y cuatro (24) meses a partir 
de que haya concluido la licencia de 
maternidad;  

16. Respetar los horarios de alimentación y 
promover la hidratación adecuada de las 
mujeres o personas con capacidad 
reproductiva trabajadora que se encuentren 
en período de embarazo o de lactancia; 

17. Garantizar a los padres la licencia de 
paternidad durante treinta (30) días. Esta 
licencia se equiparará de manera progresiva 
a la licencia de maternidad;  

de embarazo o lactancia si esta tuviere 
algún tipo de dolor o malestar; 

10. Privilegiar el teletrabajo de las mujeres 
embarazadas, personas con capacidad 
de reproducir y en período de lactancia; 

11. Garantizar de manera progresiva y 
corresponsable la participación de los 
padres en el ejercicio del derecho y 
deber de cuidar de su hijo o hija; 

12. Promover que el padre pueda alimentar 
a la persona recién nacida sea a través 
de la leche materna u otro suplemento 
alimenticio recomendado por la o el 
médico de su confianza; 

13. Garantizar a la mujer trabajadora o 
personas con capacidad reproductiva la 
licencia de maternidad en los plazos 
que establezcan las leyes vigentes que 
reglan el talento humano; 

14. Garantizar a la mujer o persona con 
capacidad reproductiva la licencia o 
permiso remunerado para la lactancia 
en los plazos que establezcan las leyes 
vigentes que reglan el talento humano;  

15. Respetar los horarios de alimentación y 
promover la hidratación adecuada de 
las mujeres o personas con capacidad 
reproductiva trabajadora que se 
encuentren en período de embarazo o 
de lactancia; 

16. Garantizar a los padres la licencia de 
paternidad en los plazos que 
establezcan las leyes vigentes que 
reglan el talento humano. 
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18. Garantizar a las madres adoptivas la licencia 
de maternidad por veinte y cuatro (24) 
semanas (6 meses); 

19. Garantizar a los padres adoptivos la licencia 
de paternidad durante treinta (30) días. Esta 
licencia se equiparará de manera progresiva 
a la licencia de maternidad de madres 
adoptivas;  

20. Garantizar a las madres adoptivas la licencia 
de cuidado por veinte y cuatro (24) meses; 

21. Garantizar a los padres adoptivos la licencia 
de cuidado por seis (6) meses. Esta licencia 
se equiparará de manera progresiva a la 
licencia de maternidad de madres adoptivas; 

22. Investigar y sancionar a las personas que 
obstaculicen, restrinjan o impidan la 
lactancia materna o el ejercicio del derecho 
a cuidar; y,  

23. Tomar medidas administrativas para 
prevenir, investigar y sancionar cualquier 
tipo de estigmatización, violencia simbólica, 
acoso o discriminación por su condición. 

17. Garantizar a los padres y a las madres 
adoptivas la licencia de maternidad en 
los plazos que establezcan las leyes 
vigentes que reglan el talento humano; 

18. Garantizar a los padres y a las madres 
adoptivas la licencia de cuidado en los 
plazos que establezcan las leyes 
vigentes que reglan el talento humano. 

19. Investigar y sancionar a las personas 
que obstaculicen, restrinjan o impidan 
la lactancia materna o el ejercicio del 
derecho a cuidar en los espacios 
laborales; y, 

20. En aquellos casos donde no exista 
norma expresa en las leyes pertinentes 
que reglen el talento humano tanto del 
sector público como privado, el 
Empleador al menos garantizará un 
régimen de licencias y permisos no 
remunerados para su pleno goce. 

 
Título Cuarto 

Del Derecho al Cuidado en el sector público y 
privado 

 

Título Cuarto 

Del Derecho al Cuidado en el sector 
público y privado 

 

 

Capítulo I 

De las licencias para garantizar el derecho al 
cuidado 

 

Capítulo I 

De las licencias para garantizar el 
derecho al cuidado 

 

 

Artículo 21.- De la licencia del derecho al cuidado.- 
Se reconoce y garantiza la licencia del derecho al 
cuidado: cuidar, ser cuidada y al autocuidado. La 
licencia del derecho al cuidado es aquel periodo 
de tiempo al cual se acogen tanto madres y padres 

 

Artículo 22.- De la licencia permiso del 
derecho al cuidado.- Se reconoce y 
garantiza la licencia del derecho al cuidado: 
cuidar, ser cuidada y al autocuidado. La 
licencia del derecho al cuidado es aquel 
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sin discriminación alguna por su orientación 
sexual, identidad de género, expresión de género 
o características sexuales, para desarrollar 
vínculos con otra persona que necesita cuidado. A 
su vez, esta licencia es aquella que surge del 
derecho a ser cuidado por, tener su autonomía 
disminuida, no contar con las condiciones para 
ejercer el autocuidado o existir situaciones de 
salud física o emocional en las que se requiere 
ejercer el derecho a ser cuidado. La licencia de 
derecho al cuidado lo deben ejercer de manera 
progresiva los padres de conformidad a lo 
establecido en esta ley.  
La licencia del derecho al cuidado para madres, 
hijos e hijas, se extenderá hasta veinte y cuatro 
(24) meses, al terminar la licencia de maternidad.  

periodo de tiempo al cual se acogen tanto 
madres y padres sin discriminación alguna 
para desarrollar vínculos con otra persona 
que necesita cuidado. 
 
A su vez, esta licencia o permiso es aquella 
que surge del derecho a ser cuidado por tener 
su autonomía disminuida, no contar con las 
condiciones para ejercer el autocuidado o 
existir situaciones de salud física o 
psicológica en las que se requiere ejercer el 
derecho a ser cuidado. 
 
La licencia de derecho al cuidado lo deben 
ejercer de manera progresiva los padres de 
conformidad a lo establecido en esta ley y en 
materia laboral, al amparo de las 
disposiciones legales vigentes.  

 

La licencia del derecho al cuidado para 
madres, hijos e hijas se extenderá de 
conformidad a los plazos vigentes en las 
leyes que reglan las relaciones con el talento 
humano según corresponda. 

 

Artículo 22.- De la licencia de maternidad.- La 
licencia de maternidad se entenderá aquel periodo 
de tiempo en el cual se produce el parto de la 
persona recién nacida y tendrá una vigencia de 
veinte y cuatro (24) semanas (6 meses) a partir del 
día del parto.  

 

Artículo 23.- De la licencia de maternidad 
remunerada.- La licencia de maternidad 
remunerada se entenderá aquel periodo de 
tiempo desde el nacimiento hasta el tiempo 
máximo que establezcan las leyes vigentes 
que reglan las relaciones con el talento 
humano según corresponda. 

En caso de no existir ley expresa se utilizarán 
de manera subsidiaria las disposiciones de la 
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Ley Orgánica del Servicio Público para el 
caso de los dependientes de las entidades y 
organismos del sector público y el Código del 
Trabajo para las demás personas 
trabajadoras. 

 

Artículo 23.- De la licencia de paternidad: La 
licencia de paternidad se entenderá aquel periodo 
de tiempo en el cual se produce el parto de la 
persona recién nacida y tendrá una vigencia de 
treinta (30) días laborables. Esta licencia se 
equiparará a la licencia de maternidad de manera 
progresiva.  

 

Artículo 24.- De la licencia de paternidad 
remunerada.- La licencia de paternidad 
remunerada se entenderá aquel periodo de 
tiempo desde el nacimiento hasta el tiempo 
máximo que establezcan las leyes vigentes 
que reglan las relaciones con el talento 
humano según corresponda. 

En caso de no existir ley expresa se utilizarán 
de manera subsidiaria las disposiciones de la 
Ley Orgánica del Servicio Público para el 
caso de los dependientes de las entidades y 
organismos del sector público y el Código del 
Trabajo para las demás personas 
trabajadoras. 

 

 

Artículo 24.- De la licencia de lactancia o derecho 
a cuidar.- La licencia de derecho al cuidado 
materno es aquella que opera desde el día en que 
la mujer y persona con capacidad reproductiva 
trabajadora se reintegra a sus labores y tendrá una 
duración de hasta veinte y cuatro (24) meses.  
La licencia por cuidado materno se plasmará en 
garantizar las dos horas diarias para que la madre 
ejerza el derecho al cuidado; por lo tanto, la 
jornada laboral será de seis (6) horas con una 
remuneración igual a la percibida antes de estar 
en estado de embarazo. 
La licencia de derecho a cuidar paterno es aquella 
que opera desde el día que el padre se reintegra 

 

Artículo 25.- De la licencia de lactancia y 
del cuidado paterno.- La licencia de derecho 
al cuidado materno es aquella que opera 
desde el día en que la mujer o persona con 
capacidad reproductiva trabajadora luego del 
goce del permiso remunerado de maternidad 
se reintegra a sus labores y hasta el tiempo 
máximo que establezcan las leyes vigentes 
que reglan las relaciones con el talento 
humano según corresponda. 
 
La licencia remunerada de lactancia o por 
cuidado materno se gozará al menos durante 
un (1) año contados desde el regreso de la 
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a sus labores y tendrá una duración hasta de seis 
(6) meses. Esta licencia se equiparará a la licencia 
de lactancia y cuidado materno de manera 
progresiva. 

mujer o persona con capacidad reproductiva 
trabajadora luego del goce del permiso 
remunerado de maternidad por un tiempo no 
menor a dos (2) horas diarias para que la 
madre ejerza el derecho al cuidado. 

 

La licencia de cuidado paterno es aquella que 
opera desde el día que el padre se reintegra 
a sus labores luego del goce de su licencia 
remunerada de paternidad y tendrá la 
condición de ser remunerada en el caso de 
justificarse la imposibilidad de ejercer la 
lactancia por parte de la titular directa de la 
misma y no podrá ser menor a un (1) año 
contados desde el regreso de la mujer o 
persona con capacidad reproductiva 
trabajadora luego del goce del permiso 
remunerado de maternidad por un tiempo no 
menor a dos (2) horas diarias para que la 
madre ejerza el derecho al cuidado. 

 

 

Artículo 25.- Licencia de cuidado sin sueldo por un 
año calendario.- Las mujeres trabajadoras que 
decidan ejercer su derecho a la licencia de 
cuidado sin sueldo por un año calendario, tiene 
derecho a disponer de sus fondos de cesantía si 
es que estos se encuentran disponibles. Las 
mujeres que se acojan a esta licencia se les 
garantizan el derecho a la estabilidad laboral y no 
podrán ser desvinculadas hasta que su hija o hijo 
cumpla los 2 años de edad, equiparando el tiempo 
de licencia de cuidado materno. 

 

Artículo 26.- Licencia de cuidado sin 
sueldo por un año calendario.- Las mujeres 
trabajadoras que decidan ejercer su derecho 
a la licencia de cuidado sin sueldo por un año 
calendario, tiene derecho a disponer de sus 
fondos de cesantía si es que estos se 
encuentran disponibles, además se garantiza 
el derecho a la estabilidad laboral y no podrán 
ser terminadas sus relaciones laborales hasta 
que su hija o hijo cumpla el año de edad, para 
lo cual se deberá observar obligatoriamente 
las disposiciones que establezcan las leyes 
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vigentes que reglan las relaciones con el 
talento humano según corresponda. 

 

Artículo 26.- Licencia de maternidad y paternidad 
de madres y padres adoptivos.- Las madres y 
padres adoptivos tienen derecho a la licencia de 
maternidad a partir de la declaratoria de 
adoptabilidad. La madre adoptiva tiene derecho a 
la licencia de maternidad de veinte y cuatro (24) 
semanas o (6) meses, mientras que el padre 
adoptivo tiene el derecho a la licencia de 
paternidad por treinta (30) días laborales, siempre 
y cuando el niño o niña se encuentre en el rango 
de edad de recién nacido hasta el año tres meses 
y dos semanas.  

 

Artículo 27.- Licencia de maternidad y 
paternidad de madres y padres 
adoptivos.- Las madres y padres adoptivos 
tienen derecho a la licencia de maternidad a 
partir de la declaratoria de adoptabilidad. La 
madre y padre adoptivos tiene derecho a la 
licencia de maternidad y paternidad de los 
plazos vigentes en las leyes que reglan las 
relaciones con el talento humano según 
corresponda. 

En caso de no existir ley expresa se utilizarán 
de manera subsidiaria las disposiciones de la 
Ley Orgánica del Servicio Público para el 
caso de los dependientes de las entidades y 
organismos del sector público y el Código del 
Trabajo para las demás personas 
trabajadoras. 

 

 

Artículo 27.- Licencia de lactancia o cuidado de 
madres y padres adoptivos.- Las madres y padres 
adoptivos tienen derecho a ejercer la licencia de 
lactancia o cuidado de sus hijos e hijas 
independientemente de su edad, por el periodo de 
veinte y cuatro (24) y seis (6) meses 
respectivamente. 

 

Artículo 28.- Licencia de lactancia o 
cuidado de madres y padres adoptivos.- 
Las madres y padres adoptivos tienen 
derecho a ejercer la licencia de lactancia o 
cuidado de sus hijos e hijas  en los mismos 
plazos que se establezcan para las y los 
padres biológicos. 

 

 
Capítulo II 

De los centros de cuidado 
 

Capítulo II 

De los centros de cuidado 
 

 

Artículo 28.- De los lactarios.- Las instituciones 
públicas a nivel nacional y desconcentrado, y las 
entidades privadas deben disponer de lactarios 
dignos, específicos, de fácil acceso y 

 

Artículo 29.- De los lactarios.- Las 
instituciones públicas a nivel nacional y 
desconcentrado, y las entidades privadas 
deben disponer de lactarios dignos, 
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acondicionados para las mujeres servidoras 
públicas o trabajadoras, bajo su dependencia. 

Los lactarios deberán garantizar las condiciones 
adecuadas para la extracción y conservación de la 
leche materna, bajo normas técnicas de 
seguridad, para luego transportarla al hogar y 
disponer de ella, para alimentar a la persona 
recién nacida en ausencia temporal de la madre. 

Los lactarios en las instituciones públicas y 
privadas, se implementarán de manera 
progresiva, donde trabajen mujeres en edad fértil. 
Los lactarios deben cumplir las normas para la 
implementación y funcionamiento de lactarios 
expedidas por el ente rector en salud.  

específicos, de fácil acceso y acondicionados 
para las mujeres servidoras públicas o 
trabajadoras, bajo su dependencia. 

 

Los lactarios deberán garantizar las 
condiciones adecuadas para la extracción y 
conservación de la leche materna, bajo 
normas técnicas de seguridad, para luego 
transportarla al hogar y disponer de ella, para 
alimentar a la persona recién nacida en 
ausencia temporal de la madre. 

 

Los lactarios en las instituciones públicas y 
privadas se implementarán de manera 
progresiva, donde trabajen mujeres en edad 
fértil. Los lactarios deben cumplir las normas 
para la implementación y funcionamiento de 
lactarios expedidas por el ente rector en 
salud.  

 

Artículo 29.- Los centros de cuidado diario o 
guarderías.- Las instituciones públicas y privadas 
deben ofrecer servicios de cuidado infantil propios. 
Si no fuere posible, la entidad podrá realizar 
acuerdos con centros de cuidado infantil privado 
que se encuentren cerca del lugar de trabajo. 

En caso de que una institución pública no cuente 
con los servicios necesarios, se deberá pagar en 
dinero a la madre o padre que ejerza el derecho al 
cuidado, hasta los montos máximos establecidos 
por el ministerio encargado de las relaciones 
laborales, y previo el respectivo dictamen 
favorable del ministerio encargado de economía y 
finanzas por cada hija o hijo que tengan hasta que 

 

Artículo 30.- Los centros de cuidado diario 
o guarderías.- Las instituciones públicas y 
privadas deben ofrecer servicios de cuidado 
infantil propios. Si no fuere posible, la entidad 
podrá realizar acuerdos con centros de 
cuidado infantil privado que se encuentren 
cerca del lugar de trabajo. 

 

En caso de las instituciones públicas que no 
cuente con los servicios necesarios, descritos 
en este se deberán priorizar en sus planes 
operativos y presupuesto anuales la entrega 
de compensaciones económicas o la 
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cumpla los cinco (5) años de edad, 
independientemente de la modalidad de trabajo y 
la compensación del derecho al cuidado. 

Los centros de cuidado infantil o guarderías se 
implementarán donde existan más de veinte (20) 
personas que ejercen el cuidado, sean mujeres u 
hombres de manera indistinta. 

celebración de convenios interinstitucionales 
que viabilicen este derecho, 

 

Los centros de cuidado infantil o guarderías 
se implementarán confirme las disposiciones 
expresas de las leyes vigentes que reglen las 
relaciones con el talento humano, según 
corresponda. 

 

El Empleador tanto del sector público como 
del privado recibirá las solicitudes de las 
personas trabajadoras para acceder a este 
beneficio y lo concederán de acuerdo a su 
disponibilidad presupuestaria y organización 
interna y planes pedagógicos del centro de 
cuidado infantil. 

 

Artículo 30.- Del seguimiento y monitoreo.- Las 
autoridades nacionales de salud y de relaciones 
laborales, realizarán el seguimiento y monitoreo 
de la implementación de los lactarios y centros de 
cuidado diario infantil. 

Las autoridades nacionales indicadas en el inciso 
anterior, deberán presentar un informe anual 
denominado “Informe de lactarios y cuidado en el 
trabajo”, el mismo que será presentado 
conjuntamente con el informe de rendición de 
cuentas. El mismo informe debe ser entregado 
anualmente a la Corte Constitucional. 

En caso de que las instituciones públicas, no 
cumplan con esta disposición se aplicará el 
procedimiento establecido en la normativa 
correspondiente. 

 

Artículo 31.- Del seguimiento y 
monitoreo.- Las autoridades nacionales de 
salud, bienestar social y de trabajo, realizarán 
el seguimiento y monitoreo de la 
implementación de los lactarios y centros de 
cuidado diario infantil, de acuerdo al ámbito 
de sus competencias 

 

Las autoridades nacionales indicadas en el 
párrafo anterior deberán presentar un informe 
anual el mismo que será presentado ante la 
Asamblea Nacional juntamente con el 
informe de rendición de cuentas. El mismo 
informe debe ser entregado anualmente a la 
Corte Constitucional. 
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En caso de que las instituciones públicas, no 
cumplan con esta disposición se aplicará el 
procedimiento disciplinario que corresponda 
según la normativa correspondiente. 

 
Capítulo III 

De la contratación en el sector público 
 

Se sugiere la eliminación de este capítulo 
pues en la misma propuesta de Ley se 
señala: 

“La naturaleza de los contratos en el sector 
público se mantiene tal y como lo establecen 
la ley específica y su reglamento para la 
contratación”. 

Se sugiere la eliminación de 
este capítulo pues en la misma 
propuesta de Ley se señala: 

“La naturaleza de los contratos 
en el sector público se 
mantiene tal y como lo 
establecen la ley específica y 
su reglamento para la 
contratación”. 

 

Artículo 31.-De la contratación.- La naturaleza de 
los contratos en el sector público se mantiene tal y 
como lo establecen la ley específica y su 
reglamento para la contratación. Esta norma está 
encaminada a garantizar el derecho al cuidado y 
protección especial que tienen las mujeres y 
personas con capacidad reproductiva, que se 
encuentren en período de embarazo, parto y 
puerperio y, lactancia. 

 

Se sugiere la eliminación de este capítulo 
pues en la misma propuesta de Ley se 
señala: 

“La naturaleza de los contratos en el sector 
público se mantiene tal y como lo establecen 
la ley específica y su reglamento para la 
contratación”. 

Se sugiere la eliminación de 
este capítulo pues en la misma 
propuesta de Ley se señala: 

“La naturaleza de los contratos 
en el sector público se 
mantiene tal y como lo 
establecen la ley específica y 
su reglamento para la 
contratación”. 

 

Artículo 32.- De los contratos en sector público.- 
Las mujeres y personas con capacidad 
reproductiva, que se encuentren en periodo de 
embarazo, parto y puerperio y, lactancia, que se 
encuentran contratadas dentro del sector público 
se regirán exclusivamente a las siguientes reglas: 

1. Contrato de servicios ocasionales.- El 
contrato de servicios ocasionales, tienen 
una duración máxima de hasta dos años. En 
este tipo de contratos prima el derecho a la 

 

Se sugiere la eliminación de este capítulo 
pues en la misma propuesta de Ley se 
señala: 

“La naturaleza de los contratos en el sector 
público se mantiene tal y como lo establecen 
la ley específica y su reglamento para la 
contratación”. 

Se sugiere la eliminación de 
este capítulo pues en la misma 
propuesta de Ley se señala: 

“La naturaleza de los contratos 
en el sector público se 
mantiene tal y como lo 
establecen la ley específica y 
su reglamento para la 
contratación”. 
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protección especial ante cualquier 
necesidad administrativa de la institución. El 
plazo del contrato de servicios ocasionales 
durará hasta el fin del periodo fiscal en que 
concluya el periodo del derecho a la 
lactancia o cuidado. 

2. Nombramiento provisional.- El 
nombramiento provisional, en atención al 
derecho al cuidado, deberá renovarse hasta 
la terminación del derecho a la protección 
especial. 

La entidad pública suspenderá y declarará 
desierto todo concurso de méritos y 
oposición para cubrir una vacante que 
estaba provisionalmente ocupada por la 
mujer o la persona con capacidad 
reproductiva que se encuentra en período de 
embarazo, parto y puerperio y, lactancia o 
cuidado. Se podrá planificar los respectivos 
concursos una vez que culmine el periodo de 
licencia de cuidado de la persona 
trabajadora. Se organizará el concurso para 
que la persona trabajadora pueda participar 
en igualdad de condiciones si así lo quisiera.  

Se entenderá como nulo cualquier concurso 
de méritos y oposición que se inicie dentro 
del periodo de embarazo, parto y puerperio 
y lactancia o cuidado, del puesto de trabajo 
de la mujer que ocupó ese cargo. 

3. De libre nombramiento y remoción.- En caso 
de mujeres o personas con capacidad 
reproductiva que hayan sido contratadas en 
cargos de libre nombramiento y remoción, la 
institución contratante deberá probar que la 
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terminación de la relación laboral no se 
produjo como un acto de discriminación en 
razón que la mujer está en estado de 
embarazo o gozando de su derecho a la 
licencia de maternidad o la licencia de 
lactancia o cuidado. 

La parte empleadora deberá probar y 
demostrar el supuesto incumplimiento en el 
desempeño del trabajo de la mujer en esta 
condición.  

En caso de que la o el empleador no 
demuestre que la mujer trabajadora ha 
incumplido sus funciones, tiene la obligación 
de reconocer el derecho a la compensación 
descrito en esta ley para el derecho al 
cuidado hasta el fin de su periodo de licencia 
de cuidado o lactancia que corresponda 
según el caso.  

En caso de que el embarazo, parto y 
puerperio y licencia de lactancia o cuidado 
coincida con un cambio de administración, la 
nueva autoridad tiene la potestad de 
designar a personas de libre remoción. 

La nueva autoridad nominadora procurará 
contar con el trabajo de la persona bajo 
protección especial. En caso de que no fuere 
posible, cuenta con un período de tiempo de 
hasta un período máximo de treinta (30) 
días, contados a partir de la posesión del 
funcionario o funcionaria con dicha potestad, 
tiempo en el cual podrá terminar la relación 
laboral sin que exista la obligación de la 
compensación por cuidado. Transcurrido 
ese plazo, la mujer o persona con capacidad 
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reproductiva tiene derecho a la 
compensación determinada en esta ley.  

 
Capítulo IV 

De las Unidades de Administración del 
Talento Humano 

 

Se sugiere la eliminación de este capítulo 
pues en la misma propuesta de Ley se 
señala: 

“La naturaleza de los contratos en el sector 
público se mantiene tal y como lo establecen 
la ley específica y su reglamento para la 
contratación”. 

Se sugiere la eliminación de 
este capítulo pues en la misma 
propuesta de Ley se señala: 

“La naturaleza de los contratos 
en el sector público se 
mantiene tal y como lo 
establecen la ley específica y 
su reglamento para la 
contratación”. 

 

Artículo 33.- Del Registro de contratos y 
nombramientos.- Las Unidades de Administración 
del Talento Humano, tienen la obligación de 
registrar dentro del plazo máximo de quince (15) 
días en la entidad correspondiente de relaciones 
laborales, el inicio del periodo de embarazo, parto 
y puerperio, licencia de maternidad o en periodo 
de lactancia de las madres trabajadoras, a fin de 
garantizar su derecho a la protección especial.  

 

Se sugiere la eliminación de este capítulo 
pues en la misma propuesta de Ley se 
señala: 

“La naturaleza de los contratos en el sector 
público se mantiene tal y como lo establecen 
la ley específica y su reglamento para la 
contratación”. 

 

Además de que el aporte realizado no dista 
de disposiciones ya expresadas tanto en la 
Ley Orgánica del Servicios Público, su 
Reglamento, entre otras. 

Se sugiere la eliminación de 
este capítulo pues en la misma 
propuesta de Ley se señala: 

“La naturaleza de los contratos 
en el sector público se 
mantiene tal y como lo 
establecen la ley específica y 
su reglamento para la 
contratación”. 

Además de que el aporte 
realizado no dista de 
disposiciones ya expresadas 
tanto en la Ley Orgánica del 
Servicios Público, su 
Reglamento, entre otras. 

 

Artículo 34.- De la planificación de las Unidades de 
Administración del Talento Humano.- Las 
Unidades de Administración del Talento Humano, 
tienen la obligación de considerar dentro de su 
planificación institucional a las mujeres y personas 
con capacidad reproductiva que se encuentren en 

 

Se sugiere la eliminación de este capítulo 
pues en la misma propuesta de Ley se 
señala: 

“La naturaleza de los contratos en el sector 
público se mantiene tal y como lo establecen 

Se sugiere la eliminación de 
este capítulo pues en la misma 
propuesta de Ley se señala: 

“La naturaleza de los contratos 
en el sector público se 
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periodo de embarazo, parto y puerperio, licencia 
de maternidad o en periodo de lactancia bajo 
todas las modalidades contractuales señaladas en 
esta ley. 

En caso de las evaluaciones del personal se 
suspenderán los plazos para dicha evaluación, 
hasta que la mujer trabajadora se reincorporé a 
sus actividades después de la licencia de cuidado.  

la ley específica y su reglamento para la 
contratación”. 

 

Además de que el aporte realizado no dista 
de disposiciones ya expresadas tanto en la 
Ley Orgánica del Servicios Público, su 
Reglamento, entre otras. 

mantiene tal y como lo 
establecen la ley específica y 
su reglamento para la 
contratación”. 

Además de que el aporte 
realizado no dista de 
disposiciones ya expresadas 
tanto en la Ley Orgánica del 
Servicios Público, su 
Reglamento, entre otras. 

 
Capítulo V 

De la contratación en el sector privado 
 

Se sugiere la eliminación de este capítulo 
pues en la misma propuesta de Ley se 
señala: 

“La naturaleza de los contratos en el sector 
privado se mantiene tal y como lo establecen 
las leyes específicas según la contratación”. 

 

Además de que el aporte realizado no dista 
de disposiciones ya expresadas tanto en el 
Código del Trabajo, los Reglamentos y 
directrices remitidas por el MDT, entre otras. 

Se sugiere la eliminación de 
este capítulo pues en la misma 
propuesta de Ley se señala: 

“La naturaleza de los contratos 
en el sector privado se 
mantiene tal y como lo 
establecen las leyes 
específicas según la 
contratación”. 

 

Además de que el aporte 
realizado no dista de 
disposiciones ya expresadas 
tanto en el Código del Trabajo, 
los Reglamentos y directrices 
remitidas por el MDT, entre 
otras. 

 

Artículo 35.-De la contratación.- La naturaleza de 
los contratos en el sector privado se mantiene tal 
y como lo establecen las leyes específicas según 
la contratación. Esta norma está encaminada a 
resaltar el derecho a una protección especial que 

 

Se sugiere la eliminación de este capítulo 
pues en la misma propuesta de Ley se 
señala: 

Se sugiere la eliminación de 
este capítulo pues en la misma 
propuesta de Ley se señala: 
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tiene las mujeres y personas con capacidad 
reproductiva que se encuentren en periodo de 
embarazo, parto y puerperio, licencia de 
maternidad o de lactancia.  

“La naturaleza de los contratos en el sector 
privado se mantiene tal y como lo establecen 
las leyes específicas según la contratación”. 

 

Además de que el aporte realizado no dista 
de disposiciones ya expresadas tanto en el 
Código del Trabajo, los Reglamentos y 
directrices remitidas por el MDT, entre otras. 

“La naturaleza de los contratos 
en el sector privado se 
mantiene tal y como lo 
establecen las leyes 
específicas según la 
contratación”. 

 

Además de que el aporte 
realizado no dista de 
disposiciones ya expresadas 
tanto en el Código del Trabajo, 
los Reglamentos y directrices 
remitidas por el MDT, entre 
otras. 

 

Artículo 36.- Del despido de la mujer o persona 
con capacidad reproductiva en perdió de 
embarazo, parto y puerperio, y de lactancia o 
cuidado en el sector privado.- Cuando en el sector 
privado se despidiere a una mujer trabajadora por 
razones de embarazo, parto y puerperio, lactancia 
y cuidado se considerará como despido ineficaz. 

La persona trabajadora afectada deberá deducir la 
acción ante un/a Juez/a del Trabajo de la 
jurisdicción correspondiente al lugar donde se 
produjo el despido en el plazo de treinta días.  

El trámite judicial de despido ineficaz será rápido 
y sencillo, para la tramitación y resolución se 
estará a lo establecido en la normativa laboral 
vigente. 

 

Se sugiere la eliminación de este capítulo 
pues en la misma propuesta de Ley se 
señala: 

“La naturaleza de los contratos en el sector 
privado se mantiene tal y como lo establecen 
las leyes específicas según la contratación”. 

 

Además de que el aporte realizado no dista 
de disposiciones ya expresadas tanto en el 
Código Orgánico General de Procesos, 
Código del Trabajo, los Reglamentos y 
directrices remitidas por el MDT, entre otras. 

Se sugiere la eliminación de 
este capítulo pues en la misma 
propuesta de Ley se señala: 

“La naturaleza de los contratos 
en el sector privado se 
mantiene tal y como lo 
establecen las leyes 
específicas según la 
contratación”. 

 

Además de que el aporte 
realizado no dista de 
disposiciones ya expresadas 
tanto en el Código del Trabajo, 
los Reglamentos y directrices 
remitidas por el MDT, entre 
otras. 
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Capítulo VI 

De flexibilidad horaria 
 

Se sugiere la eliminación de este capítulo 
pues en la misma propuesta de Ley se señala 
que la naturaleza de los contratos en el sector 
público y privado se mantiene tal y como lo 
establecen las leyes específicas según la 
contratación”. 

 

Además de que el aporte realizado no dista 
de disposiciones ya expresadas tanto en el 
Código Orgánico General de Procesos, 
Código del Trabajo, Ley Orgánica del Servicio 
Público, los Reglamentos y directrices 
remitidas por el MDT, entre otras. 

 

Finalmente, establecer la existencia de una 
flexibilidad horaria depende del acuerdo 
consensuado entre la persona trabajadora 
siguiendo disposiciones ya vigentes en 
nuestra legislación. 

 

 

Artículo 37.- De la flexibilización horaria posterior 
a la finalización de la licencia al cuidado.- La o el 
empleador previo acuerdo con la parte trabajadora 
podrá implementar el trabajo por horas, el 
teletrabajo, trabajo por objetivos, o jornadas 
laborales menos rígidas en las que cada 
trabajadora distribuya las horas de trabajo de 
acuerdo con sus necesidades. La persona 
trabajadora que se beneficie de la flexibilización 
horaria, se compromete a cumplir con sus 
obligaciones laborales, así como su remuneración 
será igual a jornada que realice 

 

Se sugiere la eliminación de este capítulo 
pues en la misma propuesta de Ley se señala 
que la naturaleza de los contratos en el sector 
público y privado se mantiene tal y como lo 
establecen las leyes específicas según la 
contratación”. 

 

Además de que el aporte realizado no dista 
de disposiciones ya expresadas tanto en el 
Código Orgánico General de Procesos, 
Código del Trabajo, Ley Orgánica del Servicio 
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Público, los Reglamentos y directrices 
remitidas por el MDT, entre otras. 

 

Finalmente, establecer la existencia de una 
flexibilidad horaria depende del acuerdo 
consensuado entre la persona trabajadora 
siguiendo disposiciones ya vigentes en 
nuestra legislación. 

 

Título Quinto 

De las medidas de reparación en el caso de 
violaciones a los derechos de las mujeres o 

personas con capacidad reproductiva que se 
encuentren en periodo de embarazo, parto y 

puerperio, y lactancia o cuidado 

 

Título Quinto 

De las medidas de reparación en el caso 
de violaciones a los derechos de las 
mujeres o personas con capacidad 
reproductiva que se encuentren en 
periodo de embarazo, parto y puerperio, y 
lactancia o cuidado 

 

 
Capítulo I 

De la desvinculación 
 

Capítulo I 

De la desvinculación 
 

 

Artículo 38.- De la protección especial de relación 
laboral en el sector público y privado.- En todo tipo 
de contrato o nombramiento del sector público; y, 
contratos en el sector privado, las mujeres o 
personas con capacidad reproductiva en periodo 
de embarazo, parto y puerperio tendrán protección 
especial hasta que termine la licencia de lactancia 
o cuidado. 

Durante la protección especial de las mujeres o 
personas con capacidad reproductiva en el ámbito 
laboral, se les garantizará la estabilidad laboral, la 
misma remuneración a la percibida antes del 
embarazo o una mejor, el respeto a la licencia de 
maternidad y de lactancia o cuidado, un ambiente 
laboral adecuado, acorde a sus necesidades 

 

Artículo 32.- De la protección especial de 
relación laboral en el sector público y 
privado.- En todo tipo de contrato o 
nombramiento del sector público; y, contratos 
en el sector privado, las mujeres o personas 
con capacidad reproductiva en periodo de 
embarazo, parto y puerperio tendrán 
protección especial hasta que termine la 
licencia remunerada o no remunera  de 
lactancia o cuidado. 

 

Durante la protección especial de las mujeres 
o personas con capacidad reproductiva en el 
ámbito laboral, se les garantizará la 
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específicas que permitan el desarrollo de sus 
actividades sin violencia ni discriminación de 
ningún tipo. 

estabilidad laboral, la misma remuneración a 
la percibida antes del embarazo o una mejor, 
el respeto a la licencia de maternidad y de 
lactancia o cuidado, un ambiente laboral 
adecuado, acorde a sus necesidades 
específicas que permitan el desarrollo de sus 
actividades sin violencia ni discriminación de 
ningún tipo. 

 

Artículo 39.- De la desvinculación en el sector 
público.- Independientemente de la causal por la 
que se separa a la servidora de sus funciones, 
ésta no pierde su derecho a recibir la 
compensación económica hasta que finalice su 
periodo de lactancia o cuidado, además de la 
liquidación que por ley le corresponda, salvo en los 
casos de remoción por faltas graves y de los 
nombramiento de libre remoción cuando se trate 
de una nueva administración o de una nueva 
persona con competencia para designar a estas 
personas. 

Si se produjo la desvinculación del trabajo por las 
causales leves contempladas al momento que 
asumió el cargo y la mujer se encontraba 
embarazada con anterioridad, pero no dio aviso, si 
fuere posible se le contratará nuevamente, de lo 
contrario se le otorgará el derecho a la 
compensación para el derecho al cuidado, lo cual 
abarca el tiempo desde que fue notificada hasta 
que culmine su periodo de lactancia. 

En caso de que se produzca la desvinculación de 
la servidora por embarazo o lactancia, a pesar de 
estar expresamente prohibida la discriminación en 
el ámbito laboral, esta desvinculación se 
considerará una falta grave por parte de la o el 

 

Se sugiere la eliminación de este artículo 
pues genera un proceso de discriminación 
frente al ejercicio de control y sanción que le 
asiste a todo empleador. 

 

El aporte realizado en la Ley no mejora las 
disposiciones ya expresadas tanto en el 
Código Orgánico General de Procesos, 
Código del Trabajo, Ley Orgánica del Servicio 
Público, los Reglamentos y directrices 
remitidas por el MDT, entre otras. 

 

Finalmente, establecer condiciones de 
desvinculación sin el establecimiento de las 
cualidades de justificación o legalidad así 
como procesos de reclamación y un catálogo 
de sanciones pecuniarias genera 
expectativas no cumplibles de reformas de 
esta naturaleza. 
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empleador, y el despido carecerá de validez. Por 
lo que la mujer podrá reincorporarse 
inmediatamente a su puesto, o en caso de no 
desearlo así, además de su derecho a la 
compensación, se establecerán las medidas de 
reparación integral según corresponda la 
circunstancia en cada caso. 

 

Artículo 40. Del registro de las desvinculaciones.- 
La institución tiene la obligación de registrar ante 
el ente rector de relaciones laborales, las 
desvinculaciones de mujeres o personas con 
capacidad reproductiva que se encuentren en 
periodo de embarazo, parto y puerperio, y 
lactancia o cuidado a fin de llevar un control del 
cumplimiento de esta ley y tomar las decisiones 
necesarias para la implementación integral de la 
presente ley.  

 

Se sugiere la eliminación de este artículo 
pues genera un proceso de discriminación 
frente al ejercicio de control y sanción que le 
asiste a todo empleador. 

 

El aporte realizado en la Ley no mejora las 
disposiciones ya expresadas tanto en el 
Código Orgánico General de Procesos, 
Código del Trabajo, Ley Orgánica del Servicio 
Público, los Reglamentos y directrices 
remitidas por el MDT, entre otras. 

 

Finalmente, establecer condiciones de 
desvinculación sin el establecimiento de las 
cualidades de justificación o legalidad así 
como procesos de reclamación y un catálogo 
de sanciones pecuniarias genera 
expectativas no cumplibles de reformas de 
esta naturaleza. 

 

 
Capítulo II 

De las medidas de reparación integral 
 

Capítulo II 

De las medidas de reparación integral 
 

 
Artículo 41.- La compensación económica o 
patrimonial.- En los casos de mujeres o personas 
con capacidad reproductiva que se encuentren en 

 
Artículo 33.- La compensación económica 
o patrimonial.- En los casos de mujeres o 
personas con capacidad reproductiva que se 
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periodo de embarazo, parto y puerperio, y 
lactancia o cuidado en el sector público, la 
compensación económica será calculada por el 
mismo juez o jueza que conoció el caso, tomando 
en consideración las veinte y cuatro (24) semanas 
de licencia maternidad y los veinte y cuatro (24) 
meses de licencia de lactancia o cuidado 
establecido en esta ley. Para el efecto se tomará 
en cuenta lo siguiente: 

a. La misma remuneración que venía 
percibiendo la persona por el resto de meses 
de embarazo. 

b. La misma remuneración que venía 
percibiendo por veinte y cuatro (24) 
semanas de licencia de maternidad.  

c. La misma remuneración que venía 
percibiendo por el tiempo que reste para 
cumplir el periodo de lactancia o cuidado 
establecido en la ley. 

Dentro del sector público, cuando termine la 
relación laboral con una persona que tiene 
protección especial de embarazo y lactancia para 
ejercer el derecho al cuidado, tendrá derecho a 
una remuneración completa por cada mes desde 
que dejó de trabajar hasta que termine el periodo 
de lactancia. 

encuentren en periodo de embarazo, parto y 
puerperio, y lactancia o cuidado en el sector 
público, la compensación económica será 
calculada por el mismo juez o jueza que 
conoció el caso, tomando en consideración 
las veinte y cuatro (24) semanas de licencia 
maternidad y los veinte y cuatro (24) meses 
de licencia de lactancia o cuidado establecido 
en esta ley. Para el efecto se tomará en 
cuenta lo siguiente: 

a. La misma remuneración que venía 
percibiendo la persona por el resto de 
meses de embarazo. 

b. La misma remuneración que venía 
percibiendo por veinte y cuatro (24) 
semanas de licencia de maternidad.  

c. La misma remuneración que venía 
percibiendo por el tiempo que reste 
para cumplir el periodo de lactancia o 
cuidado establecido en la ley. 

Dentro del sector público, cuando 
termine la relación laboral con una 
persona que tiene protección especial 
de embarazo y lactancia para ejercer el 
derecho al cuidado, tendrá derecho a 
una remuneración completa por cada 
mes desde que dejó de trabajar hasta 
que termine el periodo de lactancia. 

 

Artículo 42.- La reparación integral.- Cuando el 
juez o jueza, en conocimiento de una acción de 
garantías jurisdiccionales declare que se violaron 
los derechos de la mujer y personas con 
capacidad reproductiva que se encuentren en 

 

Artículo 34.- La reparación integral.- 
Cuando el juez o jueza, en conocimiento de 
una acción de garantías jurisdiccionales 
declare que se violaron los derechos de la 
mujer y personas con capacidad reproductiva 
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periodo de embarazo, parto y puerperio, y 
lactancia o cuidado, dispondrá las medidas de 
reparación integral por el daño material e 
inmaterial a que hubiere lugar. Estas medias de 
reparación serán pertinentes para cada persona, 
en función de cada una de las violaciones a sus 
derechos humanos. 

Los jueces y juezas deberán tener en cuenta la 
reparación solicitada en la demanda, debiendo 
preguntar en la audiencia cómo las mujeres se 
sentirían reparadas. Las medidas de reparación 
integral deben ser posibles, determinadas, 
proporcionadas a la violación y a los hechos, 
tomando en cuenta las circunstancias de la 
entidad o persona responsable, tal como lo 
establece la Ley Orgánica de Garantías 
Jurisdiccionales y Control Constitucional. 

que se encuentren en periodo de embarazo, 
parto y puerperio, y lactancia o cuidado, 
dispondrá las medidas de reparación integral 
por el daño material e inmaterial a que 
hubiere lugar. Estas medias de reparación 
serán pertinentes para cada persona, en 
función de cada una de las violaciones a sus 
derechos humanos. 

Los jueces y juezas deberán tener en cuenta 
la reparación solicitada en la demanda, 
debiendo preguntar en la audiencia cómo las 
mujeres se sentirían reparadas. Las medidas 
de reparación integral deben ser posibles, 
determinadas, proporcionadas a la violación 
y a los hechos, tomando en cuenta las 
circunstancias de la entidad o persona 
responsable, tal como lo establece la Ley 
Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y 
Control Constitucional. 

 

Artículo 43.- La restitución.- Consiste en 
restablecer la situación laboral de las mujeres y 
personas con capacidad reproductiva a su empleo 
cuando han sido despedidas estando 
embarazadas o en periodo de lactancia, en las 
mismas condiciones, similares, o mejores. 
Cuando se trate de terminación del contrato por 
razón del embarazo o lactancia, la terminación de 
la relación laboral será ineficaz. En los cargos de 
libre remoción, no procederá la compensación por 
el derecho al cuidado cuando se trate de una 
nueva administración. La restitución nunca 
empeorará la situación de las mujeres antes de 

 

Artículo 35.- La restitución.- Consiste en 
restablecer la situación laboral de las mujeres 
y personas con capacidad reproductiva a su 
empleo cuando han sido despedidas estando 
embarazadas o en periodo de lactancia, en 
las mismas condiciones, similares, o mejores. 
Cuando se trate de terminación del contrato 
por razón del embarazo o lactancia, la 
terminación de la relación laboral será 
ineficaz. En los cargos de libre remoción, no 
procederá la compensación por el derecho al 
cuidado cuando se trate de una nueva 
administración. La restitución nunca 
empeorará la situación de las mujeres antes 
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producirse la violación, en términos de ambiente 
laboral y de remuneración. 

de producirse la violación, en términos de 
ambiente laboral y de remuneración. 

 

Artículo 44.- La rehabilitación.- Procede en los 
casos en los que por no haberse propiciado un 
ambiente laboral de cuidado a las mujeres o 
personas con capacidad reproductiva que se 
encuentren en periodo de embarazo y licencia de 
lactancia o cuidado y su salud física o psicológica 
resulte afectada. La rehabilitación podrá incluir 
tratamientos médicos y acompañamiento 
psicosocial de acuerdo a las necesidades y 
requerimientos de las mujeres o personas con 
capacidad reproductiva. 

 

Artículo 36.- La rehabilitación.- Procede en 
los casos en los que por no haberse 
propiciado un ambiente laboral de cuidado a 
las mujeres o personas con capacidad 
reproductiva que se encuentren en periodo 
de embarazo y licencia de lactancia o cuidado 
y su salud física o psicológica resulte 
afectada. La rehabilitación podrá incluir 
tratamientos médicos y acompañamiento 
psicosocial de acuerdo a las necesidades y 
requerimientos de las mujeres o personas 
con capacidad reproductiva. 

 

 

Artículo 45.- La satisfacción.- Procede en función 
de lo demandado por las mujeres y personas con 
capacidad reproductiva, como disculpas públicas 
en el lugar del trabajo y por parte de quien no 
cumplió con sus obligaciones de cuidado. El juez 
o jueza no podrá ordenar disculpas públicas si las 
mujeres no están de acuerdo con esta medida. 

 

Artículo 37.- La satisfacción.- Procede en 
función de lo demandado por las mujeres y 
personas con capacidad reproductiva, como 
disculpas públicas en el lugar del trabajo y por 
parte de quien no cumplió con sus 
obligaciones de cuidado. El juez o jueza no 
podrá ordenar disculpas públicas si las 
mujeres no están de acuerdo con esta 
medida. 

 

 

Artículo 46.- La obligación de no repetición.- El 
juez o jueza tomará medidas encaminadas para 
que el lugar donde se produjo la violación se 
constituya en un ambiente laboral de cuidado 
físico y mental y, de ser el caso dispondrá medidas 
tales como la reforma o la expedición de 
reglamentos que incluyan sanciones 
disciplinarias, sin perjuicio de la acción civil u otras 
acciones a que hubiere lugar por discriminar a las 
mujeres o personas con capacidad reproductiva 

 

Artículo 38.- La obligación de no 
repetición.- El juez o jueza tomará medidas 
encaminadas para que el lugar donde se 
produjo la violación se constituya en un 
ambiente laboral de cuidado físico y mental y, 
de ser el caso dispondrá medidas tales como 
la reforma o la expedición de reglamentos 
que incluyan sanciones disciplinarias, sin 
perjuicio de la acción civil u otras acciones a 
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que se encuentren en periodo de embarazo, parto 
y puerperio, y lactancia cuidado. 

que hubiere lugar por discriminar a las 
mujeres o personas con capacidad 
reproductiva que se encuentren en periodo 
de embarazo, parto y puerperio, y lactancia 
cuidado. 

 

Artículo 47.- Obligación de investigar los hechos, 
determinar los responsables y sancionar.- Cuando 
del caso se desprenda que existieron infracciones 
administrativas, civiles o penales, el juez o jueza 
dispondrá que autoridades competentes 
investiguen y, de ser el caso, sancionen a quienes 
provocaron la violación de derechos. 

 

Artículo 39.- Obligación de investigar los 
hechos, determinar los responsables y 
sancionar.- Cuando del caso se desprenda 
que existieron infracciones administrativas, 
civiles o penales, el juez o jueza dispondrá 
que autoridades competentes investiguen y, 
de ser el caso, sancionen a quienes 
provocaron la violación de derechos. 

 

 
Título Sexto 

De la promoción del derecho al cuidado 
 

Título Sexto 

De la promoción del derecho al cuidado 
 

 
Capítulo I 

De la promoción del derecho al cuidado 
 

Capítulo I 

De la promoción del derecho al cuidado 
 

 

Artículo 48.- De la promoción del derecho al 
cuidado.- La promoción a través de mecanismos 
de formación, capacitación, sensibilización y 
difusión está dirigida a eliminar progresivamente 
los patrones socioculturales y estereotipos 
patriarcales alrededor de los trabajos de cuidado 
que actualmente se encuentren feminizados.  

El Estado debe promover y desarrollar actividades 
para prevenir y erradicar la violencia contra las 
mujeres y hombres que ejerzan el derecho a 
cuidar. 

 

Artículo 40.- De la promoción del derecho 
al cuidado.- La promoción a través de 
mecanismos de formación, capacitación, 
sensibilización y difusión está dirigida a 
eliminar progresivamente los patrones 
socioculturales y estereotipos patriarcales 
alrededor de los trabajos de cuidado que 
actualmente se encuentren feminizados.  

El Estado debe promover y desarrollar 
actividades para prevenir y erradicar la 
violencia contra las mujeres y hombres que 
ejerzan el derecho a cuidar. 

 

 
Artículo 49.- Medidas para la promoción.- El 
Estado, a través de las instituciones rectoras en el 

 
Artículo 41.- Medidas para la promoción.- 
El Estado, a través de las instituciones 
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ámbito laboral, de inclusión social y de salud, en el 
ámbito de sus competencias, aplicarán las 
siguientes políticas, planes, programas, 
proyectos, lineamientos y acciones, sin perjuicio 
de las funciones establecidas para cada 
institución: 

a. Diseñar modelos, protocolos y demás 
normativa interna para la prevención de 
violencia contra las mujeres y hombres que 
ejerzan el derecho al cuidado;  

b. Elaborar e implementar planes, programas y 
proyectos para la formación en derechos 
humanos con énfasis en género y nuevas 
masculinidades sobre el derecho y deber a 
cuidar;  

c. Promover un cambio cultural estructural, 
modificando y transformando integralmente 
la regulación de las políticas de cuidado, 
ampliando la oferta de servicios disponibles 
y desarrollando un amplio conjunto de 
medidas que tiendan hacia un sistema 
integral de cuidados en igualdad de 
condiciones; 

d. Promover a las nuevas madres y padres con 
una actitud positiva, reconocer que los 
primeros meses de maternidad y paternidad 
son especiales y requieren de mutuo 
cuidado y corresponsabilidad; 

e. Promover la creación e implementación de 
bancos de leche materna;  

f. Eliminar la discriminación de las personas 
que ejercen el derecho al cuidado a fin de 
asegurar, en condiciones de igualdad entre 

rectoras en el ámbito laboral, de inclusión 
social y de salud, en el ámbito de sus 
competencias, aplicarán las siguientes 
políticas, planes, programas, proyectos, 
lineamientos y acciones, sin perjuicio de las 
funciones establecidas para cada institución: 

a. Diseñar modelos, protocolos y demás 
normativa interna para la prevención de 
violencia contra las mujeres y hombres 
que ejerzan el derecho al cuidado;  

b. Elaborar e implementar planes, 
programas y proyectos para la 
formación en derechos humanos con 
énfasis en género y nuevas 
masculinidades sobre el derecho y 
deber a cuidar;  

c. Promover un cambio cultural 
estructural, modificando y 
transformando integralmente la 
regulación de las políticas de cuidado, 
ampliando la oferta de servicios 
disponibles y desarrollando un amplio 
conjunto de medidas que tiendan hacia 
un sistema integral de cuidados en 
igualdad de condiciones; 

d. Promover a las nuevas madres y 
padres con una actitud positiva, 
reconocer que los primeros meses de 
maternidad y paternidad son especiales 
y requieren de mutuo cuidado y 
corresponsabilidad; 

e. Promover la creación e implementación 
de bancos de leche materna;  
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hombres y mujeres, los mismos derechos y 
deberes; 

g. Diseñar e implementar una estrategia 
comunicacional que promueva el derecho al 
cuidado desde un enfoque de género; 

h. Prevenir el deterioro de la salud mental de 
las mujeres que ejercen el derecho al 
cuidado;  

i. Reforzar las redes comunitarias que 
protegen, promueven y apoyen la lactancia 
materna;  

j. Crear una estrategia integral y específica 
para la prevención de la violencia 
relacionada al derecho al cuidado en 
comunidades, pueblos y nacionalidades; y 

k. Crear sistemas de vigilancia para hacer un 
seguimiento del progreso de las políticas 
públicas de cuidado, los programas y el 
financiamiento. 

f. Eliminar la discriminación de las 
personas que ejercen el derecho al 
cuidado a fin de asegurar, en 
condiciones de igualdad entre hombres 
y mujeres, los mismos derechos y 
deberes; 

g. Diseñar e implementar una estrategia 
comunicacional que promueva el 
derecho al cuidado desde un enfoque 
de género; 

h. Prevenir el deterioro de la salud mental 
de las mujeres que ejercen el derecho 
al cuidado;  

i. Reforzar las redes comunitarias que 
protegen, promueven y apoyen la 
lactancia materna;  

j. Crear una estrategia integral y 
específica para la prevención de la 
violencia relacionada al derecho al 
cuidado en comunidades, pueblos y 
nacionalidades; y 

k. Crear sistemas de vigilancia para hacer 
un seguimiento del progreso de las 
políticas públicas de cuidado, los 
programas y el financiamiento. 

PROYECTO DE LEY ORGÁNICA DEL SISTEMA NACIONAL INTEGRADO DE CUIDADOS 

 
Capítulo I 

Generalidades 
 

Unificado en los artículos pertinentes 
de la propuesta presentada por el 
equipo de asesoría de la CEPDTSS en 
páginas anteriores. 

 

 
Art. 1.- Objeto. La presente ley tiene por objeto 
garantizar el ejercicio del derecho universal al 
cuidado y asegurar los derechos de las personas 

 Unificado en los artículos pertinentes 
de la propuesta presentada por el 
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trabajadoras del cuidado directo e indirecto en el 
hogar, remunerado, no remunerado y comunitario 
a través de la formulación e implementación de 
políticas públicas integradas e integrales. 

equipo de asesoría de la CEPDTSS en 
páginas anteriores. 

 

Art. 2.- Fines. Los fines de la presente ley son: 

d) Establecer la corresponsabilidad del 
Estado, el sector privado, de la familia y la 
comunidad, en la formulación, ejecución, 
seguimiento y control social de políticas 
públicas integradas e integrales de 
cuidado. 

e) Disponer mecanismos efectivos, para la 
protección de los derechos de las y los 
trabajadores del cuidado remunerados, no 
remunerados y comunitarios, de forma 
particular aquellas que realizan trabajo de 
cuidado directo en el hogar, a fin de 
alcanzar su autonomía económica, física, y 
en la toma de decisiones. 

f) Promover la autonomía de las personas 
trabajadoras del cuidado directo e indirecto 
en el hogar. 

g) Promover la autonomía personal y 
prevención de la dependencia. 

h) Promover la participación del sector 
privado y de la sociedad civil en las 
políticas públicas integrales e integrales del 
cuidado. 

i) Promover la corresponsabilidad del 
Estado, el sector privado, la sociedad y la 
familia en las tareas del cuidado, en sus 
respectivos ámbitos. 

 

Unificado en los artículos pertinentes 
de la propuesta presentada por el 
equipo de asesoría de la CEPDTSS en 
páginas anteriores. 
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j) Crear el Sistema Nacional Integrado de 
Cuidados, como mecanismo articulador de 
las acciones del Estado para cumplir los 
fines de la presente Ley, determinando las 
responsabilidades de cada nivel de 
gobierno. 

k) Articular la participación de prestadores de 
servicios de cuidados en los ámbitos 
público, privado y comunitario, en el 
Sistema Nacional Integrado de Cuidados. 

l) Establecer mecanismos para hacer 
efectivo el derecho, de las personas que se 
encuentren en situación de dependencia, a 
una atención prioritaria y especializada, en 
el ámbito público y privado, reconocido a 
los grupos de atención prioritaria. 

 

Art. 3.- Ámbito de aplicación. Las disposiciones de 
esta ley son de aplicación obligatoria en todo el 
territorio nacional, tanto en el sector público como 
privado, y comunitario, en relación con: 

a) El respeto, protección y aseguramiento del 
derecho universal al cuidado humano; 

b) La formulación, planificación, 
financiamiento y ejecución de políticas 
públicas de cuidado; 

c) El respeto a los derechos de las personas 
trabajadoras del cuidado, tanto 
remuneradas, como no remuneradas y 
comunitarias; 

d) La prestación de servicios públicos 
privados y comunitarios relacionados con 
el cuidado humano; 

 

Unificado en los artículos pertinentes 
de la propuesta presentada por el 
equipo de asesoría de la CEPDTSS en 
páginas anteriores. 
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e) El derecho al reconocimiento y valoración 
económica del trabajo del cuidado; y, 

f) La generación de condiciones para la 
participación y control social de las 
personas dependientes y de las y los 
trabajadores del cuidado, así como de la 
sociedad civil en general. 

 

Art. 4.- Principios rectores. La presente ley se 
fundamenta en los principios generales 
reconocidos en la Constitución de la República y 
de forma específica se considerarán los 
siguientes: 

a) Igualdad y no discriminación: en la 
organización social y familiar de las 
actividades del cuidado, superando 
estereotipos de género en la distribución de 
dichas actividades, para lo cual, el Estado 
formulará y ejecutará políticas públicas, 
bienes y servicios orientados a garantizar 
la igualdad de mujeres y hombres en el 
desarrollo de actividades productivas, 
actividades de cuidado remuneradas y no 
remuneradas.  

Se considerará discriminación cuando se 
impida, limite o restrinja, de manera directa 
o indirecta, el ejercicio de los derechos 
humanos a las personas trabajadoras del 
cuidado no remunerado, remunerado o 
comunitario, de manera particular si 
restringe su plena autonomía económica, 
física, y en la toma de decisiones. 

Para lograr la igualdad y no discriminación, 
el Estado promoverá medidas de acción 

 

Unificado en los artículos pertinentes 
de la propuesta presentada por el 
equipo de asesoría de la CEPDTSS en 
páginas anteriores. 
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afirmativa, tendientes a superar las 
desigualdades existentes. 

No constituye discriminación las medidas y 
acciones diferenciadas, implementadas en 
favor de las personas dependientes, así 
como a las que forman parte de grupos de 
atención prioritaria que se encuentren en 
situación de dependencia, que sean 
resultado de las políticas específicas y las 
medidas de acción afirmativa establecidas 
para asegurar el logro de la igualdad 
material y no discriminación. 

b) Universalidad: toda persona en situación 
de cuidado y aquellas encargadas de 
proveerlo, tienen derecho a acceder a 
políticas públicas y servicios 
especializados, que favorezcan el ejercicio 
de sus derechos. 

c) Corresponsabilidad: el Estado, las 
organizaciones sociales y comunitarias, el 
sector empresarial, la familia, y, los 
hombres y mujeres, deberán realizar un 
ejercicio corresponsable en la aplicación de 
los derechos a todas las personas 
dependientes que requieren de cuidados y 
de aquellas que hacen las veces de 
cuidadoras o cuidadores.  

Esta corresponsabilidad debe entenderse 
en el cumplimiento de las obligaciones que 
tiene el Estado respecto a la formulación y 
ejecución de políticas públicas, bienes y 
servicios públicos, así como de la 
asignación de los recursos necesarios para 
el Sistema Nacional Integrado de 
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Cuidados; la sociedad en general, incluidas 
las organizaciones sociales y comunitarias, 
las instituciones y empresas públicas y 
privadas, en la promoción de la 
corresponsabilidad entre mujeres y 
hombres, beneficiando la dignidad, el 
bienestar y el disfrute de tiempo libre para 
las mujeres en igualdad de condiciones con 
los hombres; la familia en asumir 
responsabilidades compartidas en las 
tareas de cuidado en los hogares y generar 
espacios y tiempo compartido para el 
descanso y recreación; y, de todas las 
mujeres y los hombres de asumir el trabajo 
no remunerado de autosustento como una 
responsabilidad conjunta, que debe ser 
compartida de manera equitativa, tanto en 
la dedicación de tiempo como de 
realización de actividades, promoviendo el 
desarrollo integral de la mujer y la igualdad 
en el ejercicio de los derechos entre 
hombres y mujeres. 

d) Interculturalidad: el Estado promoverá la 
interacción entre las diversas culturas 
presentes en el Ecuador, a partir del 
entendimiento y diálogo de saberes entre 
éstas, así como de la autodeterminación de 
cada pueblo; para el efecto, incorporará y 
hará visible en las políticas, servicios y 
demás acciones y decisiones que impulse, 
la pertinencia cultural y los saberes de los 
pueblos y nacionalidades del Ecuador, en 
relación con los cuidados. 
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e) Solidaridad: el deber de colaboración entre 
las familias, la comunidad, organizaciones 
y empresas e instituciones públicas, para 
asegurar el ejercicio pleno de derechos de 
todas las personas, orientado a la 
consecución del buen vivir. Es deber del 
Estado promover este principio a partir de 
la definición de políticas y servicios que 
permitan la sostenibilidad de la vida a 
través del trabajo del cuidado como una 
responsabilidad pública y social de todos 
los actores. 

f) Progresividad: el Estado promoverá el 
desarrollo gradual y continuo de las 
políticas, programas, servicios, tecnologías 
y presupuesto para asegurar el ejercicio 
pleno del derecho al cuidado de todas las 
personas y de los derechos de las y los 
trabajadores del cuidado, al tiempo que 
adoptará toda clase de medidas 
específicas y afirmativas para la reducción 
gradual y continua de las brechas de 
género considerando, además, las 
particularidades de las personas 
pertenecientes a los grupos de atención 
prioritaria. 

Se prohíbe cualquier norma, acción, 
política, disposición de carácter regresivo, 
que disminuya, menoscabe, suprima o 
anule los derechos reconocidos en esta 
ley; así como las omisiones que provoquen 
los mismos efectos. 

g) Favorabilidad: Se aplicarán las 
disposiciones más favorables o aquellas 
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que garanticen de mejor manera, los 
derechos de las personas cuidadoras y de 
quienes requieren cuidados, desarrollando 
el avance de éstos a través de normas, 
programas y políticas públicas. 

h) Primacía de la realidad: en caso de 
divergencia entre lo que ocurre en la 
realidad, respecto al trabajo no 
remunerado de autosustento y cuidado, 
frente a lo previsto en normas, políticas o 
contratos de trabajo, expresos o tácitos, se 
privilegiará, a favor de la persona 
trabajadora los hechos constatados, a fin 
de asegurar decisiones que permitan 
promover la igualdad entre mujeres y 
hombres tanto en el ámbito laboral como 
familiar. 

i) Territorialidad: la formulación y ejecución 
de las políticas públicas de cuidado deben 
responder a las necesidades y prioridades 
de los territorios, tanto a nivel cantonal 
como parroquial, en este sentido el Estado 
y sus instituciones, en todos los niveles de 
gobiernos, deben asegurar la generación 
de información demográfica territorializada, 
la cual orientará las decisiones. 

 

Art. 5.- Enfoques orientadores. A efectos de la 
aplicación de esta norma, y a fin de asegurar el 
cumplimiento del derecho a la igualdad y no 
discriminación, y garantizar el ejercicio pleno de 
los derechos humanos, los organismos y 
entidades responsables de la formulación de las 
políticas públicas de cuidado, deben aplicar los 
siguientes enfoques: 

 

Unificado en los artículos pertinentes 
de la propuesta presentada por el 
equipo de asesoría de la CEPDTSS en 
páginas anteriores. 
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j) Enfoque de derechos humanos: se orienta 
a asegurar el respeto, protección, garantía 
y promoción irrestricta de los derechos 
humanos de todas las personas en sus 
diversidades para su goce, acceso y 
ejercicio.  

En aplicación de este enfoque, las 
autoridades y responsables deberán 
evaluar la forma en la que las decisiones 
que adoptan favorecen el ejercicio y 
disfrute de los derechos humanos de todas 
las personas, en particular del derecho 
universal al cuidado humano y los 
derechos de las personas trabajadoras del 
cuidado. 

k) Enfoque de género: permite comprender la 
construcción social, cultural de roles y 
prácticas asociadas con lo masculino, 
femenino y no binario, discriminación, 
amenaza y vulneración de derechos y que 
convoca a modificar creencias, valores y 
principios y construir relaciones sociales 
diferentes para garantizar la plena igualdad 
de oportunidades entre personas diversas. 

En la aplicación de este enfoque es 
necesario valorar tales construcciones 
sociales y las relaciones de poder que 
subordinan lo femenino frente a lo 
masculino, generando discriminación, 
exclusión y violencia. 

l) Enfoque de interseccionalidad: identifica y 
evalúa las categorías de género, etnia, 
clase u orientación sexual, como otras 
categorías sociales, económicas, 
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culturales, políticas, religiosas, étnicas, 
geográficas y físicas que están 
interrelacionadas y son parte simultánea de 
la identidad individual y colectiva de las 
personas, en particular se deberá 
considerar la situación de las mujeres y 
personas LGBTI. 

En la aplicación de este enfoque, se deberá 
valorar la forma cómo las diferentes categorías 
mencionadas interactúan entre sí, generando o 
profundizando situaciones de discriminación y 
exclusión, lo que permitirá corregirlas a partir de 
acciones específicas, para asegurar la garantía 
de los derechos humanos en caso de identificar 
situaciones de vulnerabilidad que impiden o 
limitan su ejercicio. 

 

Art. 6.- Definiciones. Para efectos de la presente 
Ley, se entenderá por: 

a) Personas dependientes: son aquellas 
personas que, ya sea en razón de su edad, 
estado de salud, o situación personal, 
requieren de la atención de otra u otras 
personas, para realizar actividades básicas 
y satisfacer necesidades de la vida diaria.  

No se consideran personas dependientes 
del cuidado las personas adultas que 
habitan un hogar con las capacidades para 
atenderse y para asumir responsabilidades 
compartidas. 

El matrimonio o unión consentida entre un 
hombre y una mujer, o entre personas del 
mismo sexo, no genera una relación de 
dependencia en el cuidado de la pareja, por 

 

Unificado en los artículos pertinentes 
de la propuesta presentada por el 
equipo de asesoría de la CEPDTSS en 
páginas anteriores. 
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considerarse el proveedor/a o por 
mantener la costumbre. 

b) Personas trabajadoras del cuidado: son las 
personas que dedican su tiempo, ya sea 
total o parcialmente, al trabajo de 
autosustento y cuidado en el hogar o la 
comunidad, ya sea sin remuneración o a 
cambio de una remuneración o pago. 

c) Economía del cuidado: es el trabajo no 
remunerado de autosustento y cuidado que 
se realiza en el hogar o en la comunidad, 
para asegurar la sostenibilidad de la vida y 
el desarrollo económico de la sociedad. 

d) Cuidado: acción de ayudar a una persona 
dependiente en el desarrollo y el bienestar 
de su vida cotidiana, que incluye hacerse 
cargo del cuidado material, del cuidado 
económico, y del cuidado psicológico. 

 
Capítulo II 

El Derecho Humano al Cuidado 
 

Unificado en los artículos pertinentes 
de la propuesta presentada por el 
equipo de asesoría de la CEPDTSS en 
páginas anteriores. 

 

 

Art. 7.- Derecho humano al cuidado. El cuidado es 
un derecho de todas las personas y una función 
social. Comprende todas aquellas actividades 
relacionadas con servicios, bienes, relaciones y 
afectos dirigidos a asegurar la reproducción social, 
tiene un papel fundamental en la economía como 
sostén de las actividades económicas. 

Se entiende al cuidado como un derecho para 
quien lo recibe y un trabajo para quien lo realiza, 
por lo que se le reconoce su valor económico, 
social y cultural. 

 

Unificado en los artículos pertinentes 
de la propuesta presentada por el 
equipo de asesoría de la CEPDTSS en 
páginas anteriores. 
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Art. 8.- Derecho al cuidado de las personas 
dependientes. Es el derecho de las personas que, 
por razón de su edad, enfermedad o discapacidad, 
precisan de asistencia personal, cuidado y 
atención prioritaria y especializada de una o varias 
personas, para realizar actividades básicas y 
satisfacer necesidades de la vida diaria.  

 

Unificado en los artículos pertinentes 
de la propuesta presentada por el 
equipo de asesoría de la CEPDTSS en 
páginas anteriores. 

 

En esta parte se ha procurado 
mencionar la existencia de permisos y 
licencias remuneradas y no 
remuneradas y la existencia de 
disposiciones vigentes en la 
legislación nacional que establecen 
techos mínimos y máximos para su 
goce. 

 

 

Art. 9.- Derechos de las personas trabajadoras del 
cuidado directo en el hogar. Las personas que 
realizan trabajos de cuidado directo en el hogar, 
sea remunerado o no remunerado, tienen derecho 
a acceder a la salud plena, tanto física como 
sicológica, a disponer de tiempo de ocio y 
descanso, al autocuidado y a gozar de niveles de 
autonomía física, económica y en la toma de 
decisiones garantizando el ejercicio pleno de 
todos sus derechos.  

 

Unificado en los artículos pertinentes 
de la propuesta presentada por el 
equipo de asesoría de la CEPDTSS en 
páginas anteriores. 

 

 

Art. 10.- Personas destinatarias. Son destinatarias 
de la presente ley: 

La presente ley se aplicará para: 

a) Las personas en situación de dependencia, 
particularmente: 

i) Niñas, niños y adolescentes; 

ii) Personas adultas mayores; 

iii) Personas con discapacidad; 
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iv) Personas con enfermedades 
catastróficas, huérfanas o raras que 
produzca una situación de dependencia;  

v) Otras personas que son parte de los 
grupos de atención prioritaria y que se 
encuentren en situación de dependencia. 

La valoración del nivel de dependencia de 
las personas se determinará mediante el 
establecimiento de criterios de valor, 
definidos por el ente rector de la salud y el 
ente rector del cuidado. 

b) Las personas trabajadoras del cuidado 
que:  

i) Realizan trabajo de cuidado no 
remunerado en el hogar o en la comunidad; 

ii) Realizan trabajo remunerado de cuidado 
en el hogar, ya sea de manera autónoma o 
como parte de una institución, empresa u 
organización. 

 

Art. 11.- Derechos de las personas destinatarias. 
Son derechos de: 

a) Las personas dependientes, que requieren 
de cuidados: 

1. Acceder en condiciones de igualdad, a 
las contribuciones económicas y 
servicios de cuidado, con calidad y 
calidez y con pertinencia cultural y de 
género. 

2. Participar en las decisiones relativas a 
su cuidado contando con información 
previa y precisa, cuando lo puedan 
hacer; y, 
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3. Recibir un trato digno en todos los 
ámbitos de su vida personal, familiar, 
social y cultural, facilitando su 
incorporación activa en la vida de la 
comunidad. 

4. Contar con servicios y alternativas de 
cuidado, que le permitan alcanzar 
niveles de autonomía: su realización 
personal, familiar, así como aquellas 
que favorezcan el continuar y 
desarrollar sus proyectos de vida. 

b) Las personas trabajadoras del cuidado: 

1. Ser reconocidas y compensadas por el 
trabajo de cuidado que realizan; 

2. Gozar de beneficios relacionados con 
la protección social y, la seguridad 
social integral. 

3. Acceder a políticas públicas sociales, 
laborales y de seguridad social, que 
promuevan un régimen laboral que 
funcione en armonía con las 
necesidades del cuidado. 

4. Contar con servicios y alternativas de 
cuidado, que le permitan alcanzar 
niveles de autonomía: su realización 
personal, familiar, así como aquellas 
que favorezcan el continuar y 
desarrollar sus proyectos de vida. 

5. Acceder a procesos de capacitación y 
profesionalización. 

6. Asegurar la protección de todos los 
derechos laborales, en el caso de las 
personas que realizan trabajo de 
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cuidado remunerado, tanto en el sector 
público, como en el privado o 
comunitario. 

 

Art. 12.- Tipos y modalidades de trabajo de 
cuidado. El trabajo del cuidado puede tener 
diferentes tipos y modalidades: 

a) Son tipos de trabajo de cuidado en el 
hogar: 

1. Cuidado directo: es la prestación 
material del cuidado, que conlleva la 
atención de las necesidades físicas, 
biológicas y emocionales de la 
persona que requiere cuidado, por 
parte de la persona cuidadora. Este 
trabajo implica una interacción 
personal y directa entre las personas 
que otorgan y reciben el cuidado (que 
realiza el cuidado y aquella que lo 
recibe). 

2. Cuidado indirecto: es el desarrollo de 
una serie de actividades, que la 
persona que recibe el cuidado las 
requiere, pero que no implica una 
interacción personal directo. 

b) Las modalidades de trabajo de cuidado, 
sea directo o indirecto, pueden ser: 

1. No remunerada: son todas aquellas 
actividades de cuidado y apoyo a la 
comunidad, directo o indirecto, que no 
generan una retribución y que 
requieren de una multiplicidad de 
destrezas que tienen como objetivo 
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básico asegurar la sostenibilidad de la 
vida y la salud. 

2. Remunerada: actividades de cuidado 
directo o indirecto, realizado por 
personas trabajadoras del cuidado a 
cambio de una remuneración, salario o 
beneficio. 

 
Capítulo III 

El Sistema Nacional Integrado de Cuidados 
   

 
Sección I 

Definición y objetivos 
   

 

Art. 13.- Definición del Sistema Nacional Integrado 
de Cuidados. El Sistema Nacional Integrado de 
Cuidados es el conjunto articulado y coordinado 
de organismos, instituciones, entidades y servicios 
públicos y privados, que definen, ejecutan, 
evalúan y controlan políticas públicas, planes, 
programas y servicios, con el propósito de 
garantizar el ejercicio del derecho al cuidado en 
los términos previstos en la presente Ley. La 
rectoría del Sistema Nacional Integrado de 
Cuidados la tendrá el Consejo Sectorial de lo 
Social, quien será el encargado de desarrollar 
política pública para asegurar el desarrollo del 
derecho al cuidado. 

El Sistema Nacional Integrado de Cuidados será 
parte del Sistema Nacional de Inclusión y Equidad 
Social. 

   

 
Art. 14.- Objetivos del Sistema Nacional Integrado 
de Cuidados. Son objetivos del Sistema Nacional 
Integrado de Cuidados: 
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a) Generar e implementar las políticas 
públicas, planes programas y acciones 
para asegurar el desarrollo del derecho al 
cuidado en los términos previstos en la 
presente Ley. 

b) Garantizar a todas las personas en 
situación de cuidado, así como a las 
personas cuidadoras, remuneradas o no, el 
cumplimiento de los derechos establecidos 
en la Constitución del Ecuador, los 
instrumentos internacionales de derechos 
humanos y la presente Ley. 

c) Definir e implementar planes, programas y 
proyectos en materia de cuidados, 
asegurando la incorporación del enfoque 
de género y la pertinencia cultural; 

d) Generar indicadores demográficos 
territorializados, que permitan orientar la 
toma de decisiones para la formulación de 
la política pública, planificación, servicios y 
recursos e inversión; 

e) Diseñar mecanismos de articulación entre 
los diferentes organismos del Sistema, a fin 
de asegurar su funcionamiento, 
planificación e inversión integrada y 
eficiente; 

f) Establecer mecanismos para garantizar los 
derechos de las personas trabajadoras del 
cuidado; 

g) Definir mecanismos para garantizar la 
articulación de los servicios de cuidados 
que presta tanto el sector público como 
privado; 
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h) Generar y establecer mecanismos de 
coordinación con las entidades 
especializadas del Estado que manejan el 
Sistema de Cuentas Nacionales y las 
Estadísticas Nacionales para garantizar la 
generación de información que permita 
cuantificar y valorar económicamente la 
contribución del trabajo no remunerado de 
los hogares y asegurar el acceso a 
información demográfica y estadística 
actualizada y oportuna; 

i) Garantizar mecanismos de coordinación 
con la administración de justicia a fin de 
establecer mecanismos oportunos, 
eficientes y ágiles para el acceso a la 
justicia de las personas que requieren 
cuidado, así como de las personas 
trabajadoras del cuidado; y, 

j) Adoptar todas las medidas necesarias para 
garantizar el ejercicio universal del derecho 
al cuidado. 

 
Sección II 

Políticas Públicas Integrales de Cuidados 
   

 

Art. 15.- Garantía del derecho al cuidado. El 
derecho al cuidado es un asunto de interés 
público, por tanto, es deber del Estado garantizar 
el ejercicio de este derecho a través de la 
formulación de políticas públicas integrales de 
cuidados. 

   

 

Art. 16.- Políticas públicas integrales de cuidados. 
Son aquellas destinadas a garantizar el acceso a 
bienes, servicios, contribuciones, tiempo y 
recursos para cuidar y ser cuidado. El Sistema 
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Nacional Integrado de Cuidados se estructura 
alrededor de cinco tipos de políticas: 

a) Políticas públicas sociales, básicas y 
universales, orientadas a la generación de 
las condiciones para el ejercicio de los 
derechos y la inclusión social y económica 
de todas las personas. Corresponden a los 
ámbitos de actuación del Sistema Nacional 
de Inclusión y Equidad social. 

El Sistema Nacional Integrado de Cuidados 
desarrollará sus planes, programas, 
proyectos y servicios en base a las políticas 
públicas sociales, básicas y universales, en 
razón de lo cual, en la formulación de éstas, 
las autoridades sectoriales competentes 
contemplarán medidas para asegurar la 
garantía del derecho al cuidado. 

b) Políticas de armonización del régimen 
laboral con las necesidades del cuidado 
humano, establecerán servicios, 
infraestructura y horarios laborales 
adecuados para la promoción de la 
autonomía de las personas trabajadoras 
del cuidado no remunerado en el hogar; y 
asegurarán el cumplimiento pleno de los 
derechos laborales de las personas 
trabajadoras del cuidado indirecto y 
remunerado en el hogar. 

En la formulación de estas políticas, las 
autoridades sectoriales competentes 
contemplarán medidas para promover la 
corresponsabilidad de los empleadores 
públicos y privados, y de la sociedad, con 
el trabajo de cuidado. 
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c) Políticas de protección social de las 
personas trabajadoras del cuidado, 
asegurarán el reconocimiento económico 
del trabajo que realizan las personas 
trabajadoras del cuidado directo no 
remunerado, protección social y su 
inclusión en igualdad de condiciones en los 
beneficios de la seguridad social. 

En la formulación de estas políticas, las 
autoridades sectoriales competentes 
definirán mecanismos efectivos para el 
acceso progresivo de todas las personas 
cuidadoras a la totalidad de beneficios y 
servicios contemplados en la ley que regula 
la seguridad social; así como a 
transferencias monetarias no contributivas, 
independientes de la que se pudiere 
asignar a las personas que requieren 
cuidados, y al reconocimiento del trabajo 
de cuidado que realizan. 

d) Políticas de atención prioritaria y 
especializada, encaminadas a garantizar 
un modelo de servicios y contribuciones 
económicas, de cuidados integrales y 
acciones de promoción, protección, 
intervención oportuna de las personas 
dependientes. 

En la formulación de estas políticas, las 
autoridades sectoriales competentes 
establecerán los criterios para el acceso 
oportuno y eficiente a transferencias 
monetarias no contributivas por parte de 
las personas que requieren cuidados. 
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e) Políticas de educación y sensibilización, 
orientadas a promover cambios culturales 
respecto de la división sexual del trabajo, la 
participación igualitaria de los hombres en 
el trabajo de autosustento y cuidado, 
promoviendo la corresponsabilidad y 
reciprocidad de hombres y mujeres en el 
trabajo doméstico y las obligaciones 
familiares y desnaturalizando la 
feminización del cuidado humano. 

En la formulación e implementación de las 
políticas públicas integrales del cuidado, el 
organismo rector del Sistema asegurará la 
inclusión del enfoque de género, y la pertinencia 
cultural. 

 

Art. 17.- Medidas de acción afirmativa. A fin de 
asegurar la igualdad material y no discriminación 
en el ejercicio de los derechos. El Estado 
desarrollará políticas públicas integrales de 
cuidado que contemplarán medidas de acción 
afirmativa, tendientes a superar las desigualdades 
existentes en la organización social y familiar de 
las actividades de cuidado, para la superación de 
estereotipos de género en la distribución de dichas 
actividades. 

Es obligación de las entidades y organismos 
rectores de las políticas sectoriales, que son parte 
del Sistema Nacional de Inclusión y Equidad 
Social y de los que integran el Sistema Nacional 
Integrado de Cuidados definir medidas de acción 
afirmativa en las políticas relativas al derecho al 
cuidado. 
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Art. 18.- Plan Nacional de Cuidados. El Plan 
Nacional de Cuidados es el instrumento que 
articula las políticas públicas de cuidado, debiendo 
contemplar mecanismos para asegurar la acción 
coordinada y articulada de todos los organismos 
responsables en el ámbito nacional y local. Será 
formulado, de manera participativa, por el ente 
rector del Sistema, para un período de cuatro 
años, debiendo asegurarse la incorporación de las 
políticas, planes, programas y proyectos en los 
planes operativos de los organismos 
responsables. 

   

 
Sección III 

Organismos del Sistema 
   

 

Art. 19.- Organismos del Sistema Nacional 
Integrado de Cuidados. El Sistema Nacional 
Integrado de Cuidados está conformado por 
cuatro niveles de organismos: 

1. Organismo de definición, seguimiento y 
evaluación de las políticas integrales de 
cuidado: 

a) El Consejo Sectorial de lo Social. 

2. Organismos locales de formulación y 
articulación descentralizada, seguimiento y 
evaluación de las políticas integrales de 
cuidado: 

a) Los Gobiernos Autónomos 
Descentralizados Municipales y 
Metropolitanos. 

3. Organismos de ejecución de las políticas 
públicas, planes y programas: 
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a) Entidades e instituciones públicas 
responsables de la prestación de 
servicios de cuidados; 

b) Organizaciones sociales, 
comunitarias y no gubernamentales, 
empresas y todo tipo de entidades 
privadas que tienen como objetivo la 
prestación de servicios de cuidados; 
y, 

c) Organizaciones sociales, 
comunitarias y no gubernamentales, 
empresas y todo tipo de entidades 
públicas y privadas que cuentan con 
servicios de cuidado para las 
personas que laboran en ellas. 

4. Organismos de observancia: 

a) A nivel central: los consejos 
nacionales para la igualdad. 

b) A nivel descentralizado: los consejos 
cantonales de protección de 
derechos. 

 

Parágrafo 1. 

De los Organismos de definición, seguimiento 
y evaluación de las políticas integrales de 

cuidado 

   

 

Art. 20.- Consejo Sectorial de lo Social. 
Responsable de la ejecución de políticas y planes 
sectoriales. Es el organismo rector de las políticas 
públicas integrales de cuidado.  

La Secretaría Técnica del Sistema Nacional 
Integrado de Cuidados la ejercerá el ente rector de 
las políticas de inclusión y equidad social. 
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Son sus funciones: 

a) Definir y evaluar el cumplimiento del Plan 
Nacional de Cuidados, asegurando la 
correspondencia de las políticas 
sectoriales de cuidado para el 
cumplimiento de los objetivos de la 
presente Ley. 

b) Aprobar los lineamientos técnicos y 
estándares de calidad para la ejecución de 
los servicios públicos, privados y 
comunitarios, en el marco de las políticas 
definidas en el Plan Nacional de Cuidados. 

c) Regular los mecanismos de articulación y 
coordinación de los servicios públicos, 
privados y comunitarios, que son parte del 
Sistema 

d) Adoptar las medidas necesarias para 
garantizar la provisión universal, 
permanente y oportuna de cuidado dentro 
y fuera del hogar, en el marco de las 
políticas definidas en el Plan Nacional de 
Cuidados. 

e) Establecer, conjuntamente con el ente 
rector de las políticas de inclusión social, 
los lineamientos técnicos para la 
asignación de las transferencias 
monetarias no contributivas que requieran 
las personas dependientes de cuidado, y 
las personas trabajadoras del cuidado 
directo no remunerado, en el marco de las 
políticas del Plan Nacional de Cuidados.  

f) Establecer conjuntamente con el 
organismo rector las políticas de salud 
pública y el de las políticas de inclusión 
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social, los parámetros y protocolo para la 
valoración del nivel de dependencia, que 
permitirá determinar las transferencias 
monetarias no contributivas a las que 
tendrán acceso las personas dependientes 
de cuidado. 

g) Establecer los lineamientos técnicos para 
asegurar la profesionalización de las 
personas trabajadoras del cuidado, 
asegurando acceso universal y gratuito 
para personas trabajadoras del cuidado 
directo no remunerado. 

h) En coordinación con el ente rector de las 
políticas de inclusión social, establecer el 
catálogo de servicios acorde a las 
necesidades de las personas dependientes 
de cuidado y de las personas trabajadoras 
de cuidado directo no remunerado. 

i) Establecer conjuntamente con el ente 
rector de las políticas del trabajo, los 
lineamientos técnicos para la 
implementación de las políticas de 
armonización del régimen laboral con las 
necesidades del cuidado humano y de 
seguridad social de las personas 
trabajadoras del cuidado, definidas en el 
Plan Nacional de Cuidados. 

j) Establecer un sistema de control y 
monitoreo de los servicios del cuidado y de 
los organismos participantes en el Sistema 
que se implementará en coordinación con 
los gobiernos autónomos descentralizados 
municipales. 
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k) Integrar un sistema de información 
estadística que permita contar con 
indicadores demográficos a nivel 
parroquial, cantonal y nacional, para 
evaluar las políticas públicas existentes. El 
sistema de información además permitirá 
elaborar diagnósticos, estudios e 
investigaciones, de acuerdo con las 
necesidades a nivel local y nacional. en 
materia de cuidados. 

l) Normar los mecanismos de coordinación 
entre las entidades parte del Sistema, para 
garantizar la generación de información 
que permita cuantificar y valorar 
económicamente la contribución del trabajo 
no remunerado de los hogares, formular 
políticas públicas, asignar presupuestos. 

m) Coordinar con el sistema de justicia para la 
generación de mecanismos oportunos, 
eficientes y ágiles para el acceso a la 
justicia, a fin de presentar reclamos en 
caso de violación a las disposiciones de 
esta Ley. 

n) Rendir cuentas sobre la implementación 
del Plan Nacional de Cuidados, la inversión 
realizada y los resultados obtenidos. 

o) Las demás que se establezcan en la 
presente Ley. 

 

Parágrafo 2. 

Organismos locales de formulación y 
articulación descentralizada, seguimiento y 

evaluación de las políticas integrales de 
cuidado 
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Art. 21.- Gobiernos Autónomos Descentralizados 
Municipales y Metropolitanos. Corresponde a los 
gobiernos autónomos descentralizados 
municipales y metropolitanos, en el marco de sus 
competencias constitucionales y legales: 

a) Incorporar, en sus Planes de Desarrollo y 
Ordenamiento Territorial, las políticas, 
estrategias, programas y proyectos que les 
corresponde, del Plan Nacional de 
Cuidados. 

b) Establecer, en el Plan de Gestión y Uso del 
Suelo, directrices para la identificación y 
localización de las necesidades de 
infraestructura y equipamientos 
relacionados a los servicios de cuidado 
previstos en esta Ley y en el Plan Nacional 
de Cuidados 

c) Prever conforme indicadores 
demográficos, el diseño de la 
infraestructura urbana y servicios de 
cuidado. 

d) Identificar las necesidades de servicios de 
cuidados en el territorio del cantón, tanto 
para personas dependientes como para 
personas trabajadoras de cuidados 
directos no remunerados, a fin de asegurar 
la pertinencia de los servicios. 

e) Establecer mecanismos de coordinación 
con los niveles desconcentrados de la 
Función ejecutiva, para la implementación 
de las políticas del Plan Nacional de 
Cuidados, asegurando la pertinencia 
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territorial, de manera que dé respuesta a 
las necesidades de la población. 

f) Llevar un registro de organizaciones 
sociales, comunitarias y no 
gubernamentales, empresas y todo tipo de 
entidades públicas y privadas que tienen 
como objetivo la prestación de servicios de 
cuidado o que cuentan con servicios de 
cuidado para las personas que laboran en 
ella. 

g) Realizar el control y monitoreo a las 
organizaciones sociales, comunitarias y no 
gubernamentales, empresas y todo tipo de 
entidades públicas y privadas prestadoras 
de servicios de cuidados para el 
cumplimiento de los estándares aprobados 
por el ente rector de las políticas de 
cuidado. 

h) Evaluar la implementación del Plan 
Nacional de Cuidados en su territorio. 

i) Las demás que se establezcan en la 
presente Ley. 

 

Parágrafo 3. 

De los Organismos de ejecución  

de las políticas públicas, planes, programas y 
servicios 

   

 

Art. 22.- Organismos de ejecución de las políticas 
públicas, planes, programas y servicios. Son las 
entidades, instituciones, organizaciones, 
empresas públicas y privadas que prestan 
servicios de cuidados en el marco del catálogo de 
servicios aprobado por el órgano rector del 
Sistema Nacional Integrado de Cuidados. 
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Art. 23.- Servicios de cuidados. Se entiende como 
servicios de cuidados, a todas las actividades que 
garantizan los requerimientos de cuidado humano, 
y pueden ser realizadas en el ámbito público, 
privado y comunitario. Los servicios de cuidado 
abarcan tanto el que requieren las personas 
dependientes de cuidados, como las personas 
trabajadoras del cuidado. 

   

 

Art. 24.- Autorización y registro. Toda entidad, 
institución organización o empresa del sector 
privado o comunitario, que ejecute programas, 
proyectos y servicios de cuidado, deberá solicitar 
la autorización y registro ante el Gobierno 
Autónomo Descentralizado Municipal o 
Metropolitano. 

La autorización y registro tienen por objetivo 
contar con un catastro actualizado de instituciones 
prestadoras de servicios de cuidados, verificar que 
cumplan los requisitos y estándares para su 
ejecución, y que respondan a la política pública. 

   

 

Art. 25.- Obligaciones de las prestadoras de 
servicios de cuidado. Son obligaciones de las 
prestadoras de servicios de cuidado, tanto del 
sector público, como privado y comunitario: 

1. Cumplir los estándares de calidad y 
protocolos aprobados por el organismo 
rector del Sistema Nacional integrado de 
cuidados, que garanticen los derechos de 
las personas dependientes y cuidadoras; y, 
promover procesos de mejora continua.  

2. Mantener procesos de formación 
permanente de las personas trabajadoras 
del cuidado, y promover su 
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profesionalización, en el marco de las 
directrices emitidas por el organismo rector 
del Sistema Nacional Integrado de 
cuidados.  

3. Asegurar la correspondencia de los 
servicios con los requerimientos y 
necesidades de la población, tanto en 
relación con las personas dependientes de 
cuidados, como de las personas 
trabajadoras del cuidado directo no 
remunerado. 

4.  Dar a conocer a las personas usuarias del 
servicio, e informar de manera permanente 
al Gobierno Autónomo Descentralizado 
Municipal o Metropolitano y al Consejo 
Cantonal de Protección de Derechos sobre 
el cumplimiento de las políticas, estándares 
y directrices emanadas del organismo 
rector del Sistema Nacional Integrado de 
Cuidados y del Gobierno Autónomo 
Descentralizado Municipal o Metropolitano. 

5. Asegurar atención prioritaria y 
especializada para aquellas personas que 
son parte de los grupos de atención 
prioritaria. 

 

Art. 26.- De la atención a las personas 
dependientes de cuidados.- La atención a las 
personas dependientes de cuidados, deberá 
orientarse a la consecución de una mejor calidad 
de vida y autonomía personal, en un marco de 
garantía de derechos, con el fin de proporcionar 
un trato digno en todos los ámbitos de su vida 
personal, familiar y social, facilitando su 
incorporación activa en la vida de la comunidad; y, 
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una existencia autónoma en su medio habitual, 
todo el tiempo que desee y sea posible, a fin de 
reducir la carga de trabajo de la persona cuidadora 
y liberar el tiempo de ellas. 

 

Art. 27.- De la atención a las personas 
trabajadoras del cuidado. Los servicios brindarán, 
debidamente autorizados y registrados, tienen la 
obligación de brindar a las personas trabajadoras 
del cuidado servicios especializados que permitan 
mejorar sus recursos personales para potenciar su 
autocuidado, a fin de preservar su salud y prevenir 
enfermedades, para lo cual se requiere de 
servicios que les permitan optimizar su condición 
física, emocional, profesional, laboral que les 
fortalezca en la toma de decisiones, proyectos de 
vida, acceder al tiempo libre propio y ser parte de 
la sociedad en igualdad de condiciones. 

   

 

Art. 28.- Continuidad de los servicios de cuidados. 
Los entes rectores de las políticas sectoriales, 
encargados de la prestación de los servicios de 
cuidado, garantizarán la continuidad en la 
prestación de estos servicios, y su progresividad, 
hasta lograr la universalidad en el acceso a los 
mismos. 

   

 
Parágrafo 4. 

De los Organismos de observancia 
   

 

Art. 29.- De la observancia. Es la facultad de vigilar 
el cumplimiento de las disposiciones de la 
presente Ley, en la formulación, implementación, 
seguimiento y evaluación de las políticas 
establecidas en el Plan Nacional de Cuidados. 

   

 
Art. 30.- Instituciones responsables. Son 
responsables de la observancia, en el marco de 
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esta Ley, los consejos nacionales para la igualdad 
a nivel central y los consejos cantonales de 
protección de derechos. 

 

Art. 31.- Funciones. Corresponde a los consejos 
nacionales para la igualdad y los consejos 
cantonales de protección de derechos, en el 
marco de sus competencias: 

1. Evaluar la pertinencia y calidad de las 
políticas definidas en el Plan Nacional de 
Cuidados para el logro los objetivos de la 
presente Ley y asegurar los derechos de 
las personas dependientes del cuidado y 
de las personas trabajadoras del cuidado. 

2. Identificar los avances y retrocesos en la 
ejecución de Plan Nacional del Cuidado y 
formular recomendaciones. 

3. Emitir opiniones y recomendaciones a las 
instituciones que conforman el Sistema 
Nacional Integrado de cuidados, en 
relación con la pertinencia de las políticas, 
planes, programas, proyectos y servicios 
de cuidado establecidos, así como en 
todas las medidas y decisiones que tengan 
efecto en la accesibilidad, oportunidad, 
permanencia, calidad y suficiencia de los 
servicios de cuidado. 

4. Realizar el seguimiento al cumplimiento de 
las recomendaciones establecidas. 

5. Las demás previstas en la presente Ley y 
en las que regulan el ejercicio de sus 
competencias 

   

 Parágrafo 5.    
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Del financiamiento del Plan Nacional de 
Cuidados 

 

Art. 32.- Coordinación. El ente rector del Sistema 
Nacional integrado de cuidados coordinará con los 
entes rectores de las políticas sectoriales, que lo 
integran, para la inclusión en su programación 
presupuestaria plurianual y anual, las líneas 
presupuestarias necesarias, a fin de asegurar la 
implementación efectiva de las políticas definidas 
en el Plan Nacional de Cuidados. 

   

 

Art. 33.- Lineamientos. El ente rector del Sistema 
coordinará con la instancia encargada de la 
planificación del Estado, y con el ente rector de las 
finanzas públicas, a fin de incluir en los 
lineamientos programáticos anuales, criterios 
orientadores para la formulación articulada de los 
presupuestos institucionales y las asignaciones 
presupuestarias para el cumplimiento de las 
políticas establecidas en el Plan Nacional de 
Cuidados. 

   

 

Art. 34.- Del Presupuesto. Las entidades 
integrantes del Sistema garantizarán el 
financiamiento de las prestaciones y servicios 
establecidos en esta Ley. El financiamiento será 
oportuno, estable y suficiente. 

   

 
Parágrafo 6. 

Del Sistema de información 
   

 

Art. 35.- Sistema de Información de cuidados. Es 
el conjunto organizado de registros y datos sobre 
la implementación de las políticas de cuidados, 
que permitirán evaluar la pertinencia de las 
políticas definidas, la oportunidad y eficiencia en la 
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prestación de los servicios de cuidados, y el logro 
de los objetivos de esta Ley. 

 

Art. 36.- Responsables del registro de la 
información. Los órganos que conforman el 
Sistema Nacional Integrado de Cuidados son 
responsables del registro oportuno de la 
información, en sus respectivos ámbitos. Al efecto, 
el organismo rector del Sistema Nacional 
Integrado de Cuidados establecerá los 
lineamientos técnicos a fin de articular los registros 
de todos los entes encargados. 

   

 

Art. 37.- Articulación del Sistema con otros 
sistemas de información. El Sistema de 
Información se articulará con otros sistemas de 
información, en el marco de las competencias 
establecidas, a los entes rectores de las políticas 
sectoriales y con la entidad encargada de las 
estadísticas nacionales a fin de contar con datos y 
estadísticas integradas e integrales. 

   

 

Art. 38.- Elementos del Sistema de Información. El 
Sistema de Información contará como mínimo con 
los siguientes elementos: 

1. Autorización y registro de instituciones, 
programas y servicios, autorizados por los 
gobiernos autónomos descentralizados 
municipales y distritales, con su ubicación 
territorial. 

2. Registro de personas dependientes del 
cuidado y tipo de servicios a los que 
acceden. 

3. Registro de personas trabajadoras del 
cuidado, y tipos de servicios a los que 
acceden. 
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4. Datos de cobertura de los servicios, con 
desagregación de información de las 
personas atendidas. 

5. Información de necesidades de servicios 
de cuidado. 

6. Encuesta nacional de uso del tiempo. 

7. La medición del tiempo que la población 
dedica a tareas de cuidado. 

8. Información sobre las personas 
dependientes y el acceso a transferencias 
monetarias no contributivas. 

9. Información sobre las personas 
trabajadoras del cuidado, y su acceso a 
transferencias monetarias no contributivas 
y a protección social 

10. La valoración en las cuentas nacionales de 
las tareas del cuidado. 

11. Otras que sean definidas por el organismo 
rector del Sistema Nacional Integrado de 
Cuidados. 

 
Capítulo IV 

Participación Ciudadana 
   

 
Sección I 

Derecho a la participación y control social 
   

 

Art. 39.- Participación en la formulación, 
implementación, seguimiento y evaluación del 
Plan Nacional de Cuidados. Los entes 
responsables de la formulación de las políticas 
públicas de cuidados y del Plan Nacional de 
Cuidados, tienen la obligación de generar las 
condiciones para la participación de la ciudadanía, 
en particular de las personas dependientes de 
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cuidados y sus familiares, de las personas 
trabajadoras del cuidado directo no remunerado, y 
de las entidades, organizaciones sociales y 
comunitarias y empresas prestadoras de servicios 
de cuidado. 

Es obligatorio abrir espacios de participación y 
consulta con los consejos consultivos establecidos 
por los consejos nacionales para la igualdad y los 
consejos cantonales de protección de derechos, 
en todos los niveles de gobierno 

 

Art. 40.- Control social. Toda persona, en 
particular las usuarias de los servicios del Sistema 
tienen derecho a realizar el control de las políticas 
del Plan Nacional de Cuidados, de los servicios de 
cuidados y de los presupuestos programados y 
ejecutados. Para el efecto, los organismos del 
Sistema publicarán la información completa de la 
implementación y ejecución de las políticas y 
servicios, que incluye el presupuesto desagregado 
de acuerdo con el clasificador de Orientación del 
Gasto en Políticas de Igualdad de Género 
expedido por el Organismo rector de las Finanzas 
Públicas, en sus respectivos sitios web de 
transparencia. 

   

 
Sección II 

Comités de control social y exigibilidad 
   

 

Art. 41.- Comités de control social y exigibilidad. 
Se establecen comités de control social y 
exigibilidad de las políticas y servicios del Sistema 
Nacional Integrado de Cuidados, constituidos por 
iniciativa de las personas usuarias de este 
Sistema, como un mecanismo de participación 
ciudadana, control social y exigibilidad. 
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Son usuarias y usuarios del Sistema Nacional 
Integrado de Cuidados, las personas en situación 
de dependencia; y, las personas trabajadoras del 
cuidado en el hogar, sea remunerado o no 
remunerado. 

Los comités podrán conformarse únicamente con 
personas en situación de dependencia, con 
personas trabajadoras del cuidado directo en el 
hogar, con personas trabajadoras del cuidado 
indirecto en el hogar, o integrando a diferentes 
personas beneficiarias. 

La forma de integración del Comité de control 
social y exigibilidad es una decisión independiente 
de las personas usuarias del Sistema Nacional 
Integrado del Cuidado. 

 

Art. 42.- Derechos de los comités de control social 
y exigibilidad. Son derechos de los comités de 
control social y exigibilidad previstos en esta Ley: 

1. Acceder a la información sobre las 
políticas, planes, programas, servicios y 
presupuestos relativos a la aplicación de la 
presente Ley. 

2. Identificar y presentar a las autoridades del 
Sistema, las demandas y necesidades de 
las personas en situación de dependencia 
y de las personas trabajadoras del cuidado 
en el hogar, sea directo o indirecto, 
remunerado o no remunerado. 

3. Participar en la formulación de las políticas 
públicas del cuidado, los planes, 
programas y proyectos. 

4. Participar en la planificación de los 
servicios, presupuestos y demás 
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prestaciones previstas en la presente Ley, 
y aquellas que fueren definidas por el 
organismo rector del Sistema. 

5. Proponer planes y programas para el 
mejoramiento de los servicios y demás 
prestaciones previstas en la presente Ley.  

6. Vigilar que las demandas de las personas 
en situación de dependencia y de las 
personas trabajadoras del cuidado en el 
hogar sean efectivamente tomadas en 
cuenta en la formulación y ejecución de la 
política pública, planes, programas, 
proyectos, servicios y presupuestos. 

7. Dar a conocer a los consejos cantonales de 
protección de derechos los casos de 
incumplimiento de las disposiciones 
previstas en la presente Ley. 

8. Realizar el control social de la ejecución de 
las políticas, planes proyectos, servicios y 
presupuestos regulados en la presente 
Ley, haciendo uso de cualquiera de los 
mecanismos previstos en la Constitución 
de la República. 

 

Art. 43.- Conformación de los comités de control 
social y exigibilidad. Los comités de control social 
y exigibilidad se conformarán con un mínimo de 
tres personas, de acuerdo con la normativa 
aprobada por los consejos cantonales de 
protección de derechos. Pueden tener alcance 
parroquial, cantonal y/o provincial. 

En ningún caso, los consejos cantonales de 
protección de derechos podrán exigir que los 
comités tengan personería jurídica, ni que se 
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conformen a través de otro trámite que la voluntad 
de organización de las personas usuarias de los 
servicios. 

El acta de conformación será registrada en el 
respectivo Consejo Cantonal de Protección de 
Derechos, sin más trámite que la verificación del 
número mínimo de integrantes 

 

Art. 44.- Responsabilidad de promover la 
conformación de comités de control social y 
exigibilidad. Los consejos nacionales para la 
igualdad y los consejos cantonales de protección 
de derechos son responsables de promover la 
conformación de estos comités, en sus 
respectivos niveles de gobierno, para el efecto, 
deben: 

a) Dar a conocer a las personas usuarias del 
Sistema Nacional Integrado de Cuidados 
derecho que tienen a participar en la 
formulación de las políticas nacionales y 
locales, a realizar control social, ya sea de 
forma individual o colectiva; y a la 
conformación de comités de control social 
y exigibilidad. 

b) Informar a las personas usuarias, la 
obligación de las autoridades y organismos 
del Sistema Nacional Integrado de 
Cuidados de brindarles información y 
generar las condiciones para el ejercicio 
del derecho a la participación, el control 
social y exigibilidad. 

c) Brindar capacitación y asesorar a las 
personas usuarias del Sistema, para la 
conformación de los Comités, así como en 
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los diferentes mecanismos de participación 
ciudadana, control social y exigibilidad. 

d) Generar los mecanismos para el registro 
oportuno y sin la exigencia de más trámites 
que los previstos en esta Ley, de los 
comités de control social y exigibilidad, en 
los consejos cantonales de protección de 
derechos. 

LEY ORGÁNICA DE LICENCIAS Y PERMISOS PARA TRABAJADORAS, TRABAJADORES PUBLICOS Y PRIVADOS Y SERVIDORAS Y SERVIDORES PÚBLICOS PARA EL CUIDADO 
CORRESPONSABLE - LEY DE CONCILIACIÓN DEL TRABAJO Y LA VIDA FAMILIAR 

 

Artículo 1.- Objeto.- La presente ley tiene por 
objeto establecer el régimen jurídico de licencias 
y permisos para todas las trabajadoras y 
trabajadores del sector público y privado; y 
servidoras y servidores del sector público en 
relaci6n con la corresponsabilidad en el cuidado 
de niñas, niños, adolescentes y demás personas 
que requieren cuidado. 

 
Unificado en el artículo 1 de la 
propuesta presentada por el equipo de 
asesoría de la CEPDTSS. 

 

 

Artículo 2.- Ámbito.- La presente Ley tiene 
aplicación a nivel nacional y es de obligatorio 
cumplimiento en los sectores privado y público, 
para todos los órganos de la administración y en 
todos los niveles de gobierno. Sus disposiciones 
tambien aplicaran en todo sentido y forma para 
cargos directivos en el sector privado y 
funcionarios del nivel jerárquico superior en el  
sector público. 

 
Unificado en el artículo 2 de la 
propuesta presentada por el equipo de 
asesoría de la CEPDTSS. 

 

 

Art. 3.- Licencia con remuneración para cuidado 
de la hija o hijo recién nacido.- Todos los 
trabajadores y trabajadoras de los sectores 
público y privado y los servidores y servidoras 
del sector público, tienen derecho a una licencia 
con remuneración para el cuidado integral de la 

 

Unificado en los artículos pertinentes 
de la propuesta presentada por el 
equipo de asesoría de la CEPDTSS en 
páginas anteriores. 
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hija o hijo recién nacido. Esta licencia será 
aplicada de la siguiente forma: 

 

“En el case de la madre, la licencia será de 24 
semanas, que podrán contarse a partir de la 
semana previa a la fecha presunta del parto. 

En el case del padre, la licencia tendrá una 
duraci6n de 4 semanas, que serán utilizadas a 
partir de la fecha de nacimiento de la hija o hijo. 

Esta licencia constituye un derecho irrenunciable 
de las trabajadoras y trabajadores y de las y los 
servidores públicos, y su cumplimiento será 
revisado y acatado sin excepciones por las 
Unidades de Talento Humano o sus similares 
tanto en el case de la madre como del padre 
dentro de los períodos señalados en la presente 
ley. 

Dentro de los documentos necesarios para la 
verificación de uso de esta licencia deberá 
constar la presentación de un certificado avalado 
por el Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social, 
un médico o centro de la red pública de salud. Los 
requisitos y procedimientos para verificación serán 
emitidos por el ente rector de la política laboral y 
no podrá, bajo ninguna circunstancia, permitirse la 
regresión en los derechos previstos en esta ley.” 

 

Art. 4.- Licencia con remuneración para cuidado 
de la hija o hijo en casos de adopciones.- Todas 
las trabajadoras y trabajadores de los sectores 
público y privado y las servidoras y servidores 
del sector público, tienen derecho a una licencia 
con remuneración para el cuidado de las hijas e 
hijos que se reciben en adopción. 

 

Unificado en los artículos pertinentes 
de la propuesta presentada por el 
equipo de asesoría de la CEPDTSS en 
páginas anteriores. 
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Para el caso de las niñas, niños y adolescentes 
que no tienen vínculo con los padres adoptivos, 
la licencia se aplicará desde la emisión de la 
sentencia que concede la adopción; y, en los 
casos de adopción de niñas, niños o 
adolescentes con vínculo familiar; ya sea, por la 
adopción del hijo del cónyuge, entre parientes, 
acogimiento familiar, convivencia y personas 
con discapacidad la licencia se aplicará a partir 
de la sentencia de adopción emitidas por los 
organismos competentes del Estado. La licencia 
tendrá una duración mínima de 20 semanas y 
podrá ser ampliada de modo justificado, por 
causas de salud, judiciales o bienestar 
justificadas por las instituciones competentes en 
las referidas materias. 

La o las personas adoptantes tendrán 
exactamente los mismos días de uso de licencia 
con remuneración sin hacer una distinción de la 
calidad de padre o madre. 

En el caso de las niñas y niños menores de un 
año que fueren adoptados se aplicarán para la 
madre y/o el padre adoptantes los mismos 
derechos que se encuentran previstos en el 
artículo 3 de la presente ley, aplicándose el 
criador plazo de licencia para la/el o los 
adoptantes. 

Esta licencia constituye un derecho irrenunciable 
de las trabajadoras y trabajadores públicos y 
privados y de las servidoras y servidores públicos, 
y su cumplimiento será revisado y acatado sin 
excepciones por las Unidades de Talento Humano 
o sus similares para la/el o los adoptantes dentro 
de los períodos señalados en la presente ley 
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Artículo 5.- Licencia con remuneración por 
cuidados especiales.- En los casos en que la hija 
o hijo haya nacido prematura/o, en condiciones 
de cuidado especial, con alguna enfermedad 
catastrófica, degenerativa, terminal, o con algún 
tipo de discapacidad, de acuerdo a  la 
legislación nacional vigente, la licencia para 
cuidado integral prevista en el artículo 3 de la 
presente ley podrá prolongarse, mediando para 
tal efecto los justificativos médicos que fueren 
del caso, mismos que serán avalados por el 
lnstituto Ecuatoriano de Seguridad Social. 

 

Se sugiere una eliminación porque 
existe norma expresa en el Código de 
Trabajo, así como en el Régimen 
Jurídico del Servicio Público, criterios 
que ya han sido unificado en los 
artículos pertinentes de la propuesta 
presentada por el equipo de asesoría 
de la CEPDTSS en páginas anteriores. 

 

 

Artículo 6.- Licencia con remuneración en caso 
de fallecimiento de la madre y/o padre.- En case 
de fallecimiento de uno de los padres, la madre 
o el padre superviviente hará uso de la totalidad, 
o en su caso, de la parte que reste del período 
de licencia, que le hubiere correspondido a la 
madre y/o el padre si no hubiese fallecido. Esta 
disposición será aplicable en el mayor plazo y 
mayor beneficio del trabajador  y el mejor 
ejercicio de los derechos y cuidado de las hijas 
o hijos. 

 

Se sugiere una eliminación porque 
existe norma expresa en el Código de 
Trabajo así como en el Régimen 
Jurídico del Servicio Público, criterios 
que ya han sido unificado en los 
artículos pertinentes de la propuesta 
presentada por el equipo de asesoría 
de la CEPDTSS en páginas anteriores. 

 

 

Artículo 7.- Licencias con remuneración en 
caso de fallecimiento de la hija o hijo durante  
el periodo de gestación.- En caso de 
fallecimiento de la hija o hijo dentro del primer 
o segundo trimestre de embarazo, la madre 
tendrá derecho a una licencia con 
remuneración por diez (10) días. En caso de 
fallecimiento en el primer y segundo 
trimestre, la licencia durará el tiempo 
requerido para recuperación de conformidad 
con informe médico, en case de ser mayor de 

 

Se sugiere una eliminación porque 
existe norma expresa en el Código de 
Trabajo así como en el Régimen 
Jurídico del Servicio Público, criterios 
que ya han sido unificado en los 
artículos pertinentes de la propuesta 
presentada por el equipo de asesoría 
de la CEPDTSS en páginas anteriores. 
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diez (10) días, mediante la presentación de 
certificación médico avalado por el Instituto 
Ecuatoriano de Seguridad Social. En los 
casos precitados el padre tendrá una licencia 
de cuidado por el mismo período de tiempo 
asignado para la madre. 

En caso que el fallecimiento ocurra durante el 
tercer trimestre de embarazo o durante el parto, 
la madre y el padre tendrán derecho a una 
licencia con remuneración por veinte (20) días. 

 

Artículo 8.- Licencias con remuneración en caso 
de fallecimiento de la hija o hijo.- Todos los 
trabajadores y trabajadoras  de los sectores 
público y privado y los servidores y servidoras 
del sector público tendrán derecho a una 
licencia con remuneración en el caso de que se 
produzca el fallecimiento de su hija o hijo dentro 
de los 40 días siguientes al nacimiento, por el  
período de veinte días posteriores a la 
ocurrencia del hecho. 

 

Se sugiere su eliminación porque 
existe norma expresa en el Código de 
Trabajo así como en el Régimen 
Jurídico del Servicio Público, criterios 
que ya han sido unificado en los 
artículos pertinentes de la propuesta 
presentada por el equipo de asesoría 
de la CEPDTSS en páginas anteriores. 

 

 

Artículo 9.- Licencia con remuneración para la 
lactancia y cuidado integral del recién nacido.­  
Para el cumplimiento de la obligación de la 
lactancia y cuidado integral de la hija o hijo 
recién nacido deberán, de manera obligatoria, 
aplicarse los siguientes periodos de licencia 
con remuneración para el padre y la madre: 

En el caso de la madre la jornada laboral 
tendrá una duración de seis horas durante el 
período de 48 semanas posteriores a la 
culminación de  la licencia prevista en el 
artículo  3 de la presente ley. 

 

Se sugiere una eliminación porque 
existe norma expresa en el Código de 
Trabajo así como en el Régimen 
Jurídico del Servicio Público, criterios 
que ya han sido unificado en los 
artículos pertinentes de la propuesta 
presentada por el equipo de asesoría 
de la CEPDTSS en páginas anteriores. 
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En el caso del padre deberá hacer uso de una 
licencia a tiempo completo por el período de 4  
semanas continuas consideradas desde la 
misma fecha de inicio del período de seis horas 
laborales para la madre previsto en el acápite 
precedente. 

 

Artículo 10.- Licencia sin remuneración  por 
cuidado de  niñas y  niños menores de 5 alias.­  
Las trabajadoras y trabajadores del sector 
público y privado;  y servidoras  y servidores 
del sector público tendrán derecho a una 
licencia sin remuneración de plazo no superior 
a 2 años para atender  al cuidado  de cada hija 
o hijo menor de cinco años, incluso por 
adopción. En virtud de la  duración de la 
presente  licencia la  misma será aplicable 
solamente en el caso de las servidoras y 
servidores públicos con nombramiento y las y 
los trabajadores con contrato a tiempo 
indeterminado. 

La licencia sin remuneración contemplada en 
el presente artículo constituye un  derecho 
individual de los trabajadores y servidores. No 
obstante, si dos  o  más  trabajadores  o 
servidores del mismo empleador generasen 
este derecho por el mismo niño o  niña,  el 
empleador podrá limitar su ejercicio 
simultáneo por razones justificadas. 

El período en que el trabajador permanezca en la 
forma de licencia conforme a lo establecido en 
este artículo no será computable a efectos de 
antigüedad. Sin embargo, en caso de ser 
solicitado por escrito para el trabajador se 
procederá a tomar del seguro de desempleo. 

 

Unificado en los artículos pertinentes 
de la propuesta presentada por el 
equipo de asesoría de la CEPDTSS en 
páginas anteriores pero como 
reformas a la Ley Orgánica del 
Servicio Público y al Código del 
Trabajo, 
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Artículo 11.- Permisos para participación en las 
procesos educativos.-Todas las trabajadoras y 
trabajadores del sector público y privado; y 
servidoras y servidores del sector publico 
tendrán derecho a una licencia y/o permiso para 
el cumplimiento de sus obligaciones en calidad 
de representantes legales dentro de los 
procesos educativos. El tiempo máximo a ser 
utilizado en las licencias y permisos previstos en 
el presente artículo no podrá superar las 
veinticuatro (24) horas para cada año 
calendario. 

Para la aplicación de esta licencia deberán 
presentarse en la Unidad de Talento Humana o 
sus similares los justificativos emitidos por las 
centres educativos o sus instancias, según fuere 
el caso. 

 

Unificado en los artículos pertinentes 
de la propuesta presentada por el 
equipo de asesoría de la CEPDTSS en 
páginas anteriores pero como 
reformas a la Ley Orgánica del 
Servicio Público y al Código del 
Trabajo. 

 

 

Artículo 12.- Permiso para cuidado de 
familiares.- Todas las trabajadoras y 
trabajadores del sector público y privado; y 
servidoras y servidores del sector público 
podrán solicitar una reducción de la jornada de 
trabajo, por un máxima de dos horas diarias, 
cuando precisen encargarse del cuidado directo 
de un familiar, hasta el cuarto grado de 
consanguinidad o segundo grado de afinidad, 
que por razones de edad, discapacidad, 
accidente o enfermedad se encuentre en 
situación de incapacidad y/o dependencia 
temporal o permanente. 

La reducción de jornada contemplada en el 
presente artículo constituye un derecho individual  
de las trabajadoras y trabajadores del sector 
público y privado; y servidoras y servidores del 

 

Unificado en los artículos pertinentes 
de la propuesta presentada por el 
equipo de asesoría de la CEPDTSS en 
páginas anteriores pero como 
reformas a la Ley Orgánica del 
Servicio Público y al Código del 
Trabajo. 
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sector público. No obstante, si dos o más 
trabajadores del mismo empleador generasen 
este derecho para el mismo familiar, el empleador 
podrá limitar su ejercicio simultáneo por razones 
justificadas. 

 

Artículo 13.- Licencias y permisos para el 
cuidado de terceros.- Todas las trabajadoras y 
trabajadores del sector público y privado; y 
servidoras y servidores del sector público 
tendrán derecho a licencias o permisos, dentro 
del régimen que fuere pertinente, para atender al 
cuidado de quien por razones de edad, 
accidente o enfermedad lo requieran. 

Para la utilización de estas licencias o permisos 
deberá mediar la entrega al empleador de una 
declaración juramentada en la que se incluyan 
los datos completes de la persona en necesidad 
de cuidado y el régimen de cuidado que será 
llevado a cabo, contando además con un 
certificado médico avalado par el Instituto 
Ecuatoriano de Seguridad Social y, para el caso 
de discapacidad, el carnet de la autoridad 
competente en el ramo. 

El tiempo máximo de duración de esta licencia 
será previsto por cada empleador, sin embargo, 
se establece como un mínimo de veinticuatro 
(24) horas por año para hacer uso de esta 
licencia. 

 

Unificado en los artículos pertinentes 
de la propuesta presentada por el 
equipo de asesoría de la CEPDTSS en 
páginas anteriores pero como 
reformas a la Ley Orgánica del 
Servicio Público y al Código del 
Trabajo. 

 

 

Artículo 14.- Permisos para el cuidado de 
personas con enfermedad o discapacidad.- 
Todas las trabajadoras y trabajadores del sector 
público y privado; y servidoras y servidores del 
sector público que tuvieren bajo su cuidado a una 

 

Unificado en los artículos pertinentes 
de la propuesta presentada por el 
equipo de asesoría de la CEPDTSS en 
páginas anteriores pero como 
reformas a la Ley Orgánica del 
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persona con discapacidad grave, muy grave o 
una enfermedad catastr6fica, tendrán derecho a 
una reducci6n de la jornada de hasta 2 horas sin 
la disminución proporcional del salario, mientras 
permanezca la necesidad de cuidado. 

Para la utilización de la licencia deberá mediar la 
entrega al empleador de una declaración 
juramentada en la que se incluyan los datos 
completos de la persona en necesidad de cuidado 
y el régimen de cuidado que será llevado a cabo. 
En el caso de enfermedad se deberá presentar 
además un certificado avalado por del Instituto 
Ecuatoriano de Seguridad Social y, para el caso 
de discapacidad, el carnet de la autoridad 
competente en el ramo, que contendrá presentar 
además un certificado avalado por del Instituto 
Ecuatoriano de Seguridad Social y, para el caso 
de discapacidad, el carnet de la autoridad 
competente en el ramo, que contendrá la 
necesidad, tiempo y tipo de cuidado. 

Servicio Público y al Código del 
Trabajo, 

 

Artículo 15.- Licencia para cuidado de adultos 
mayores en caso de accidente o enfermedad.­ 
Todas las trabajadoras y trabajadores del sector 
público y privado y las servidoras y servidores 
del sector publico tendrán derecho a la 
reducción de su jornada laboral, per hasta dos 
horas diarias sin que exista por ello disminución 
en su salario, para el cuidado de adultos 
mayores que por razones de accidente o 
enfermedad se encuentren en situación de 
incapacidad temporal o permanente. 

Para la utilización de la licencia deberá mediar la 
entrega al empleador de una declaración 
juramentada en la que se incluyan los datos 
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completos de la persona en necesidad de cuidado 
y el régimen de cuidado que será llevado a cabo. 
En el caso de enfermedad se deberá presentar 
además un certificado avalado por del Instituto 
Ecuatoriano de Seguridad Social y, para el caso 
de discapacidad, el carnet de la autoridad 
competente en el ramo. 

 

Artículo 16.- Permiso para asistencia en salud, 
y otros cuidados de los adultos mayores. - 
Todas las trabajadoras y trabajadores del sector 
público y privado y las servidoras y servidores 
del sector publico tendrán derecho a permisos 
para la asistencia en salud, y otros cuidados de 
adultos mayores que estuvieren a su cargo, 
estos permisos deberán ser debidamente 
justificados mediante certificados médicos 
avalados por el lnstituto Ecuatoriano de 
Seguridad Social. 

Para la utilización de la licencia deberá mediar la 
entrega al empleador de una declaración 
juramentada en la que se incluyan los datos 
completos de la persona en necesidad de cuidado 
y el régimen de cuidado que será llevado a cabo. 
En el caso de enfermedad se deberá presentar 
además un certificado avalado por del lnstituto 
Ecuatoriano de Seguridad Social y, para el caso 
de discapacidad, el carnet de la autoridad 
competente en el ramo. 

 

Unificado en los artículos pertinentes 
de la propuesta presentada por el 
equipo de asesoría de la CEPDTSS en 
páginas anteriores pero como 
reformas a la Ley Orgánica del 
Servicio Público y al Código del 
Trabajo, 

 

REFORMAS A LA LEY ORGÁNICA DEL SERVICIO PÚBLICO -LOSEP- 

Art. 27.- Licencias con remuneración.- 
Toda servidora o servidor público 
tendrá derecho a gozar de licencia con 
remuneración en los siguientes casos: 

AS. CASTILLO (4): 

Art. 1.- Sustitúyase el literal c) del artículo 27 de la 
Ley Orgánica del Servicio Público por el siguiente: 

 

Se sugiere su eliminación porque existe 
norma expresa en el Régimen Jurídico del 
Servicio Público que establece el período de 
maternidad y el goce pleno de la licencia 
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a) Por enfermedad que determine 
imposibilidad física o psicológica, 
debidamente comprobada, para la 
realización de sus labores, hasta por 
tres meses; e, igual período podrá 
aplicarse para su rehabilitación; 

 

b) Por enfermedad catastrófica o 
accidente grave debidamente 
certificado, hasta por seis meses; así 
como el uso de dos horas diarias para 
su rehabilitación en caso de 
prescripción médica; 

 

c) Por maternidad, toda servidora 
pública tiene derecho a una licencia 
con remuneración de doce (12) 
semanas por el nacimiento de su hija o 
hijo; en caso de nacimiento múltiple el 
plazo se extenderá por diez días 
adicionales. La ausencia se justificará 
mediante la presentación del 
certificado médico otorgado por un 
facultativo del Instituto Ecuatoriano de 
Seguridad Social; y, a falta de éste, por 
otro profesional de los centros de salud 
pública. En dicho certificado se hará 
constar la fecha probable del parto o en 
la que tal hecho se produjo; 

 

d) Por paternidad, el servidor público 
tiene derecho a licencia con 

c) Por maternidad, toda servidora pública tiene 
derecho a una licencia con remuneración de 
catorce (14) semanas por el nacimiento de su hijo 
o hija; en caso de nacimiento múltiple el plazo se 
extenderá por diez (10) días adicionales. La 
ausencia de se justificará mediante la 
presentación del certificado médico otorgado por 
un facultativo del Instituto Ecuatoriano de 
Seguridad Social; y, a falta de este, por otro 
profesional de los centros de salud pública. En 
dicho certificado se hará constar la fecha probable 
del parto o cesárea, o en la que tal hecho se 
produjo. 

En los casos de nacimiento prematuros o en 
condiciones de cuidado especial, se prolongará la 
licencia por maternidad, teniendo en cuenta la 
diferencia entre la fecha gestacional y el 
nacimiento a término, las cuales serán sumadas a 
las catorce (14) semanas establecidas en el inciso 
anterior. Cuando se trate de nacimiento múltiple el 
plazo se extenderá por diez (10) días adicionales. 
La ausencia de se justificará mediante la 
presentación del certificado médico otorgado por 
un facultativo del Instituto Ecuatoriano de 
Seguridad Social; y, a falta de este, por otro 
profesional de los centros de salud pública. En 
dicho certificado se hará constar la fecha 
gestacional del parto o cesárea y el nacimiento a 
término. 

remunerada de dicho derecho, criterios que 
ya han sido unificado en los artículos 
pertinentes de la propuesta presentada por el 
equipo de asesoría de la CEPDTSS en 
páginas anteriores. 

 

La propuesta se hacen aumento del tiempo 
de goce de este beneficio siendo necesario 
un establecimiento del impacto económico 
del mismo. 
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remuneración por el plazo de diez días 
contados desde el nacimiento de su 
hija o hijo cuando el parto es normal; en 
los casos de nacimiento múltiple o por 
cesárea se ampliará por cinco días 
más; 

 

e) En los casos de nacimientos 
prematuros o en condiciones de 
cuidado especial, se prolongará la 
licencia por paternidad con 
remuneración por ocho días más; y, 
cuando hayan nacido con una 
enfermedad degenerativa, terminal o 
irreversible o con un grado de 
discapacidad severa, el padre podrá 
tener licencia con remuneración por 
veinte y cinco días, hecho que se 
justificará con la presentación de un 
certificado médico, otorgado por un 
facultativo del Instituto Ecuatoriano de 
Seguridad Social y a falta de éste, por 
otro profesional médico debidamente 
avalado por los centros de salud 
pública; 

 

f) En caso de fallecimiento de la madre, 
durante el parto o mientras goza de la 
licencia por maternidad, el padre podrá 
hacer uso de la totalidad, o en su caso 
de la parte que reste del período de 
licencia que le hubiere correspondido a 
la madre; 
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g) La madre y el padre adoptivos 
tendrán derecho a licencia con 
remuneración por quince días, los 
mismos que correrán a partir de la 
fecha en que la hija o hijo le fuere 
legalmente entregado; 

 

h) La servidora o servidor público 
tendrá derecho a veinte y cinco días de 
licencia con remuneración para atender 
los casos de hija(s) o hijo(s) 
hospitalizados o con patologías 
degenerativas, licencia que podrá ser 
tomada en forma conjunta, continua o 
alternada. La ausencia al trabajo se 
justificará mediante la presentación de 
certificado médico otorgado por el 
especialista tratante y el 
correspondiente certificado de 
hospitalización; 

 

i) Por calamidad doméstica, entendida 
como tal, al fallecimiento, accidente o 
enfermedad grave del cónyuge o 
conviviente en unión de hecho 
legalmente reconocida o de los 
parientes hasta el segundo grado de 
consanguinidad o segundo de afinidad 
de las servidoras o servidores públicos. 
Para el caso del cónyuge o conviviente 
en unión de hecho legalmente 
reconocida, del padre, madre o hijos, la 
máxima autoridad, su delegado o las 
Unidades de Administración del 
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Talento Humano deberán conceder 
licencia hasta por ocho días, al igual 
que para el caso de siniestros que 
afecten gravemente la propiedad o los 
bienes de la servidora o servidor. Para 
el resto de parientes contemplados en 
este literal, se concederá la licencia 
hasta por tres días y, en caso de 
requerir tiempo adicional, se lo 
contabilizará con cargo a vacaciones; 
y, 

j) Por matrimonio, tres días en total. 

DISPOSICIONES GENERALES 

 Defensora del Pueblo (1): 

Primera.- En lo no previsto en esta Ley se deberá 
aplicar, respectivamente y siempre que no sean 
incompatible con su naturaleza, lo establecido en 
la Ley Orgánica de Servicio Público, el Código del 
Trabajo y la Ley Orgánica para la Justicia Laboral 
y Reconocimiento del Trabajo en el Hogar.  

 Primera.- En lo no previsto en esta Ley bajo 
el principio de juridicidad se deberá aplicar, 
todo los que no sea incompatible con su 
naturaleza, lo establecido en la Ley Orgánica 
de Servicio Público, el Código del Trabajo y 
la Ley Orgánica para la Justicia Laboral y 
Reconocimiento del Trabajo en el Hogar. 

 

 Defensora del Pueblo (1): 

Segunda.- El Estado en el plazo de doce (12) 
meses contados a partir de la publicación de la 
presente ley, deberá desarrollar la política pública 
de protección laboral reforzada para mujeres y 
personas con capacidad reproductiva que 
encuentren en período de embarazo, parto y 
puerperio y lactancia o cuidado. La política pública 
deberá implementarse en el plazo máximo de 24 
meses a partir de la publicación de la presente ley.  

 Por razones de técnica legislativa, esta 
Disposición General pasaría a ser una de 
orden Transitorio. 

 

 Defensora del Pueblo (1):  Segunda.- Las entidades del Estado 
desarrollarán campañas anuales de 
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Tercera.- Las entidades del Estado desarrollarán 
campañas anuales de sensibilización para sus 
servidoras y servidores públicos en temas 
relacionados al ejercicio del derecho al cuidado. 

sensibilización para sus servidoras y 
servidores públicos en temas relacionados al 
ejercicio del derecho al cuidado. 

 Defensora del Pueblo (1): 

Cuarta.- El Estado, a través del ente rector en 
materia de economía y finanzas, garantizará la 
provisión y erogación oportuna de los recursos 
necesarios para el cumplimiento de las 
obligaciones y responsabilidades derivadas de la 
presente Ley.  

 Tercera.- El Estado, a través del ente rector 
en materia de economía y finanzas, 
garantizará la provisión y erogación oportuna 
de los recursos necesarios para el 
cumplimiento de las obligaciones y 
responsabilidades derivadas de la presente 
Ley. 

 

 AS. PALACIOS (2): 

Primera. Los entes que integran el Consejo 
Sectorial de lo Social deberán garantizar la 
permanencia de los servicios públicos del cuidado 
que se encuentran a su cargo, y la prestación 
oportuna de tales servicios, siendo su obligación 
asegurar el cumplimiento de las disposiciones 
previstas en la presente Ley. 

 Cuarta.- Los entes que integran el Consejo 
Sectorial de lo Social deberán garantizar la 
permanencia de los servicios públicos del 
cuidado que se encuentran a su cargo, y la 
prestación oportuna de tales servicios, siendo 
su obligación asegurar el cumplimiento de las 
disposiciones previstas en la presente Ley. 

 

 AS. PALACIOS (2): 

Segunda. Los servicios públicos de cuidado que 
prestan los gobiernos autónomos 
descentralizados deberán mantenerse a fin de 
asegurar la protección de los derechos de las 
personas usuarias de los mismos, debiendo 
adaptarse y cumplir los requerimientos previstos 
en la presente Ley. 

 Quinta. Los servicios públicos de cuidado 
que prestan los gobiernos autónomos 
descentralizados deberán mantenerse a fin 
de asegurar la protección de los derechos de 
las personas usuarias de los mismos, 
debiendo adaptarse y cumplir los 
requerimientos previstos en la presente Ley. 

 

 AS. PALACIOS (2): 

Tercera. La encuesta de uso del tiempo libre se 
aplicará obligatoriamente cada tres años. Es 
responsabilidad del organismo rector de las 
estadísticas nacionales la ejecución en el tiempo 

 Sexta. La encuesta de uso del tiempo libre se 
aplicará obligatoriamente cada tres años. Es 
responsabilidad del organismo rector de las 
estadísticas nacionales la ejecución en el 
tiempo previsto, debiendo al efecto coordinar 
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previsto, debiendo al efecto coordinar con el rector 
del Sistema Nacional Integrado de Cuidados y con 
el Consejo Nacional para la Igualdad de Género. 

con el rector del Sistema Nacional Integrado 
de Cuidados y con el Consejo Nacional para 
la Igualdad de Género. 

 AS. PALACIOS (2): 

Cuarta. El ente rector del Sistema Nacional de 
Cuidados deberá informar anualmente a la 
Asamblea Nacional, sobre el cumplimiento de la 
presente ley, particularmente en relación con el 
funcionamiento del Sistema y la implementación 
de las políticas públicas. 

 Séptima. El ente rector del Sistema Nacional 
de Cuidados deberá informar anualmente a la 
Asamblea Nacional, sobre el cumplimiento de 
la presente ley, particularmente en relación 
con el funcionamiento del Sistema y la 
implementación de las políticas públicas. 

 

 AS. PONCE (3): 

Primera: Las Unidades de Talento Humano o 
sus similares en cada institución pública o 
privada tendrán la responsabilidad de revisar 
permanentemente el cumplimiento de las 
disposiciones señaladas en la presente Ley a 
través de certificados médicos, declaraciones 
juramentadas, carnet de discapacidad o demás 
documentos emitidos por las entidades 
competentes. 

En caso de incumplimiento o mala aplicación de 
los presentes deberes y derechos per parte de las 
Unidades de Talento Humano o sus similares y/o 
de las trabajadoras y trabajadores del sector 
público y privado y las servidoras y servidores del 
sector público se podrán aplicar las sanciones 
contempladas en el Código del Trabajo y en la  Ley 
Orgánica del Servicio Público. 

 Octava: Las Unidades de Talento Humano 
o sus similares en cada institución pública 
o privada tendrán la responsabilidad de 
revisar permanentemente el cumplimiento 
de las disposiciones señaladas en la 
presente Ley a través de certificados 
médicos, declaraciones juramentadas, 
carnet de discapacidad o demás 
documentos emitidos por las entidades 
competentes. 

 

En caso de incumplimiento o mala aplicación 
de los presentes deberes y derechos per 
parte de las Unidades de Talento Humano o 
sus similares y/o de las trabajadoras y 
trabajadores del sector público y privado y las 
servidoras y servidores del sector público se 
podrán aplicar las sanciones contempladas 
en el Código del Trabajo y en la   Ley Orgánica 
del Servicio Público. 

 

 AS. PONCE (3):  Se sugiere su eliminación porque el régimen 
de pagos del IESS tiene su propia regulación 

 



 

 
 
 

110 

comision.derechos-trabajadores@asambleanacional.gob.ec 

Segunda: Las licencias con remuneración 
previstas en la presente ley serán cubiertas en la 
forma y proporciones previstas por la normativa 
expedida para tal efecto por el lnstituto 
Ecuatoriano de Seguridad Social. 

y se maneja bajo criterios de sostenibilidad y 
suficiencia. 

 AS. PONCE (3): 

Tercera: El ente rector en materia de trabajo 
establecerá la reglamentación necesaria para 
llevar a cabo contrataciones para los períodos de 
reemplazo, mismos que estarán justificados 
únicamente per aplicación de las licencias 
previstas en la presente ley. 

 Novena: El ente rector en materia de trabajo 
establecerá la reglamentación necesaria 
para la plena vigencia de esta Ley. 

 

 AS. PONCE (3): 

Cuarta: El contenido de la presente Ley será 
aplicable para todas las funciones del Estado. 
Las normas de igual jerarquía, en caso de ser 
especiales o específicas en una materia serán 
aplicables solamente si tuvieren un sentido más 
favorable que ir de la presente ley. 

 Décima: El contenido de la presente Ley 
será aplicable para todas las funciones del 
Estado. Las normas de igual jerarquía, en 
caso de ser especiales o específicas en una 
materia serán aplicables solamente si 
tuvieren un sentido más favorable que ir de la 
presente ley. 

 

 AS. PONCE (3): 

Quinta: En caso de duda en la aplicación la 
presente norma se estará a la interpretación que 
mejor favorezca a los derechos del trabajador. La 
autoridad en materia laboral resolverá en consulta 
la mejor aplicación de la presente norma. 

 Décima primera: En caso de duda en la 
aplicación la presente norma se estará a la 
interpretación que mejor favorezca a los 
derechos del trabajador. La autoridad en 
materia laboral resolverá en consulta la mejor 
aplicación de la presente norma. 

 

 AS. PONCE (3): 

Sexta: Las personas que lleven a cabo trabajo 
autónomo y no se encuentren en relaci6n de 
dependencia tendrán prioridad en los servicios 
de atención previstos para los cuidados 
dependientes, tanto en lo que se refiere a la 

 Se sugiere su eliminación. 

 

Estas afirmaciones donde se incluye en un 
grupo de atención prioritaria a un sector de 
personas como los trabajadores autónomos 
para que sean atendidos de forma prioritaria, 
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atención directa como en lo relativo a la atención 
de personas que se encuentren a su cuidado. 
Para el cumplimiento de la presente disposición 
el Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social 
emitirá las normas o reglamentos que fueren 
necesarios para tal efecto. 

se contradice con las reflexiones y sentencias 
de última data emanadas por el órgano 
Constitucional que ha señalado que tales 
acciones son discriminatorias. 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 

 AS. CASTILLO (4): 

ÚNICA.- Una vez publicada la presente reforma en 
el Registro Oficial, notifíquese al Instituto 
Ecuatoriano de Seguridad Social -IESS- con la 
finalidad que de cumplimiento a lo establecido en 
la presente Ley, considerando que no se creará 
prestación alguna ni se mejorarán las existentes a 
cargo del Seguro Social Obligatorio aplicado por el 
IESS, si no se encontraren debidamente 
financiadas y respaldadas en los resultados de 
estudios actuariales que demuestren su solvencia 
y sostenibilidad, y, de ser el caso, proceda con la 
o las reformas respectivas en sus instrumentos 
internos en el plazo de treinta (30) días. 

   

   Primera.- El Estado en el plazo de doce (12) 
meses contados a partir de la publicación de 
la presente ley, deberá desarrollar la política 
pública de protección laboral reforzada para 
mujeres y personas con capacidad 
reproductiva que encuentren en período de 
embarazo, parto y puerperio y lactancia o 
cuidado. La política pública deberá 
implementarse en el plazo máximo de 24 
meses a partir de la publicación de la 
presente ley. 
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 Defensora del Pueblo (1): 

Primera.- El Presidente de la República expedirá 
en ciento veinte días el Reglamento de la presente 
Ley. Hasta que se expida el Reglamento de esta 
Ley se realizará la aplicación en el sentido más 
favorable a las mujeres y personas con capacidad 
reproductiva que se encuentren en período de 
embarazo, parto y puerperio, lactancia o cuidado.  

   

 Defensora del Pueblo (1): 

Segunda.- El ente rector en materia de relaciones 
laborales, deberá disponer a los sectores público 
y privado, que en el plazo de ciento ochenta días 
contados a partir de la publicación de la presente 
ley, adecué su normativa interna a los enfoques, 
principios, ámbitos y demás disposiciones 
contenidas en este cuerpo legal, para lo cual 
realizará un seguimiento y brindará asesoría a 
quienes lo requieran. 

   

 AS. PALACIOS (2): 

Primera. En el plazo máximo de noventa días 
contados desde la entrada en vigencia de la 
presente Ley, el presidente de la República emitirá 
el Reglamento General de aplicación de la 
presente Ley. 

   

 AS. PALACIOS (2): 

Segunda. El organismo rector del Sistema 
Nacional Integrado de Cuidados emitirá 
lineamientos técnicos transitorios para el 
funcionamiento de los servicios públicos, privados 
y comunitarios de cuidado, en un plazo no mayor 
a cuatro meses desde su entrada en vigencia, en 
tanto se aprueba el Plan Nacional de Cuidados. 
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 AS. PALACIOS (2): 

Tercera. Los servicios de cuidados, públicos, 
privados y comunitarios deberán iniciar el proceso 
de registro, conforme lo dispuesto en la presente 
Ley, en un plazo no mayor a ciento ochenta días. 

   

 AS. PALACIOS (2): 

Cuarta. El organismo rector del Sistema Nacional 
Integrado de Cuidados, en coordinación con el 
ente rector de las políticas de inclusión y equidad 
social y los gobiernos autónomos 
descentralizados, levantarán una línea base de 
servicios de cuidado, y una línea base de las 
necesidades de las personas dependientes de 
cuidado y de las personas trabajadoras de cuidado 
directo no remunerado, en un plazo no mayor a 
ciento ochenta días contados desde la entrada en 
vigencia de la presente Ley. 

   

 AS. PALACIOS (2): 

Quinta. En el plazo máximo de un año desde la 
entrada en vigencia de la presente Ley, el 
organismo rector del Sistema Nacional Integrado 
de Cuidados aprobará el Plan Nacional de 
Cuidados; los lineamientos técnicos y estándares 
de calidad de los servicios públicos, privados y 
comunitarios; y el catálogo de servicios, para lo 
cual tomará en consideración las líneas base 
levantadas. 

   

 AS. PALACIOS (2): 

Sexta. El ente rector de las políticas de inclusión y 
equidad Social establecerá los mecanismos 
necesarios para funcionar como Secretaría 
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Técnica del Sistema Nacional Integrado de 
Cuidados. 

 AS. PONCE (3): 

Primera: En el plazo de noventa (90) días a partir 
de la publicación en el Registro Oficial de la 
presente Ley el lnstituto Ecuatoriano de Seguridad 
Social dictará la normativa pertinente para la 
ejecución y distribución de pagos entre 
empleadores y trabajadores en razón de las 
licencias remuneradas. La repartición en la 
responsabilidad de pago a ser establecida, no 
podrá ser regresiva en cuanto a las condiciones 
previstas hasta el momento para las y los 
trabajadores y las y los servidores. 

   

 AS. PONCE (3): 

Segunda: En el plazo de noventa (90) días, a partir 
de la publicación en el Registro Oficial de la 
presente Ley, el Instituto Ecuatoriano de 
Seguridad Social y el ente rector de la política 
social emitirán, en el ámbito de sus competencias, 
la normativa que fuere necesaria para proveer de 
atención priorizada a las personas en necesidad 
de cuidado y cuyos cuidadores no se encontraren 
en relación de dependencia. 

   

 AS. PONCE (3): 

Tercera: En el plazo de ciento ochenta (180) 
días el Ministerio de Inclusión Económica y 
Social deberá implementar las Unidades 
Técnicas de Adopción desconcentradas para el 
cumplimiento de los derechos de las niñas, 
niños, adolescentes y familias adoptivas. 
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DISPOSICIONES REFORMATORIAS 

(CÓDIGO DEL TRABAJO) 

 

Art. 42.- Obligaciones del empleador.- 
Son obligaciones del empleador: 

(…) 

30. Conceder tres días de licencia con 
remuneración completa al trabajador, 
en caso de fallecimiento de su cónyuge 
o de su conviviente en unión de hecho 
o de sus parientes dentro del segundo 
grado de consanguinidad o afinidad; 

(…) 

AS. PONCE (3): 

Única.- Al final del numeral 30 del artículo 42 del 
Código del Trabajo incorpórese el siguiente texto: 
"y 8 días de licencia con remuneración, en caso de 
fallecimiento del hijo o hija recién nacido dentro de 
los cuarenta días siguientes al nacimiento 
posteriores a la ocurrencia del hecho". 

   

Art. 152.- (Sustituido por el Art. 4 de la 
Ley s/n, R.O. 528-S, 13-II-2009).- Toda 
mujer trabajadora tiene derecho a una 
licencia con remuneración de doce (12) 
semanas por el nacimiento de su hija o 
hijo; en caso de nacimientos múltiples 
el plazo se extiende por diez días 
adicionales. La ausencia al trabajo se 
justificará mediante la presentación de 
un certificado médico otorgado por un 
facultativo del Instituto Ecuatoriano de 
Seguridad Social, y, a falta de éste, por 
otro profesional; certificado en el que 
debe constar la fecha probable del 
parto o la fecha en que tal hecho se ha 
producido. 

El padre tiene derecho a licencia con 
remuneración por diez días por el 

AS. CASTILLO (4): 

PRIMERA.- Sustitúyase el primer párrafo del 
artículo 152 del Código del Trabajo por lo 
siguiente: 

“Toda mujer trabajadora tiene derecho a una 
licencia con remuneración de catorce (14) 
semanas por el nacimiento de su hija o hijo; en 
caso de nacimientos múltiples el plazo se extiende 
por diez (10) días adicionales. La ausencia al 
trabajo se justificará mediante la presentación de 
un certificado médico otorgado por un facultativo 
del Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social, y, a 
falta de este, por otro profesional. En dicho 
certificado debe constar la fecha probable del 
parto o cesárea, o la fecha en que tal hecho se 
produjo. 
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nacimiento de su hija o hijo cuando el 
nacimiento sea por parto normal; en los 
casos de nacimientos múltiples o por 
cesárea se prolongará por cinco días 
más. 

En los casos de que la hija o hijo haya 
nacido prematuro o en condiciones de 
cuidado especial, se prolongará la 
licencia por paternidad con 
remuneración, por ocho días más y 
cuando la hija o hijo haya nacido con 
una enfermedad, degenerativa, 
terminal o irreversible, o con un grado 
de discapacidad severa, el padre podrá 
tener una licencia con remuneración 
por veinte y cinco días, hecho que se 
justificará con la presentación de un 
certificado médico otorgado por un 
facultativo del Instituto Ecuatoriano de 
Seguridad Social, y, a falta de éste, por 
otro profesional.  

En caso de fallecimiento de la madre 
durante el parto o mientras goza de la 
licencia por maternidad, el padre podrá 
hacer uso de la totalidad, o en su caso, 
de la parte que reste del período de 
licencia que le hubiere correspondido a 
la madre si no hubiese fallecido. 

En los casos de nacimiento prematuros o en 
condiciones de cuidado especial, se prolongará la 
licencia por maternidad, teniendo en cuenta la 
diferencia entre la fecha gestacional y el 
nacimiento a término, las cuales serán sumadas a 
las catorce (14) semanas establecidas en el inciso 
anterior. Cuando se trate de nacimiento múltiple el 
plazo se extenderá por diez (10) días adicionales. 
La ausencia de se justificará mediante la 
presentación del certificado médico otorgado por 
un facultativo del Instituto Ecuatoriano de 
Seguridad Social; y, a falta de este, por otro 
profesional de los centros de salud pública. En 
dicho certificado se hará constar la fecha 
gestacional del parto o cesárea y el nacimiento a 
término.” 

Art. 153.- Protección a la mujer 
embarazada.- (Reformado por el num. 
2 de la Disposición Reformatoria Sexta 
del Código s/n, R.O. 506-S, 22-V-
2015).- No se podrá dar por terminado 
el contrato de trabajo por causa del 

AS. CASTILLO (4): 

SEGUNDA.- Sustitúyase el primer párrafo del 
artículo 153 del Código del Trabajo por el 
siguiente: 
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embarazo de la mujer trabajadora y el 
empleador no podrá reemplazarla 
definitivamente dentro del período de 
doce semanas que fija el artículo 
anterior. 

Durante este lapso la mujer tendrá 
derecho a percibir la remuneración 
completa, salvo el caso de lo dispuesto 
en la Ley de Seguridad Social, siempre 
que cubra en forma igual o superior los 
amparos previstos en este Código. 

La o el juzgador dispondrá el reintegro 
inmediato al trabajo de la mujer 
despedida en estado de embarazo o en 
periodo de lactancia. 

“No se podrá dar por terminado el contrato de 
trabajo por causa del embarazo de la mujer 
trabajadora y el empleador no podrá reemplazarla 
definitivamente dentro del período de maternidad 
fijado con base a lo dispuesto en el artículo 
anterior.” 

DISPOSICIÓN DEROGATORIA 

 AS. CASTILLO (4): 

ÚNICA.- Deróguese todas las disposiciones 
generales y especiales contrarias a la presente 
reforma. 

 Única.- Quedan derogadas todas las 
disposiciones generales y especiales, 
incluidas los Reglamentos, resoluciones, 
acuerdos o cualquier tipo de norma de igual o 
inferior rango o jerarquía que se opongan a lo 
dispuesto en la presente Ley. 

 

Art. 152.- (Sustituido por el Art. 4 de la 
Ley s/n, R.O. 528-S, 13-II-2009).- Toda 
mujer trabajadora tiene derecho a una 
licencia con remuneración de doce (12) 
semanas por el nacimiento de su hija o 
hijo; en caso de nacimientos múltiples 
el plazo se extiende por diez días 
adicionales. La ausencia al trabajo se 
justificará mediante la presentación de 
un certificado médico otorgado por un 
facultativo del Instituto Ecuatoriano de 

AS. PONCE (3): 

Primera.- Elimínese del Código del Trabajo el 
artículo 152. 

 Unificado en los artículos pertinentes de la 
propuesta presentada por el equipo de 
asesoría de la CEPDTSS en párrafos 
anteriores. 
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Seguridad Social, y, a falta de éste, por 
otro profesional; certificado en el que 
debe constar la fecha probable del 
parto o la fecha en que tal hecho se ha 
producido. 

El padre tiene derecho a licencia con 
remuneración por diez días por el 
nacimiento de su hija o hijo cuando el 
nacimiento sea por parto normal; en los 
casos de nacimientos múltiples o por 
cesárea se prolongará por cinco días 
más. 

En los casos de que la hija o hijo haya 
nacido prematuro o en condiciones de 
cuidado especial, se prolongará la 
licencia por paternidad con 
remuneración, por ocho días más y 
cuando la hija o hijo haya nacido con 
una enfermedad, degenerativa, 
terminal o irreversible, o con un grado 
de discapacidad severa, el padre podrá 
tener una licencia con remuneración 
por veinte y cinco días, hecho que se 
justificará con la presentación de un 
certificado médico otorgado por un 
facultativo del Instituto Ecuatoriano de 
Seguridad Social, y, a falta de éste, por 
otro profesional.  

En caso de fallecimiento de la madre 
durante el parto o mientras goza de la 
licencia por maternidad, el padre podrá 
hacer uso de la totalidad, o en su caso, 
de la parte que reste del período de 
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licencia que le hubiere correspondido a 
la madre si no hubiese fallecido 

Art. … .- Licencia o permiso sin 
remuneración para el cuidado de los 
hijos.- (Agregado por el Art. 5 de la Ley 
s/n, R.O. 720-S, 28-III-2016).- El 
trabajador o trabajadora, concluida la 
licencia o permiso por maternidad o 
paternidad, tendrán derecho a una 
licencia opcional y voluntaria sin 
remuneración, hasta por nueve (9) 
meses adicionales, para atender al 
cuidado de los hijos, dentro de los 
primeros doce meses de vida del niño 
o niña. 

Esta licencia aplicará también para el 
caso de padres o madres adoptivos. 

El período en que los trabajadores 
hagan uso de la licencia o permiso, 
conforme a lo establecido en el 
presente artículo, será computable a 
efectos de antigüedad. 

Terminado el periodo de licencia o 
permiso de paternidad o maternidad 
respectivamente, el padre o la madre 
podrán solicitar dentro de los 3 días 
posteriores a la terminación de la 
licencia o permiso de paternidad o 
maternidad los fondos de cesantía que 
tuvieren acumulados, los mismos que 
serán entregados el día sesenta y uno 
(61) contados a partir de la 
presentación de la solicitud; y para tal 

AS. PONCE (3): 

Segunda.- Elimínese del Código del Trabajo los 
artículos innumerados incorporados a seguir del 
Artículo 152 con títulos "Licencia por Adopción" 
y "Licencia con sueldo a las trabajadoras y 
trabajadores para el tratamiento médico de hijas 
o hijos que padecen de una enfermedad 
degenerativa", por médico de Ley No. 0, 
publicada en Registro Oficial Suplemento 528 de 
13 de Febrero del 2009. 

 Unificado en los artículos pertinentes de la 
propuesta presentada por el equipo de 
asesoría de la CEPDTSS en párrafos 
anteriores. 
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efecto estos valores no se 
considerarán para otras prestaciones 
de la seguridad social. 

Durante el periodo de licencia o 
permiso sin remuneración se 
garantizarán las prestaciones de salud 
por parte de la seguridad social, las 
cuales deberán ser reembolsadas por 
parte del Ministerio de Salud Pública. 

Los contratos eventuales que se 
celebraren con un nuevo trabajador, 
para reemplazar en el puesto de 
trabajo al trabajador en uso de la 
licencia o permiso previstos en este 
artículo, terminarán a la fecha en que 
dicha licencia o permiso expire y 
estarán exentos del pago del 35% 
previsto en el segundo inciso del 
artículo 17 del Código del Trabajo, en 
estos casos su plazo podrá extenderse 
hasta que dure la licencia. 

Si luego del uso de la licencia sin 
remuneración a la que se acoja el 
padre o la madre fuesen despedidos 
por est e hecho, se considerará 
despido ineficaz. 

 

Art. ... (1).- Licencia por Adopción.- 
(Agregado por el Art. 5 de la Ley s/n, 
R.O. 528-S, 13-II-2009).- Los padres 
adoptivos tendrán derecho a licencia 
con remuneración por quince días, los 
mismos que correrán a partir de la 



 

 
 
 

121 

comision.derechos-trabajadores@asambleanacional.gob.ec 

fecha en que la hija o el hijo le fueren 
legalmente entregado. 

 

Art. ... (2).- Licencia con sueldo a las 
trabajadoras y trabajadores para el 
tratamiento médico de hijas o hijos que 
padecen de una enfermedad 
degenerativa.- (Agregado por el Art. 5 
de la Ley s/n, R.O. 528-S, 13-II-2009).- 
La trabajadora y el trabajador tendrán 
derecho a veinte y cinco días de 
licencia con remuneración para atender 
los casos de hija o hijo hospitalizados o 
con patologías degenerativas; licencia 
que podrá ser tomada en forma 
conjunta o alternada.  

La ausencia al trabajo se justificará 
mediante la presentación de un 
certificado médico otorgado por el 
facultativo especialista tratante y el 
correspondiente certificado de 
hospitalización. 

Art. 155.- Guardería infantil y 
lactancia.- (Reformado por el Art. 4 de 
la Ley s/n, R.O. 797-2S, 26-IX-2012).- 
En las empresas permanentes de 
trabajo que cuenten con cincuenta o 
más trabajadores, el empleador 
establecerá anexo o próximo a la 
empresa, o centro de trabajo, un 
servicio de guardería infantil para la 
atención de los hijos de éstos, 
suministrando gratuitamente atención, 

AS. PONCE (3): 

Tercera.- Elimínese del Código del Trabajo el 
inciso tercero del artículo 155. 

 Unificado en los artículos pertinentes de la 
propuesta presentada por el equipo de 
asesoría de la CEPDTSS en párrafos 
anteriores. 
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alimentación, local e implementos para 
este servicio. 
Las empresas que no puedan cumplir 
esta obligación directamente, podrán 
unirse con otras empresas o contratar 
con terceros para prestar este servicio. 
Durante los doce (12) meses 
posteriores al parto, la jornada de la 
madre lactante durará seis (6) horas, 
de conformidad con la necesidad de la 
beneficiaria. 
Corresponde a la Dirección Regional 
del Trabajo vigilar el cumplimiento de 
estas obligaciones y sancionar a las 
empresas que las incumplan. 
Art. 27.- Licencias con remuneración.- 
Toda servidora o servidor público 
tendrá derecho a gozar de licencia con 
remuneración en los siguientes casos: 
a) Por enfermedad que determine 
imposibilidad física o psicológica, 
debidamente comprobada, para la 
realización de sus labores, hasta por 
tres meses; e, igual período podrá 
aplicarse para su rehabilitación; 
b) Por enfermedad catastrófica o 
accidente grave debidamente 
certificado, hasta por seis meses; así 
como el uso de dos horas diarias para 
su rehabilitación en caso de 
prescripción médica; 
c) Por maternidad, toda servidora 
pública tiene derecho a una licencia 
con remuneración de doce (12) 

AS. PONCE (3): 

Cuarta.- Elimínese de la Ley Orgánica de 
Servicio Público (LOSEP) los literales c), d), e), 
f), g) y h) del artículo 27. 

 Unificado en los artículos pertinentes de la 
propuesta presentada por el equipo de 
asesoría de la CEPDTSS en párrafos 
anteriores. 
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semanas por el nacimiento de su hija o 
hijo; en caso de nacimiento múltiple el 
plazo se extenderá por diez días 
adicionales. La ausencia se justificará 
mediante la presentación del 
certificado médico otorgado por un 
facultativo del Instituto Ecuatoriano de 
Seguridad Social; y, a falta de éste, por 
otro profesional de los centros de salud 
pública. En dicho certificado se hará 
constar la fecha probable del parto o en 
la que tal hecho se produjo; 
d) Por paternidad, el servidor público 
tiene derecho a licencia con 
remuneración por el plazo de diez días 
contados desde el nacimiento de su 
hija o hijo cuando el parto es normal; en 
los casos de nacimiento múltiple o por 
cesárea se ampliará por cinco días 
más; 
e) En los casos de nacimientos 
prematuros o en condiciones de 
cuidado especial, se prolongará la 
licencia por paternidad con 
remuneración por ocho días más; y, 
cuando hayan nacido con una 
enfermedad degenerativa, terminal o 
irreversible o con un grado de 
discapacidad severa, el padre podrá 
tener licencia con remuneración por 
veinte y cinco días, hecho que se 
justificará con la presentación de un 
certificado médico, otorgado por un 
facultativo del Instituto Ecuatoriano de 
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Seguridad Social y a falta de éste, por 
otro profesional médico debidamente 
avalado por los centros de salud 
pública; 
f) En caso de fallecimiento de la madre, 
durante el parto o mientras goza de la 
licencia por maternidad, el padre podrá 
hacer uso de la totalidad, o en su caso 
de la parte que reste del período de 
licencia que le hubiere correspondido a 
la madre; 
g) La madre y el padre adoptivos 
tendrán derecho a licencia con 
remuneración por quince días, los 
mismos que correrán a partir de la 
fecha en que la hija o hijo le fuere 
legalmente entregado; 
h) La servidora o servidor público 
tendrá derecho a veinte y cinco días de 
licencia con remuneración para atender 
los casos de hija(s) o hijo(s) 
hospitalizados o con patologías 
degenerativas, licencia que podrá ser 
tomada en forma conjunta, continua o 
alternada. La ausencia al trabajo se 
justificará mediante la presentación de 
certificado médico otorgado por el 
especialista tratante y el 
correspondiente certificado de 
hospitalización; 
i) Por calamidad doméstica, entendida 
como tal, al fallecimiento, accidente o 
enfermedad grave del cónyuge o 
conviviente en unión de hecho 
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legalmente reconocida o de los 
parientes hasta el segundo grado de 
consanguinidad o segundo de afinidad 
de las servidoras o servidores públicos. 
Para el caso del cónyuge o conviviente 
en unión de hecho legalmente 
reconocida, del padre, madre o hijos, la 
máxima autoridad, su delegado o las 
Unidades de Administración del 
Talento Humano deberán conceder 
licencia hasta por ocho días, al igual 
que para el caso de siniestros que 
afecten gravemente la propiedad o los 
bienes de la servidora o servidor. Para 
el resto de parientes contemplados en 
este literal, se concederá la licencia 
hasta por tres días y, en caso de 
requerir tiempo adicional, se lo 
contabilizará con cargo a vacaciones; 
y, 
j) Por matrimonio, tres días en total. 

Art. 33.- De los permisos.- (Reformado 
por el Art. 5 de la Ley s/n, R.O. 1008-S, 
19-V-2017).- La autoridad nominadora 
concederá permisos hasta por dos 
horas diarias para estudios regulares, 
siempre y cuando se acredite matrícula 
y regular asistencia a clases. Para el 
caso de los estudiantes, se certificará 
expresamente la aprobación del curso 
correspondiente. No se concederán 
estos permisos, a las o los servidores 
que laboren en jornada especial. 

AS. PONCE (3): 

Quinta.- Elimínese de la Ley Orgánica de 
Servicio Público (LOSEP) los incisos tercero y 
quinto del artículo 33. 

 Unificado en los artículos pertinentes de la 
propuesta presentada por el equipo de 
asesoría de la CEPDTSS en párrafos 
anteriores. 
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Las y los servidores tendrán derecho a 
permiso para atención médica hasta 
por dos horas, siempre que se 
justifique con certificado médico 
correspondiente otorgado por el 
Instituto Ecuatoriano de Seguridad 
Social o avalizado por los centros de 
salud pública. 
Las servidoras públicas tendrán 
permiso para el cuidado del recién 
nacido por dos horas diarias, durante 
doce meses contados a partir de que 
haya concluido su licencia de 
maternidad. 
La autoridad nominadora deberá 
conceder permiso con remuneración a 
los directivos de las organizaciones de 
servidores públicos de la institución, 
legalmente constituidas, de 
conformidad al plan de trabajo 
presentado a la autoridad institucional. 
Previo informe de la unidad de 
administración del talento humano, las 
o los servidores públicos tendrán 
derecho a permiso de dos horas diarias 
para el cuidado de familiares, dentro 
del cuarto grado de consanguinidad y 
segundo de afinidad, que estén bajo su 
protección y tengan discapacidades 
severas o enfermedades catastróficas 
debidamente certificadas. 
Se otorgarán además este tipo de 
permisos en forma previa a su 
utilización en casos tales como de 
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matriculación de sus hijos e hijas en 
establecimientos educativos y otros 
que fueren debidamente justificados. 

 AS. PONCE (3): 

Sexta.- En cumplimiento de lo que dispone el Art. 
39 del Código Civil, queda derogada de forma 
expresa toda disposición legal que se oponga a lo 
establecido por la presente Ley. 

 Unificado en los artículos pertinentes de la 
propuesta presentada por el equipo de 
asesoría de la CEPDTSS en párrafos 
anteriores. 

 

 AS. PONCE (3): 

Séptima.- Quedan derogadas todas las 
disposiciones generales y especiales, incluidas los 
Reglamentos, resoluciones, acuerdos o cualquier 
tipo de norma de igual o inferior rango o jerarquía 
que se opongan a lo dispuesto en la presente Ley. 

 Unificado en los artículos pertinentes de la 
propuesta presentada por el equipo de 
asesoría de la CEPDTSS en párrafos 
anteriores. 

 

DISPOSICIÓN FINAL 

 AS. CASTILLO (4): 

Única.- Las disposiciones de la presente Ley 
entrarán en vigencia a partir de su publicación en 
el Registro Oficial.  

 Única. La presente Ley entrará en vigencia 
desde su publicación en el Registro Oficial, 
siendo de obligatorio cumplimiento por parte 
de todas las autoridades, sin perjuicio de la 
expedición de los reglamentos y actos 
previstos en las disposiciones transitorias. 

 

 AS. PALACIOS (2): 

Única. La presente Ley entrará en vigencia desde 
su publicación en el Registro Oficial, siendo de 
obligatorio cumplimiento por parte de todas las 
autoridades, sin perjuicio de la expedición de los 
reglamentos y actos previstos en las disposiciones 
transitorias. 

 Unificado en los artículos pertinentes de la 
propuesta presentada por el equipo de 
asesoría de la CEPDTSS en párrafos 
anteriores. 

 

 
Memorando Nro. AN-CTSS-2021-0139-M 
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1. Proyecto de Ley Orgánica sobre el Derecho al Cuidado en el Ámbito Laboral para Mujeres o Personas con Capacidad Reproductiva que se Encuentren en  Período de Embarazo, Parto y Puerperio, y Lactancia o Cuidado / Defensoría del Pueblo (Dra. Zaida Rovira – 
Defensora del Pueblo, Subrogante) / Resolución del CAL No. 2019-2021-469 (AN-SG-2021-1065-M).  

2. Proyecto de Ley Orgánica del Sistema Nacional Integrado de Cuidados / As. Palacios Muñoz Pablo Sebastián / Resolución del CAL No. 2019-2021-454 (AN-SG-2021-0739-M). 

3. Proyecto de Ley Orgánica de Licencias y Permisos para Trabajadoras y Trabajadores Públicos y Privados y Servidoras y Servidores Públicos para el Cuidado Corresponsable (Ley de Conciliación del Trabajo y la Vida Familiar) / As. Ximena Ponce / Resolución del 
CAL 2015-2017-300 de 25 de abril de 2017. 

Memorando Nro. AN-SG-2021-3125-M 

4. Proyecto de LEY ORGÁNICA REFORMATORIA DE LA LEY ORGÁNICA DE SERVICIO PÚBLICO (Resolución CAL-2021-2023-109) 

 

 



 

                                                                                                                                         

                                                                                                                                         

Oficio Nro. MIES-MIES-2022-0316-O

Quito, D.M., 09 de marzo de 2022

Asunto: Respuesta al oficio No. AN-CTSS-2022-0036-M.

 

 

Magister

Rina Asunción Campain Brambilla

Asambleísta Por la Provincia de Esmeraldas
ASAMBLEA NACIONAL DEL ECUADOR
En su Despacho 

 

 

Señora Asambleísta.- 

  

Luego de saludarla cordialmente, me refiero a su oficio Nro. AN-CTSS-2022-0036-M, mediante el cual,

solicita lo siguiente: 

  

“(…) se sirva remitir dentro del plazo correspondiente, la siguiente información, así como la absolución

de inquietudes relacionados a este proceso de socialización y solicitud de asistencia técnica en el

proceso de aprobación del prenombrado Informe de Primer Debate: 

Desde su criterio técnico, cuáles son las necesidades insatisfechas que deben ser tratadas con

mayor prioridad en el régimen jurídico que promueve el derecho de protección de los grupos

vulnerables y el derecho de cuidado humano en el Ecuador (por ejemplo, dependientes de las

personas trabajadoras) desde el ámbito de sus competencias y/o experiencias. 

Sírvase establecer cuáles son las áreas o aspectos normativos del régimen jurídico que promueve el

derecho de protección de los grupos vulnerables y el derecho de cuidado humano (por ejemplo,

dependientes de las personas trabajadoras) en los cuales esta Comisión Especializada Permanente

del Derecho al Trabajo y la Seguridad Social, puede contar con su asistencia técnica y su 

experiencia(…)”.

Al respecto, me permito poner en su conocimiento el informe técnico remitido por el Viceministerio de

Inclusión Social, con memorando No. MIES-VIS-2022-0181-M, de 07 de marzo del 2022, con el cual se

da respuesta a su petición, conforme las competencias y atribuciones otorgadas a este Ministerio.  

  

Es menester comunicar que esta Cartera de Estado ratifica su compromiso para trabajar de la mano con la

Función Legislativa, y así sumar esfuerzos en beneficio de los grupos de atención prioritaria de nuestro 

país.     

  

Con especial consideración, suscribo. 

 

Atentamente, 

 

 

Documento firmado electrónicamente

Mgs. Esteban Remigio Bernal Bernal

MINISTRO DE INCLUSIÓN ECONÓMICA Y SOCIAL  

Referencias: 
- MIES-CGAJ-2022-0266-M 

1/2
* Documento firmado electrónicamente por Quipux 



 

                                                                                                                                         

                                                                                                                                         

Oficio Nro. MIES-MIES-2022-0316-O

Quito, D.M., 09 de marzo de 2022

Anexos: 

- mies-dm-dgdac-2022-0729-ext.pdf

- o_respuesta_oficio_no__an-ctss-2022-0036-m_-_asambleísta_rina_campain0827327001646837784-signed.pdf

- mies-cgaj-2022-0266-m.pdf

Copia: 
Señorita Ingeniera

María Verónica Cando Benavides

Viceministra de Inclusión Social
 

Señor Doctor

Marcelo Hernán Ortega Rodríguez

Coordinador General de Asesoría Jurídica

jb/am

2/2
* Documento firmado electrónicamente por Quipux 

Firmado electrónicamente por:

ESTEBAN REMIGIO
BERNAL BERNAL
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Ministro de Inclusión Económica y Social 
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1. ANTECEDENTES: 

  

En atención al memorando Nro. AN-CTSS-2022-0036-M, enviado por la señora Presidenta de la 

Comisión Especializada Permanente del Derecho al Trabajo y la Seguridad Social, Mgs. Rina 

Asunción Campain Brambilla, en el cual señala:  

 

“A efectos de continuar con el tratamiento de esta Ley en forma técnica y responsable, esta 

Comisión solicita a su Autoridad se sirva remitir dentro del plazo correspondiente, la siguiente 

información, así como la absolución de inquietudes relacionados a este proceso de socialización y 

solicitud de asistencia técnica en el proceso de aprobación del prenombrado Informe de Primer 

Debate: 

 

1. Desde su criterio técnico, cuáles son las necesidades insatisfechas que deben ser tratadas con 

mayor prioridad en el régimen jurídico que promueve el derecho de protección de los grupos 

vulnerables y el derecho de cuidado humano en el Ecuador (por ejemplo, dependientes de las 

personas trabajadoras) desde el ámbito de sus competencias y/o experiencias. 

 

2. Sírvase establecer cuáles son las áreas o aspectos normativos del régimen jurídico que promueve 

el derecho de protección de los grupos vulnerables y el derecho de cuidado humano (por ejemplo, 

dependientes de las personas trabajadoras) en los cuales esta Comisión Especializada Permanente 

del Derecho al Trabajo y la Seguridad Social, puede contar con su asistencia técnica y su 

experiencia”. 

2. FUNDAMENTOS JURÍDICOS: 

 

2.1 Constitución de la República 

“Art. 11.- El ejercicio de los derechos se regirá por los siguientes principios: 

(…) 2. Todas las personas son iguales y gozarán de los mismos derechos, deberes y oportunidades.” 

“Art. 35.- Las personas adultas mayores, niñas, niños y adolescentes, mujeres embarazadas, 

personas con discapacidad, personas privadas de libertad y quienes adolezcan de enfermedades 

catastróficas o de alta complejidad, recibirán atención prioritaria y especializada en los ámbitos 

público y privado. La misma atención prioritaria recibirán las personas en situación de riesgo, las 

víctimas de violencia doméstica y sexual, maltrato infantil, desastres naturales o antropogénicos. El 

Estado prestará especial protección a las personas en condición de doble vulnerabilidad.” 

“Art. 46.- El Estado adoptará, entre otras, las siguientes medidas que aseguren a las niñas, niños y 

adolescentes: (…) numeral 4.- Protección y atención contra todo tipo de violencia, maltrato, 

explotación sexual o de cualquier índole, o contra la negligencia que provoque tales situaciones. 

Literal 5.- Prevención contra el uso de estupefacientes o psicotrópicos y el consumo de bebidas 

alcohólicas y otras substancias nocivas para su salud y desarrollo (…).” 
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2.2 Declaración Universal de Derechos Humanos 

“Art. 3.- Todo individuo tiene derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de su persona.” 

“Art. 7.- Todos son iguales ante la ley y tienen, sin distinción, derecho a igual protección de la ley. 

Todos tienen derecho a igual protección contra toda discriminación que infrinja esta declaración y 

contra toda provocación a tal discriminación.” 

 “Art. 29.- 1 Toda persona tiene deberes respecto a la comunidad, puesto que sólo en ella puede 

desarrollar libre y plenamente su personalidad. 

2. En el ejercicio de sus derechos y en el disfrute de sus libertades, toda persona estará solamente 

sujeta a las limitaciones establecidas por la ley con el único fin de asegurar el reconocimiento y el 

respeto de los derechos y libertades de los demás, y de satisfacer las justas exigencias de la moral, 

del orden público y del bienestar general en una sociedad democrática. 

3. Estos derechos y libertades no podrán en ningún caso ser ejercidos en oposición a los propósitos 

y principios de las Naciones Unidas.” 

2.3 Convención de los derechos de las personas con discapacidad  

“Artículo 11 Situaciones de riesgo y emergencias humanitarias. Los Estados Partes adoptarán, en 

virtud de las responsabilidades que les corresponden con arreglo al derecho internacional, y en 

concreto el derecho internacional humanitario y el derecho internacional de los derechos humanos, 

todas las medidas necesarias para garantizar la seguridad y la protección de las personas con 

discapacidad en situaciones de riesgo, incluidas situaciones de conflicto armado, emergencias 

humanitarias y desastres naturales” 

2.4 Ley Orgánica De Discapacidades  

“Art. 19.- Derecho a la salud.- El Estado garantizará a las personas con discapacidad el derecho a la 

salud y asegurará el acceso a los servicios de promoción, prevención, atención especializada 

permanente y prioritaria, habilitación y rehabilitación funcional e integral de salud, en las entidades 

públicas y privadas que presten servicios de salud, con enfoque de género, generacional e 

intercultural. (…)” 

 “Art. 23.- Medicamentos, insumos, ayudas técnicas, producción, disponibilidad y distribución.- La 

autoridad sanitaria nacional procurará que el Sistema Nacional de Salud cuente con la 

disponibilidad y distribución oportuna y permanente de medicamentos e insumos gratuitos, 

requeridos en la atención de discapacidades, enfermedades de las personas con discapacidad y 

deficiencias o condiciones discapacitantes. (…)” 

2.5 Ley Orgánica de las Personas Adultas Mayores 

“Art. 4.- Principios fundamentales y Enfoques de atención. Para la aplicación de la presente Ley, se 

tendrán como principios rectores:  

a) Atención prioritaria: Las instituciones públicas y privadas están obligadas a implementar medidas 

de atención prioritaria y especializada; y generar espacios preferenciales y adaptados que respondan 

a las diferentes etapas y necesidades de las personas adultas mayores, en la dimensión individual o 
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colectiva; (…) 

d) In dubio pro personae: En caso de duda razonable sobre el alcance de las disposiciones legales o 

reglamentarias, estas se aplicarán en el sentido más favorable a la protección de las personas adultas 

mayores. En caso de existencia de dos normas de la misma jerarquía, aplicables a un determinado 

caso, se optará por la más favorable a la persona adulta mayor, la cual se aplicará íntegramente; (…) 

g) Responsabilidad social colectiva: Será obligación solidaria del Estado, sociedad y la familia 

respetar los derechos de las personas adultas mayores, así como generar condiciones adecuadas y 

eficaces para el desarrollo de sus proyectos de vida, y de manera preferente cuando se encuentren 

en condición de vulnerabilidad;  

h) Principio de Protección: Es deber del Estado brindar garantías necesarias para el pleno goce y 

ejercicio de los derechos de las personas adultas mayores. Todos los ciudadanos están obligados a 

prestar a las personas adultas mayores la protección oportuna, adecuada, prioritaria y especializada, 

para la garantía y eficacia de sus derechos, así como aportar a la efectiva tutela cuando estos han 

sido vulnerados;  

i) Universalidad: Los derechos consagrados en la presente Ley, tienen el carácter de universales y se 

aplicarán a todas las personas adultas mayores sin distinción alguna. Sin embargo, el Estado podrá 

particularizar las políticas públicas en las poblaciones en situación desfavorable y vulnerable, para 

reducir brechas sociales, culturales y económicas;  

j) Restitución: La autoridad competente deberá adoptar medidas y acciones concretas para asegurar 

la restauración de los derechos violentados, garantizando el goce efectivo y el respeto permanente 

de los mismos;  

k) Integralidad y especificidad: El Estado a través de la autoridad competente deberá adoptar 

estrategias y acciones integrales que orienten los servicios para brindar atención especializada a las 

personas adultas mayores, atendiendo a su particularidad; y,  

l) Protección especial a personas con doble vulnerabilidad: Las entidades integrantes del Sistema 

garantizarán la efectiva aplicación del derecho a la protección especial, particularmente de aquellas 

con discapacidad, personas privadas de libertad, quienes adolezcan de enfermedades catastróficas o 

de alta complejidad, personas en situación de riesgo, víctimas de violencia doméstica y sexual, 

desastres naturales o antropogénicos, por constituir una situación de doble vulnerabilidad. (…)”. 

“Art. 5.- Persona adulta mayor. Para efecto de la presente Ley, se considera persona adulta mayor 

aquella que ha cumplido los 65 años de edad.  

Para hacer efectivos sus derechos, bastará la presentación de la cédula de identidad, pasaporte o 

algún documento que demuestre su identidad, exceptuando a la persona adulta mayor que se 

encuentre en situación de movilidad humana, en situación de callejización, abandono absoluto o 

cualquier condición de vulnerabilidad; sin perjuicio de que las personas adultas mayores que 

pertenezcan a comunas, comunidades, pueblos y nacionalidades que pudieran tener otro medio de 

prueba al descrito anteriormente atendiendo a su especificidad intercultural.”. 

“Art. 46.- Atención médica prioritaria en situación de emergencia. Las personas adultas mayores 

serán atendidas de manera prioritaria e inmediata con servicios profesionales emergentes, 
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suministros de medicamentos e insumos necesarios en los casos de emergencia, en cualquier 

establecimiento de salud público o privado, sin exigir requisitos o compromiso económico previo. 

Se prohíbe a los servicios de salud públicos y privados exigir a la persona adulta mayor en estado de 

emergencia o a las personas encargadas de su cuidado que presenten cualquier documento de pago 

o garantía, como condición previa para su ingreso.”. 

2.6 Acuerdos Ministeriales: 

Mediante Acuerdo Ministerial Nro. 030, de 16 de junio de 2020, se expidió el Estatuto Orgánico de 

Gestión Organizacional por Procesos del Ministerio de Inclusión Económica y Social (MIES), en el 

artículo 1, se establece como misión institucional: “Definir y ejecutar políticas, estrategias, planes, 

programas, proyectos y servicios de calidad y con calidez, para la inclusión económica y social, con 

énfasis en los grupos de atención prioritaria y la población que se encuentra en situación de pobreza 

y vulnerabilidad, promoviendo el desarrollo y cuidado durante el ciclo de vida, la movilidad social 

ascendente y fortaleciendo a la economía popular y solidaria”. Entre sus objetivos operativos 

consta: “c. Incrementar las intervenciones de prevención en el ámbito de la protección especial para 

la población susceptible de vulneración de derechos.”. 

“Artículo 5.- Atribuciones del MIES.- Son atribuciones del Ministerio de Inclusión Económica y 

Social: 

a. Ejercer la rectoría de las Políticas Públicas en materia de protección, inclusión y movilidad social 

y económica para: primera infancia, juventud, adultos mayores, protección especial al ciclo de vida, 

personas con discapacidad, aseguramiento no contributivo, actores de la economía popular y 

solidaria; con énfasis en aquella población que se encuentra en situación de pobreza y 

vulnerabilidad, y los grupos de atención prioritaria;  

b. Diseñar, definir e implementar políticas de Inclusión Económica y Social, para asegurar servicios 

de calidad en el territorio;  

c. Planificar, monitorear e implementar sistemas de información, seguimiento y evaluación a la 

ejecución de los servicios en el territorio;  

d. Elaborar y proponer iniciativas sectoriales para anteproyectos de leyes y proyectos de 

reglamentos, de acuerdo con los objetivos planteados en el Plan Nacional de Desarrollo – Toda una 

Vida, en el marco de sus competencias;  

e. Ejercer el control y seguimiento del desarrollo de las políticas, planes y programas de sus 

institutos y programas adscritos o vinculados;  

f. Promover y fomentar activamente la inclusión económica y social de la población, de tal forma 

que se asegure el logro de una adecuada calidad de vida para todos los ciudadanos y ciudadanas, 

mediante la eliminación de aquellas condiciones, mecanismos o procesos que restringen la libertad 

de participar en la vida económica, social y política de la comunidad;  

g. Facilitar y promover que aquellos individuos o grupos de la sociedad, despojados de la titularidad 

de sus derechos económicos y sociales, puedan disfrutar de los beneficios e igualdad oportunidades 

que brinda el sistema de instituciones económicas y sociales;   
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h. Promover atención integral de calidad a la población durante el ciclo de vida (niñez, juventud, 

adultos, adultos mayores), priorizando sus acciones en aquellos individuos o grupos que viven en 

situación de exclusión, discriminación, pobreza o vulnerabilidad;   

i. Regular y controlar la prestación de servicios sociales de desarrollo infantil, apoyo a las familias, 

protección especial y atención en desastres y emergencias;  

j. Administrar y transferir subsidios monetarios mensuales condicionados a personas y hogares en 

situación de pobreza y extrema pobreza determinados según el Registro Social;  

k. Administrar y transferir pensiones asistenciales para personas de la tercera edad o con 

discapacidad de acuerdo con lo que determina la ley;  

l. Promover líneas de financiamiento para establecer mecanismos y estímulos de apoyo a programas 

de carácter productivo orientados a contribuir a la estrategia de superación de la pobreza de 

personas y hogares destinatarios del bono de desarrollo humano y pensiones asistenciales;  

m. Efectuar las transferencias monetarias propias de los programas y proyectos que maneje dentro 

del ámbito de su competencia; y,  

n. Las demás funciones, atribuciones, competencias y responsabilidades establecidas en las Leyes, 

Decretos y demás normativa de gestión institucional correspondiente.”. 

3. ANÁLISIS: 

 

PREGUNTA 1  

 

Desde su criterio técnico, cuáles son las necesidades insatisfechas que deben ser tratadas con 

mayor prioridad en el régimen jurídico que promueve el derecho de protección de los grupos 

vulnerables y el derecho de cuidado humano en el Ecuador (por ejemplo, dependientes de las 

personas trabajadoras) desde el ámbito de sus competencias y/o experiencias. 

 

La Convención de los derechos de las personas con discapacidad y el modelo social, plantean la 

atención de las personas con discapacidad y sus familias desde el enfoque de derechos y autonomía 

personal, en el que todas las instancias estatales, personas y familias tienen corresponsabilidad en la 

eliminación de las barreras actitudinales y del entorno con el fin de facilitar una participación plena 

y efectiva de todos y todas.  

 

Cualquier legislación o política pública que aborde las condiciones de las personas con 

discapacidad debe empezar por reconocer, que el principal obstáculo para el ejercicio de derechos y 

la plena inclusión de las personas con discapacidad no es la discapacidad en sí, sino las barreras del 

entorno con las que interactúa, por lo tanto, la normativa que se expida debe garantizar una 

diversificación de las modalidades de inclusión laboral, mecanismos de exigibilidad y sistemas de 

protección que garanticen el cumplimiento de las obligaciones del Estado como de la sociedad.   

 

El enfoque de derechos, que sitúa a la persona con discapacidad en su dimensión colectiva e 

individual y la ubica en el centro de la sociedad, lo que nos permite garantizar el acceso a los 
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servicios, la promoción, la libertad y el bienestar individual y colectivo de las personas con 

discapacidad. 

  

En este contexto se especifican aspectos fundamentales a tomar en cuenta para abordar o ejecutar 

acciones con población en condición de discapacidad:  

 

- Enfoque del modelo social. - Considera que la discapacidad es el resultado de una serie de 

elementos del contexto social, y por lo tanto no es un problema individual. Es decir, que desde esta 

perspectiva es la sociedad la que debe modificarse para responder a las necesidades de todas las 

personas que de ella hacen parte. Esto significa que se debe realizar todas las acciones para que las 

personas con discapacidad participen de la comunidad, y consecuentemente ejerza plenamente sus 

derechos. 

 

- Sistema de apoyos. -  Son recursos y estrategias cuyo propósito es promover el desarrollo, 

la educación, los intereses y el bienestar personal con el fin de mejorar el funcionamiento individual 

de las personas con discapacidad.  

 

- Ajustes Razonables. - “Se entenderán las modificaciones y adaptaciones necesarias y 

adecuadas que no impongan una carga desproporcionada o indebida, cuando se requieran en un 

caso particular, para garantizar a las personas con discapacidad el goce o ejercicio, en igualdad de 

condiciones con las demás, de todos los derechos humanos y libertades fundamentales” (ONU, 

2006) 

 

- Circulo de apoyos. - Desde una visión sistémica, la interacción entre la persona con 

discapacidad, la familia y la comunidad permitirá generar un sentido de comunidad, orientada a 

fortalecer los mecanismos de apoyos y en especial la autonomía de los/as usuarios/as. (Adaptado 

DPSPD). 

 

- Vida Independiente. - se plantea como una oportunidad para tomar las propias decisiones 

respecto de dónde, con quién y cómo vivir. Es el control que una persona tiene sobre su propia vida, 

con los apoyos que precise en cada caso. (ONU, 2006). 

 

- Cuidar/Cuidado: Acción de asistir a otra persona. La relación del cuidado, se da entre una 

persona que necesita cuidado y otra que tiene la voluntad y predisposición a brindar cuidados. 

Frecuentemente una persona con Discapacidad Grave, Muy Grave y Completa, con Enfermedad 

Catastrófica, Rara o Huérfana o un Menor de 18 años viviendo con VIHSIDA, que presente un alto 

grado de dependencia, necesita del cuidado de una tercera persona que le apoye en la ejecución de 

actividades de la vida diaria. 

 

- Prevención. - Es la adopción de medidas encaminadas a impedir que se produzcan 

deficiencias físicas, mentales y sensoriales (prevención primaria) en los seres humanos o a impedir 

que las deficiencias, cuando se han producido tengan consecuencias físicas, psicológicas y/o 

sociales negativas. (ONU, 2003) 
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- Condición de dependencia. - Se define desde la concurrencia de tres factores: en primer 

lugar, la existencia de una limitación física, psíquica o intelectual que merma determinadas 

capacidades de la persona, en segundo lugar, la incapacidad de la persona para realizar por sí mismo 

las actividades de la vida diaria, en tercer lugar, la necesidad de asistencia o cuidados por parte de 

un tercero (CRE Discapacidad y Dependencia, 2021) 

 

- Persona responsable del cuidado: Persona natural o jurídica que asume la responsabilidad 

del cuidado de una persona con discapacidad, enfermedades catastróficas, raras o huérfanas, sin que 

por ello reciba una retribución económica. 

 

- Asistente Personal: Es la persona que acompaña y apoya en las actividades de la vida 

diaria a la persona con un determinado nivel de dependencia, que se encuentra limitada para 

realizarlas por sí misma, La asistencia personal permite en este caso a la persona con discapacidad 

vivir de forma independiente.  

 

- Empleo con apoyo. El empleo con apoyo consiste en un conjunto de servicios y acciones 

centradas en la persona, fundamentalmente individualizadas, para que la persona con discapacidad y 

con especiales dificultades pueda acceder, mantenerse y promocionarse en una empresa ordinaria en 

el mercado de trabajo abierto, con el apoyo de profesionales y otros tipos de apoyo. Este se 

fundamenta en un sistema de apoyo individualizado, consistente en la provisión de la ayuda 

imprescindible proporcionada a la persona para que pueda desarrollar por ella misma una actividad 

laboral, en un momento determinado de su trayectoria vital. (Asociación Española de Empleo con 

Apoyo, 2021). 

 

- Empleo protegido. Esta modalidad laboral tiene como objetivo permitir que se lleven a 

cabo actividades productivas, así como preparar a las personas con discapacidad para la transición a 

un empleo competitivo, en los casos que sea posible, y conforme a sus habilidades, destrezas y 

capacidades para el  trabajo. 

 

En este contexto y en relación a la temática que aborda el proyecto de ley sobre el derecho al 

cuidado en el ámbito laboral para mujeres o personas con capacidad reproductiva que se encuentren 

en periodo de embarazo, parto y puerperio, y lactancia o cuidado, se puede definir aspectos 

importantes a incluir:  

 

 La prevención de las diferentes discapacidades a través del seguimiento y capacitación a las 

mujeres gestantes en la etapa de embarazo. 

 El cuidado de hijos/as dependientes con discapacidades y/o enfermedades raras o huérfanas 

no solamente responsabilidad parental, sino tomar en cuenta a las personas que integran el núcleo 

familiar próximo como corresponsables del cuidado y fortalecimiento de discapacidades.   

 Contar con los documentos habilitantes para la obtención de los beneficios estatales tanto 

padre como madres responsables del cuidado de personas con discapacidad  

 La garantía de la estabilidad del empleo para padres y/o madres con discapacidad a través 

de la aplicación de estrategias como: el empleo con apoyo con la finalidad, de   garantizar la 

estabilidad laboral a la persona con discapacidad y sus dependientes.  



 

 

Página 10 de 19 

 

 

 Ampliación de los tiempos de permisos laborales, para la realizar gestiones y trámites 

médicos de acuerdo al estado de salud de la persona con discapacidad   

 Coordinar de forma adecuada con la red de salud para que se cumpla de manera efectiva la 

atención a la población con discapacidad. 

 Ampliación en el tiempo del cuidado materno/ paterno en función a la condición de salud 

del recién nacido con discapacidad y/o enfermedades raras o huérfanas para fortalecer el vínculo 

afectivo.  

 Ampliación del tiempo del cuidado y lactancia materna para las mujeres con discapacidad 

para fortalecer el vínculo y garantizar mecanismos de activación de redes de apoyo. 

 Seguimiento para solventar las necesidades de apoyo, habilitación de destrezas y hábitos 

para el trabajo o reentrenamiento para el trabajo, de la persona con discapacidad o cuidadora. 

 

Es importante en el marco de las regulaciones normativas, se considere el análisis de los sistemas de 

pensiones, en especial por el número de aportaciones que tendrán las personas con discapacidad, 

sobre todo para garantizar  una política de protección al empleo de la persona con discapacidad, ya 

que la inobservancia a las acciones afirmativas, accesibilidad al medio, equiparación de 

oportunidades, inaccesibilidad al sistema de salud preventivo deben ser analizados en el contexto de 

atención a las personas con discapacidad. 

 

La Subsecretaría de Gestión Intergeneracional,  en el marco de sus atribuciones  ha identificado  

las siguientes necesidades insatisfechas que promueve el derecho de protección a grupos 

vulnerables y el derecho de cuidado humano: 

 

1.- Ausencia de categorización en la normativa de los tipos de cuidadores: 

 

- Cuidador formal: definido como él o la profesional de tercer o cuarto nivel vinculado a la atención 

integral de grupos prioritarios, profesional de la salud, personal de rehabilitación y terapia. 

- Cuidador integral: definido como el talento humano vinculado a un servicio intra o extramural  

destinado al cuidado integral de una persona y que posee certificación para el cuidado o 

capacitación específica. 

- Cuidador principal: definido como él o la familiar directa encargada del cuidado de una persona. 

- Cuidador informal: definido como él o la persona que desde su trayectoria  laboral o familiar en el 

cuidado desarrolla su actividad económica. 

 

2.  Ausencia  de  un  régimen  laboral  (LOSEP-COIP)  que  establezca  los  horarios  de  rotación  

en  cuidadores integrales vinculados a servicios de protección especial, gerontológica, educación 

inicial y demás. 

 

3. Inexistencia de normativa en riesgos de trabajo del síndrome de cuidador y las posibles causales 

de jubilación ocasionadas por el mal manejo de esta enfermedad en los regímenes laborales. 

 

4. Categorización en los procesos de afiliación como cuidador/a. 

 

5. Inclusión  de acciones  afirmativas  para que los y las cuidadoras  principales,  puedan  mantener  
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su relación laboral durante el tiempo que ejerzan el cuidado. En todos los casos, la acción afirmativa 

deberá concluir, el momento en que la o el sujeto de cuidado no requiera más de atención debido a 

rehabilitación, recuperación o fallecimiento. 

 

La Subsecretaría de Protección Especial, de conformidad a las competencias enmarcadas en el 

Estatuto Orgánico por Procesos, se encuentra: 

 

a) Planificar y articular políticas, planes, programas, estrategias, proyectos y servicios en el ámbito 

de la protección especial, a través de la prevención de vulneración de derechos, protección y apoyo 

en la restitución de derechos de las y los ciudadanos en todo su ciclo de vida, con énfasis en niñas, 

niños, jóvenes, adultos mayores, personas con discapacidad, que se encuentran en situación de 

pobreza, extrema pobreza, vulnerabilidad, y grupos de atención prioritaria, fomentando la 

corresponsabilidad ciudadana; 

 

b) Establecer proyectos de políticas y estrategias para el fortalecimiento de la rectoría, en los 

servicios de protección especial; 

 

c) Formular proyectos de normas técnicas, modelos de gestión y procedimientos de atención para el 

desempeño de los servicios de protección especial; 

  

d) Evaluar la ejecución de las políticas y estrategias que promuevan servicios de protección especial 

de calidad; 

 

En este sentido, se ha considerado relevante iniciar procesos que profundicen en la sensibilización 

de la importancia de una implementación del Sistema de Cuidados que, más allá de la descripción 

obvia de lo que implica, permita establecer normas de vinculación entre un servicio de calidad 

brindado y el cuidado a quien lo brinda. 

 

Como Subsecretaría de Protección Especial, se considera que el Sistema de Cuidados es un proceso 

de amplia cobertura llamado a solucionar problemas y prevenir desaciertos, al mismo tiempo. La 

eficacia de equipos técnicos que reciban constantemente refuerzo a sus capacidades es prioritario y 

siendo un elemento fundamental. Mientras más se cuide a quien cuida, mejor será el servicio y más 

eficiente el accionar como institución, como Estado. 

 

Además, es urgente destacar que la economía del cuidado es un proceso que debe romper 

paradigmas; el cuidado, si bien ha sido considerado como un trabajo reproductivo, vinculado con el 

rol de las mujeres en sociedad, debe ser definido y reconocido como un compromiso social, 

fuertemente asociado con el trabajo comunitario. 

 

PREGUNTA 2  

 

Sírvase establecer cuáles son las áreas o aspectos normativos del régimen jurídico que promueve 

el derecho de protección de los grupos vulnerables y el derecho de cuidado humano (por ejemplo, 

dependientes de las personas trabajadoras) en los cuales esta Comisión Especializada 
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Permanente del Derecho al Trabajo y la Seguridad Social, puede contar con su asistencia técnica 

y su experiencia.  

 

En cuanto a los aspectos normativos, a continuación, se suscriben los siguientes instrumentos: 

 

LEY ORGÁNICA DEL SERVICIO PÚBLICO 

 

Art. 33.- De los permisos.- La autoridad nominadora concederá permisos hasta por dos horas diarias 

para estudios regulares, siempre y cuando se acredite matrícula y regular asistencia a clases. Para el 

caso de los estudiantes, se certificará expresamente la aprobación del curso correspondiente. No se 

concederán estos permisos, a las o los servidores que laboren en jornada especial. 

Las y los servidores tendrán derecho a permiso para atención médica por el tiempo que sea 

necesario, incluido el tiempo de traslado desde su domicilio o lugar de trabajo, siempre que se 

justifique tal particular con el certificado médico correspondiente otorgado por el médico que 

efectuó la atención médica. 

La autoridad nominadora o su delegado, deberá conceder a las servidoras públicas, víctimas de 

violencia con (sic) la mujer, un permiso sin cargo a vacación por el tiempo necesario para tramitar, 

acceder y dar cumplimiento a las medidas administrativas o judiciales dictadas por autoridad 

competente. Este permiso no afectará su derecho a recibir su remuneración completa, ni sus 

vacaciones. 

Las servidoras públicas tendrán permiso para el cuidado del recién nacido por dos horas diarias, 

durante doce meses contados a partir de que haya concluido su licencia de maternidad. 

La autoridad nominadora deberá conceder permiso con remuneración a los directivos de las 

organizaciones de servidores públicos de la institución, legalmente constituidas, de conformidad al 

plan de trabajo presentado a la autoridad institucional. 

Previo informe de la unidad de administración del talento humano, las o los servidores públicos 

tendrán derecho a permiso de dos horas diarias para el cuidado de familiares, dentro del cuarto 

grado de consanguinidad y segundo de afinidad, que estén bajo su protección y tengan 

discapacidades severas o enfermedades catastróficas debidamente certificadas. 

Se otorgarán además este tipo de permisos en forma previa a su utilización en casos tales como de 

matriculación de sus hijos e hijas en establecimientos educativos y otros que fueren debidamente 

justificados. 

Los permisos previstos en este artículo se considerarán sin cargo a vacaciones ni reducción de las 

remuneraciones. 

 

REGLAMENTO GENERAL A LA LEY ORGÁNICA DEL SERVICIO PÚBLICO 

 

Art. 63.- Permiso para cuidado de familiares con discapacidades severas o enfermedades 

catastróficas.- La autoridad nominadora, previo informe de la UATH, concederá a las y los 

servidores permisos para el cuidado de familiares con discapacidades severas o enfermedades 

catastróficas, que se encuentren dentro del cuarto grado de consanguinidad y segundo de afinidad su 

cónyuge o conviviente en unión de hecho legalmente reconocida, debidamente certificadas y 

avalizadas por facultativos del IESS, y a falta de estos, por facultativos de los centros de salud 

pública. En el caso que la atención fuere brindada por médicos particulares estos certificados 

deberán ser avalados por el Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social o por un centro de salud 
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público. Además se requerirá de la presentación del certificado emitido del Consejo Nacional de 

Discapacidades CONADIS, de ser el caso. 

El informe de la UATH analizará la situación familiar, determinando si el familiar se encuentra o 

debe permanecer bajo la protección de la o el servidor solicitante, el grado de discapacidad, el tipo 

de enfermedad y el tiempo del tratamiento médico previsto. 

 

LEY ORGÁNICA DE LAS PERSONAS ADULTA MAYORES Y SU REGLAMENTO 

GENERAL 

 

Art. 11.- Corresponsabilidad de la Familia. La familia tiene la corresponsabilidad de cuidar la 

integridad física, mental y emocional de las personas adultas mayores y brindarles el apoyo 

necesario para satisfacer su desarrollo integral, respetando sus derechos, autonomía y voluntad. 

 

Es corresponsabilidad de la familia: 

a) Apoyar en el proceso para fortalecer las habilidades, competencias, destrezas y conocimientos 

del adulto mayor; 

b) Promover entornos afectivos que contribuyan a erradicar la violencia; 

c) Cubrir sus necesidades básicas: una adecuada nutrición, salud, desarrollo físico, psíquico, 

psicomotor, emocional y afectivo; 

d) Proteger al adulto mayor de todo acto o hecho que atente o vulnere sus derechos; 

e) Proporcionar al adulto mayor espacios de recreación, cultura y deporte; y, 

f) Atender sus necesidades psicoafectivas se encuentre o no viviendo en el ámbito familiar. 

g) Desarrollar y fortalecer capacidades, habilidades, destrezas y prácticas personales y familiares 

para el cuidado, atención y desarrollo pleno de los adultos mayores en el ámbito familiar. 

 

Art. 86.- Medidas para la prevención. El Estado, a través de las entidades que conforman el 

Sistema, en el ámbito de sus competencias, aplicarán las siguientes medidas: 

a) Diseñar e implementar estrategias de sensibilización y comunicación dirigidas a la ciudadanía en 

general, con el fin de fomentar una valoración positiva del rol que cumplen los adultos mayores en 

la familia y en la sociedad; 

b) Diseñar e implementar modelos, protocolos y norma-tivas para la prevención de vulneración de 

derechos contra las personas adultas mayores, en coordinación con las familias y organizaciones de 

la sociedad civil; y, 

c) Establecer planes, programas y acciones para evitar la repetición de acciones que vulneren 

derechos de las personas adultas mayores, cuando se ha producido la vulneración. 

 

Art. 87.- Eje de Atención. Las instituciones en el ámbito de sus respectivas competencias deberán 

prestar atención médica, psicológica, socioeconómica y asesoría jurídica a las personas adultas 

mayores de manera prioritaria, especializada, integral y gratuita. 

Las personas adultas mayores, recibirán atención especial, prioritaria y oportuna de toda autoridad e 

institución y en todos los servicios públicos o privados necesarios para garantizar un trato digno con 

calidad y calidez. 

 

Art. 88.- Eje de restitución y reparación. En caso de determinarse la vulneración de derechos contra 
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las personas adultas mayores, la autoridad judicial o administrativa competente ordenará la 

restitución del derecho vulnerado, de conformidad con el Reglamento General a esta Ley. 

 

La restitución podrá incluir entre otras formas, la restitución íntegra del derecho, la compensación 

económica o patrimonial, la rehabilitación física y emocional, medidas de satisfacción, las garantías 

de que el hecho no se repita, las disculpas públicas, la exigibilidad de prestación de servicios 

públicos y aplicación de exenciones, entre otras. 

 

Art. 89.- Modalidades para la atención integral. Deberán implementarse progresivamente las 

siguientes modalidades de atención: 

a) Centros gerontológicos residenciales: Son servicios de acogida, atención y cuidado para personas 

adultas mayores que requieran atención integral en alimentación, alojamiento, vestido, salud y otros 

que no puedan ser atendidos por sus familiares; 

b) Centros gerontológicos de atención diurna: Son servicios de atención durante el día, sin 

internamiento, con el objeto de evitar su institucionalización, segregación o aislamiento que 

promueven el envejecimiento positivo y la ciudadanía activa; 

c) Espacios de socialización y de encuentro: Son servicios destinados a propiciar el encuentro, la 

socialización y la recreación de personas adultas mayores que conserven su autonomía; tendientes a 

la convivencia, participación y solidaridad, así como la promoción del envejecimiento positivo y 

saludable; 

d) Atención Domiciliaria: Son los servicios dirigidos a garantizar el bienestar físico y psíquico de 

las personas adultas mayores que carecen de autonomía y que no se hallan institucionalizadas; y, 

e) Centros de Acogida Temporal: Son espacios de acogimiento temporal y emergente dirigidos a la 

atención de personas adultas mayores que se encuentren en situación de necesidad apremiante o 

carezcan de referente familiar o se desconozca su lugar de residencia. 

Los centros de atención de carácter público que son responsabilidad de los Gobiernos Autónomos 

Descentralizados, coordinarán con el gobierno central la atención de salud y servicios del ente 

rector de inclusión social y económica, de conformidad con lo estipulado en el artículo 264 de la 

Constitución de la República. 

 

Art. 90.- Otorgamiento de permisos de funcionamiento. El ente rector de la inclusión económica y 

social diseñará las normas de funcionamiento de las diferentes modalidades de atención y otorgará 

los permisos de funcionamiento, a los centros y servicios públicos y privados verificando el 

cumplimiento de los requisitos establecidos en la norma técnica respectiva. 

 

CÓDIGO DE TRABAJO  

 

Art. 152.- Toda mujer trabajadora tiene derecho a una licencia con remuneración de doce (12) 

semanas por el nacimiento de su hija o hijo; en caso de nacimientos múltiples el plazo se extiende 

por diez días adicionales. La ausencia al trabajo se justificará mediante la presentación de un 

certificado médico otorgado por un facultativo del Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social, y, a 

falta de éste, por otro profesional; certificado en el que debe constar la fecha probable del parto o la 

fecha en que tal hecho se ha producido. 

El padre tiene derecho a licencia con remuneración por diez días por el nacimiento de su hija o hijo 
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cuando el nacimiento sea por parto normal; en los casos de nacimientos múltiples o por cesárea se 

prolongará por cinco días más. 

 

En los casos de que la hija o hijo haya nacido prematuro o en condiciones de cuidado especial, se 

prolongará la licencia por paternidad con remuneración, por ocho días más y cuando la hija o hijo 

haya nacido con una enfermedad, degenerativa, terminal o irreversible, o con un grado de 

discapacidad severa, el padre podrá tener una licencia con remuneración por veinte y cinco días, 

hecho que se justificará con la presentación de un certificado médico otorgado por un facultativo 

del Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social, y, a falta de éste, por otro profesional. 

 

En caso de fallecimiento de la madre durante el parto o mientras goza de la licencia por maternidad, 

el padre podrá hacer uso de la totalidad, o en su caso, de la parte que reste del período de licencia 

que le hubiere correspondido a la madre si no hubiese fallecido. 

 

CÓDIGO DE LA NIÑEZ Y ADOLESCENCIA 

 

Art. 8.- Corresponsabilidad del Estado, la sociedad y la familia.- Es deber del Estado, la sociedad y 

la familia, dentro de sus respectivos ámbitos, adoptar las medidas políticas, administrativas, 

económicas, legislativas, sociales y jurídicas que sean necesarias para la plena vigencia, ejercicio 

efectivo, garantía, protección y exigibilidad de la totalidad de los derechos de niños; niñas y 

adolescentes. 

El Estado y la sociedad formularán y aplicarán políticas públicas sociales y económicas; y 

destinarán recursos económicos suficientes, en forma estable, permanente y oportuna. 

 

Art. 9.- Función básica de la familia.- La ley reconoce y protege a la familia como el espacio natural 

y fundamental para el desarrollo integral del niño, niña y adolescente. 

Corresponde prioritariamente al padre y a la madre, la responsabilidad compartida del respeto, 

protección y cuidado de los hijos y la promoción, respeto y exigibilidad de sus derechos. 

 

Art. 10.- Deber del Estado frente a la familia.- El Estado tiene el deber prioritario de definir y 

ejecutar políticas, planes y programas que apoyen a la familia para cumplir con las 

responsabilidades especificadas en el artículo anterior. 

 

Además es importante señalar que en relación al régimen normativo vinculado a personas con 

discapacidad, existen 2 convenios internacionales, los cuales el Estado Ecuatoriano es signatario: 

 

CONVENCIÓN INTERAMERICANA PARA LA ELIMINACIÓN DE TODAS LAS FORMAS 

DE DISCRIMINACIÓN CONTRA LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD. 

  

La presente convención fue celebrada en Guatemala el 06 julio de 1999, la cual su principal 

objetivo es la prevención y eliminación de todas las formas de discriminación contra las personas 

con discapacidad y propiciar su plena integración en la sociedad, siendo esta, uno de los apartados 

jurídicos más importantes para lograr el ejercicio pleno de los derechos de las personas con 

discapacidad, por lo que es importante tomar en cuenta los siguientes artículos: 
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- “(…) Articulo II.- Los objetivos de La presente Convención son La prevención y 

eliminación de todas las formas de discriminación contra las personas con discapacidad y propiciar 

su plena integración en La sociedad. (…)”. 

 

- “(…) Articulo III.- Para lograr los objetivos de esta Convención, los Estados parte se 

comprometen a: 1.    Adoptar las medidas de carácter legislativo, social, educativo, laboral o de 

cualquier otra índole, necesarias para eliminar la discriminación contra las personas con 

discapacidad y propiciar su plena integración en la sociedad, incluidas las que se enumeran a 

continuación, sin que la lista sea taxativa: 

 

Medidas para eliminar progresivamente la discriminación y promover la integración por parte de las 

autoridades gubernamentales y/o entidades privadas en la prestación o suministro de bienes, 

servicios, instalaciones, programas y actividades, tales como: empleo, transporte, comunicaciones, 

vivienda, recreación, educación, deporte, el acceso a la justicia y los servicios policiales, y las 

actividades políticas y de administración; (…)” 

 

Por lo que la aplicación de estos artículos y normativa es primordial, con la finalidad de 

salvaguardar los derechos de las personas con discapacidad. 

  

CONVENCIÓN SOBRE LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD 

 

La convención fue celebrada en Nueva York, Estados Unidos, el 13 de diciembre 2016, su principal 

objetivo es “promover, proteger y asegurar el goce pleno y en condiciones de igualdad de todos 

los derechos humanos y libertades fundamentales por todas las personas con discapacidad”, y 

promover el respeto de su dignidad inherente, siendo esta, una de las convenciones más garantistas 

y de fuerte impacto referente a las personas con discapacidad y sus familias. 

 

Por lo que la aplicación de dicho convenio se debe ver reflejado, a continuación, diferentes artículos 

que pueden ser de gran utilidad: 

 

- “(…) Art 8 Promover el reconocimiento de las capacidades, los méritos y las habilidades de 

las personas con discapacidad y de sus aportaciones en relación con el lugar de trabajo y el mercado 

laboral. 

 

- “(…) Art 16 Los Estados Partes adoptarán todas las medidas de carácter legislativo, 

administrativo, social, educativo y de otra índole que sean pertinentes para proteger a las personas 

con discapacidad, tanto en el seno del hogar como fuera de él, contra todas las formas de 

explotación, violencia y abuso, incluidos los aspectos relacionados con el género. 

 

- “(…) Art 27 Los Estados Partes reconocen el derecho de las personas con discapacidad a 

trabajar, en igualdad de condiciones con las demás; ello incluye el derecho a tener la oportunidad de 

ganarse la vida mediante un trabajo libremente elegido o aceptado en un mercado y un entorno 

laborales que sean abiertos, inclusivos y accesibles a las personas con discapacidad. Los Estados 

Partes salvaguardarán y promoverán el ejercicio del derecho al trabajo, incluso para las personas 
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que adquieran una discapacidad durante el empleo, adoptando medidas pertinentes, incluida la 

promulgación de legislación”. (…)” 

 

En retrospectiva, la aplicación de las normas internacionales es de suma importancia para lograr una 

Propuesta de Ley garantista y apegado a la protección de los derechos de las Personas con 

discapacidad, con base en el modelo social que apuntala el fortalecimiento de la autonomía e 

independencia de las personas con discapacidad. 

 

Por consiguiente, una vez entendido que los tratados internacionales son importantes, a su vez, se 

debe fomentar y analizar lo que establece la Ley Orgánica de Discapacidades, de conformidad con 

la disposición legal contenida en el art. 48 de la Ley Orgánica de Discapacidades se consideran 

como sustituto a: 

 

 "Las y los parientes hasta cuarto grado de consanguinidad y segundo de afinidad, cónyuge, pareja 

en unión de hecho, representante legal o las personas que tengan bajo su responsabilidad y/o 

cuidado a una persona con discapacidad severa, podrán formar parte del porcentaje de 

cumplimiento de inclusión laboral, de conformidad con el reglamento. Este beneficio no podrá 

trasladarse a más de una (1) persona por persona con discapacidad. Se considerarán como sustitutos 

a los padres de las niñas, niños o adolescentes con discapacidad o a sus representantes legales." 

 

En el mismo cuerpo legal, el Art. 48 de la Ley Orgánica de Discapacidades, establece que: “De 

existir otros casos de solidaridad humana, la autoridad nacional encargada de la inclusión 

económica y social validará al sustituto, de conformidad al reglamento”. 

 

Así, también el Art.51.- Estabilidad laboral, garantiza el empleo a “Las personas con discapacidad, 

deficiencia o condición discapacitante gozarán de estabilidad especial en el trabajo”. 

 

Dentro del Direccionamiento Estratégico definido en el Estatuto de la Institución, en el Artículo 1 

se establece como la misión institucional: 

 

Definir y ejecutar políticas, estrategias, planes, programas, proyectos y servicios de calidad y con 

calidez, para la inclusión económica y social, con énfasis en los grupos de atención prioritaria y la 

población que se encuentra en situación de pobreza y vulnerabilidad,  promoviendo  el  desarrollo  y  

cuidado  durante  el  ciclo  de  vida,  la movilidad social ascendente y fortaleciendo a la economía 

popular y solidaria. 

 

En este sentido, la colaboración del Viceministerio de Inclusión Social, de acuerdo con su misión 

será: 

 

Dirigir y proponer políticas públicas de prevención y protección que contribuyan a la promoción y 

restitución de los derechos sociales de las personas durante su ciclo de vida, mediante normas, 

estrategias y acciones afirmativas para la prestación de servicios integrales de inclusión social con 

calidad y calidez, con énfasis en aquella población que se  encuentran  en  situación  de  pobreza  y  

extra-pobreza,  vulnerabilidad  y  grupos  de atención prioritaria.  
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4. CONCLUSIONES  

 

Todo ser humano es esencialmente vulnerable, condiciones que podrán variar en gran medida de 

conformidad a su supervivencia (especialmente durante la infancia, enfermedad y vejez) quienes 

dependen de los cuidados de otros. Esa condición "innata" de vulnerabilidad admite numerosos 

matices que, respondiendo a una infinita variedad de situaciones (pertenencia a determinados 

grupos sociales o políticos, raza, hábitat), pueden profundizarla o permitir una plena inclusión de 

estos actores sociales. 

 

El Ministerio de Inclusión Económica y Social garantiza la provisión de servicios de atención y 

cuidado a personas adultas mayores en condiciones de pobreza, pobreza extrema y vulnerabilidad a 

nivel nacional conforme lo establecido en la normativa legal; es así que se ejecutan acciones para 

garantizar el cumplimiento de los ejes del Gobierno del Encuentro, a través de la atención y 

protección de derechos de los grupos de atención prioritario, en este caso la prestación de servicios 

a la población adulta mayor en condiciones de pobreza, pobreza extrema y vulnerabilidad se 

encuentra a cargo programas de Servicios de Atención que ejecutan desde la Subsecretaría de 

Gestión Intergeneracional, Subsecretaría de Protección Especial, Subsecretaría de Discapacidades.  

5. RECOMENDACIONES:  

 

Es importante que el Estado contribuya de manera eficaz a la implementación de programas o 

bonificaciones con la finalidad de precautelar el ejercicio de los derechos que la economía del 

cuidado propone, tomando en consideración que es un proceso que debe romper paradigmas; el 

cuidado, si bien ha sido considerado como un trabajo no remunerado, representa responsabilidad 

económica principalmente que debe ser definido y reconocido como un compromiso social, 

fuertemente asociado con el trabajo comunitario. 
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Piedrahita y Av. 6 de Diciembre
Asamblea Nacional (593) 2399 - 1000www.asambleanacional.gob.ec

Memorando Nro. AN-CTSS-2022-0036-M

Quito, D.M., 10 de febrero de 2022

PARA: Mgs. Esteban Remigio Bernal Bernal 

ASUNTO: Solicitud de información y absolución de inquietudes. 

 
De mi consideración: 
 
En mi calidad de Presidenta de la Comisión Especializada Permanente del Derecho al Trabajo y la
Seguridad Social y asambleísta principal por la provincia de Esmeraldas, le extiendo mis mejores deseos
de éxito en su gestión frente al Ministerio rector de la política de inclusión económica y social en el país. 
 
Para su conocimiento, esta Comisión se encuentra tratando el Informe para Primer Debate del
PROYECTO DE LEY DEL SISTEMA NACIONAL DE PROTECCION CON ECONOMIA DEL
CUIDADO, donde se han unificado tres proyectos de Ley que incorporan, desarrollan y reforman
disposiciones legales que se relacionan al “Derecho al Cuidado Humano”, y todas estas iniciativas
plantean garantizar el régimen jurídico que promueve dicho derecho y los derechos de protección de los
grupos vulnerables, entre otros aspectos. 
 
La Comisión Especializada Permanente del Derecho al Trabajo y a la Seguridad Social, con el objeto de
tratar esta iniciativa de ley en forma responsable, requiere apoyarse en información y datos que maneja el
Ministerio de Inclusión Económica y Social. 
 
A efectos de continuar con el tratamiento de esta Ley en forma técnica y responsable, esta Comisión
solicita a su Autoridad se sirva remitir dentro del plazo correspondiente, la siguiente información, así
como la absolución de inquietudes relacionados a este proceso de socialización y solicitud de asistencia
técnica en el proceso de aprobación del prenombrado Informe de Primer Debate: 
 
1. Desde su criterio técnico, cuáles son las necesidades insatisfechas que deben ser tratadas con mayor
prioridad en el régimen jurídico que promueve el derecho de protección de los grupos vulnerables y el
derecho de cuidado humano en el Ecuador (por ejemplo, dependientes de las personas trabajadoras) desde
el ámbito de sus competencias y/o experiencias. 
 
2. Sírvase establecer cuáles son las áreas o aspectos normativos del régimen jurídico que promueve el
derecho de protección de los grupos vulnerables y el derecho de cuidado humano (por ejemplo,
dependientes de las personas trabajadoras) en los cuales esta Comisión Especializada Permanente del
Derecho al Trabajo y la Seguridad Social, puede contar con su asistencia técnica y su experiencia. 
 
Adicionalmente, me permito solicitarle, señor Ministro, designe a los técnicos, representantes y/o
delegados del Ministerio de Inclusión Económica y Social, en el proceso de construcción legislativa
participativa, cuyo aporte incidirá positivamente en el resultado final del tratamiento de la precitada
iniciativa legislativa, a fin de que comparezca personalmente o a través de los delegados que usted
considere cumplan con la experiencia y perfil profesional requerido, al seno de la Comisión, dentro de la
Sesión a realizarse el miércoles 16 de Febrero de 2022 a las 9h00 (por confirmar), y expongan sus
observaciones y recomendaciones al Proyecto de Ley antes referido y que se adjunta. 
 
Para cualquier requerimiento adicional o para coordinar los temas relacionados al contenido del presente
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Piedrahita y Av. 6 de Diciembre
Asamblea Nacional (593) 2399 - 1000www.asambleanacional.gob.ec

Memorando Nro. AN-CTSS-2022-0036-M

Quito, D.M., 10 de febrero de 2022

Oficio, pongo a su disposición los correos electrónicos institucionales e información de contacto de la 
Comisión: 
 
â® Mg. Rina Campain Brambilla, Presidenta de la Comisión del Derecho al Trabajo y la Seguridad Social
y asambleísta principal por la provincia de Esmeraldas, correo electrónico: 
rina.campain@asambleanacional.gob.ec
â® Ab. Diego Cedeño Poveda, asesor nivel 1 de la Comisión del Derecho al Trabajo y la Seguridad
Social, correo electrónico: diego.cedeno@asambleanacional.gob.ec
â® Ab. María Dolores Orbe, asesor nivel 2 de la Comisión del Derecho al Trabajo y la Seguridad Social,
correo electrónico: maria.orbe@asambleanacional.gob.ec
â® Ab. Jairo Jarrín, secretario relator de la Comisión del Derecho al Trabajo y la Seguridad Social, correo
electrónico: comision.derechos-trabajadores@asambleanacional.gob.ec 
 
Este pedido de información, se la realiza al amparo de lo que establece el numeral 9 del artículo 120 de la
Constitución de la República del Ecuador, el artículo 9 numeral 9, el artículo 75, el artículo 110 numeral 3
de la Ley Orgánica de la Función Legislativa y la Resolución del Pleno de la Asamblea Nacional de fecha
10 de abril de 2018 referente al rol fiscalizador de la Asamblea Nacional.
 
Con sentimientos de distinguida consideración. 
 
Atentamente, 
 
 

Documento firmado electrónicamente

Mgs. Rina Asunción Campain Brambilla
PRESIDENTA DE LA COMISIÓN ESPECIALIZADA PERMANENTE DEL DERECHO AL
TRABAJO Y A LA SEGURIDAD SOCIAL  

Anexos: 
- solicitud_informacion_mies_ley_de_cuidado.pdf
- nica_sobre_el_derecho_al_cuidado_en_el_aÌmbito_laboral_defensoria_del_pueblo0670697001644507662.pdf
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Memorando Nro. MIES-CGAJ-2022-0266-M

Quito, D.M., 09 de marzo de 2022

PARA: Sr. Mgs. Esteban Remigio Bernal Bernal

Ministro de Inclusión Económica y Social 

ASUNTO: Respuesta - Pedido de información oficio No. AN-CTSS-2022-0036-M de Asamblea

Nacional, Mgs. Rina Campain. 

 

Estimado señor Ministro: 

 

En atención al memorando Nro. MIES-VIS-2022-0181-M, de 07 de marzo de 2022, mediante el cual, la

señorita Viceministra de Inclusión Social, remitió el Informe Técnico de respuesta a la Asamblea

Nacional, conforme requerimiento formulado con oficio No. AN-CTSS-2022-0036-M, por la Mgs. Rina

Campain, Presidenta de la Comisión Especializada Permanente del Derecho al Trabajo y a la Seguridad

Social; manifiesto lo siguiente: 

 

De conformidad con las directrices emitidas mediante circular Nro. MIES-MIES-2022-0003-C, de 31 de

enero de 2022, una vez que se ha realizado la respectiva revisión jurídica del informe técnico en

referencia y que las recomendaciones de esta Coordinación, constantes en memorando Nro.

MIES-CGAJ-2022-0245-M, de 04 de marzo de 2022, han sido acogidas en el citado informe por el

Viceministerio de Inclusión Social, cumplo con señalar que el mismo se encuentra dentro del marco

normativo que rige para este tipo de instrumentos, de conformidad con las competencias y atribuciones

institucionales del Ministerio de Inclusión Económica y Social; en virtud de lo cual, tengo a bien

remitirlo para su consideración y posterior respuesta a la Asamblea Nacional, de estimarlo así pertinente,

conforme lo previsto en el artículo 75 de la Ley Orgánica de la Función Legislativa. 

  

Finalmente, cabe indicar, que la información y datos de orden técnico y administrativo que se mencionan

en el citado documento, son de responsabilidad exclusiva de las unidades ministeriales que los han

consignado, de conformidad con las respectivas competencias y atribuciones institucionales, en el marco

de las normas que rigen para el efecto. 

  

Con sentimientos de consideración y estima. 

 

Atentamente, 
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Piedrahita y Av. 6 de Diciembre
Asamblea Nacional (593) 2399 - 1000www.asambleanacional.gob.ec

Memorando Nro. AN-HNMP-2022-0051-M

Quito, D.M., 09 de marzo de 2022

PARA: Sra. Mgs. Rina Asunción Campain Brambilla
Presidenta de la Comisión Especializada Permanente del Derecho al Trabajo y a la
Seguridad Social 

ASUNTO: OBSERVACIONES AL INFORME PARA PRIMER DEBATE DEL PROYECTO DE
LEY DE RÉGIMEN JURÍDICO DEL DERECHO AL CUIDADO HUMANO 

 
De mi consideración: 
 
Reciba un cordial saludo, en mi calidad de Asambleísta por la provincia de Pichincha, la presente es para
enviarle mis observaciones al “OBSERVACIONES AL INFORME PARA PRIMER DEBATE DEL
PROYECTO DE LEY DE RÉGIMEN JURÍDICO DEL DERECHO AL CUIDADO HUMANO".  
 
Con sentimientos de distinguida consideración. 
 
Atentamente, 
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PROYECTO DE LEY DE RÉGIMEN JURÍDICO DEL DERECHO AL CUIDADO HUMANO 

OBSERVACIÓN GENERAL 

Se debe INCLUIR el Sistema Nacional Integrado de Cuidados, como mecanismo articulador de las acciones del Estado para cumplir los 
fines de la Ley, el mismo que determina las responsabilidades de cada nivel de gobierno en el establecimiento de las políticas integrales de 
cuidado. 

PROPUESTA COMISIÓN OBSERVACIÓN 

Artículo 3.- Fines.- La presente ley tiene los siguientes fines: 3. Garantizar 

y promover la corresponsabilidad paterna para el cumplimiento de las 

obligaciones del derecho al cuidado de hijas e hijos recién nacidos, en 

período de lactancia y desarrollo y con discapacidad debidamente 

certificada por el órgano rector de la política nacional de 

discapacidades. 

La CERTIFICACIÓN DE DISCAPACIDAD según la Ley Orgánica de 

Discapacidades es potestad del Ministerio de Salud Pública, así lo 

manifiesta el artículo 9, señalando que la autoridad sanitaria nacional a 

través del Sistema Nacional de Salud realizará la calificación de 

discapacidades. 

Artículo 4.- Titulares del derecho al cuidado.- Son titulares de los 

derechos establecidos en esta ley, individual o colectivamente: 1. Las 

mujeres trabajadoras en período de embarazo, parto, puerperio, lactancia 

atención en el cuidado de enfermedades o discapacidades, en el contexto 

laboral. 

Es necesario indicar en el numeral 1, que son titulares del derecho al 

cuidado, también a las personas con otras identidades de género 

con capacidad de gestar. 

 

Esto, en todo el documento donde se mencione a las mujeres en período de 

embarazo, parto, puerperio, lactancia. 

Artículo 6.- Instituciones rectoras.- La rectoría en cuanto a la 

implementación de la presente ley en el ámbito laboral la ejercerá el 

Ministerio de Trabajo.  

 

La rectoría en cuanto a la implementación de la presente ley en lo que se 

refiere a los lactarios, centros de cuidado diario infantil y de atención 

prioritaria a grupos vulnerables serán el Ministerio de Salud Pública y el 

Ministerio de Inclusión Económica y Social, en el ámbito de sus 

competencias. 

Se debería cambiar el nombre de las entidades por: ente rector del trabajo, 

ente rector de salud y ente rector de inclusión económica y social. 

 

Esto en todo el documento donde se mencione a las instituciones, en razón 

de que podrían cambiar el nombre de las mismas. 

Artículo 8.- Principios.- Para la aplicación de la presente ley se regirán por 

los siguientes principios, sin prejuicio de otros establecidos en la 

Constitución de la República y los instrumentos internacionales de derechos 

humanos ratificados por el Estado: 

 

f. Principio de corresponsabilidad.- Se reconoce la corresponsabilidad 

como la facultad que tiene toda persona para cuidar independiente de su 

 

 

 

 

 

Es razón de que las personas con capacidad reproductiva son todas las 

personas, que por razón de edad son capaces de hacerlo, debería indicarse 



sexo, género u orientación sexual. La corresponsabilidad tiene como 

fundamento superar la feminización histórica del trabajo de cuidados, a 

través de la construcción de nuevas masculinidades basadas en el respeto 

a la diversidad y la responsabilidad de los hombres en cuanto a los roles 

reproductivos. El Estado es responsable de garantizar las condiciones para 

el ejercicio del cuidado como un derecho y un deber ético, a una vida libre 

de violencia en el ámbito público y privado. La sociedad, la familia y la 

comunidad, son responsables de participar de las acciones, planes y 

programas para la erradicación de la violencia contra las mujeres, hombres 

y personas con capacidad reproductiva que ejercen cuidados, 

emprendidos por el Estado en todos sus niveles y de intervenir en la 

formulación, evaluación, y control social de las políticas públicas que se 

creen para el efecto. 

en todo el articulado donde se hace mención a personas con capacidad 

reproductiva, personas con capacidad de gestación. 

 

 

 

 

 

 

 

Artículo 21.- De la licencia permiso del derecho al cuidado.- Se 

reconoce y garantiza la licencia del derecho al cuidado: cuidar, ser cuidada 

y al autocuidado. La licencia del derecho al cuidado es aquel periodo de 

tiempo al cual se acogen tanto madres y padres sin discriminación alguna 

para desarrollar vínculos con otra persona que necesita cuidado. 

 

A su vez, esta licencia o permiso es aquella que surge del derecho a ser 

cuidado por tener su autonomía disminuida, no contar con las condiciones 

para ejercer el autocuidado o existir situaciones de salud física o psicológica 

en las que se requiere ejercer el derecho a ser cuidado. 

 

La licencia de derecho al cuidado lo deben ejercer de manera progresiva los 

padres de conformidad a lo establecido en esta ley y en materia laboral, al 

amparo de las disposiciones legales vigentes.  

 

La licencia del derecho al cuidado para madres, hijos e hijas se extenderá 

de conformidad a los plazos vigentes en las leyes que reglan las relaciones 

con el talento humano según corresponda. 

Sobre el tiempo en que debe ejercerse la licencia del derecho al cuidado 

para madres, hijos e hijas, la Defensoría del Pueblo indicaba que se podría 

extender hasta 24 meses, una vez que termine la licencia de maternidad, en 

el articulado presentado por la Comisión se elimina el plazo, dejando un 

artículo meramente declarativo, en el cual se hace mención a las leyes que 

regulan las relaciones laborales. 

 

Se recomienda que el tiempo de licencia sea el propuesto por la Defensoría 

del Pueblo. 

Artículo 22.- De la licencia de maternidad remunerada.- La licencia de 

maternidad remunerada se entenderá aquel periodo de tiempo desde el 

nacimiento hasta el tiempo máximo que establezcan las leyes vigentes que 

reglan las relaciones con el talento humano según corresponda. 

Sobre el período de tiempo en que debe ejercerse la licencia de maternidad 

remunerada, en la actualidad es de 90 días, y en el artículo 22 de la 

propuesta de la Comisión se indica que se regulará según lo que establezca 

la ley vigente, mientras que la Defensoría del Pueblo indica que deberá ser 



 

En caso de no existir ley expresa se utilizarán de manera subsidiaria las 

disposiciones de la Ley Orgánica del Servicio Público para el caso de los 

dependientes de las entidades y organismos del sector público y el Código 

del Trabajo para las demás personas trabajadoras. 

por 24 semanas, es decir 6 meses, a partir del día del parto. 

 

Se recomienda que el tiempo de licencia sea el propuesto por la Defensoría 

del Pueblo. 

Artículo 23.- De la licencia de paternidad remunerada.- La licencia de 

paternidad remunerada se entenderá aquel periodo de tiempo desde el 

nacimiento hasta el tiempo máximo que establezcan las leyes vigentes que 

reglan las relaciones con el talento humano según corresponda. 

 

En caso de no existir ley expresa se utilizarán de manera subsidiaria las 

disposiciones de la Ley Orgánica del Servicio Público para el caso de los 

dependientes de las entidades y organismos del sector público y el Código 

del Trabajo para las demás personas trabajadoras. 

Sobre el período de tiempo en que debe ejercerse la licencia de paternidad 

remunerada, en la actualidad es de 10 días y si es cesárea 15 días, y en el 

artículo 23 de la propuesta de la Comisión se indica que se regulará según 

lo que establezca la ley vigente, mientras que la Defensoría del Pueblo 

indica que deberá ser por 30 días laborables, es decir 6 meses, a partir del 

día del parto. 

 

Se recomienda que el tiempo de licencia sea el propuesto por la Defensoría 

del Pueblo. 

Artículo 24.- De la licencia de lactancia y del cuidado paterno.- La 

licencia de derecho al cuidado materno es aquella que opera desde el día 

en que la mujer o persona con capacidad reproductiva trabajadora luego del 

goce del permiso remunerado de maternidad se reintegra a sus labores y 

hasta el tiempo máximo que establezcan las leyes vigentes que reglan las 

relaciones con el talento humano según corresponda. 

 

La licencia remunerada de lactancia o por cuidado materno se gozará al 

menos durante un (1) año contados desde el regreso de la mujer o persona 

con capacidad reproductiva trabajadora luego del goce del permiso 

remunerado de maternidad por un tiempo no menor a dos (2) horas diarias 

para que la madre ejerza el derecho al cuidado. 

 

La licencia de cuidado paterno es aquella que opera desde el día que el 

padre se reintegra a sus labores luego del goce de su licencia remunerada 

de paternidad y tendrá la condición de ser remunerada en el caso de 

justificarse la imposibilidad de ejercer la lactancia por parte de la titular 

directa de la misma y no podrá ser menor a un (1) año contados desde el 

regreso de la mujer o persona con capacidad reproductiva trabajadora 

luego del goce del permiso remunerado de maternidad por un tiempo no 

menor a dos (2) horas diarias para que la madre ejerza el derecho al 

Sobre el período de tiempo en que debe ejercerse la licencia de lactancia y 

del cuidado paterno, en la actualidad solo existe la licencia de lactancia por 

1 año, por un tiempo de 2 horas, lo que se repite en el articulado propuesto, 

y no existe la licencia de cuidado paterno, que en la propuesta solo se 

cumpliría en caso de que la madre no pueda hacerlo, lo que contradice el 

espíritu de esta norma. 

 

Mientras que la Defensoría del Pueblo indica que la licencia de lactancia 

deberá ser hasta por veinte y cuatro (24) meses, y la licencia del cuidado 

paterno hasta de seis (6) meses. 

 

Se recomienda que el tiempo de licencia sea el propuesto por la Defensoría 

del Pueblo. 



cuidado. 

Artículo 25.- Licencia de cuidado sin sueldo por un año calendario.- 

Las mujeres trabajadoras que decidan ejercer su derecho a la licencia de 

cuidado sin sueldo por un año calendario, tiene derecho a disponer de sus 

fondos de cesantía si es que estos se encuentran disponibles, además se 

garantiza el derecho a la estabilidad laboral y no podrán ser terminadas sus 

relaciones laborales hasta que su hija o hijo cumpla el año de edad, para lo 

cual se deberá observar obligatoriamente las disposiciones que establezcan 

las leyes vigentes que reglan las relaciones con el talento humano según 

corresponda. 

Sobre la licencia de cuidado sin sueldo por un año calendario, en el 

articulado propuesto la comisión se señala que la estabilidad laboral será 

hasta que el hijo o hija cumpla un año de edad, mientras que la Defensoría 

del Pueblo indica que la estabilidad deberá ser hasta que el hijo o hija 

cumpla dos años de edad, lo que es progresivo en derechos. 

 

Se recomienda que el tiempo de licencia sea el propuesto por la Defensoría 

del Pueblo. 

Artículo 26.- Licencia de maternidad y paternidad de madres y padres 

adoptivos.- Las madres y padres adoptivos tienen derecho a la licencia de 

maternidad a partir de la declaratoria de adoptabilidad. La madre y padre 

adoptivos tiene derecho a la licencia de maternidad y paternidad de los 

plazos vigentes en las leyes que reglan las relaciones con el talento 

humano según corresponda. 

 

En caso de no existir ley expresa se utilizarán de manera subsidiaria las 

disposiciones de la Ley Orgánica del Servicio Público para el caso de los 

dependientes de las entidades y organismos del sector público y el Código 

del Trabajo para las demás personas trabajadoras. 

Sobre el período de tiempo en que debe ejercerse la licencia de maternidad 

y paternidad de madres y padres adoptivos, en la actualidad es igual que 

para los padres biológicos, en la normativa vigente.  

 

Mientras que la Defensoría del Pueblo indica que la licencia de maternidad 

para madres adoptivas deberá ser hasta por veinte y cuatro (24) semanas o 

seis (6) meses, y la licencia de paternidad para padres adoptivos hasta por 

treinta (30) días laborales. 

 

Se recomienda que el tiempo de licencia sea el propuesto por la Defensoría 

del Pueblo. 

Artículo 27.- Licencia de lactancia o cuidado de madres y padres 

adoptivos.- Las madres y padres adoptivos tienen derecho a ejercer la 

licencia de lactancia o cuidado de sus hijos e hijas  en los mismos plazos 

que se establezcan para las y los padres biológicos. 

Sobre el período de tiempo en que debe ejercerse la licencia de lactancia o 

cuidado de madres y padres adoptivos, en la actualidad es igual que para 

los padres biológicos, en la normativa vigente.  

 

Mientras que la Defensoría del Pueblo indica que la licencia de lactancia o 

cuidado de madres y padres adoptivos, considera que sea por un período 

de veinte y cuatro (24) meses y seis (6) meses respectivamente. 

 

Se recomienda que el tiempo de licencia sea el propuesto por la Defensoría 

del Pueblo. 

 
 

 



Piedrahita y Av. 6 de Diciembre
Asamblea Nacional (593) 2399 - 1000www.asambleanacional.gob.ec

Memorando Nro. AN-AZPA-2022-0022-M

Quito, D.M., 10 de marzo de 2022

PARA: Sra. Mgs. Rina Asunción Campain Brambilla
Presidenta de la Comisión Especializada Permanente del Derecho al Trabajo y a la
Seguridad Social 

ASUNTO: OBSERVACIONES AL PROYECTO DE LEY ORGÁNICA SOBRE EL DERECHO
AL CUIDADO EN EL ÁMBITO LABORAL PARA MUJERES O PERSONAS CON
CAPACIDAD REPRODUCTIVA QUE SE ENCUENTREN EN PERÍODO DE
EMBARAZO, PARTO Y PUERPERIO, Y LACTANCIA O CUIDADO 

 
De mi consideración: 
 
Estimada Presidenta, en mi calidad de Asambleísta de la República del Ecuador y miembro de la
Comisión del Derecho al Trabajo y a la Seguridad Social, me dirijo a usted con la finalidad de darle a
conocer mis observaciones respecto del Proyecto de Ley Orgánica Sobre el Derecho al Cuidado en el
Ámbito Laboral para Mujeres o Personas con Capacidad Reproductiva que se Encuentren En Periodo De
Embarazo, Parto y Puerperio, y Lactancia o Cuidado. 
  
Según la matriz remitida el 08 de marzo del 2022, se han unificado varios proyectos, en este válido e
importante esfuerzo del personal de la Comisión, es mi criterio que se han dejado por fuera tres
cuestiones fundamentales: 1. Las características especiales que reviste el servicio público y sus
distintas modalidades de contratación, 2.  La organicidad del Sistema Nacional de Cuidado y 3. La
duración de los distintos tipos de licencias contempladas. 
  
Respecto de las características especiales que reviste el servicio público, hay que considerar que si
bien el proyecto menciona que esta materia corresponde a la regulación vigente de la LOSEP, esta
afirmación merece mayor análisis. 
  
Es del caso que, si bien la LOSEP, por principio de especialidad es la norma prima que regula las
relaciones laborales del sector público, nosotros nos encontramos elaborando una normativa especializada
y aplicable al cuidado; en este sentido, en lo que refiere a la normativa relativa a una persona sujeta a la
aplicación de la presente ley, la presente sería la normativa especializada en este materia. 
  
Bajo este análisis es importante mantener en la norma que estamos tratando, disposiciones especializadas
en materia de cuidado para quienes trabajan en el sector público. Estamos elaborando una normativa
especializada en cuidado, no en servicio público, por ende las disposiciones resultantes de la presente Ley
primarían y podrían reformar las normas de la LOSEP, siempre y cuando se trate de disposiciones
relativas al cuidado. Es así que solicitamos la incorporación del siguiente artículo: 
  
“Artículo 32.- De los contratos en sector público.- Las mujeres y personas con capacidad reproductiva,

que se encuentren en periodo de embarazo, parto y puerperio y, lactancia, que se encuentran contratadas

dentro del sector público se regirán exclusivamente a las siguientes reglas: 
  
Contrato de servicios ocasionales.- El contrato de servicios ocasionales, tienen una duración máxima de

hasta dos años. En este tipo de contratos prima el derecho a la protección especial ante cualquier

necesidad administrativa de la institución. El plazo del contrato de servicios ocasionales durará hasta el
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Memorando Nro. AN-AZPA-2022-0022-M

Quito, D.M., 10 de marzo de 2022

fin del periodo fiscal en que concluya el periodo del derecho a la lactancia o cuidado. 
  
Nombramiento provisional.- El nombramiento provisional, en atención al derecho al cuidado, deberá

renovarse hasta la terminación del derecho a la protección especial. La entidad pública suspenderá y

declarará desierto todo concurso de méritos y oposición para cubrir una vacante que estaba

provisionalmente ocupada por la mujer o la persona con capacidad reproductiva que se encuentra en

período de embarazo, parto y puerperio y, lactancia o cuidado. Se podrá planificar los respectivos

concursos una vez que culmine el periodo de licencia de cuidado de la persona trabajadora. Se

organizará el concurso para que la persona trabajadora pueda participar en igualdad de condiciones si

así lo quisiera. 
  
Se entenderá como nulo cualquier concurso de méritos y oposición que se inicie dentro del periodo de

embarazo, parto y puerperio y lactancia o cuidado, del puesto de trabajo de la mujer que ocupó ese 

cargo. 
  
De libre nombramiento y remoción.- En caso de mujeres o personas con capacidad reproductiva que

hayan sido contratadas en cargos de libre nombramiento y remoción, la institución contratante deberá

probar que la terminación de la relación laboral no se produjo como un acto de discriminación en razón

que la mujer está en estado de embarazo o gozando de su derecho a la licencia de maternidad o la

licencia de lactancia o cuidado. 
  
La parte empleadora deberá probar y demostrar el supuesto incumplimiento en el desempeño del trabajo

de la mujer en esta condición. 
  
En caso de que la o el empleador no demuestre que la mujer trabajadora ha incumplido sus funciones,

tiene la obligación de reconocer el derecho a la compensación descrito en esta ley para el derecho al

cuidado hasta el fin de su periodo de licencia de cuidado o lactancia que corresponda según el caso. 
  
En caso de que el embarazo, parto y puerperio y licencia de lactancia o cuidado coincida con un cambio

de administración, la nueva autoridad tiene la potestad de designar a personas de libre remoción. 
  
La nueva autoridad nominadora procurará contar con el trabajo de la persona bajo protección especial.

En caso de que no fuere posible, cuenta con un período de tiempo de hasta un período máximo de treinta

(30) días, contados a partir de la posesión del funcionario o funcionaria con dicha potestad, tiempo en el

cual podrá terminar la relación laboral sin que exista la obligación de la compensación por cuidado.

Transcurrido ese plazo, la mujer o persona con capacidad reproductiva tiene derecho a la compensación

determinada en esta ley.” 
  
Sobre la organicidad del Sistema Nacional de Cuidado. En el trabajo de síntesis de la Comisión se ha
hecho un valioso trabajo unificando los aspectos declarativos y doctrinarios de los proyectos de ley; entre
estos, los principios de la norma, sus aspectos interpretativos y demás. Sin embargo, se ha dejado por
fuera un aporte fundamental, que es la institucionalidad destinada a la aplicación de la Ley. 
  
En este aspecto vale recalcar que una norma que no tenga especificadas las instituciones encargadas de
aplicarla se vuelve en meramente declarativa, una norma que no contemple un plan de política pública
para su aplicación, instituciones que evalúen y den seguimiento a su cumplimiento, quedará relegada, en
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el mejor de los casos, para su exclusivo uso en proceso judiciales. Este no puede ser el enfoque de la Ley
que estamos tratando, que tiene aspectos preventivos y de promoción. Es con esta intención que
sugerimos la incorporación de los siguientes artículos: 
  
“Organismos del Sistema 
  
Art. 19.- Organismos del Sistema Nacional Integrado de Cuidados. El Sistema Nacional Integrado de

Cuidados está conformado por cuatro niveles de organismos: 
Organismo de definición, seguimiento y evaluación de las políticas integrales de cuidado: 
El Consejo Sectorial de lo Social. 
  
Organismos locales de formulación y articulación descentralizada, seguimiento y evaluación de las

políticas integrales de cuidado: 
  
Los Gobiernos Autónomos Descentralizados Municipales y Metropolitanos. 
Organismos de ejecución de las políticas públicas, planes y programas: 
Entidades e instituciones públicas responsables de la prestación de servicios de cuidados; 
  
Organizaciones sociales, comunitarias y no gubernamentales, empresas y todo tipo de entidades privadas

que tienen como objetivo la prestación de servicios de cuidados; y, 
Organizaciones sociales, comunitarias y no gubernamentales, empresas y todo tipo de entidades públicas

y privadas que cuentan con servicios de cuidado para las personas que laboran en ellas. 
  
Organismos de observancia: 
  
A nivel central: los consejos nacionales para la igualdad. 
  
A nivel descentralizado: los consejos cantonales de protección de derechos. 
  
Parágrafo 1. 
  
De los Organismos de definición, seguimiento y evaluación de las políticas integrales de cuidado 
  
Art. 20.- Consejo Sectorial de lo Social. Responsable de la ejecución de políticas y planes sectoriales. Es

el organismo rector de las políticas públicas integrales de cuidado. 
La Secretaría Técnica del Sistema Nacional Integrado de Cuidados la ejercerá el ente rector de las

políticas de inclusión y equidad social. 
  
Son sus funciones: 
  
Definir y evaluar el cumplimiento del Plan Nacional de Cuidados, asegurando la correspondencia de las

políticas sectoriales de cuidado para el cumplimiento de los objetivos de la presente Ley. 
  
Aprobar los lineamientos técnicos y estándares de calidad para la ejecución de los servicios públicos,

privados y comunitarios, en el marco de las políticas definidas en el Plan Nacional de Cuidados. 
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Regular los mecanismos de articulación y coordinación de los servicios públicos, privados y

comunitarios, que son parte del Sistema 
  
Adoptar las medidas necesarias para garantizar la provisión universal, permanente y oportuna de

cuidado dentro y fuera del hogar, en el marco de las políticas definidas en el Plan Nacional de 

Cuidados. 
Establecer, conjuntamente con el ente rector de las políticas de inclusión social, los lineamientos

técnicos para la asignación de las transferencias monetarias no contributivas que requieran las personas

dependientes de cuidado, y las personas trabajadoras del cuidado directo no remunerado, en el marco de

las políticas del Plan Nacional de Cuidados. 
  
Establecer conjuntamente con el organismo rector las políticas de salud pública y el de las políticas de

inclusión social, los parámetros y protocolo para la valoración del nivel de dependencia, que permitirá

determinar las transferencias monetarias no contributivas a las que tendrán acceso las personas

dependientes de cuidado. 
  
Establecer los lineamientos técnicos para asegurar la profesionalización de las personas trabajadoras

del cuidado, asegurando acceso universal y gratuito para personas trabajadoras del cuidado directo no 

remunerado. 
  
En coordinación con el ente rector de las políticas de inclusión social, establecer el catálogo de servicios

acorde a las necesidades de las personas dependientes de cuidado y de las personas trabajadoras de

cuidado directo no remunerado. 
  
Establecer conjuntamente con el ente rector de las políticas del trabajo, los lineamientos técnicos para la

implementación de las políticas de armonización del régimen laboral con las necesidades del cuidado

humano y de seguridad social de las personas trabajadoras del cuidado, definidas en el Plan Nacional de 

Cuidados. 
  
Establecer un sistema de control y monitoreo de los servicios del cuidado y de los organismos

participantes en el Sistema que se implementará en coordinación con los gobiernos autónomos

descentralizados municipales. 
  
Integrar un sistema de información estadística que permita contar con indicadores demográficos a nivel

parroquial, cantonal y nacional, para evaluar las políticas públicas existentes. El sistema de información

además permitirá elaborar diagnósticos, estudios e investigaciones, de acuerdo con las necesidades a

nivel local y nacional. en materia de cuidados. 
  
Normar los mecanismos de coordinación entre las entidades parte del Sistema, para garantizar la

generación de información que permita cuantificar y valorar económicamente la contribución del trabajo

no remunerado de los hogares, formular políticas públicas, asignar presupuestos. 
  
Coordinar con el sistema de justicia para la generación de mecanismos oportunos, eficientes y ágiles

para el acceso a la justicia, a fin de presentar reclamos en caso de violación a las disposiciones de esta 

Ley. 
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Rendir cuentas sobre la implementación del Plan Nacional de Cuidados, la inversión realizada y los

resultados obtenidos. 
  
Las demás que se establezcan en la presente Ley. 
  
Parágrafo 2. 
  
Organismos locales de formulación y articulación descentralizada, seguimiento y evaluación de las

políticas integrales de cuidado 
  
Art. 21.- Gobiernos Autónomos Descentralizados Municipales y Metropolitanos. Corresponde a los

gobiernos autónomos descentralizados municipales y metropolitanos, en el marco de sus competencias

constitucionales y legales: 
  
Incorporar, en sus Planes de Desarrollo y Ordenamiento Territorial, las políticas, estrategias,

programas y proyectos que les corresponde, del Plan Nacional de Cuidados. 
Establecer, en el Plan de Gestión y Uso del Suelo, directrices para la identificación y localización de las

necesidades de infraestructura y equipamientos relacionados a los servicios de cuidado previstos en esta

Ley y en el Plan Nacional de Cuidados 
  
Prever conforme indicadores demográficos, el diseño de la infraestructura urbana y servicios de 

cuidado. 
  
Identificar las necesidades de servicios de cuidados en el territorio del cantón, tanto para personas

dependientes como para personas trabajadoras de cuidados directos no remunerados, a fin de asegurar

la pertinencia de los servicios. 
  
Establecer mecanismos de coordinación con los niveles desconcentrados de la Función ejecutiva, para la

implementación de las políticas del Plan Nacional de Cuidados, asegurando la pertinencia territorial, de

manera que dé respuesta a las necesidades de la población. 
  
Llevar un registro de organizaciones sociales, comunitarias y no gubernamentales, empresas y todo tipo

de entidades públicas y privadas que tienen como objetivo la prestación de servicios de cuidado o que

cuentan con servicios de cuidado para las personas que laboran en ella. 
  
Realizar el control y monitoreo a las organizaciones sociales, comunitarias y no gubernamentales,

empresas y todo tipo de entidades públicas y privadas prestadoras de servicios de cuidados para el

cumplimiento de los estándares aprobados por el ente rector de las políticas de cuidado. 
  
Evaluar la implementación del Plan Nacional de Cuidados en su territorio. 
Las demás que se establezcan en la presente Ley. 
  
Parágrafo 3. 
  
De los Organismos de ejecución  de las políticas públicas, planes, programas y servicios 
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Art. 22.- Organismos de ejecución de las políticas públicas, planes, programas y servicios. Son las

entidades, instituciones, organizaciones, empresas públicas y privadas que prestan servicios de cuidados

en el marco del catálogo de servicios aprobado por el órgano rector del Sistema Nacional Integrado de 

Cuidados. 
  
Art. 23.- Servicios de cuidados. Se entiende como servicios de cuidados, a todas las actividades que

garantizan los requerimientos de cuidado humano, y pueden ser realizadas en el ámbito público, privado

y comunitario. Los servicios de cuidado abarcan tanto el que requieren las personas dependientes de

cuidados, como las personas trabajadoras del cuidado. 
  
Art. 24.- Autorización y registro. Toda entidad, institución, organización o empresa del sector privado o

comunitario, que ejecute programas, proyectos y servicios de cuidado, deberá solicitar la autorización y

registro ante el Gobierno Autónomo Descentralizado Municipal o Metropolitano. 
  
La autorización y registro tienen por objetivo contar con un catastro actualizado de instituciones

prestadoras de servicios de cuidados, verificar que cumplan los requisitos y estándares para su

ejecución, y que respondan a la política pública. 
  
Art. 25.- Obligaciones de las prestadoras de servicios de cuidado. Son obligaciones de las prestadoras de

servicios de cuidado, tanto del sector público, como privado y comunitario: 
  
Cumplir los estándares de calidad y protocolos aprobados por el organismo rector del Sistema Nacional

integrado de cuidados, que garanticen los derechos de las personas dependientes y cuidadoras; y,

promover procesos de mejora continua. 
  
Mantener procesos de formación permanente de las personas trabajadoras del cuidado, y promover su

profesionalización, en el marco de las directrices emitidas por el organismo rector del Sistema Nacional

Integrado de Cuidados. 
  
Asegurar la correspondencia de los servicios con los requerimientos y necesidades de la población, tanto

en relación con las personas dependientes de cuidados, como de las personas trabajadoras del cuidado

directo no remunerado. 
  
Dar a conocer a las personas usuarias del servicio, e informar de manera permanente al Gobierno

Autónomo Descentralizado Municipal o Metropolitano y al Consejo Cantonal de Protección de Derechos

sobre el cumplimiento de las políticas, estándares y directrices emanadas del organismo rector del

Sistema Nacional Integrado de Cuidados y del Gobierno Autónomo Descentralizado Municipal o 

Metropolitano. 
  
Asegurar atención prioritaria y especializada para aquellas personas que son parte de los grupos de

atención prioritaria. 
  
Art. 26.- De la atención a las personas dependientes de cuidados.- La atención a las personas

dependientes de cuidados, deberá orientarse a la consecución de una mejor calidad de vida y autonomía

personal, en un marco de garantía de derechos, con el fin de proporcionar un trato digno en todos los

ámbitos de su vida personal, familiar y social, facilitando su incorporación activa en la vida de la
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comunidad; y, una existencia autónoma en su medio habitual, todo el tiempo que desee y sea posible, a

fin de reducir la carga de trabajo de la persona cuidadora y liberar el tiempo de ellas. 
  
Art. 27.- De la atención a las personas trabajadoras del cuidado. Los servicios brindarán, debidamente

autorizados y registrados, tienen la obligación de brindar a las personas trabajadoras del cuidado

servicios especializados que permitan mejorar sus recursos personales para potenciar su autocuidado, a

fin de preservar su salud y prevenir enfermedades, para lo cual se requiere de servicios que les permitan

optimizar su condición física, emocional, profesional, laboral que les fortalezca en la toma de decisiones,

proyectos de vida, acceder al tiempo libre propio y ser parte de la sociedad en igualdad de condiciones. 
  
Art. 28.- Continuidad de los servicios de cuidados. Los entes rectores de las políticas sectoriales,

encargados de la prestación de los servicios de cuidado, garantizarán la continuidad en la prestación de

estos servicios, y su progresividad, hasta lograr la universalidad en el acceso a los mismos. 
  
Parágrafo 4. 
  
De los Organismos de observancia 
  
Art. 29.- De la observancia. Es la facultad de vigilar el cumplimiento de las disposiciones de la presente

Ley, en la formulación, implementación, seguimiento y evaluación de las políticas establecidas en el Plan

Nacional de Cuidados. 
  
Art. 30.- Instituciones responsables. Son responsables de la observancia, en el marco de esta Ley, los

consejos nacionales para la igualdad a nivel central y los consejos cantonales de protección de 

derechos. 
  
Art. 31.- Funciones. Corresponde a los consejos nacionales para la igualdad y los consejos cantonales de

protección de derechos, en el marco de sus competencias: 
Evaluar la pertinencia y calidad de las políticas definidas en el Plan Nacional de Cuidados para el logro

de los objetivos de la presente Ley y asegurar los derechos de las personas dependientes del cuidado y de

las personas trabajadoras del cuidado. 
Identificar los avances y retrocesos en la ejecución del Plan Nacional del Cuidado y formular 

recomendaciones. 
  
Emitir opiniones y recomendaciones a las instituciones que conforman el Sistema Nacional Integrado de

cuidados, en relación con la pertinencia de las políticas, planes, programas, proyectos y servicios de

cuidado establecidos, así como en todas las medidas y decisiones que tengan efecto en la accesibilidad,

oportunidad, pertinencia, calidad y suficiencia de los servicios de cuidado. 
  
Realizar el seguimiento al cumplimiento de las recomendaciones establecidas. 
  
Las demás previstas en la presente Ley y en las que regulan el ejercicio de sus competencias.” 
  
Sobre la duración de los distintos tipos de licencias contempladas: Como hemos aclarado
anteriormente, si bien la LOSEP es la norma rectora en materia de empleo en el sector público, la presente
Ley será la norma especializada en materia de cuidado, razón por la cual es necesario considerar que las
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presentes disposiciones pueden aplicarse por sobre, y reformar, aquellas disposiciones de la materia
contenidas en la LOSEP. 
  
Es en este sentido que considero fundamental procurar una garantía del derecho a la licencia en todas sus
formas, suficientemente amplia, adaptada a estándares internacionales y progresiva en materia de
derechos. En este sentido vale recalcar que ampliar o modificar los plazos o condiciones de las licencias
originadas en el cuidado no implica crear gasto público, en razón de que las partidas presupuestarias
asignadas a las funcionarias públicas, ni se suspenden, ni se eliminan, ni se reemplazan en razón de que la
funcionaria a la que están asignadas acceda a una licencia de cuidado. 
 
Con sentimientos de distinguida consideración. 
 
Atentamente, 
 
 
 
 
Sra. Pamela Alejandra Aguirre Zambonino
ASAMBLEÍSTA  

Copia: 
Sr. Abg. Jairo Augusto Jarrín Farías
Secretario Relator
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Oficio Nro. DPE-DPE-2022-0087

Quito, D.M., 10 de marzo de 2022

Asunto: Observaciones al proyecto de Ley del Sistema Nacional de Protección con
Economía del Cuidado
 
 
Señora Magister
Rina Asunción Campaín Brambilla
Presidenta de la Comisión de los Derechos de los Trabajadores y la Seguridad Social

ASAMBLEA NACIONAL

En su Despacho 
 
 
De mi consideración: 
 
Reciba un cordial saludo de la Defensoría del Pueblo Ecuador, Institución Nacional de
Derechos Humanos. 
 
En atención al Memorando Nro. AN-CTSS-2022-0034-M, me permito poner en su
conocimiento de manera formal el Informe de Análisis Normativo elaborado respecto al
PROYECTO DE LEY DEL SISTEMA NACIONAL DE PROTECCIÓN CON
ECONOMÍA DE CUIDADO, con el fin de que sirva de insumo para el trabajo legislativo
que deben realizar las y los asambleístas miembros de esta Comisión.  
 
Con el espíritu de aportar en la garantía y protección de los derechos humanos de la
ciudadanía, cumpliendo con las obligaciones que tiene el Estado ecuatoriano de acuerdo a
nuestra Constitución me permito poner a su orden la disponibilidad de nuestro equipo
técnico perteneciente a las Direcciones de Análisis Normativo e Incidencia en Políticas
Públicas, y del Mecanismo de Protección de los Derechos de las Personas Trabajadoras y
Jubiladas, así como se delega a sus directoras, Sonia Romero y Mery Tadeo a participar
de las sesiones que su Comisión realice en el marco del tratamiento del mencionado
proyecto.    
 
Con sentimientos de distinguida consideración. 
 
Atentamente, 
 
 

Documento firmado electrónicamente

Dr. César Marcel Córdova Valverde
DEFENSOR DEL PUEBLO ENCARGADO  
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Anexos: 
- informe_de_análisis_normativo_ley_de_cuidado_vf.pdf

Copia: 
Señor Doctor
Miguel Angel Chimborazo Gaon
Secretario General Misional Encargado
 

Señorita Magíster
Andrea Elizabeth Rivera Villavicencio
Coordinadora General de Producción Especializada de Gestión del Conocimiento e 

Investigación
 

Señorita Especialista
Sonia Natasha Romero Pico
Directora Nacional de Análisis Normativo e Incidencia en Política Pública
 

Señor Abogado
Christian Andres Nieto Salamea
Director Nacional de Promoción y Monitoreo de la Transparencia Activa
 

Señora Doctora
Mery Geovana Tadeo Gonzalon
Directora Nacional del Mecanismo de Protección de los Derechos de las Personas Trabajadoras

y Jubiladas

cc/SR/AR/MC
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INFORME DE ANÁLISIS NORMATIVO Y OBSERVACIONES AL PROYECTO 

DE LEY DEL SISTEMA NACIONAL DE PROTECCIÓN CON ECONOMÍA DEL 

CUIDADO 

 

1. ANTECEDENTES.- 

 

Mediante Oficio Nro. AN-CTSS-2022-0034-M, de 10 de febrero de 2022, la Asambleísta 

Rina Campain Bramilla, Presidenta de la Comisión Especializada Permanente del Derecho 

al Trabajo y a la Seguridad Social, puso en conocimiento de la Defensoría del Pueblo que la 

mencionada mesa legislativa, se encuentra analizando el informe para primer debate del 

Proyecto de Ley del Sistema Nacional de Protección con Economía del cuidado, por lo que 

solicita se remita los aportes y observaciones que esta Institución Nacional de Derechos 

Humanos tenga al referido proyecto de ley. 

 

Adicionalmente señala que la Defensoría del Pueblo se sirva remitir dentro del plazo 

correspondiente, la absolución de inquietudes relacionada al proceso de socialización y 

solicitud de asistencia técnica en el proceso de aprobación del prenombrado Informe de 

Primer Debate: 1. Desde su criterio técnico, cuáles son las necesidades insatisfechas que 

deben ser tratadas con mayor prioridad en el régimen jurídico que promueve el derecho de 

protección de los grupos vulnerables y el derecho de cuidado humano en el Ecuador desde 

el ámbito de sus competencias y/o experiencias; 2. Sírvase establecer cuáles son las áreas o 

aspectos normativos del régimen jurídico que promueve el derecho de protección de los 

grupos vulnerables y el derecho de cuidado humano en los cuales esta Comisión 

Especializada Permanente del Derecho al Trabajo y la Seguridad Social, puede contar con 

su asistencia técnica y su experiencia.  

 

En este sentido, de conformidad con los artículos 214 y 215 de la Constitución de la 

República, en concordancia con la Ley Orgánica de la Defensoría del Pueblo, así como los 

Principios de París emitidos en octubre de 1991, esta Institución Nacional de Derechos 

Humanos, realiza las siguientes observaciones: 

 



 
 

2. Derecho al Trabajo. 

 

La Constitución de la República reconoce en su artículo 33 el derecho y el deber social y 

económico al trabajo, como fuente de realización personal y como base de la economía. 

Asimismo, señala que el Estado garantizará a las personas trabajadoras el pleno respeto a su 

dignidad, una vida decorosa, remuneraciones y retribuciones justas y el desempeño de un 

trabajo saludable. 

 

En el ejercicio de este derecho se encuentra prohibida la discriminación, como lo señala el 

artículo 11 numeral 2, esto quiere decir las personas tienen derecho a ser tratadas de forma 

igual cuando el trato diferenciado les inferioriza y tienen derecho a ser tratadas de forma 

diferente cuando el trato igualitario las excluye.  

 

La vulnerabilidad laboral sin embargo ha sido evidente a lo largo de la historia en la 

manifestación de la precariedad de las condiciones de empleo que enfrentan las personas. 

En el caso de las mujeres y personas de la diversidad sexo genérica con capacidad para 

gestar, aún se mantienen fuertes patrones de desigualdad de género en el trabajo lo que 

atenta contra los derechos humanos, pues las condiciones laborales dificultan a las mujeres 

la posibilidad de acceder o permanecer en cargos debido a las responsabilidades familiares 

que tradicionalmente se les asigna, el acoso laboral, y estereotipos de género que dificultan 

una conciliación del trabajo con el cuidado.      

 

A finales del año 2021 la situación laboral de las mujeres se mantiene en desventaja en 

relación con los hombres. La tasa de empleo global se ubicó en un 96,5% para los hombres 

y 95, 0% para las mujeres; la tasa de empleo adecuado o pleno se ubicó en el 38,9% para 

los hombres y 27,2% para las mujeres, mientras que la tasa de subempleo se ubicó en el 

24,3% para los hombres y 21,1 % para las mujeres; a su vez la tasa de desempleo ubica en 

el 5,0% para las mujeres y el 3,5% para los hombres; es importante también señalar que la 

tasa de empleo no remunerado a nivel nacional ubica a los hombres en un 6.1 % mientras 



 
que a las mujeres en un 17.0%;  finalmente el ingreso laboral promedio de un hombre con 

empleo es de USD 320, 80 mientras que para la mujer es de USD 259, 50.1 

 

Estas cifras evidencian la brecha de género existente como manifestación de una sociedad 

patriarcal y de la discriminación de género, en la que los estereotipos de mujer cuidadora y 

hombre proveedor se mantienen. Las mujeres siempre se han encontrado en desventaja 

frente a los hombres en cuanto al ejercicio de los derechos laborales, a lo que debemos 

sumar contextos de embarazo, cuidado y lactancia, que genera una situación de mayor 

vulnerabilidad.   

 

Las mujeres y las personas de la diversidad sexo genérica con capacidad para gestar tienen 

derecho al acceso y a la permanencia en sus trabajos, considerando únicamente su situación 

de embarazo o lactancia, mediante la protección especial que se manifiesta además del 

reconocimiento de otros derechos a través del derecho al cuidado, lo que implica que las 

mujeres sean atendidas en función de sus necesidades específicas, frente a las desventajas 

en las que esta condición las coloca frente a los hombres dentro de un sistema patriarcal. 

 

De conformidad con el artículo 33 de la Constitución, todas las personas, incluidas las 

mujeres y personas de la diversidad sexo genérica embarazadas y en período de lactancia 

tienen derecho al trabajo; a su vez la misma norma constitucional en su artículo 332 

establece de forma específica que en el contexto laboral el Estado deberá garantizar el 

respeto a los derechos reproductivos de las personas trabajadoras, lo que incluye la 

eliminación de riesgos laborales que afecten la salud sexual y reproductiva, el acceso y 

estabilidad en el empleo sin limitaciones por embarazo o número de hijas e hijos, derechos 

de maternidad, lactancia y el derecho a licencia por paternidad. A su vez establece que está 

prohibido el despido de la mujer trabajadora asociado a su condición de gestación y 

maternidad, así como la discriminación vinculada con los roles reproductivos.   

 

                                                           
1 Instituto Nacional de Estadísticas y Censos, Encuesta Nacional de Empleo, Desempleo y Subempleo, 

diciembre 2021, p. 32-47 



 
En este sentido se entiende que las obligaciones del Estado frente a las mujeres y personas 

de la diversidad sexo genérica con capacidad para gestar trabajadoras y sus derechos 

comprenden respetar, proteger y garantizar. Al respetar se hace referencia al Estado que 

como empleador se abstenga de injerir directa o indirectamente en el ejercicio del derecho a 

la salud sexual y reproductiva en el trabajo, o de promulgar leyes y políticas que limiten el 

acceso a este derecho; la obligación de proteger requiere que el Estado adopte medidas para 

evitar que terceros, entidades públicas o personas, limiten, restrinjan o anulen este derecho 

en el ámbito laboral; mientras que la obligación de garantizar se refiere a la adopción de 

medidas legislativas, administrativas, presupuestarias, judiciales que permitan dar plena 

efectivada al derecho a la salud sexual y reproductiva. 

 

Esto se encuentra igualmente reconocido en instrumentos internacionales de derechos 

humanos que son vinculantes para el Ecuador, como la Declaración Universal de Derechos 

Humanos, en sus artículos 23 y 24; la Convención Americana sobre Derechos Humanos en 

el artículo 3; la Carta Andina para la Promoción y Protección en sus artículos 10 y 12;  el 

Pacto Internacional de Derechos Económicos Sociales y Culturales en sus artículos 6, 7 y 

10; la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las formas de 

Discriminación Racial en su artículo 5; la Convención sobre la Eliminación de todas las 

formas de discriminación contra la mujer artículo 11.1 y 11.2; la Convención sobre los 

Derechos de las Personas con Discapacidad en su artículo 27; los Convenios 103, 111, 156 

y 158 de la Organización Internacional del Trabajo y, los Principios de Yogyakarta.  

 

Es decir, la relación laboral no debe ni puede ser un obstáculo para el ejercicio del derecho 

a tomar decisiones libres, informadas, voluntarias y responsables sobre la salud sexual y 

reproductiva de una persona; lo que se ve vulnerado al ser discriminadas por razón de 

embarazo, lactancia, o cualquier otro derecho que derive del derecho a la salud, tanto 

sexual como reproductiva.  

 

A su vez los grupos de atención prioritaria en espacios laborales, como personas adultas 

mayores, personas con discapacidad, personas que adolezcan de enfermedades catastróficas 

o de alta complejidad también deben ser atendidas acorde a sus necesidades específicas de 



 
manera que la protección especial que reciben a partir de lo establecido en el artículo 35 de 

la Constitución sea ejercido a través del derecho al cuidado. 

 

2.1. Derecho al cuidado. 

 

El cuidado, es un concepto transversal que incluye todo el ciclo de vida de una persona, con 

distintos grados de dependencia y que atraviesa además el ámbito privado y el público. A lo 

largo de la historia, han sido las mujeres las principales proveedoras del cuidado debido a 

que la forma de organización social les asignó de manera exclusiva el trabajo de cuidado no 

remunerado al interior de los hogares, dotado de valoraciones de sentido -cuando no una 

fuerte carga ética- que ha reforzado lo largo de los siglos esta asignación (Pautasi 2018). 

 

El reconocimiento del cuidado como derecho implica incorporar estándares y principios a 

la actuación de los Estados en las situaciones concretas en base a principios de derechos 

humanos por lo que el Estado debe garantizar todos los derechos económicos, sociales, 

culturales y ambientales. Estos estándares pasan a integrar una matriz común aplicable en la 

definición de las políticas y estrategias de intervención tanto de los Estados como de las y 

los actores sociales, como también para el diseño de acciones para la fiscalización y la 

evaluación de políticas públicas, como también la consecución de políticas y prácticas 

equitativas, y produce indicadores para la verificación de su cumplimiento, los cuales 

cobran una centralidad indiscutible para garantizar los derechos de cada persona que deba 

cuidar y a su vez pueda cuidarse, como también para quienes necesitan ser cuidados. 

(Pautassi, 2018). 

 

Los grupos de atención prioritaria que necesitan protección y atención especial de 

conformidad a la Constitución cuentan con escasez de servicios públicos para su asistencia. 

La falta de regulación de las obligaciones en torno a personas adultas mayores, personas 

con discapacidad, personas que sufren de enfermedades raras y catastróficas, quienes en 

muchas ocasiones deben asumir responsabilidades de autocuidado, puesto que la 

legislación les ayuda únicamente con arreglos en temas de seguridad social para 

medianamente resolver la situación.  



 
 

A su vez, cuando alguno de los sujetos de derechos pertenecientes a los grupos de atención 

prioritaria no pertenece al mundo económicamente activo resultan invisibilizados lo que 

fomenta la discriminación, en un contexto de por sí de desigualdad y de baja cobertura de 

los sistemas de seguridad social y de deterioro en las prestaciones. Esta ausencia de 

normativa que permita garantizar el cuidado ha llevado a reconocer en varios instrumentos 

internacionales este derecho, como en la Convención Interamericana sobre la Protección de 

los Derechos Humanos de las Personas Adultas Mayores, que es el primer instrumento de 

derechos humanos vinculante que reconoce el derecho al cuidado.  

 

Es sin embargo necesario abordar la segunda dimensión del derecho al cuidado, que 

conlleva un análisis desde un enfoque de género. Con la incorporación de las mujeres en el 

mercado laboral remunerado, fueron visibles las asimetrías en la distribución de 

responsabilidades al interior de las relaciones familiares como también su impacto en el 

orden económico y social. 

 

Las mujeres contribuyen en un 85,7% de su tiempo al trabajo de cuidado no remunerado a 

miembros del hogar, mientras que los hombres dedicaban un 15,3 % del mismo para sus 

hijos e hijas.  En el periodo 2007 – 2015, por cada 100 horas de trabajo no remunerado, las 

mujeres realizaron 77 horas2. Para el 2025, el trabajo doméstico y de cuidado se estima que 

tendrá mayor demanda ya que la población que requiere cuidados aumentará en un 35%3. 

De esta forma, las inequidades se profundizan si se analizan las responsabilidades de 

cuidado al interior de los hogares como en la sociedad: los varones escasamente han 

asumido su responsabilidad en las mismas y la evidencia empírica es ineludible: tal como 

muestran las encuestas del uso del tiempo es notoriamente mayor la participación de las 

mujeres en el trabajo no remunerado de cuidado. 

 

                                                           
2 INEC, Cuentas Satélite del Trabajo No Remunerado de los Hogares (CSTNRH) 2007-2015, 2019. 
3 Consejo Nacional para la Igualdad de Género, Agenda Nacional de las Mujeres y Personas LGBT. 

2018-2021, p. 144. 

 



 
El cuidado de NNA, siempre resulta el más visible. En la mayoría de hogares la madre es 

identificada como la cuidadora “innata”, resignificada continuamente por el modelo 

patriarcal y la falta de participación activa de los hombres, a esto se suma la debilidad de 

infraestructura del cuidado, es decir si los hogares disponen de ingresos, tienen mayor 

cantidad de soluciones para asumir el cuidado, si no disponen de ingresos suficientes esta 

posibilidad es prácticamente nula. Si nos remitimos a quienes prestan cuidado de manera 

remunerada a las personas adultas mayores, la mayoría de las investigaciones evidencian 

que la demanda de cuidados para este grupo de atención especial se genera por familias que 

pueden pagar este servicio cuando es de absoluta necesidad, es decir cuando las personas 

adultas mayores carecen de autonomía y necesitan una atención continua; de otra forma son 

realizadas por niñas adolescentes, y mujeres. 

 

En este sentido la Agenda 2030 de Desarrollo Sostenible de Naciones Unidas ha dedicado 

un objetivo completo-el número 5-a la igualdad de género al proponerse “Lograr la 

igualdad de género y empoderar a todas las mujeres y a las niñas”. La meta 5.4 establece: 

“Reconocer y valorar los cuidados y el trabajo doméstico no remunerados mediante 

servicios públicos, infraestructuras y políticas de protección social, y promoviendo la 

responsabilidad compartida en el hogar y la familia, según proceda en cada país”. 

 

En el Consenso de Quito, en el marco de la X Conferencia Regional de la Mujer (2007), los 

gobiernos de la región, en diálogo con la sociedad civil, asumieron el compromiso de:  

 

“formular y aplicar políticas de Estado que favorezcan la responsabilidad 

compartida equitativamente entre mujeres y hombres en el ámbito familiar, 

superando los estereotipos de género, reconociendo la importancia del cuidado y del 

trabajo doméstico para la reproducción económica y el bienestar de la sociedad 

como una de las formas de superar la división sexual del trabajo”.  

 

Es decir es obligación del Estado brindar una respuesta de carácter universal, integral y 

basada en derechos, pues la única manera de transformar las situaciones analizadas es a 

través de la generación de políticas inclusivas que permitan garantizar a cada sujeto de 



 
derechos perteneciente a los grupos de atención prioritaria mayor calidad de vida, respeto y 

ejercicio de sus derechos humanos; pero también que permita superar la división sexual del 

trabajo y la carga que representa esta asignación de roles en el proyecto de vida de las 

mujeres y personas de la diversidad sexo genérica con capacidad de gestar. 

 

Observaciones generales 

 El proyecto de Ley debe analizar el derecho al cuidado desde sus dos dimensiones, 

de manera que pueda atender de forma integral la problemática que se genera por la 

ausencia de normativa desarrollada.  

 

 El proyecto debe promover la creación de política para la generación de datos y 

evidencia sobre el cuidado, así como generar acciones que permitan fortalecer la 

infraestructura del cuidado fomentando campañas de sensibilización. 

 

 El proyecto debe enfocarse también en promover una transformación cultural que 

garantice el reconocimiento, la reducción, la redistribución del trabajo de cuidado y 

el trabajo doméstico, así como la remuneración de las y los trabajadores del 

cuidado. 

 

 Es necesario realizar un desarrollo normativo importante con un enfoque de 

derechos humanos, género e interseccional en cumplimiento de la Sentencia No. 3-

19-JP/20 y acumulados del 05 de agosto de 2020 de la Corte Constitucional que 

dispuso incorporar el derecho al cuidado en el ámbito laboral para que se adecúe el 

sistema jurídico a los parámetros de la sentencia y de los estándares internacionales 

de derechos humanos que regulan la materia.  

 

 Resaltamos la inclusión de un Sistema Nacional de Cuidado, y consideramos que el 

desarrollo de este Sistema configura la parte central del proyecto, mismo que debe 

ser complementado por las temáticas abordadas en los proyectos de Ley presentados 

por la Defensoría del Pueblo como por la As. Ponce. 



 
 

 El derecho al cuidado es la base fundamental de la experiencia de vida 

independientemente del sexo o el género y, se lo debe asumir como un principio 

ético de la vida; que debe garantizarse tanto en el ámbito laboral público como 

privado, esto se encuentra recogido de forma extensa en el proyecto presentado por 

la Defensoría del Pueblo. 

 

 Respecto a las licencias de maternidad y paternidad recogidos en dos proyectos de 

Ley, se sugiere considerar los plazos recogidos establecidos por el proyecto de Ley 

de la DPE ya que toman en cuenta lo señalado por la OMS,  UNICEF y, varios 

instrumentos internacionales de derechos humanos como el Convenio No. 183 sobre 

la protección de la maternidad (2000) de la Organización Internacional del Trabajo; 

la Recomendación No. 191 sobre la protección de la maternidad (2000) de la 

Organización Internacional del Trabajo; la Declaración de Innocenti de 2005; el 

Convenio No. 190 de la Organización Internacional del Trabajo, sobre la 

Eliminación de la Violencia y Acoso en el mundo del Trabajo;  el Convenio sobre la 

Eliminación de la Violencia y Acoso en el mundo del Trabajo; la Recomendación 

No. 387 sobre ampliar el periodo de maternidad en los Estados Miembro del 

Parlamento Andino.  

 

 Es necesario garantizar que en aplicación al principios de progresividad, el proyecto 

promueva la creación de política licencias para el cuidado, para que cualquier 

persona, independientemente de la identidad de género que tenga, pueda acceder a 

la misma para el cuidado. 

 

 Es importante desarrollar elementos para que las personas que cuidan también 

puedan acceder a servicios que les permitan garantizar su salud física y mental 

como un aspecto fundamental del autocuidado, a fin de que puedan seguir 

realizando las tareas de cuidado en las mejores condiciones posibles.  

 



 
 Es necesario recalcar que la promoción del derecho al cuidado está enfocado a 

cambiar patrones culturales en donde el cuidado esta feminizado, no existe 

corresponsabilidad de los progenitores y/o cuidadores, familia y el Estado, por lo 

que la normativa debe estar encaminada a garantizar que se rompan las divisiones 

sexuales del derecho al cuidado y disponer obligaciones claras para el Estado. 
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Piedrahita y Av. 6 de Diciembre
Asamblea Nacional (593) 2399 - 1000www.asambleanacional.gob.ec

Memorando Nro. AN-CTSS-2022-0079-M

Quito, D.M., 10 de marzo de 2022

PARA: Sra. Mgs. Rina Asunción Campain Brambilla
Presidenta de la Comisión Especializada Permanente del Derecho al Trabajo y a la
Seguridad Social 

ASUNTO: EN EL TEXTO 

 
De mi consideración: 
 
En mi calidad de Asambleísta por la Provincia de Imbabura y Vicepresidente de la Comisión, expreso a
Usted un cordial y atento saludo. 
 
Conforme lo establecido en el artículo 135 de la Ley Orgánica de la Función Legislativa y en razón del
punto del orden del día de la Sesión No. 044-CEPDTSS-2021-2023 (PRESENCIAL), del día de hoy
jueves 10 de marzo del 2022, por medio de la presente me permito formalizar la siguiente moción: 
 
Que el Pleno de la Comisión Apruebe el INFORME para PRIMER DEBATE del “PROYECTO DE LEY
DE RÉGIMEN JURÍDICO DEL DERECHO AL CUIDADO HUMANO”, con las observaciones
realizadas en esta sesión. Así también solicito se autorice al equipo asesor realizar las justificaciones
sobre la base del texto aprobado en esta sesión de Comisión y a la Secretaría Relatora de la Comisión
realizar las correcciones de forma que correspondan. 
 
Con sentimientos de distinguida consideración. 
 
Atentamente, 
 
 

Documento firmado electrónicamente

Lcdo. Luis Anibal Marcillo Ruiz
VICEPRESIDENTE DE LA COMISIÓN ESPECIALIZADA PERMANENTE DEL DERECHO
AL TRABAJO Y A LA SEGURIDAD SOCIAL  

Copia: 
Sr. Abg. Jairo Augusto Jarrín Farías
Secretario Relator
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Memorando Nro. AN-CTSS-2022-0080-M

Quito, D.M., 10 de marzo de 2022

PARA: Sra. Mgs. Rina Asunción Campain Brambilla
Presidenta de la Comisión Especializada Permanente del Derecho al Trabajo y a la
Seguridad Social 

ASUNTO: EN EL TEXTO 

 
De mi consideración: 
 
De mi consideración: 
En mi calidad de Asambleísta por la Provincia de Imbabura y Vicepresidente de la Comisión, expreso a
Usted un cordial y atento saludo. 
Conforme lo establecido en el artículo 135 de la Ley Orgánica de la Función Legislativa y en razón del
punto del orden del día de la Sesión No. 044-CEPDTSS-2021-2023 (PRESENCIAL), del día de hoy
jueves 10 de marzo del 2022, por medio de la presente me permito formalizar la siguiente moción: 
Que el Pleno de la Comisión Apruebe el INFORME para PRIMER DEBATE del “PROYECTO DE LEY
DE RÉGIMEN JURÍDICO DEL DERECHO AL CUIDADO HUMANO”, con las observaciones
realizadas en esta sesión. Así también solicito se autorice al equipo asesor realizar las justificaciones
sobre la base del texto aprobado en esta sesión de Comisión y a la Secretaría Relatora de la Comisión
realizar las correcciones de forma y estilo que correspondan. 
 
Con sentimientos de distinguida consideración. 
 
Atentamente, 
 
 

Documento firmado electrónicamente

Lcdo. Luis Anibal Marcillo Ruiz
VICEPRESIDENTE DE LA COMISIÓN ESPECIALIZADA PERMANENTE DEL DERECHO
AL TRABAJO Y A LA SEGURIDAD SOCIAL  

Copia: 
Sr. Abg. Jairo Augusto Jarrín Farías
Secretario Relator
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Piedrahita y Av. 6 de Diciembre
Asamblea Nacional (593) 2399 - 1000www.asambleanacional.gob.ec

Memorando Nro. AN-CTSS-2022-0081-M

Quito, D.M., 10 de marzo de 2022

PARA: Sr. Abg. Álvaro Ricardo Salazar Paredes
Secretario General 

ASUNTO: Ref. RemisioÌn REGISTROS DE VOTACIOÌN Sesiones No. 045-CEPDTSS-2021-2023
(Continuación) y No. 044-CEPDTSS-2021-2023 (Continuación) de 10/03/2022 (Art. 11
num. 8 RCEPO-AN) 

 
De mi consideración: 
 
En mi calidad de Secretario Relator de la Comisión Especializada Permanente del Derecho al Trabajo y a
la Seguridad Social -CEPDTSS- y de conformidad con lo previsto en el artículo 11 numeral 8 del
Reglamento de las Comisiones Especializadas Permanentes y Ocasionales de la Asamblea Nacional, en
concordancia con el artículo 28 numeral 8 de la Ley OrgaÌnica de la FuncioÌn Legislativa, por este medio
adjunto detalle de las mociones presentadas y registros de votación correspondientes a las Sesiones No.
045-CEPDTSS-2021-2023 (Continuación) y No. 044-CEPDTSS-2021-2023 (Continuación) realizadas
hoy jueves 10 de marzo de 2022 a las 09h00 y 10h30 respectivamente, para su conocimiento y demás
fines legales pertinentes, conforme el detalle siguiente: 
 
Sesión No. 045-CEPDTSS-2021-2023 (Continuación) de 10 de marzo de 2022 (09h00): 
  
MOCIÓN presentada por el As. Luis Marcillo (Memorando Nro. AN-CTSS-2022-0078-M de 10 de
marzo de 2022).- ”(…) En referencia al PROYECTO DE LEY ORGÁNICA REFORMATORIA DE LA
LEY ORGÁNICA DEL SERVICIO PÚBLICO y el borrador de Informe de Primer Debate que se ha
presentado, debatido, aumentado y corregido en la sesión 045 de la Comisión Especializada Permanente
del Derecho al Trabajo y la Seguridad Social, al amparo del artículo 135 de la Ley Orgánica de la Función
Legislativa, mociono: “Que se apruebe el texto del borrador del Informe de Primer Debate del
PROYECTO DE LEY ORGÁNICA REFORMATORIA DE LA LEY ORGÁNICA DEL SERVICIO
PÚBLICO con las observaciones realizadas en esta sesión. Así también solicito se autorice al equipo
asesor realizar las justificaciones acerca de lo aprobado en esta Comisión y a la Secretaría Relatora de la
Comisión realizar las correcciones de forma y estilo en lo referente al aumento de la propuesta de Ley
para que la capacitación obligatoria sea en temas de profesionalización del servicio público, la formación
de los servidores públicos en derechos fundamentales, prevención y erradicación de la violencia contra la
mujer, niñas, niños y adolescentes, manejo de buenas prácticas ambientales, tenencia responsable de
fauna urbana y violencia interrelacionada, entre otros.” 
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Memorando Nro. AN-CTSS-2022-0081-M

Quito, D.M., 10 de marzo de 2022

ASAMBLEÍSTA P FAVOR CONTRA ABSTENCIÒN BLANCO 
AGUIRRE Zambonino Pamela X X - - - 
LOOR Echeverría Gustavo - - - - - 
CAMPAIN Brambilla Rina Asunción X X - - - 
CEVALLOS Peña Omar Vicente X X - - - 
HOLGUÍN Naranjo Marcela Priscila X X - - - 
MARCILLO Ruiz Luis Aníbal X X - - - 
ORTIZ Villavicencio Johanna X X - - - 
QUISHPE Lozano Salvador -   - - - 
RECALDE Álava Eckenner Reader - - - - - 
TOTAL 6 6 0 0 0 

 
Sesión No. 044-CEPDTSS-2021-2023 (Continuación) de 10 de marzo de 2022 (10h30): 
 
MOCIÓN presentada por el As. Luis Marcillo (Memorando Nro. AN-CTSS-2022-0079-M y 
Memorando Nro. AN-CTSS-2022-0080-M de 10 de marzo de 2022).- ”(…) Conforme lo establecido
en el artículo 135 de la Ley Orgánica de la Función Legislativa y en razón del punto del orden del día de
la Sesión No. 044-CEPDTSS-2021-2023 (PRESENCIAL), del día de hoy jueves 10 de marzo del 2022,
por medio de la presente me permito formalizar la siguiente moción: Que el Pleno de la Comisión
Apruebe el INFORME para PRIMER DEBATE del “PROYECTO DE LEY DE RÉGIMEN
JURÍDICO DEL DERECHO AL CUIDADO HUMANO”, con las observaciones realizadas en esta
sesión. Así también solicito se autorice al equipo asesor realizar las justificaciones sobre la base del texto
aprobado en esta sesión de Comisión y a la Secretaría Relatora de la Comisión realizar las correcciones de
forma y estilo que correspondan.”
  

ASAMBLEÍSTA P FAVOR CONTRA ABSTENCIÒN BLANCO 
AGUIRRE Zambonino Pamela X X - - - 
LOOR Echeverría Gustavo X X - - - 
CAMPAIN Brambilla Rina Asunción X X - - - 
CEVALLOS Peña Omar Vicente X X - - - 
HOLGUÍN Naranjo Marcela Priscila X X - - - 
MARCILLO Ruiz Luis Aníbal X X - - - 
ORTIZ Villavicencio Johanna X X - - - 
QUISHPE Lozano Salvador - - - - - 
RECALDE Álava Eckenner Reader X X - - - 
TOTAL 8 8 0 0 0 

 
 Con sentimientos de distinguida consideración.
 
 
Atentamente, 
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